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Introducción 

 
Esta obra representa un testimonio para 
transformar la compleja realidad educativa de 
Michoacán, donde confluyen el diagnóstico 
técnico y el compromiso ético de garantizar la 
triple inclusión: el derecho de nuestras niñas, 
niños y jóvenes a estar en una escuela digna, 
aprender con excelencia y participar activamente, 
es decir, que el discurso oficial se traduzca, en 
hechos tangibles. 

Se analiza la gestión de los recursos públicos, 
porque los presupuestos multimillonarios deben 
reflejarse efectivamente en las aulas. La educación 
es el verdadero motor del desarrollo regional; sin 
una inversión transparente y estratégica, 
condenamos a nuestra juventud al rezago 
perpetuo. Documentamos las fallas sistémicas, 
pero también soluciones viables, demostrando 
que la crisis actual es consecuencia de decisiones 
políticas que debemos corregir con voluntad, 
técnica y persistencia. 

Defendemos la escuela como el espacio 
fundamental de socialización, donde deben 
derribarse las barreras. La equidad no es una 
aspiración lejana, es una deuda histórica que 
sociedad y gobierno deben saldar mediante 
políticas públicas focalizadas e inteligentes. Se 
invita a la corresponsabilidad, convocando a 

maestros, familias y autoridades a tejer una red 
sólida que asegure trayectorias educativas 
completas para todos. 

No basta con la cobertura estadística; urgen 
calidad y pertinencia real en los aprendizajes. La 
simulación educativa, el abandono escolar y la 
precariedad pedagógica aún persisten en diversas 
regiones de nuestra entidad. 

Se reconoce la resiliencia de quienes mantienen 
viva la esperanza educativa ante la adversidad: a 
un magisterio comprometido, a la tenacidad de las 
comunidades escolares que construyen saberes 
diariamente. Sin embargo, el heroísmo individual 
no suple la responsabilidad del Estado; 
necesitamos un sistema robusto que garantice 
derechos humanos, no milagros cotidianos. La 
transformación requiere transitar urgentemente de 
la retórica a la acción. 

Se entrega este análisis como herramienta para la 
incidencia pública. El tiempo de las excusas ha 
terminado; Michoacán merece un sistema 
educativo que funcione como palanca de justicia 
social y prosperidad. Que estas páginas sirvan 
para despertar conciencias y detonar los cambios 
estructurales que nuestra niñez reclama con total 
urgencia moral. El derecho a aprender es hoy. 
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02.01.2025 

El año de la Educación de 
Excelencia en Michoacán 

 

 

El ser humano, hasta biológicamente tiene la 
tendencia de arrancar cada día y las nuevas etapas 
en su vida con las mejores intenciones, con 
voluntad, dedicación y renovación de sus 
compromisos de toda índole. Sucede a escala 
familiar, profesional, educativa, moral y religiosa. 

Con el 2025, inicia un ciclo de 365 días, en los 
cuales se contará en Michoacán con más de 30 
mil millones de pesos, de 80 mil trabajadores, 12 
mil escuelas y más de un millón 260 mil 
estudiantes, quienes al menos dedicarán 
doscientos días de su vida principalmente a 
estudiar y a aprender. 

Es importante siempre insertar elementos 
estratégicos para lograr un mejor 2025 en materia 
educativa en múltiples aspectos, como los 
siguientes: 

Planeación y ajuste continuo de metas. No hay 
buen viento para quien no sabe a qué puerto va. 
Si bien, se ha exhibido que, en el sector educativo 
michoacano existe un desfase notorio entre el 
marco jurídico, las responsabilidades educativas 

institucionales, los planes, programas, proyectos y 
presupuestos, así como las acciones emprendidas 
y la comunicación social, lo anterior no quiere 
decir que así se deba de terminar el sexenio. Es 
tiempo siempre de generar alcances, 
actualizaciones y adecuaciones a las hojas de ruta, 
a los planes de desarrollo y programas sectoriales, 
para que exista consistencia entre el decir, el 
hacer y el gastar, en beneficio de los estudiantes 
en formación en la entidad. 

	

Poner los derechos de las niñas y los niños al 
centro. El gran motor y a su vez el tamiz dorado 
para la toma de decisiones en el sector educativo 
es considerar que, cada acción, cada centavo del 
erario, cada medida de política pública debe 
contribuir al ejercicio de los derechos educativos 
de las niñas, niños y jóvenes en Michoacán: lograr 
que estén, aprendan y participen en las escuelas, 
en entornos libres de violencia y discriminación, 
bajo las mejores condiciones posibles en donde 
los mínimos indispensables para aprender con 
dignidad estén presentes: sanitarios, servicios 
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básicos, agua potable, electricidad, conectividad, 
butacas, protección de las inclemencias 
climatológicas, etcétera. 

	

Presupuestar inteligentemente, priorizar lo más 
importante y colocar recursos en los programas, 
proyectos y obras más necesarios para que la 
educación avance. Austeridad y duda ante los 
recursos que se vayan a ejercer por parte del alto 
funcionariado, pero garantismo y arropamiento 
ante lo que beneficie directamente a las niñas, 
niños y jóvenes. 

El aprendizaje, como principal indicador de éxito 
en la comunidad escolar. El aprendizaje es un 
teleférico que sí trasladará a las generaciones en 
formación de la tierra de los sueños al de las 
realidades. Ignorar su trascendental importancia 
en el sistema educativo es perder de vista el 
objetivo: generar acciones formativas en los seres 
humanos que les permitan adquirir conocimientos, 
destrezas, competencias, valores y actitudes 
significativas, las cuales a su vez les permitan 
afrontar la vida con las mejores condiciones 
posibles. 

Efectividad y mejora continua gubernamentales. 
Por supuesto, el aprendizaje no solamente lo 
desarrollan los estudiantes en una auténtica 
comunidad de aprendizaje: también los maestros, 
personal directivo, supervisores, personal de 
asistencia y apoyo a la educación, así como los 
funcionarios de la estructura de mando del sistema 
educativo estatal. Durante los años anteriores han 
tenido oportunidad de vivir experiencias que les 

han permitido lograr aprendizajes que deben ya 
reflejarse en acciones diferentes en aras de 
alcanzar mejores resultados en todos los aspectos, 
en pro del desarrollo integral de Michoacán. 

	

Hacer el trabajo que nadie más ha hecho: resolver 
el rezago, educativo, en infraestructura, en 
equipamiento, en mediación y disolución de 
conflictos entre adultos en las comunidades 
escolares, insertar medidas de transparencia, 
rendición de cuentas, dotar de lo necesario a cada 
escuela en la entidad, mejorar los indicadores 
socioeducativos estatales, entre muchas otras 
cuestiones. 

Conformar un equipo de alto rendimiento. Hay 
más de ochenta mil trabajadores de la educación, 
que son un gran equipo de trabajo, el cual 
necesita integración, formación continua, 
actualización, encuentros, intercambio de 
experiencias, desarrollo de actividades que 
robustezcan la confianza, que permitan 
emprender acciones piloto que a su vez los lleven 
hasta la consolidación de una gran comunidad de 
formadores, que tenga como centro la educación 
y como principales líderes escolares a las y los 
maestros. 

Mejora continua rumbo a la excelencia. Lo cual 
implica evaluar, medir, diagnosticar, percibir si las 
acciones emprendidas están generando avances, 
rendir cuentas e informar con la verdad, 
impulsando la participación social en la 
educación. 
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Es importante dar esos pasos recordando que 
Michoacán es tierra de historia y tradición, cuna 
de grandes pensadores y transformadores 
sociales, la cual merece un sistema educativo que 
esté a la altura de su legado. Los retos que 
enfrentamos son significativos, pero nuestra 
capacidad para superarlos es aún mayor. Las 
brechas educativas persisten, las carencias 
materiales en muchas escuelas son evidentes, y la 
deserción escolar sigue siendo una preocupación 
constante. Sin embargo, es precisamente en estos 
desafíos donde reside nuestra oportunidad de 
demostrar la grandeza del espíritu michoacano. 

A los funcionarios educativos les hago un llamado 
especial. Ustedes tienen en sus manos la 
responsabilidad de diseñar e implementar 
políticas que transformen vidas. Cada decisión 
que toman, cada recurso que asignan, cada 
programa que impulsan tiene el potencial de abrir 
nuevos horizontes para miles de estudiantes. Este 
2025 debe ser el año en que la eficiencia 
administrativa se conjugue con la sensibilidad 
social. No basta cumplir metas, dar discursos ni 
llenar formatos; es necesario que cada acción 
administrativa esté impregnada de un profundo 
sentido. 

Les invito a que salgan de sus oficinas, a que 
visiten las escuelas más alejadas y a que escuchen 
a los maestros que trabajan en condiciones 
adversas, a que dialoguen con los padres de 
familia que luchan día a día por mantener a sus 
hijos en la escuela. Solo así podrán diseñar 
políticas que verdaderamente respondan a las 
necesidades de nuestra comunidad educativa. 

Ya hubo tres años de aprendizajes. Ya se pagó 
una alta cuota en las curvas de aprendizajes de los 
funcionarios que han tenido relación con el sector 
educativo estatal: ya hicieron sus precampañas, ya 
invitaron a sus amigos a trabajar en cargos de la 
educación estatal, aún sin contar con la 
experiencia, perfil, ni vocación para tales efectos, 
ya emplearon el aparato de comunicación social 
para difundir logros no verificables, ya hicieron un 
plan de desarrollo que no siguieron al pie de la 
letra, entre muchas otras cuestiones más. Empero, 
es un buen momento para dejar de arrastrar 
inercias y para simplemente actuar de la mejor 
manera posible en beneficio de las niñas, niños y 
jóvenes de Michoacán de Ocampo. 

Los directores escolares son pilares fundamentales 
de nuestras instituciones educativas, ya que su 
liderazgo es crucial para transformar cada escuela 
en un verdadero centro de excelencia. Este 2025 
debe ser el año en que sus centros educativos se 
conviertan en espacios de innovación y desarrollo 
integral.  Su papel va más allá de la gestión 
administrativa. Son ustedes quienes pueden crear 
un ambiente donde florezca la creatividad, donde 
los maestros se sientan apoyados y motivados, 
donde los estudiantes desarrollen no solo 
conocimientos, sino también valores y habilidades 
para la vida. Implementen sistemas de mentoría 
entre docentes, fomenten el intercambio de 
mejores prácticas, establezcan alianzas con otras 
instituciones. La excelencia educativa se construye 
día a día, con pequeñas acciones que, en 
conjunto, generan grandes transformaciones. 
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El año de la educación sólo se construirá con y a 
través de los maestros, verdaderos héroes de 
nuestra sociedad, quienes merecen nuestra más 
profunda admiración y respeto. Su labor 
trasciende las paredes del aula; ustedes son 
formadores de ciudadanos, inspiradores de 
sueños, constructores de futuros. Este 2025 debe 
ser el año en que su vocación docente se renueve 
y fortalezca. Es importante que compartan sus 
experiencias con otros docentes, que formen 
comunidades de aprendizaje y sean mentores de 
los maestros más jóvenes. Recuerden que cada 
estudiante que entra a su aula es un universo de 
posibilidades. No permitan que las limitaciones 
materiales o las circunstancias adversas apaguen 
su entusiasmo. En sus manos está la posibilidad 
de despertar la curiosidad, de fomentar el 
pensamiento crítico, de cultivar la empatía y la 
solidaridad. 

La excelencia educativa que buscamos para 
Michoacán no es una meta inalcanzable; es el 
resultado natural del compromiso cotidiano. 
Cuando un funcionario toma decisiones pensando 
en el beneficio real de los estudiantes, cuando un 
director escolar implementa estrategias 
innovadoras para mejorar su escuela, cuando un 
maestro prepara su clase con dedicación y 
entusiasmo, estamos construyendo esa excelencia. 

El 2025 nos brinda la oportunidad de reescribir la 
historia de la educación en Michoacán. No 
podemos permitir que las estadísticas negativas y 
los prejuicios definan nuestro sistema educativo. 
Es momento de que cada uno, desde su trinchera, 
asuma el compromiso de hacer la diferencia. 

Funcionarios, sean ustedes ejemplo de 
transparencia y eficiencia en la gestión educativa. 
Que cada peso invertido en educación se traduzca 
en oportunidades reales de aprendizaje. 
Directores, conviertan sus escuelas en espacios de 
innovación y desarrollo integral. Maestros, sigan 
siendo esa luz que ilumina el camino del 
conocimiento para miles de niños y jóvenes 
michoacanos. 

Para los padres de familia es importante seguir 
haciendo el mayor esfuerzo para que sus hijos 
estén en las mejores condiciones posibles 
diariamente en sus escuelas. Así también, para 
que tengan un ambiente propicio para el 
aprendizaje en sus hogares. Recordemos que el 
factor socioemocional puede generar inmensas 
diferencias entre personas que sí aprenden y 
quienes simplemente, por más que se esfuercen, 
no lo logren. Es importante por ello, evitar 
situaciones estresantes, violencia, distractores, 
contracultura y toda clase de circunstancias que 
inhiban el aprendizaje. 

Y, los estudiantes, definitivamente, aún siendo 
sujetos de derechos, deben de ponderar la 
oportunidad que tienen en sus manos y esforzarse 
al máximo, en plena conciencia de que el estudio 
es la oportunidad de sus vidas de alcanzar sus 
sueños, sus aspiraciones y de asegurarse de que 
origen no sea destino en sus propias existencias, 
independientemente de la clase social en la que 
se encuentren. 

Los ciudadanos podemos hacer mucho: hacernos 
cargo de nuestra educación, de nuestra formación 
continua, de cultivarnos, justo en el sentido 
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etimológico de la palabra cultura. Destaca la 
importancia de levantar la voz para que los 
políticos y funcionarios sepan que la educación 
nos importa. 

En suma, está en nuestras manos lograr que el 
2025 sea el año de la educación. Hagamos 
nuestros mejores esfuerzos desde nuestros 
respectivos ámbitos de acción e influencia para 
que así sea. Juntos, podemos construir un ciclo 
decisivo para la educación en Michoacán. No es 
una tarea fácil, pero tampoco es imposible. 
Requiere compromiso, dedicación y, sobre todo, 
la convicción de que la educación es la 
herramienta más poderosa para transformar vidas 
y comunidades. 

Que este año nuevo sea testigo de nuestro 
esfuerzo conjunto por construir un sistema 
educativo que honre la grandeza de Michoacán. 
Un sistema donde cada estudiante, 
independientemente de su origen o condición 
social, tenga la oportunidad de desarrollar 
plenamente su potencial. Un sistema que nos llene 
de orgullo y que sea ejemplo para el resto del 
país. 

El futuro de Michoacán está en las aulas. Hagamos 
que cada día cuente, que cada acción sume, que 
cada esfuerzo nos acerque más a la excelencia 
educativa que nuestro estado merece. El momento 
es ahora, y el compromiso es de todos. 

¡Por una educación de excelencia en Michoacán!
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09.01.2025 

Por una agenda educativa 
2025 en Michoacán 

 
 

La educación en México está consagrada como un 
derecho humano fundamental en el Artículo 3° de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que establece la obligación del Estado 
de garantizar una educación obligatoria, universal, 
inclusiva, pública, gratuita y laica. Este mandato 
constitucional se reforzó con la reforma educativa 
de 2019, que enfatiza la importancia de la 
excelencia, la equidad y el interés superior de 
niñas, niños y adolescentes en la educación. 

Michoacán, con su rica historia educativa que 
incluye la primera Escuela Normal Rural de 
América Latina y la prestigiosa Universidad 
Michoacana de San Nicolás de Hidalgo, enfrenta 
hoy desafíos educativos que requieren atención 
urgente. Los indicadores educativos del estado 
consistentemente se han ubicado por debajo de la 
media nacional: la tasa de abandono escolar 
supera el promedio del país, los resultados en 
pruebas de aprendizaje cuándo se han podido 
aplicar han mostrado rezagos significativos, y la 
cobertura educativa en nivel medio superior y 
superior presenta brechas importantes. 

Los antecedentes históricos de estas problemáticas 
se remontan a décadas de subinversión en 
infraestructura educativa, cambios demográficos 
no atendidos adecuadamente, y desafíos 
socioeconómicos que han impactado el desarrollo 
educativo del estado, así como la corrupción, la 
simulación, la delincuencia y el abandono 
histórico del sistema educativo. La dispersión 
poblacional característica de Michoacán, con 8 mil 
643 localidades, muchas de ellas rurales y de 
difícil acceso, ha complicado la provisión de 
servicios educativos dignos y completos. 

La importancia de atender estas problemáticas 
radica en múltiples factores. Primero, la educación 
es el principal motor de movilidad social y 
desarrollo económico. Las deficiencias educativas 
actuales perpetúan ciclos de pobreza y 
marginación que afectan especialmente a las 
comunidades más vulnerables. Segundo, en un 
mundo cada vez más globalizado y tecnológico, el 
rezago educativo compromete la competitividad y 
el futuro desarrollo del estado. Tercero, la 
educación es fundamental para fortalecer el tejido 
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social y prevenir problemáticas como la violencia y 
la delincuencia que afectan a la entidad. 

El marco jurídico actual, que incluye la Ley 
General de Educación y la Ley de Educación del 
Estado de Michoacán, proporciona las bases 
legales para implementar soluciones integrales. 
Estas leyes establecen no solo derechos y 
obligaciones, sino también mecanismos de 
participación social y corresponsabilidad en la 
educación. 

Para este 2025 es muy importante que se atiendan 
las problemáticas que se presentan a 
continuación. Ya es tiempo que se resuelvan 
integralmente los desafíos educativos de 
Michoacán. Su implementación requiere un 
esfuerzo coordinado entre autoridades, sociedad 
civil, sector privado y comunidades educativas. El 
momento de actuar es ahora, pues cada día que 
pasa sin atender estas problemáticas representa 
oportunidades perdidas para miles de estudiantes 
michoacanos. 

	

1. Infraestructura Educativa Deficiente.  Las 
escuelas en zonas rurales y urbanas marginadas 
de Michoacán presentan graves carencias en 
infraestructura básica. Muchas carecen de 
servicios elementales como agua potable, 
sanitarios funcionales, electricidad confiable y 
espacios adecuados para el aprendizaje. Los 
espacios existentes frecuentemente se encuentran 
en mal estado, representando riesgos para la 
comunidad escolar y limitando las posibilidades 
de implementar metodologías educativas 

modernas. Para resolver lo anterior es importante 
implementar un programa integral de 
mejoramiento de infraestructura educativa 
partiendo de un diagnóstico participativo por 
región que involucre a la comunidad escolar para 
identificar necesidades prioritarias, que se cree un 
fideicomiso específico para infraestructura 
educativa con participación público-privada y 
supervisión ciudadana, hay casos como el de 
Jalisco que es digno de análisis y posible réplica, 
así como el desarrollo de un sistema de 
mantenimiento preventivo y correctivo con 
participación de los ayuntamientos y las 
comunidades escolares. Este programa debe 
priorizar las zonas más marginadas y establecer 
estándares mínimos de infraestructura que toda 
escuela debe cumplir. 

2. Abandono escolar. Michoacán enfrenta altas 
tasas de abandono escolar, particularmente en el 
nivel medio superior. Los factores principales 
incluyen la falta de condiciones socioeconómicas 
e incluso alimentarias para acudir a las escuelas, la 
necesidad de trabajar para apoyar a la familia, 
embarazo adolescente, falta de interés en los 
estudios debido a metodologías obsoletas, la 
presencia de delincuencia y la percepción de que 
la educación no garantiza mejores oportunidades 
laborales, entre muchas otras circunstancias.  Para 
atender lo anterior es importante establecer un 
programa multidimensional de retención escolar 
que incluya becas condicionadas a la permanencia 
escolar, un sistema de alerta temprana para 
identificar estudiantes en riesgo de abandono, 
programas de mentoría entre pares, orientación 
vocacional desde secundaria, educación sexual 
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integral, y vinculación con el sector productivo 
para mostrar oportunidades laborales reales, lo 
cual se debe complementar con programas de 
educación flexible que permitan combinar estudio 
y trabajo. 

3. Formación Continua y Actualización Docente 

Existe un rezago significativo en la actualización 
de métodos pedagógicos y en la formación 
continua del profesorado. Muchos docentes 
mantienen prácticas tradicionalistas que no 
responden a las necesidades actuales de 
aprendizaje ni aprovechan las nuevas tecnologías 
educativas, como consecuencia de la escasa 
inversión pública y muy poca atención a tan 
importantes rubros. Una ruta de solución por 
explorar sería crear un Instituto Estatal de 
Formación Docente que coordine programas de 
actualización pedagógica basados en evidencia, 
intercambios docentes con estados y países que 
muestren mejores resultados educativos, 
certificaciones en competencias digitales y nuevas 
metodologías, incentivos para la innovación 
educativa y comunidades de aprendizaje entre 
docentes. A la vez que paralelamente permita 
establecer investigaciones, diagnósticos y 
evaluaciones formativas regulares que 
retroalimenten la práctica docente. 

4. Brecha Digital La pandemia evidenció la 
profunda desigualdad en el acceso a tecnologías 
digitales. Muchos estudiantes, especialmente en 
zonas rurales, carecen de dispositivos electrónicos 
y conectividad a internet, limitando sus 
oportunidades de aprendizaje en un mundo cada 
vez más digitalizado. Es imperativo implementar 

un programa de conectividad educativa en 
Michoacán que contemple la dotación de 
dispositivos electrónicos a estudiantes de bajos 
recursos, establecimiento de centros comunitarios 
digitales en zonas estratégicas, convenios con 
proveedores de Internet para tarifas preferenciales 
educativas, formación en competencias digitales 
para toda la comunidad escolar y desarrollo de 
contenidos educativos digitales adaptados al 
contexto local, entre otros rubros. 

5. Violencia y Seguridad Escolar. Las escuelas 
michoacanas enfrentan diversos tipos de violencia, 
como el acoso escolar, la violencia de género, la 
presencia del crimen organizado en zonas 
escolares y conflictos derivados de tensiones 
sociales y políticas que afectan el ambiente 
educativo. Es importante desarrollar protocolos 
claros de prevención y actuación ante situaciones 
de violencia, formación en resolución pacífica de 
conflictos, establecimiento de comités de 
seguridad escolar con participación de 
autoridades y comunidad, programa de escuelas 
como zonas de paz, y atención psicosocial para 
estudiantes afectados por la violencia, así como un 
blindaje de las actividades delincuenciales en las 
comunidades escolares y sus entornos. 

6. Inequidad Educativa. Persisten graves 
desigualdades en el acceso y niveles de atención 
educativa entre zonas urbanas y rurales, entre 
escuelas públicas y privadas y en la atención a 
estudiantes con necesidades especiales o de 
comunidades indígenas. Es factible implementar 
un sistema estatal de equidad educativa que 
contemple la redistribución de recursos 



	
11	

priorizando a las comunidades escolares ubicadas 
en zonas marginadas, un programa de educación 
intercultural bilingüe fortalecido, centros de 
recursos para la inclusión educativa, sistema de 
apoyo itinerante para escuelas rurales y 
mecanismos de compensación educativa para 
estudiantes que enfrentan barreras para el acceso 
y la participación escolares. 

7. Vinculación con el Sector Productivo. Existe una 
desconexión entre la formación que reciben los 
estudiantes y las necesidades del mercado laboral 
local, resultando en subempleo y migración de 
talento. Al respecto sería muy valioso conformar 
un consejo estatal de vinculación educativa que 
coordine los programas de formación dual, 
prácticas profesionales pasantías empresariales 
desde el nivel medio superior, actualización de 
planes de estudio con participación propositiva 
del sector productivo, incubadoras y aceleradoras 
de empresas en instituciones educativas, así como 
programas de certificación de competencias 
laborales alineados con las necesidades 
productivas y sociales regionales, entre otros 
rubros. 

8. Gestión y Transparencia. La administración 
educativa estatal muestra deficiencias en 
transparencia, eficiencia en el uso de recursos y 
procesos administrativos que obstaculizan la 
mejora educativa. Este año podría implementarse 
un sistema de gestión educativa estatal 
transparente que incluya una plataforma digital de 
transparencia y rendición de cuentas, con 
indicadores educativos públicos actualizados y las 
estadísticas del Formato 911, simplificación de 

procesos administrativos, mecanismos de 
participación ciudadana en la propuesta para la 
toma de decisiones educativas y  los resultados de 
la realización de auditorías independientes 
regulares. 

9. Alimentación y Salud Escolar. Muchos 
estudiantes enfrentan problemas de nutrición y 
salud que afectan su rendimiento académico. Los 
programas existentes de alimentación escolar son 
insuficientes o no llegan a todas las zonas 
necesitadas. Es importante robustecer programas 
de bienestar escolar que asegure la existencia de 
comedores escolares en zonas prioritarias, de 
huertos escolares educativos, convenios con el 
sector salud para la atención preventiva regular de 
los integrantes de las comunidades educativas y 
sus familias, capacitación en nutrición y 
prevención de adicciones para comunidades 
escolares, así como un sistema de seguimiento del 
estado nutricional de los estudiantes. 

10. Participación Comunitaria Escasa. La 
participación de académicos, sociedad civil 
organizada, padres de familia y comunidad en los 
procesos educativos es limitada, desaprovechando 
recursos y conocimientos locales que podrían 
enriquecer la educación. Es importante desarrollar 
modelos de gobernanza en la educación que 
posibilite su participación social, que exista una 
escuela para padres con enfoque en 
acompañamiento educativo, proyectos educativos 
comunitarios, recuperación de saberes locales en 
el currículum y mecanismos de participación 
comunitaria en la gestión escolar. 
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La realidad educativa en Michoacán demanda 
acciones inmediatas y contundentes. Las diez 
problemáticas expuestas no son acontecimientos 
aislados, sino manifestaciones de un sistema 
educativo que requiere una transformación 
integral y urgente. Cada día que posterguemos 
estas soluciones representa oportunidades 
perdidas para miles de niñas, niños y jóvenes 
michoacanos que merecen una educación a la 
altura de sus sueños y aspiraciones. 

Es importante que las autoridades educativas 
tomen en cuenta este decálogo y construyan una 
ruta crítica para el cambio. La transformación 
educativa no puede esperar: se requiere un 
compromiso presupuestal firme, voluntad política 
inquebrantable y una visión que trascienda los 
periodos administrativos. La educación es la 
inversión más rentable para el desarrollo social y 
económico de nuestro estado. 

El momento de actuar es ahora. Las soluciones 
están sobre la mesa; lo que necesitamos es el 
compromiso decidido para implementarlas, 
partiendo del funcionariado obligado a tales 
efectos. El futuro de Michoacán depende de las 
acciones que se ejecuten hoy en materia 
educativa. 

La educación es un derecho humano fundamental 
de las niñas, niños y jóvenes, el cual el estado 
mexicano está obligado a garantizar y constituye 
una responsabilidad compartida para todos. No 
podemos permitir que las carencias actuales 
hipotequen el futuro de nuestras próximas 
generaciones. El costo de la inacción es 
demasiado alto. ¡Luchemos juntos este 2025 por 
una educación de excelencia en Michoacán! 
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16.01.2025 

Educación: A 100 días en Michoacán 

 
 

Transcurrieron los primeros cien días de la 
doctora Claudia Sheinbaum Pardo como 
presidenta de México. Manifiestamente nuestra 
primera mandataria declaró durante la campaña 
querer ser recordada como “la presidenta de la 
educación”, lo cual genera simpatías tanto en lo 
que respecta a su legado político, como en la 
profundidad de su visión, ya que, 
indudablemente, de todos los asuntos públicos, el 
que tiene una impronta más duradera en el 
horizonte temporal y generacional es el educativo. 
Al respecto, a tres meses y medio de su mandato 
ya hay primeros pasos, anuncios, avances y áreas 
de oportunidad, que se analizan a continuación. 

Desde la toma de posesión, en el centenar de 
compromisos que anunció la presidenta 
Sheinbaum en su momento hubo mensajes 
favorables para el sector educativo, ya que casi la 
cuarta parte guardan relación estrecha con el 
sistema educativo nacional. Si bien, ya fueron 
analizados en su momento en este mismo espacio, 
solo se requiere subrayar que muchos de ellos 
impactarán de manera directa o indirecta 
favorablemente al sistema educativo michoacano 
en caso de volverse realidad, a la par que varios 

de ellos comenzarán muy pronto a aplicarse, por 
estar fondeados con el Presupuesto de Egresos 
2025, el cual, tanto a nivel federal como estatal 
está subrayando contar con cero déficits en 
materia educativa, priorizando el pago de la 
nómina educativa y transferencias de apoyos 
directos para los estudiantes de la entidad 
federativa. Esto, de entrada, es favorable, porque 
evita la crisis sistémica, pero es necesario que se 
ejerza con transparencia y austeridad, porque hay 
una gran cantidad de niñas, niños y jóvenes que 
se encuentran fuera del sistema educativo y se 
requiere escolarizarlos, por ser una obligación 
constitucional del estado mexicano el garantizarles 
sus derechos educativos. Al no contarse con 
cobertura universal, es necesario pensar en 
alcanzarla bajo el principio de la gradualidad. 

Paralelamente, durante el informe de resultados 
de los cien primeros días de gestión, realizado el 
pasado domingo 12 de enero, también anunció 
algunas acciones que incidirán en mejorar el 
sistema educativo nacional y, por consecuencia, la 
educación michoacana, por lo que estaremos 
atentos respecto a la realización de acciones y la 
radicación de inversiones en infraestructura 
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educativa, el fortalecimiento del sistema de 
universidades “Benito Juárez”, las becas y otras 
acciones más. 

Por otra parte, durante la rueda de prensa 
matutina realizada esta semana, por parte de la 
presidenta Sheinbaum y el titular de la SEP, se 
anunció una reestructuración del bachillerato 
nacional, lo cual sin duda es una buena señal, por 
constituir una profunda transformación lo que se 
pretende alcanzar para la educación media-
superior en la nación, toda vez que ha carecido 
no solamente de certificados únicos homologados, 
sino que, en ocasiones incluso hasta  se ha 
perdido de vista su razón de existir, por ser una 
etapa transitoria, que no pertenece a la educación 
básica, por lo que no se toma en cuenta como un 
mínimo indispensable, pero que tampoco otorga 
posibilidades de defenderse realmente ante los 
retos de la vida a sus egresados, salvo el 
bachillerato bivalente, que en algunas carreras 
técnicas si les brinda oportunidades de inserción 
laboral a sus egresados, particularmente las que 
se encuentran operando bajo el sistema dual, el 
cual luce con un panorama alentador en el marco 
de la anunciada política de relanzamiento de la 
industria de la transformación desde empresas 
paraestatales con base tecnológica endógena, 
como los laboratorios de semiconductores o la 
fabricación de autos eléctricos nacionales. 

Por ello, es sumamente positivo el que se logre 
reivindicar, resignificar y reorganizar a fondo la 
educación media superior en la nación. Las metas 
anunciadas son, como muchas más, apenas 
primeros pasos. La creación de cuarenta mil 

espacios para que igual número de jóvenes 
estudien la educación media superior es 
favorable, abona, pero lamentablemente, no eleva 
mucho la tasa bruta de matriculación que existe en 
la nación, ya que, en estados como Michoacán, 
prácticamente uno de cada dos jóvenes en edad 
de estudiar el bachillerato se encuentran fuera del 
sistema educativo, sin condiciones ni mayores 
esperanzas para ejercer sus derechos educativos, 
quedando marginados de alcanzar trayectorias 
educativas completas. Esperemos se alcance la 
meta cuanto antes y se redoblen esfuerzos 
institucionales para fijarse retos mayores a la 
brevedad, rumbo a la cobertura universal en 
educación media superior. 

	

También, es favorable que se esté destinando 
dinero a la dignificación de los planteles 
educativos, tanto a nivel nacional como estatal, lo 
que permitirá gradualmente contar con escuelas 
que tengan sus servicios básicos completos, 
computadoras, conectividad e infraestructura 
adaptada. Queda como área de oportunidad que 
se eleve el monto y se ejerzan acciones de 
fiscalización más transparentes, en aras de que se 
socialice el resultado de la inversión pública en un 
rubro que lleva décadas de retraso respecto a 
otras naciones que sí cuentan con escuelas dignas 
y, por ende, más propicias para el aprendizaje, la 
participación y la convivencia. Es importante que 
se volteen a ver los planteles más alejados, los más 
marginados y los que se encuentran en las 
situaciones más complejas de riesgos, violencia y 
vulnerabilidades. Particularmente, es necesario 
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que se blinde a las comunidades educativas de la 
incidencia de los grupos criminales. Ya en 
Michoacán van dos casos durante el presente 
sexenio de profesores que fallecen víctimas del 
estallido de minas terrestres, circunstancia 
eminentemente terrorista que solamente se ve en 
naciones en guerra. Es necesario que se 
intervenga a fondo, con toda la fuerza del estado 
mexicano para asegurarse que no haya más 
afectaciones a las comunidades educativas de 
Michoacán y del país. 

Por otra parte, queda como un gran pendiente, 
heredado del lopezobradorato, concretar la 
federalización de la nómina educativa 
michoacana, como una solución estructural a las 
finanzas locales, así como también representará la 
edificación de un modelo para el resto de las 
entidades federativas, como lo mencionó el 
expresidente en su momento. En aras de alcanzar 
la continuidad sería muy valioso que no se quite el 
dedo del renglón y se logre concretar el 
compromiso de Andrés Manuel para con el 
magisterio michoacano, lo cual eliminará todo 
ápice de discrecionalidad en la transferencia de 
recursos, en la firma de convenios y en la 
tranquilidad de la cual deben gozar todos los 
trabajadores de la educación, quienes deben de 
estar preocupados por ejercer su vocación 
docente con excelencia, no por defender sus 
derechos adquiridos, los cuales nunca deberían 
de estar ni en tela de juicio ni bajo amenaza 
alguna. 

Así también, es importante que durante el 
presente sexenio se haga un gran esfuerzo por 

recuperar el concepto de excelencia, que es 
constitucional desde el sexenio pasado, para 
asegurar que, efectivamente, los servicios 
educativos que reciben las niñas, niños y jóvenes 
en la nación sean sobresalientes, no 
comparándose ni compitiendo entre sí, sino 
respecto a versiones pretéritas de sí mismos, para 
transitar sobre el paradigma de la mejora 
continua, que motivó esfuerzos como la 
transformación del Instituto Nacional para la 
Evaluación de la Educación en la Comisión 
Nacional para la Mejora Continua de la Educación 
(MEJOREDU).  Esperemos que haya acciones en 
consecuencia y que, la MEJOREDU, en las 
postrimerías de su existencia institucional sea 
debidamente absorbida por el ejecutivo federal y 
sus razones fundantes florezcan a través de la 
política educativa nacional. 

¿Y por qué no? Podría verse el momento de 
voltear a ver a la calidad como un concepto que 
puede contribuir a robustecer la concepción de 
educación que tenemos hoy; siempre y cuando se 
construya participativamente y bajo el interés 
superior de las niñas, niños y jóvenes en nuestra 
nación. 

Por supuesto, de manera esencial, es preciso 
recuperar una mirada hacia el aprendizaje como 
el principal factor que marca un antes y un 
después en la vida de los estudiantes, como el 
valor agregado que obtienen por la realización de 
las actividades escolares y como el gran objetivo 
que debe de buscarse minuto a minuto durante el 
horario escolar. Es trascendente revisar si el nuevo 
modelo educativo, denominado Nueva Escuela 
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Mexicana, si sus planes, programas, materiales 
educativos y cargas horarias están centralizados en 
alcanzar aprendizajes esperados, para de esta 
manera enfocar lo mejor posible los recursos 
invertidos en educación, así como el esfuerzo que 
realizan millones de estudiantes, maestros, sus 
familias y toda una nación que sostiene al sistema 
educativo mexicano, para lograr que las 
generaciones en formación logren los 
aprendizajes que les permitan subsistir 
dignamente, innovar, transferir tecnología, 
investigar y labrarse su futuro, de tal manera que 
sean el talento y la virtud lo que los posicione en 
la sociedad, tal y como aspiraba José María 
Morelos y Pavón en sus Sentimientos de la 
Nación. Por supuesto, es preciso conocer el nivel 
de logro de aprendizajes esperados para entablar 
procesos de mejora continua en todos los 
sentidos, razón por la cual debe de considerarse 
la realización de evaluaciones del aprendizaje 
para cada estudiante en el país, de tal manera que 
tengan retroalimentación y posibilidades de 
alcanzar la mejor versión posible de sí mismos y 
lograr sus sueños y aspiraciones. 

En suma, cien días son muy pocos para sopesar 
resultados, pero sin duda se ha avanzado al 

respecto. Es preciso que se sostenga y eleve el 
nivel de prioridad de la educación nacional como 
principal motor de transformación de nuestra 
nación. Hay señales también en el Plan México de 
que es posible conformar la denominada triple 
hélice en sectores estratégicos de la economía 
nacional, activando la vinculación entre el sector 
educativo, el empresarial y el gubernamental.  Así, 
la educación nacional no solamente servirá para 
acreditar profesionistas, ni años de escolaridad, 
sino que será también la columna vertebral del 
desarrollo económico de nuestro país. 

Es el momento de planificar y de actuar para 
alcanzar resultados. Esperemos que estos 
primeros pasos de cien días de la actual 
administración federal sean fructíferos y a la vez, 
sean secundados por muchos más acciones, 
políticas públicas, inversiones, consultas 
ciudadanas y resultados progresivos para que este 
sexenio sea el de la excelencia educativa nacional, 
como resultado directo del garantismo pleno de 
los derechos a estar, aprender y participar de 
todas las niñas, niños y jóvenes mexicanos y 
michoacanos en particular. ¡Que así sea! 
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23.01.2025 

Ante Trump, aprender importa 
 

Mañana será el Día Internacional de la Educación. 
Esta fecha conmemorativa, que impulsada desde 
la UNESCO se celebra desde 2019 tiene como 
objetivo visibilizar a nivel global la trascendencia 
de la educación como un derecho humano, un 
bien público y una responsabilidad colectiva. 

En esta edición 2025, el tema central es “IA y 
educación: preservar la autonomía en un mundo 
automatizado”, de acuerdo con el portal 
electrónico oficial de la UNESCO, se busca 
resaltar “el poder de la educación para dotar a las 
personas y a las comunidades de los medios 
necesarios para navegar, comprender e influir en 
los avances tecnológicos”. La preocupación del 
organismo internacional está dirigida respecto a 
cómo preservar, redefinir y elevar la agencia 
humana en una era de aceleración tecnológica. 
Parecen debates muy lejanos en un estado como 
Michoacán, donde la mitad de la población mayor 
de 15 años se encuentra en situación de rezago 
educativo y casi un cuarto de millón de habitantes 
de la edad citada no saben leer ni escribir. 

Mientras las preocupaciones y la agenda educativa 
global tienen foco en esos temas de debate, 
nuestra agenda nacional de esta semana fue 
ocupada principalmente por la toma de posesión 
Donald Trump como presidente de los Estados 

Unidos de América y todas las implicaciones que 
tendrán las novedades que involucran a México. 
Tres grandes áreas principales abarcan el discurso 
y actos de autoridad del presidente Trump: 
deportaciones masivas, aranceles y declaración de 
terroristas a los cárteles delincuenciales 
mexicanos. 

Los tres ámbitos nos afectan en la medida en la 
cual hemos generado dependencia de nuestro 
principal socio comercial, destino migratorio y 
también, mercado que demanda estupefacientes. 

Es un axioma de vida: quien no sabe cómo ser 
autosuficiente está condenado vitaliciamente a 
depender, a subordinarse o a arrebatar los 
satisfactores de sus necesidades. 

En ese sentido, contar con un sistema educativo 
nacional efectivo, garantista y que permitiese que 
todos estuviesen, aprendiesen y participasen en 
las escuelas nos hubiera permitido retener a 
nuestros talentos, brindarles senderos de vida 
honestos y prósperos que no los orillasen a 
abandonar la tierra que los vio nacer, ni a sus 
familias, ni sus patrimonios ni herencias; así 
también, nos hubiera permitido fortalecer los 
sectores económicos nacionales, especialmente la 
industria de la transformación y el sector 
tecnológico, con lo cual, nuestra dependencia del 
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vecino país del norte se hubiera disminuido 
ampliamente, así como también, nos hubiera 
permitido diversificar nuestras relaciones 
comerciales internacionales; finalmente, contar 
con un sistema educativo nacional alejaría 
sistemáticamente a las generaciones jóvenes de 
verse involucradas en la perversa cadena delictiva, 
inhibiendo el consumo de drogas y brindando 
alternativas honestas para su desarrollo 
profesional, desenmascarando los sofismas y 
falacias que sostienen el garlito de hacer una 
carrera delictiva, así como también desvaneciendo 
la influencia de la narco cultura. 

Pero, si bien, no hemos avanzado suficientemente 
como país al respecto, es momento de que se 
diseñen y establezcan políticas públicas cuyo eje 
sea el sistema educativo nacional para atender a 
largo plazo, anticipando, previendo y diseñando 
escenarios favorables para los mexicanos en esos 
tres grandes aspectos. 

Primeramente, consideremos los alcances que 
tendría contar con un sistema educativo de 
excelencia en Michoacán ante un escenario de 
eventuales deportaciones masivas y cierre de la 
frontera con Estados Unidos. 

No olvidemos que, según datos del INEGI, entre 
2015 y 2020, aproximadamente 50,770 personas 
emigraron de Michoacán a otros países, de las 
cuales el 94% se dirigió a Estados Unidos. En 
2024, se reportaron alrededor de 15,000 
deportaciones de michoacanos desde Estados 
Unidos- Los migrantes michoacanos en Estados 
Unidos suelen trabajar en sectores como la 

construcción, agricultura y servicios, con un nivel 
educativo mayormente de educación básica. La 
educación de excelencia en Michoacán puede ser 
un factor clave para mejorar las oportunidades y 
calidad de vida de las personas deportadas y sus 
familias. 

Reinserción Laboral: El sistema educativo de 
excelencia formaría a las personas deportadas 
para reintegrarse al mercado laboral local con 
habilidades competitivas. Programas de 
capacitación técnica y profesional pueden ayudar 
a las personas deportadas a encontrar empleo en 
sectores como la tecnología, manufactura y 
servicios, reduciendo la dependencia de empleos 
informales. 

Emprendimiento: La educación fomenta el espíritu 
emprendedor, permitiendo a las personas 
deportadas iniciar sus propios negocios. Con 
conocimientos en administración, finanzas y 
marketing, las personas deportadas pueden crear 
empresas que generen empleo y contribuyan al 
desarrollo económico local. 

Adaptación Cultural: La educación en valores y 
habilidades sociales facilita la adaptación de las 
personas deportadas a la vida en Michoacán. 
Programas educativos que promuevan la inclusión 
y el respeto a la diversidad pueden ayudar a 
reducir la discriminación y fomentar la cohesión 
social. 

Educación Continua: La posibilidad de continuar 
estudios superiores o técnicos es fundamental 
para las personas deportadas. Instituciones 
educativas que ofrezcan programas flexibles y 
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accesibles pueden ayudar a las personas 
deportadas a mejorar sus perspectivas laborales y 
personales. 

Desarrollo Comunitario: La educación puede 
empoderar a las personas deportadas para 
participar activamente en el desarrollo de sus 
comunidades. Programas de liderazgo y 
participación ciudadana pueden fomentar la 
creación de proyectos comunitarios que mejoren 
la infraestructura y servicios locales. 

Tecnología y Digitalización: La educación en 
habilidades digitales es esencial en un mundo 
cada vez más tecnológico. Programas de 
alfabetización digital pueden preparar a las 
personas deportadas para trabajos en el sector 
tecnológico y mejorar su acceso a información y 
servicios en línea. 

En el segundo aspecto, la educación de 
excelencia en Michoacán sería de gran utilidad 
ante una eventual elevación de aranceles para los 
productos exportados hacia Estados Unidos por 
parte de aquel país. 

Tengamos en cuenta que, en el tercer trimestre de 
2024, Michoacán registró exportaciones por un 
valor de 4,400 millones de dólares. Para el año 
2023, el valor total de las exportaciones de 
Michoacán fue de 5,900 millones de dólares. Los 
principales productos exportados incluyen higos, 
piñas, aguacates, guayabas y mangos frescos o 
secos, que en total sumaron 3,639 millones de 
dólares. 

En términos de volumen, Michoacán exporta una 
gran cantidad de productos agrícolas. Por 
ejemplo, se espera que en 2025 se envíen cerca 
de 800 mil cajas de melón a Estados Unidos y 
Canadá. Además, Michoacán es líder nacional en 
la producción de zarzamora, aguacate, mano de 
león, guayaba y limón. 

La educación de excelencia en Michoacán sería 
de gran utilidad ante una eventual elevación de 
aranceles para los productos exportados hacia 
Estados Unidos en los siguientes aspectos: 

Diversificación de Mercados: Una educación de 
excelencia puede preparar a los empresarios y 
productores para explorar y acceder a nuevos 
mercados internacionales, reduciendo la 
dependencia de Estados Unidos. 

Innovación y Tecnología: La educación en ciencia 
y tecnología puede fomentar la innovación en 
productos y procesos, mejorando la 
competitividad de los productos michoacanos en 
el mercado global. 

Calidad y Certificación: Programas educativos que 
enfaticen la importancia de la calidad y 
certificación pueden ayudar a los productores a 
cumplir con los estándares internacionales, 
facilitando la exportación a otros países. 

Gestión Empresarial: La educación en 
administración y gestión empresarial puede 
mejorar la eficiencia y rentabilidad de las 
empresas, permitiéndoles absorber mejor los 
costos adicionales de los aranceles. 
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Sostenibilidad: La educación en prácticas 
agrícolas y empresariales sostenibles puede 
aumentar la resiliencia de los productores ante 
cambios en el mercado y las políticas comerciales. 

Reducción de Costos: La educación en técnicas de 
producción eficientes puede ayudar a los 
productores a reducir costos, compensando el 
impacto de los aranceles elevados. 

Fortalecimiento de la Cadena de Valor: La 
educación en logística y gestión de la cadena de 
suministro puede mejorar la eficiencia y reducir 
los costos en toda la cadena de valor, desde la 
producción hasta la exportación. 

En lo que respecta al tercer aspecto, contar con 
un sistema educativo de excelencia en Michoacán 
sería de utilidad ante una eventual persecución de 
los cárteles delincuenciales de la droga por parte 
de Estados Unidos, al ser considerados como 
terroristas. 

Recordemos que, de acuerdo con fuentes en 
materia de seguridad, en Michoacán operan al 
menos 18 cárteles que aglutinan a 
aproximadamente 15 mil delincuentes. La edad 
promedio de los miembros de los cárteles varía, 
pero muchos son jóvenes menores de 30 años. Se 
estima que los cárteles en México reclutan 
alrededor de 19,000 personas al año. Estos datos 
reflejan la magnitud del problema y la necesidad 
de intervenciones educativas para ofrecer 
alternativas a la delincuencia. 

Por ello, el contar con un sistema educativo de 
excelencia serviría mínimamente en los aspectos 
siguientes: 

Prevención del Reclutamiento: Una educación de 
excelencia puede ofrecer alternativas atractivas a 
los jóvenes, reduciendo su vulnerabilidad al 
reclutamiento por parte de los cárteles. Programas 
educativos que incluyan actividades 
extracurriculares, deportes y artes pueden 
mantener a los jóvenes alejados de las influencias 
delictivas. 

Fortalecimiento de la Comunidad: La educación 
puede empoderar a las comunidades para resistir 
la influencia de los cárteles. Programas de 
liderazgo comunitario y participación ciudadana 
pueden fomentar la cohesión social y la resistencia 
a la delincuencia organizada. 

Desarrollo Económico: La educación en 
habilidades técnicas y empresariales puede 
fomentar el desarrollo económico local, creando 
empleos y oportunidades que reduzcan la 
dependencia de las actividades delictivas. La 
formación en emprendimiento puede ayudar a los 
ciudadanos a iniciar negocios legítimos y 
sostenibles. 

Educación en Valores: La educación en valores y 
ética puede fortalecer la moral y la integridad de 
los jóvenes, haciéndolos menos susceptibles a la 
corrupción y la delincuencia. Programas 
educativos que promuevan la honestidad, el 
respeto y la responsabilidad pueden tener un 
impacto duradero en la sociedad. 
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Acceso a la Información: La educación puede 
proporcionar a los ciudadanos el conocimiento y 
las herramientas necesarias para acceder a 
información y recursos que les permitan tomar 
decisiones informadas y resistir la coerción de los 
cárteles. 

Salud Mental y Apoyo Psicológico: La educación 
en salud mental y bienestar emocional puede 
ayudar a los jóvenes a manejar el estrés y la 
presión, reduciendo su vulnerabilidad a la 
manipulación por parte de los cárteles. Programas 
de apoyo psicológico pueden ofrecer un refugio 
seguro para aquellos en riesgo. 

Tecnología y Vigilancia: La educación en 
tecnología y ciencias de la información puede 
mejorar las capacidades de vigilancia y monitoreo 
de las actividades delictivas. Programas de 
formación en ciberseguridad y análisis de datos 
pueden ayudar a las autoridades a rastrear y 
combatir a los cárteles. 

Reducción de la Pobreza: La educación puede ser 
una herramienta poderosa para reducir la 

pobreza, uno de los factores que contribuyen al 
reclutamiento por parte de los cárteles. Programas 
educativos que ofrezcan oportunidades de empleo 
y desarrollo personal pueden mejorar la calidad 
de vida de los ciudadanos. 

En este Día Internacional de la Educación, con 
estos tres asuntos de política exterior que nos 
afectan desde ya, resulta de vital importancia 
darnos cuenta de que la piedra angular de las 
soluciones estructurales a la problemática que nos 
aqueja es el sistema educativo nacional, por 
atemperar las consecuencias de las decisiones que 
se toman en el extranjero, por reducir nuestra 
subordinación y consolidar nuestra autonomía 
nacional, basamento legítimo de la soberanía. Así 
también, es importante ponderar su trascendencia 
para cimentar la sociedad futura, próspera, 
democrática, igualitaria, incluyente e innovadora 
que deseamos construir, tanto a nivel nacional 
como en Michoacán en particular. Aprender sí 
importa. 
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30.01.2025 

La educación michoacana ante la IA 

 
 

Conocer las innovaciones tecnológicas: sus costos, 
sus alcances, sus riesgos y limitaciones, para 
tomar lo mejor de ella y contribuir a vivir mejor es 
un deber que tienen todos los funcionarios 
tomadores de decisiones. 

En Michoacán, nos encontramos ante una 
situación de rezago educativo, con indicadores 
preocupantes en materia de cobertura, eficiencia 
terminal y logro de trayectorias completas a través 
del sistema educativo estatal. No constituye 
novedad alguna y la situación es del dominio 
público. 

La pregunta es si podemos aprovechar las 
innovaciones tecnológicas para apresurar el paso 
ante las circunstancias en las que se encuentra la 
educación estatal y lograr alcanzar la media 
nacional en indicadores educativos, para incluso, 
ajustar las metas y buscar los primeros lugares. 

Una ventana de oportunidad que existe 
actualmente es la inteligencia artificial (IA), la cual 
está revolucionando progresivamente la vida 
humana. En materia educativa, ello no constituye 
excepción, solo que, dado el rezago en 
infraestructura física educativa, conectividad y 

formación docente, se vislumbra aún lejano el uso 
masivo de estas nuevas herramientas tecnológicas. 
Por ende, resulta natural pensar, bajo el principio 
de progresividad, en alcanzar poblaciones 
objetivo que ya cuenten con condiciones previas 
para soportar la instrumentación de políticas 
educativas basada en la inteligencia artificial, por 
supuesto, en el marco de la Nueva Escuela 
Mexicana, modelo educativo vigente en la nación. 

Antes de aventurarse a invertir al respecto, bien 
valdría la pena analizar algunas preocupaciones 
fundamentales sobre el impacto potencialmente 
negativo de la IA en nuestro sistema educativo 
michoacano. 

Primeramente, la ampliación de la brecha digital, 
de por sí ya existente. La implementación de 
tecnologías de IA en la educación podría 
exacerbar significativamente las desigualdades 
existentes entre zonas urbanas y rurales de 
Michoacán. Mientras las escuelas privadas y 
urbanas podrían acceder a herramientas 
sofisticadas de IA para personalizar el 
aprendizaje, muchas comunidades rurales carecen 
incluso de conexión estable a Internet. De acuerdo 
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con datos oficiales, apenas una de cada seis 
escuelas en Michoacán cuenta con computadoras 
y banda ancha de Internet para fines educativos. 
Más aún, en regiones como la Meseta Purépecha 
o la Tierra Caliente del Balsas, donde la 
infraestructura tecnológica es limitada, los 
estudiantes quedarían aún más rezagados. Esta 
disparidad no solo afectaría el acceso a múltiples 
recursos educativos, sino que también impactaría 
las oportunidades futuras de empleo y desarrollo 
profesional. Los estudiantes sin acceso a estas 
tecnologías podrían verse en desventaja al 
competir por lugares en universidades o empleos 
que requieran competencias digitales avanzadas. 
Además, la falta de exposición a estas 
herramientas podría resultar en una alfabetización 
digital deficiente, creando un ciclo de 
marginación tecnológica que se perpetúa a través 
de generaciones enteras, como ya se ha visto. 

Así también, la posible dependencia excesiva de 
la tecnología, porque existe un riesgo significativo 
de que la incorporación de la IA en el aula lleve a 
una dependencia excesiva de las soluciones 
tecnológicas, en detrimento de habilidades 
fundamentales y métodos tradicionales de 
aprendizaje. Los estudiantes podrían desarrollar 
una mentalidad de "solución rápida", visuales y 
basadas en el acceso inmediato a través de 
pantallas, recurriendo constantemente a 
herramientas de IA para resolver problemas, lo 
anterior, sin desarrollar el pensamiento crítico, ni 
la capacidad de resolución independiente. Esta 
dependencia podría ser particularmente 
problemática en materias como matemáticas y 

comprensión lectora, donde vivir el proceso para 
la resolución de problemas es crucial para el 
aprendizaje profundo. Las habilidades de 
investigación tradicional, el análisis crítico de 
fuentes y la capacidad de formular argumentos 
originales podrían verse comprometidas si los 
estudiantes confían excesivamente en respuestas 
generadas por IA. Además, la interacción humana 
y el desarrollo de habilidades sociales podrían 
verse afectados si la tecnología comienza a mediar 
demasiadas interacciones educativas. 

Aunado a lo anterior, puede sobrevenir una 
eventual erosión del papel del docente- La 
introducción masiva de sistemas de IA en la 
educación podría llevar a una devaluación gradual 
del papel fundamental del maestro en el proceso 
educativo. En Michoacán, donde los docentes 
frecuentemente actúan como mentores, guías 
culturales y figuras de apoyo y liderazgo 
comunitarios, especialmente en zonas rurales, 
marginadas e indígenas, esta erosión podría tener 
consecuencias devastadoras. Los sistemas 
automatizados podrían comenzar a reemplazar 
aspectos cruciales de la enseñanza, reduciendo la 
interacción humana vital para el desarrollo 
emocional y social de los estudiantes. La presión 
por adoptar tecnologías de IA podría llevar a una 
estandarización excesiva de la enseñanza, 
ignorando las necesidades específicas de cada 
comunidad y la importancia de preservar las 
tradiciones culturales locales. Los maestros 
podrían verse forzados a adaptar sus métodos a 
los requerimientos de los sistemas de IA, 
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perdiendo la flexibilidad para responder a las 
necesidades individuales de sus estudiantes. 

Paralelamente, está el nubarrón de la pérdida de 
privacidad y de la autonomía estudiantil. 
Recordemos que, la implementación de sistemas 
de IA en educación requiere la recolección masiva 
de datos sobre el comportamiento, rendimiento y 
patrones de aprendizaje de los estudiantes. En 
Michoacán, donde muchas comunidades valoran 
la privacidad y la autonomía personal, esto 
representa una preocupación seria, máxime si se 
trata de grandes corporaciones internacionales. Si 
bien, en positivo, los sistemas de IA podrían 
monitorear constantemente el progreso 
académico, los patrones de estudio e incluso el 
comportamiento social de los estudiantes, creando 
perfiles detallados que podrían afectar sus 
oportunidades futuras, también existe el riesgo de 
que estos datos sean mal utilizados, vendidos a 
terceros o comprometidos en brechas de 
seguridad. Además, la constante vigilancia y 
evaluación algorítmica podría crear un ambiente 
educativo opresivo, donde los estudiantes se 
sientan constantemente monitoreados y juzgados 
por sistemas automatizados, afectando su 
creatividad, espontaneidad y bienestar emocional, 
condicionando sus respuestas. 

Con las consideraciones previas debidamente 
expuestas, también es importante tomar en cuenta 
la amplia gama de nichos de oportunidad  en los 
cuales podría intervenir favorablemente la IA, 
fomentando los derechos educativos de las niñas, 
niños y jóvenes, bajo el enfoque de triple 
inclusión, que implica que todos estén, aprendan 

y participen en las escuelas, en condiciones 
dignas y en entornos pacíficos, libres de violencia, 
propicios para la convivencia escolar y para la 
realización de actividades formativas. 

Una de ellas es la tutoría personalizada adaptativa, 
ya que, en este tipo de aplicaciones, la IA analiza 
el ritmo de aprendizaje, identifica áreas de mejora 
y adapta el contenido en tiempo real. Por ejemplo, 
si un estudiante de primaria muestra dificultades 
en multiplicación, el sistema puede ofrecer 
ejercicios adicionales y explicaciones alternativas. 
Esto es particularmente valioso en regiones rurales 
de Michoacán donde el acceso a tutores 
presenciales es limitado. Los docentes reciben 
informes detallados sobre el progreso de cada 
alumno, permitiéndoles intervenir 
estratégicamente cuando sea necesario. La 
disponibilidad 24/7 de estos sistemas permite a 
los estudiantes aprender a su propio ritmo. Por 
supuesto, ello requeriría condiciones de 
conectividad, electricidad, iluminación y, por 
extensión, de ambientes propicios para el 
aprendizaje disponibles a toda hora. 

Un rubro sumamente ignorado en años recientes 
es la evaluación, que es el corazón de la mejora 
continua, por brindar nociones basadas en 
evidencia de los aprendizajes alcanzados por los 
estudiantes. Al respecto, a través de la IA se 
pueden implementar sistemas de evaluación 
continua automatizada, los cuales pueden calificar 
automáticamente tareas y exámenes a través de 
ChromeBooks. La IA puede analizar respuestas 
escritas, identificar patrones de error comunes y 
proporcionar retroalimentación inmediata y 
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personalizada. Esto libera tiempo valioso para los 
maestros, permitiéndoles enfocarse en la 
instrucción personalizada. El sistema puede 
rastrear el progreso a lo largo del tiempo, 
identificando tempranamente estudiantes en riesgo 
de rezago. También puede generar análisis 
detallados de las áreas donde grupos enteros 
necesitan refuerzo, facilitando la planificación 
curricular adaptativa. 

Otro aspecto que puede generar progresos 
significativos es el uso de plataformas de IA para 
mejorar el aprendizaje de idiomas, especialmente 
inglés y lenguas indígenas de Michoacán. La IA 
puede proporcionar práctica de pronunciación 
personalizada, adaptarse al acento regional del 
estudiante, y ofrecer ejercicios contextualizados 
basados en situaciones locales relevantes. El 
sistema, debidamente programado, puede 
identificar patrones de error específicos de 
hablantes de español, otomí o purépecha, 
proporcionando ejercicios dirigidos. La tecnología 
de reconocimiento de voz permite práctica 
conversacional ilimitada, crucial en áreas donde la 
exposición al idioma objetivo es limitada. 

Un uso interesante que se le puede dar a la IA en 
ChromeBooks es la implementación de 
laboratorios científicos virtuales con IA, 
permitiendo experimentos científicos simulados 
seguros y económicos. La IA adapta la 
complejidad de los experimentos según el nivel 
del estudiante y proporciona guía en tiempo real. 
Lo anterior resultaría particularmente útil en 
escuelas rurales sin acceso a laboratorios físicos 
completos, ni a reactivos que suelen ser 

sumamente caros. Los estudiantes pueden repetir 
experimentos múltiples veces sin costo adicional, 
mientras la IA identifica y corrige conceptos 
erróneos. Más aún: el sistema puede simular 
condiciones que serían peligrosas o imposibles en 
un laboratorio real. 

Así también, se pueden realizar simulaciones 
educativas basadas en IA, donde esta tecnología 
adapta las experiencias virtuales según el nivel de 
comprensión y intereses del estudiante. Es 
particularmente valioso para materias como 
historia, geografía y ciencias donde la 
visualización espacial es importante. El sistema 
puede crear experiencias inmersivas que serían 
imposibles o prohibitivamente costosas en el 
mundo real. 

Uno de los aspectos más urgentes en una entidad 
como Michoacán, con tantos episodios de 
violencia y sumergida en el cuarto lugar nacional 
en este mes en homicidios dolosos es la 
implementación de sistemas de apoyo 
socioemocional basados en IA, ya que esta 
tecnología puede detectar señales de estrés, 
ansiedad o problemas de salud mental y 
proporcionar recursos de apoyo apropiados. 
Especialmente importante en contextos donde el 
acceso a servicios psicológicos es limitado. El 
sistema puede alertar a los docentes y personal de 
apoyo sobre estudiantes que podrían necesitar 
intervención profesional, para su respectiva 
canalización. 

Podríamos seguir citando y enumerando decenas 
de ejemplos más de usos de la IA en la 
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educación, pero, en suma, amable lector: la 
realidad nos alcanzó, las computadoras 
Chromebooks ya están en algunas escuelas 
michoacanas. El gobierno de Michoacán ha 
adquirido alrededor de ocho mil equipos de 
cómputo por cien millones de pesos, las cuales se 
están entregando paulatinamente. ¿Vendrán con 
la intervención de la IA o se usarán aún como 
computadoras ordinarias? ¿Cómo se evaluará el 

impacto de esta compra masiva? ¿Habrán sido 
suficientes los cursos brindados a los docentes 
para emplear esta tecnología? ¿Seguirá el 
programa hasta llegar a los doce mil planteles 
escolares de la entidad federativa? Muy pronto 
tendremos las respuestas. La tecnología educativa 
debe llegar a todos en Michoacán, porque 
aprender sí importa. 
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31.01.2025 

¡Acortemos las brechas en 
inversión educativa! 

 

 

Recientemente, el gobierno de estado de 
Michoacán comunicó dos acciones de inversión 
importantes: la inyección de 148 millones de 
pesos en infraestructura física educativa en 
Morelia y la compra de 100 millones de pesos en 
aproximadamente 8 mil laptops y accesorios, para 
el beneficio de hasta 80 mil estudiantes, según las 
estimaciones de la Secretaría de Educación en el 
Estado. 

Primeramente, hay que señalar que es favorable 
se destinen recursos a la inversión en 
infraestructura educativa. Es innegable que la 
inversión abona y es algo que hemos pedido 
desde la sociedad civil organizada desde hace 
mucho tiempo, uniéndonos al clamor de 
estudiantes, maestros y sus familias. 

Analizar las cifras nos lleva a reflexionar si la mera 
inversión por sí misma genera efectos distributivos 
equiparables a lo que Adam Smith denominó “la 
mano invisible”, donde por sí mismos los recursos 
tenderían a beneficiar a absolutamente todas las 
personas. O, si en caso contrario, generará un 
grupo pequeño de estudiantes y escuelas 

privilegiadas a costa de una gran mayoría de 
comunidades escolares que, una vez más, 
quedarán marginadas de estas inversiones 
gubernamentales. 

Bien, los 148 millones anunciados en inversión 
para infraestructura física educativa en beneficio 
de 14 mil estudiantes brinda un cociente de 10 mil 
571 pesos por alumno en inversión pública. Es 
prácticamente un monto equivalente al que se 
gastaría en regalarles una laptop a cada uno de 
ellos -o una ChromeBook-. 

Ahora: no olvidemos que la matrícula educativa en 
Michoacán es de un millón 260 mil estudiantes.  
Si a todos les invirtieran $10,571 en sus planteles, 
resultaría que, se haría un gran total de 13 mil 320 
millones de pesos. Esta impresionante cifra es 
aproximadamente el 14 por ciento del Presupuesto 
de Egresos para el Estado de Michoacán para el 
ejercicio 2025 o el 40 por ciento del presupuesto 
destinado a educación durante este año. 

Más aún, es el doble del costo de los teleféricos. 
El asunto reside en que, en 2024, en Michoacán 
apenas si se invirtieron 590 millones de pesos, en 
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beneficio de 400 escuelas.  Es decir, en Morelia, 
con esos 148 millones de pesos de procedencia 
estatal para solo 14 mil estudiantes se invirtió 22.5 
veces más para cada uno de ellos que para el 
promedio de los estudiantes michoacanos en 
2024. Sí, un 2,250% más. 

La consecuencia es la inmediata ampliación de la 
brecha de desigualdad entre estudiantes 
michoacanos. Es decir, el gobierno estatal está 
privilegiando a estudiantes que tendrán 22.5 
veces más recursos invertidos a su favor que el 
promedio. Y lo anterior, asumiendo que el resto 
del presupuesto se reparte igualitariamente. Hay 
escuelas que en décadas no han recibido un peso 
en infraestructura o equipamiento. 

Más aún, 1 de cada 4 pesos se está invirtiendo en 
Morelia, lo cual es desigual, pero no es tan grave, 
derivado de que aquí se concentra la quinta parte 
de la población; es un 25% más del promedio. 
Solo no olvidemos que, el municipio con menor 
porcentaje de habitantes en situación de rezago 

educativo en Michoacán es justamente Morelia, 
con el 14 por ciento (CONEVAL, 2020). 

Una situación análoga está ocurriendo con la 
compra de ChromeBooks, de las cuales aún el 
gobierno estatal no ha dado cuenta de cuáles son 
los municipios y escuelas que recibirán estas 
laptops, lo cual genera amplia incertidumbre de 
que se distribuyan inequitativamente estas 
herramientas tecnológicas. 

Lo volvemos a subrayar: Es importante que existan 
equidad e inclusión en la inversión educativa, para 
que todas y todos estén en las escuelas, aprendan 
y participen en condiciones dignas e igualitarias. 
Pero todos es todos. No unos que reciban 22 
veces más que el promedio y otros que se queden 
al margen de las políticas educativas. El llamado a 
la autoridad es a acortar la desigualdad educativa. 
Las generaciones en formación merecen un 
gobierno educador que brinde oportunidades 
para todos. 
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06.02.2025 

En la vida diaria, aprender sí importa 

 
 

Resulta decepcionante y profundamente 
indignante atestiguar que a la educación se le 
brinda poca importancia en la vida cotidiana, 
partiendo desde el propio gobierno. La ligereza 
con la que se conduce la agenda educativa 
contrasta ampliamente con la gravedad de la 
situación que se vive en la gran mayoría de los 
hogares de la entidad federativa. 

Sí, esta semana vimos a titulares de oficinas 
educativas de la entidad y a sus redes sociales 
fungir como vocerías de un concierto de un 
cantante puertorriqueño, arbitrario acto de 
autoridad pagado con dinero que pudo ser 
destinado a rehabilitar por lo menos diez escuelas. 

Leer para creer:  -Corran por sus boletos. -
Tráiganse sus croquetas. -Ya hay poquitos boletos. 
-Resistan bajo el sol. -Pierdan toda la mañana, no 
importa. - ¿Qué creen? Ya se acabaron los 
boletos.  ¿Y sus atribuciones, sus dependencias, 
los programas que deberían de hacer funcionar, 
cómo van? ¿Ya está hecha la tarea para la 
situación que se viene ante la crisis internacional, 
es decir: un programa para la formación para el 

trabajo de los miles de migrantes que serán 
deportados? 

Pero esto no constituye un marasmo, ni una súbita 
pérdida de juicio: es tendencia y se concatena 
con muchas perlas previas. Antes de ello, ya 
tenían tiempo fungiendo como oficialía de partes 
de programas del gobierno central, en lugar de 
diseñar, ejecutar y supervisar los propios, 
anulando y omitiendo la consulta ciudadana, la 
planeación para el desarrollo, la transparencia y la 
rendición de cuentas, la elección de voceros 
alternos, grupos y escuelas-mascota por encima de 
las constitucionales inclusión y universalidad. La 
propaganda de lo excepcional sustituyendo la 
ejemplaridad de lo que debería ser constante y 
cotidiano. Actos protocolarios en donde se dan 
por hechos los concursos de oposición, los pagos 
puntuales universales a los trabajadores y la 
asignación de docentes; aquellos en donde en 
lugar de entregarse edificios y equipamiento, se 
dan vales de papel a directivos y maestros, asi 
como cheques de saliva a los estudiantes y padres 
de familia. 
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En la calle, cunden la evasión mediante el juego, 
el afán de obtener diversión, el entretenimiento 
barato, las drogas, el alcohol, el tabaquismo, el 
consumo de sustancias ilícitas, aunadas a un 
posicionamiento fortísimo del pensamiento 
mágico, del fanatismo, las seudociencias y las 
supersticiones, la posverdad imperante, los 
discursos falaces, las mentiras completas, la 
comunicación de masas, los otros datos, las 
afirmaciones de los influencers y políticos en 
redes sociales,  las apuestas y los casinos, tanto 
virtuales como en las tienditas de la esquina, todo 
acompañado de gratificaciones instantáneas, 
entrega de dádivas clientelares, mal disfrazadas 
de apoyos. Conductismo destilado destinado a la 
inmovilidad, control, trato clientelar y degradación 
de nuestra sociedad. 

Los resultados de un sistema educativo enfermo y 
descuidado no se visualizan en esta plana. Amable 
lector: por favor pase a la nota roja, hojee la 
sección de economía o entre a las redes sociales 
de este medio, en donde podrá leer los 
testimonios incontables de sucesos manchados de 
sangre, desigualdad, pobreza, muerte y 
abandono. Todo, como condena brutal y funesta 
consecuencia de que no se ha podido, querido ni 
sabido modelar la sociedad futura desde una 
mejor escuela mexicana. 

Si de percepción se trata, tampoco los resultados 
son halagüeños. Las tendencias nos desfavorecen.  
En 2024, en los estudios demoscópicos de 
preferencias electorales que se dieron a conocer, 
los cuestionarios tradicionalmente llevan una 
pregunta por delante: ¿cuál considera usted que 

es el principal problema de su 
comunidad/municipio/estado/país? Las 
respuestas suelen ser variopintas, pero la 
educación nunca sobrepasó el cinco por ciento de 
las respuestas en total. Más aún, la mayoría de los 
padres de familia brindan una cualificación 
favorable a las escuelas en las que estudian sus 
hijos, incluso a pesar de que reconocen la 
mayoría de ellos que desconocen sus niveles de 
aprendizaje, que se incumple el calendario 
escolar y que faltan maestros. 

Sin embargo, la problemática planteada no debe 
amilanarnos, deprimirnos, ni aterrorizarnos, sino 
retarnos para seguir adelante: la educación es el 
sendero, la piedra angular y el eje central para el 
desarrollo integral de la sociedad, pilar de su 
sostenibilidad y de su soberanía plena. 

El reto es inmenso. Incluso, en la fuente educativa, 
entre expertos, cuando por fin se habla del 
sistema educativo estatal, se debate sobre el 
perímetro: los indicadores que denotan las 
condiciones en las cuales las niñas, niños y 
jóvenes intentan ejercer sus derechos educativos, 
a estar, aprender y participar en un entorno 
seguro, con condiciones dignas y suficientes para 
aprovechar al máximo su tiempo y recursos, 
logrando alcanzar trayectorias completas a través 
del sistema educativo y edificar la mejor versión 
posible de sí mismos. De lo anteriormente 
descrito, el aprendizaje, que marca un antes y un 
después es sin duda el corazón de todos los 
derechos educativos.  Aprender importa. 

Al respecto, muy poco se habla de qué tanto 
gravita aprender en educación básica, preescolar, 
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primaria y secundaria; pero el impacto de las 
competencias básicas educativas en la vida diaria 
es inmenso. A continuación, planteo algunas de 
las innumerables situaciones donde la diferencia 
entre tener o no una educación básica completa 
con competencias suficientes marca una brecha 
significativa en la calidad de vida. Aprender 
importa. 

Podemos hablar de situaciones financieras y 
económicas; donde al recibir su salario, una 
persona con competencias matemáticas puede 
verificar que su pago sea correcto, calculando 
horas extras y deducciones. Sin estas habilidades, 
podría ser víctima de errores o abusos laborales 
sin detectarlos. Así también, durante las compras 
en el mercado o en el tianguis, quien domina las 
matemáticas básicas puede comparar precios por 
kilo, calcular costo unitario, descuentos y verificar 
el cambio correcto. Sin estas habilidades, una 
persona es más vulnerable a engaños y decisiones 
económicas desfavorables. 

Así, aprender importa en la planeación del 
presupuesto familiar, las personas que 
aprendieron matemáticas en la primaria pueden 
crear y seguir un presupuesto mensual, 
distribuyendo ingresos entre gastos necesarios y 
ahorro. Quienes carecen de estas habilidades 
suelen vivir día a día sin planificación financiera. 

Paralelamente, al tener la necesidad de solicitar un 
préstamo, quienes saben calcular porcentajes y 
tasas de interés pueden evaluar diferentes ofertas 
y comprender las implicaciones de los pagos. Sin 
estas competencias, pueden caer en préstamos 

abusivos o esquemas fraudulentos. Sus víctimas 
abundan en nuestra entidad federativa. 

Análogamente, en el manejo de servicios 
bancarios, las personas con comprensión de las 
matemáticas y habilidades digitales pueden utilizar 
cajeros automáticos, aplicaciones bancarias y 
entender cabalmente sus estados de cuenta. 
Quienes no tienen estas habilidades dependen de 
otros para operaciones básicas. 

En un tema trascendental, el de la salud y el 
bienestar las personas con competencias lectoras y 
matemáticas pueden tomar decisiones informadas 
sobre su alimentación. Sin estas habilidades, es 
más difícil mantener una dieta saludable y 
fácilmente caer en situaciones que los lleven a 
contraer enfermedades crónico-degenerativas, 
minando seriamente su calidad y esperanza de 
vida. 

Así también, aprender importa en la 
administración de medicamentos, quienes pueden 
leer y entender instrucciones médicas tienen 
elementos para obedecer correctamente los 
tratamientos. Sin estas competencias, hay riesgo 
de errores en dosis o horarios. En el caso 
extremo, pero perfectamente probable de vivir 
una emergencia médica, las personas que tienen 
habilidades básicas con el uso del lenguaje 
pueden describir síntomas con precisión y 
entender indicaciones médicas. Quienes carecen 
de estas habilidades tienen mayor dificultad para 
exponer su sintomatología y recibir atención 
adecuada En el seguimiento de enfermedades 
crónicas, quienes entienden gráficas y números 
pueden monitorear su presión arterial, niveles de 
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glucosa u otros indicadores. Sin estas 
competencias, el control de la enfermedad es más 
complicado. 

En materia de ciudadanía, ejercicio de derechos y 
cumplimiento de obligaciones, así como de 
cultura cívica, al votar, las personas que saben 
leer pueden informarse sobre propuestas y 
candidatos. Sin estas competencias, son más 
vulnerables a manipulación electoral. En trámites 
gubernamentales, quienes entienden formularios 
pueden realizarlos independientemente. Sin estas 
habilidades, dependen de otros y son vulnerables 
a estafas. Durante procesos legales, las personas 
con competencias lectoras pueden entender 
documentos básicos y sus derechos. Quienes 
carecen de estas competencias están en mayor 
riesgo de padecer injusticias. Al participar en 
reuniones comunitarias, quienes pueden leer y 
escribir documentan acuerdos y compromisos. Sin 
estas habilidades, tienen menor participación en 
decisiones colectivas. Así también, aprender 
importa en la defensa de derechos laborales, las 
personas con educación básica pueden entender 
contratos y prestaciones. Sin estas competencias, 
son más vulnerables a explotación laboral. 

En la crianza de los hijos, al ayudar con tareas 
escolares, los padres pueden apoyar el 
aprendizaje de sus hijos. Sin estas competencias, 
tienen dificultad para involucrarse en su 
educación. En reuniones escolares, quienes 
entienden reportes de calificaciones pueden dar 
seguimiento al progreso académico y a sus 
promesas o estadísticas.  Al leer con sus hijos, los 
padres pueden fomentar hábitos de lectura y 

aprendizaje, importantes para estimular el 
desarrollo intelectual. En la elección de escuelas, 
las personas con educación básica pueden evaluar 
opciones educativas y tomar decisiones 
informadas sobre la educación de sus hijos. 

En el hogar, al seguir recetas de cocina, quienes 
pueden leer y medir ingredientes preparan 
platillos con precisión. Sin estas habilidades, 
dependen de memoria y aproximaciones. En el 
uso de electrodomésticos, las personas educadas 
pueden leer manuales y seguir instrucciones, 
aminorando el riesgo de mal uso y accidentes. Así 
también, al usar productos de limpieza, quienes 
leen etiquetas evitan mezclas peligrosas. En el 
consumo de servicios, como electricidad, agua 
potable, gas o Internet quienes entienden recibos 
pueden verificar cobros correctos. 

Al usar transporte público, aprender sí que 
importa, las personas que pueden leer mapas y 
horarios planean mejor sus viajes. Sin estas 
habilidades, dependen más de otros para 
moverse. En viajes por carretera, quienes 
entienden señalamientos y mapas viajan con 
mayor seguridad y menor riesgo de perderse o 
accidentes. Al calcular distancias y tiempos, las 
personas con competencias matemáticas planifican 
mejor sus traslados. Sin estas habilidades, tienen 
mayor dificultad para organizar su tiempo. Al 
conducir, las personas educadas entienden 
señales de tránsito y regulaciones. Sin estas 
habilidades, hay mayor riesgo de infracciones y 
accidentes. 

Estas situaciones demuestran cómo aprender 
importa desde la educación básica, porque 
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impacta prácticamente cada aspecto de la vida 
diaria, afectando no solo el desarrollo individual 
sino también familiar y comunitario. La falta de 
estas competencias básicas crea círculos de 
desventaja que pueden perpetuarse a través de 
generaciones, resaltando la importancia crítica de 
garantizar el acceso a una educación básica 
donde se priorice el aprendizaje para todas las 
niñas, niños y jóvenes en el estado. 

En suma, cuando se habla del porvenir de nuestra 
entidad federativa y sus habitantes, 

particularmente las niñas, niños y jóvenes, vaya 
que aprender importa. Aún están a tiempo las 
autoridades para rectificar esa “ley del hielo” que 
le han aplicado al aprendizaje de las niñas, niños 
y jóvenes, desde el Plan Estatal de Desarrollo, el 
Programa Sectorial, sus indicadores, sus 
programas, su presupuestación y sus informes de 
resultados para pasar a una nueva etapa donde 
sea una alta prioridad demostrar que en verdad 
les importa que en las escuelas de la entidad se 
aprenda. Que así sea. 
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13.02.2025 

A los que gobiernan la educación… 

 
“Es ejecutivo, premente, 

que demos a nuestros hijos 

una buena educación civil, 

honrosas y productoras ocupaciones; 

que consideremos los destinos públicos 

como cargos de conciencia 

y de temporal desempeño y no como 

sinecuras y patrimonios explotables; 

que por estrictas economías y justas distribuciones 

gastemos menos de lo que ganamos 

para ir cubriendo nuestras deudas. 

	

Aún es tiempo, 

pero es acaso la última de las oportunidades 

de que México se salve. 

No se necesita más que 

justicia plena y policía alta y baja.” 

	

Melchor Ocampo (1814 -1861) 

Discurso del 16 de septiembre de 1858. 

El epígrafe de esta edición es inmanente, vigente 
y retador, pero sigue siendo asunto pendiente 
desde hace 166 años a la fecha en nuestra entidad 
federativa. Conciencia, educación y destinos 
públicos, justicia, policía y salvación: Vaya 
combinación que gravita sobre en quienes residen 
las responsabilidades públicas en este Michoacán, 
justamente, de Ocampo. 

Los gobiernos tienen nombres y apellidos. Una de 
las primeras y mejores maneras de darse cuenta 
de cómo será un gobernante es conocer al equipo 
de trabajo del que se rodea. Al respecto, es 
común evitar personalizaciones incómodas, por lo 
que mucho se habla de las atribuciones olvidadas, 
de los actos fallidos de autoridad, de la normativa 
violentada o inaplicable, de los presupuestos mal 
ejercidos, de la corrupción, de la indiferencia, de 
la simulación y de la vinculación con grupos 
fácticos, hasta con la misma delincuencia 
organizada, pero poco de quienes las realizan y 
mucho menos se cuestiona cómo es que ostentan 
un cargo público. 

Todo lo anterior no son contradicciones 
institucionales per se, sino que nacen de la 
actividad de los seres humanos, con sus fortalezas 
y debilidades de carácter. Sí, son los perfiles, de 
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quienes asumen un cargo y lo convierten en caja 
de resonancia de su verdadera esencia, 
convirtiéndose el poder en activador de los 
resortes que antes se contenían y autorregulaban, 
para develarse. 

Sí, son las personas, quienes toman las decisiones 
que hacen a las niñeces y juventudes crecer, 
aprender y transformarse o, todo lo contrario. 

Sí, es su formación académica, traducida como el 
cuidado y esmero que tuvieron los funcionarios en 
prepararse para algún día servir a su patria o el 
ignaro desdén que desde el provenir de una cuna 
de oro y recibir desde el nacimiento muchos 
privilegios transmiten al gobernar. 

Sí, es su experiencia profesional, en donde 
quienes sí eligieron retos acordes a un plan de 
carrera, para el cual se forjarían paso a paso; en 
contraste con quienes simplemente aceptan los 
cargos para sobrevivir, medrar y enriquecerse, 
como muchas veces pasa en áreas clave. 

En Mexicanos Primero monitoreamos a las 
personas titulares de las responsabilidades 
educativas estatales; desde  visibilizamos quiénes 
son secretarios y y en si caso directores de los 
sistemas educativos subnacionales, en donde 
revisamos su experiencia, su perfil y el 
seguimiento que le brindan a sus planes estatales 
de desarrollo, así como a sus respectivos 
programas sectoriales educativos. 

Por supuesto, la responsabilidad de asegurar los 
derechos de las niñas, niños y jóvenes no se 
circunscribe a una sola persona. No somos omisos 

con voltear a ver los equipos de trabajo, ni 
tampoco solamente situamos la mirada en las 
dependencias educativas, sino que observamos y 
monitoreamos, quizás con menos sistematicidad, 
pero con el mismo interés a los responsables de 
las políticas públicas que hacen intersección con 
los derechos humanos de las niñas, niños y 
jóvenes. 

Hay dependencias a nivel estatal y municipal 
como el Sistema DIF, el SIPINNA en donde 
residen atribuciones muy importantes para la 
vivencia plena de las garantías individuales de las 
generaciones en formación. Ahí también es 
sumamente importante cuidar el perfil de quienes 
ostentan la titularidad de esos espacios, así como 
de sus respectivos equipos de trabajo. 

Sería un error asumir esta entrega en el terreno de 
lo personal. No es así: pero las personas hacen 
funcionar o hundirse a las dependencias.  Por 
supuesto, es romper códigos políticos, en donde 
las personas que ocupan cargos se convierten en 
incondicionales del primer mandatario en turno y, 
por ende, en extensiones suyas, razón por la cual, 
si se coloca a uno bajo la lupa, se increpa e 
interpela la decisión tomada por la máxima 
autoridad en la materia. Razonamiento, por 
demás, falaz y egotista. 

En fechas recientes, en Michoacán fuimos testigos 
como en una dependencia clave para la infancia y 
la juventud, así como sus familias, se rompió la 
legalidad, el estado de derecho y se colocó con 
calzador a una persona con un perfil dudoso al 
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frente de una muy importante y grave 
responsabilidad. 

Sí, es importante que el poder legislativo sea 
garante de la normatividad, para que sean las 
personas quienes se adecúen a los perfiles 
deseables y no al revés, como fue 
lamentablemente el caso, cuando un grupo de 
legisladores se prestaron a modificar la 
normatividad aplicable en la materia para permitir 
que se nombrara a una persona como titular en 
una dependencia donde simplemente no cumplía 
con la edad mínima. Aunado a lo anterior, el perfil 
académico expresado en la semblanza curricular 
no guarda relación con las atribuciones de la 
dependencia que ahora está a su cargo. 

El primer acto de corrupción que puede perpetrar 
toda persona que busca ocupar un cargo público 
es aceptar uno para el cual no posee las 
competencias mínimas necesarias para 
desempeñarlo dignamente. Que no se olvide. 

Varias personas con cargo público, que deciden 
sobre las niñas, niños y jóvenes han tomado 
posturas cuestionables que vale la pena reflexionar 
colectivamente. Primeramente, esta semana 
falleció Pablo, un niño de 14 años, en Apatzingán, 
cuando estaba trabajando, cortando limón, por 
pisar una mina terrestre. De entrada, dónde 
quedó la política humanista, la mano asistencialista 
y el alma generosa que debería garantizar los 
derechos educativos, misma que no le brindó las 
condiciones necesarias y suficientes para que 
continuase su formación educativa básica y no 
tuviera que truncarla apenas al concluir la 

primaria, condenándose vitaliciamente a sobrevivir 
en rezago educativo. Los problemas se 
acumularon en cascada hasta acabar con su corta 
existencia. 

Peor aún, quién les permite a los titulares de la 
instancia procuradora de justicia en este estado, 
así como al de seguridad pública hacer 
temerarias, infamantes, insensibles e inaceptables 
inferencias respecto a la filiación del jovencito a la 
delincuencia organizada.  La revictimización, el 
apriorismo y la apresuración en deslindarse de 
graves responsabilidades gravitan por sí mismas. 

No es gratuito que, justamente, desde hace 
muchos años, sean la Secretaría de Educación en 
el Estado, la Fiscalía General del Estado y la 
Secretaría de Seguridad Pública los tres 
invariables primeros lugares en quejas 
presentadas ante la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos, por transgresiones a las garantías 
individuales más elementales.  Se lo han ganado a 
pulso y el caso de Pablo ya ha trascendido a 
escala nacional. La demanda de justicia, 
resarcimiento del daño y disculpa pública son 
consustanciales. 

Así también, siguen faltando de resolverse 
problemas gravísimos como el desplazamiento 
forzado por la violencia delincuencial, el cual es 
un fenómeno que está institucionalmente 
invisibilizado. De no ser por la Encuesta de 
Victimización y Percepción de Inseguridad 
(ENVIPE) de INEGI, ni siquiera tendríamos una 
noción aproximada de lo que está sucediendo en 
la nación. 
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Lamentablemente, no hay estadísticas fehacientes. 
Pero, en los estados con mayor incidencia 
delincuencial, los habitantes de las comunidades 
conflagradas pueden dar testimonio de personas 
que se han visto obligadas a partir de sus hogares, 
dejándolo todo atrás, so pena de perder su 
existencia. 

Hay casos donde los criminales extorsionan a las 
familias y las obligan ante notario público a 
entregar sus propiedades de manera legaloide, así 
como otros más en donde las amenazas y el clima 
de violencia obligan a partir para siempre de su 
tierra natal, abandonando su escuela. 

Más aún, las violaciones a los derechos humanos, 
como el acceso a la educación solamente se 
documentan en indicadores gruesos como la 
desescolarización, el abandono escolar y la 
eficiencia terminal, pero al no existir un 
ombudsman educativo que brinde seguimiento 
personalizado para cada estudiante, quedan los 
casos perdidos en el anonimato. 

Si no fuera por denuncias públicas que realizan 
las víctimas o los activistas esto prácticamente o no 
se sabría. Mucho hacen abogados, dirigentes 
partidistas y sacerdotes con subir a la agenda 
pública la problemática de la ciudadanía, en 
convertirse en voceros de las causas que al statu 
quo le interesa obviar y normalizar. 

Es moralmente imperativo que ser parte del 
régimen no deshumanice a las autoridades, para 
que le brinden seguimiento pleno a tan lacerante 
fenómeno, multifactorial, pero que a su vez 
reformulen las medidas que supuestamente 

constituyen la política social, consistente en becas 
y dádivas, paliativos que en absoluto hacen frente 
a la mortal amenaza de la delincuencia 
organizada. 

INEGI exhibió que en 2023 699 mil 020 personas 
huyeron de su residencia por la inseguridad, en 
2024 esta cifra se incrementó a 1 millón 006 mil 
810 personas. En Michoacán no tenemos los datos 
específicos, pero sabemos que la situación 
empeora día tras día. 

Este incremento sustancial en desplazamiento 
forzado que exhiben las encuestas de INEGI 
demuestra que la problemática de desplazamiento 
forzado no se resuelve con becas, ni regalando 
libros, sino con intervenciones transversales, 
integradas y que se responsabilicen plenamente 
de regenerarles condiciones plenas para su vida a 
las familias que han sido víctimas del estado 
fallido que se vive en cientos de comunidades de 
la nación. 

Finalmente, la semana pasada estuvo la presidenta 
de México, quien quiere ser, por boca propia, 
recordada como “la Presidenta de la Educación”. 
Vino a una gira de trabajo en donde la herencia 
de promesas incumplidas del sexenio anterior 
siguió desatendida, como la federalización de la 
nómina magisterial y convertir al sistema educativo 
estatal en “un modelo”, mientras que tampoco se 
realizaron anuncios de obras, acciones o políticas 
públicas que favoreciesen al sistema educativo y 
su comunidad en la entidad federativa. 

Los elegidos se eligen solos. Las personas 
deciden de qué lado de la historia desean estar 
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cuando realizan actos de autoridad y cuando 
eligen palabra por palabra lo que desean 
comunicar en sus propias redes sociales y pautar 
su carrera política con ello. 

Si siguen permeando el desinterés, la simulación, 
la verborrea, la corrupción, la desfachatez y la 
disociación de la lacerante realidad que viven 
millones de michoacanos días tras día, nuestra 
entidad federativa y sus ciudadanos sufrirán daños 
perennes, como todo niño que busca 
instintivamente desarrollarse, pero no se le 
proveen las condiciones y recursos más 
elementales para alcanzar la mejor versión de sí 
mismo. 

En el hipotético caso de que realmente resida la 
convicción de estar haciendo las cosas bien, es 
preciso decir que el buenismo es insuficiente: es 
necesario ser justos. Y ello implica dar a cada 

quién lo que se merece. Y las niñas, niños y 
jóvenes son sujetos de derechos, la esperanza y 
futuro sostenible de nuestra sociedad y su cultura. 
¿Cómo negarles sus derechos? 

Sin presupuestos dignos, sin inclusión, sin 
equidad, sin democracia, sin escuelas decorosas, 
sin maestros, sin clases, los derechos a estar, a 
aprender y a participar en entornos libres de 
violencia están maniatados, limitados y asimétricos 
y, al no contarse con evidencias ni indicadores de 
cobertura, permanencia y mucho menos de 
aprendizaje, parecen también estar en calabozos 
oscuros. 

Como está la educación así está el futuro de 
Michoacán. Porque aprender importa, merecemos 
un gobierno educador. Porque en Michoacán se 
lee, es importante releer a Melchor Ocampo. 
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20.02.2025 

Educación: entre la oferta y la demanda 
	

	

Además de asegurarse de que se cumplan los 
derechos educativos de las personas en edad 
escolar en Michoacán, también deben escucharse 
las necesidades que expresan los padres de 
familia, maestros y estudiantes en la entidad. La 
educación es, además de un derecho, un asunto 
de oferta y demanda. ¿Qué ofrece el sistema 
educativo michoacano? ¿Qué acciones aporta 
para garantizar los derechos educativos de las 
infancias y juventudes en la entidad? Son 
preguntas que deben responder las autoridades. 

Parecería natural, inercial, asumir que los 
estudiantes reciben servicios educativos y ejercen 
sus derechos a estar, aprender y participar en las 
escuelas de la entidad, con universalidad, 
inclusión, laicidad y excelencia. Pero en la 
realidad no es así. En muchas ocasiones deben 
enfrentar barreras para el acceso, el aprendizaje y 
la participación escolares. Conocer qué es lo que 
esperan de la escuela los padres de familia es 
importante, porque son, realmente, los primeros 
defensores y garantes que tienen sus hijos. 

En quince años de operaciones en Mexicanos 
Primero Michoacán se han recogido una gran 
cantidad de peticiones y demandas de parte de las 
niñas, niños, jóvenes, trabajadores de la 

educación y sus familias.  Además del acceso a la 
educación, que implica lograr cobertura universal, 
lo cual aún se ve muy difícil de alcanzar, incluso 
en el mediano y en el largo plazo, también hay 
una gran cantidad de necesidades irresueltas que 
nos han hecho llegar al respecto. Se citan algunas, 
donde hay que aclarar que varias de ellas se 
aplican parcialmente o solo en contados planteles 
privilegiados, por lo que se requiere que haya 
escuelas completas con atención integral. Veamos 
treinta y tres de ellas: 

1. Infraestructura Escolar Adecuada. Los 
estudiantes y padres de familia exigen 
instalaciones escolares dignas y seguras. La 
situación actual muestra edificios deteriorados, 
algunos sin servicios básicos como agua potable o 
sanitarios funcionales. Se requiere mantenimiento 
regular, reparación de techos, pisos y paredes 
dañadas, así como la construcción de nuevas aulas 
para reducir el hacinamiento. La infraestructura 
inadecuada afecta directamente el proceso de 
aprendizaje y la seguridad de los estudiantes. Los 
padres argumentan que las condiciones físicas de 
las escuelas deben cumplir con los estándares 
básicos de seguridad y comodidad para garantizar 
un ambiente propicio para el aprendizaje. 
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2. Acceso a Tecnología Educativa. La comunidad 
educativa demanda la implementación y 
actualización de equipos tecnológicos en las 
escuelas. Esto incluye computadoras modernas, 
conexión a internet de alta velocidad, y 
dispositivos electrónicos para uso educativo. La 
brecha digital se ha vuelto más evidente, 
especialmente después de la pandemia, y los 
estudiantes necesitan desarrollar competencias 
digitales para su futuro académico y profesional. 
Los padres señalan que la falta de recursos 
tecnológicos limita las oportunidades de 
aprendizaje y el desarrollo de habilidades 
esenciales en la era digital. 

3. Formación continua y actualización para los 
trabajadores de la educación. Se exige un 
programa robusto de formación continua para los 
docentes que incluya actualizaciones 
pedagógicas, uso de tecnologías educativas y 
estrategias didácticas innovadoras. Los maestros 
necesitan estar al día con las últimas metodologías 
educativas y herramientas tecnológicas para 
ofrecer una educación de excelencia, en el 
entorno de la NEM. Los padres reconocen que la 
formación constante de los docentes es 
fundamental para mejorar la calidad educativa y 
mantener el interés de los estudiantes en el 
aprendizaje. 

4. Programas de Alimentación Escolar 

La implementación y mejora de programas de 
alimentación escolar es una demanda crucial. 
Muchos estudiantes provienen de familias de 
bajos recursos y necesitan una alimentación 
adecuada para mantener su rendimiento 

académico. Se solicitan desayunos y comidas 
nutritivas, supervisión nutricional y la creación de 
comedores escolares dignos. Los padres enfatizan 
que la nutrición adecuada es fundamental para el 
desarrollo físico y cognitivo de sus hijos. No se ha 
superado el gran vacío que dejó la desaparición 
del Programa de Escuelas de Tiempo Completo al 
respecto. 

5. Transporte Escolar Seguro- La demanda de 
transporte escolar seguro y accesible es 
particularmente importante en zonas rurales y 
periurbanas. Se necesitan unidades de transporte 
en buen estado, choferes capacitados y rutas que 
faciliten el acceso a las escuelas. Los padres 
señalan que muchos estudiantes deben recorrer 
largas distancias o utilizar medios de transporte 
inseguros para llegar a sus centros educativos, lo 
que afecta su asistencia y seguridad. 

6. Material Didáctico Suficiente y pertinente. La 
provisión de material didáctico adecuado y 
suficiente es una demanda constante. Esto incluye 
libros de texto gratuitos en tiempo y forma, 
actualizados y pertinente, cuadernos, útiles 
escolares y recursos educativos para todas las 
asignaturas. Se argumenta que el costo de los 
materiales escolares representa una carga 
significativa para muchas familias y, desde su 
parecer el gobierno, desde las escuelas deberían 
garantizar el acceso a estos recursos básicos. 

7. Atención a la Diversidad. Se requiere 
universalmente en el sistema educativo estatal una 
educación inclusiva que atienda efectivamente a 
estudiantes con diferentes capacidades y 
necesidades especiales. Esto incluye 
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infraestructura adaptada, personal especializado y 
programas educativos personalizados. Los padres 
de estudiantes con necesidades especiales 
enfatizan la importancia de contar con recursos y 
personal capacitado para garantizar una 
educación equitativa. 

8. Seguridad Escolar. La comunidad educativa 
exige medidas de seguridad efectivas en y 
alrededor de las escuelas. Esto incluye personal 
de seguridad capacitado, sistemas de vigilancia, 
protocolos de emergencia y coordinación con 
autoridades locales. Los padres expresan 
preocupación por la violencia, el acoso escolar y 
la presencia de grupos delictivos cerca de las 
escuelas. 

9. Más actividades Extracurriculares. Se demanda 
la implementación y fortalecimiento de programas 
extracurriculares que incluyan deportes, arte, 
música y actividades culturales. Estas actividades 
son fundamentales para el desarrollo integral de 
los estudiantes y el descubrimiento de talentos. 
Reconocen la importancia de estas actividades 
para el desarrollo social y emocional de sus hijos. 

10. Educación bilingüe.  En comunidades 
indígenas, se demanda una educación 
verdaderamente bilingüe que respete y promueva 
las lenguas originarias junto con el español. Esto 
incluye materiales didácticos en lenguas indígenas 
y docentes capacitados en educación intercultural. 
Los padres buscan preservar su identidad cultural 
mientras sus hijos acceden a oportunidades 
educativas. 

11. Orientación Vocacional.  Se exige un 
programa robusto de orientación vocacional que 
ayude a los estudiantes a tomar decisiones 
informadas sobre su futuro académico y 
profesional. Esto incluye asesoramiento 
personalizado, información sobre opciones 
educativas y laborales, y vinculación con 
instituciones de educación superior. Los padres 
quieren que sus hijos tengan claridad sobre sus 
opciones futuras. 

12. Servicios psicoemocionales.  La demanda de 
servicios de apoyo psicológico en las escuelas es 
cada vez más importante. Se necesitan 
profesionales capacitados para atender problemas 
emocionales, conductuales y de aprendizaje. Los 
padres reconocen la importancia de la salud 
mental en el desarrollo académico y personal de 
sus hijos y la piden. 

13. Infraestructura Deportiva. Se exige la 
construcción y mantenimiento de instalaciones 
deportivas adecuadas en las escuelas. Esto incluye 
canchas, gimnasios y equipamiento deportivo para 
diversas disciplinas. Los padres enfatizan la 
importancia del deporte en el desarrollo físico y 
social de los estudiantes. 

14. Participación social en la educación. La 
comunidad demanda mayores espacios y 
mecanismos para la participación efectiva de los 
padres de familia en la educación. Esto incluye 
consejos escolares activos, reuniones regulares y 
programas de formación para padres. Se busca 
una colaboración más estrecha entre escuela y 
familia. 
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15. Educación Ambiental.  Se exige la 
implementación de programas efectivos de 
educación ambiental que incluyan proyectos 
prácticos y concientización sobre problemas 
ambientales locales y globales. Los padres 
reconocen la importancia de formar ciudadanos 
ambientalmente responsables. 

16. Becas. Se exige la ampliación y mejora de 
programas de becas y apoyo económico para 
estudiantes de bajos recursos. Esto incluye ayudas 
para transporte, materiales escolares y 
alimentación. Los padres señalan que el aspecto 
económico no debe ser una barrera para la 
educación. 

17. Educación Artística La comunidad demanda 
programas sólidos de educación artística que 
incluyan música, artes visuales, teatro y danza. Se 
busca el desarrollo de la creatividad y la expresión 
artística como parte integral de la formación. 

18. Conectividad Digital. Se exige acceso 
universal a internet de alta velocidad en todas las 
escuelas y apoyo para conectividad en hogares de 
estudiantes. La brecha digital afecta 
significativamente las oportunidades educativas. 
Los padres ven la conectividad como una 
necesidad básica en la educación moderna. 

19.Prevención de Adicciones. La comunidad pide 
que haya verdaderos  programas efectivos de 
prevención de adicciones que incluyan 
información, orientación y estrategias de 
intervención temprana. Los padres están 
preocupados por el incremento en el consumo de 
sustancias entre los jóvenes. 

20. Educación Financiera. Se requiere inclusión 
de programas de educación financiera que 
preparen a los estudiantes para tomar decisiones 
económicas responsables. Los padres reconocen 
la importancia de estas habilidades para el futuro 
de sus hijos. 

21. Atención a la Salud. La demanda incluye 
servicios básicos de salud en las escuelas, 
incluyendo revisiones médicas regulares y 
atención de emergencias. Los padres enfatizan la 
importancia de la prevención y atención médica 
oportuna. 

22. Educación Física. Se exige un programa 
completo de educación física que promueva 
hábitos saludables y desarrollo motriz. Los padres 
reconocen la importancia del ejercicio físico en el 
desarrollo integral y la salud. 

23. Laboratorios Equipados. La comunidad 
demanda laboratorios de ciencias completamente 
equipados para prácticas experimentales efectivas. 
Los padres entienden la importancia del 
aprendizaje práctico en ciencias. 

24. Biblioteca Escolar. Se solicita la 
implementación y actualización de bibliotecas 
escolares con recursos diversos y tecnología 
moderna, porque reconocen el valor de la lectura 
y la investigación en el proceso educativo. 

25. Educación Tecnológica. Se piden 
constantemente programas efectivos de educación 
tecnológica que incluyan programación, robótica y 
nuevas tecnologías, ya que ven estas habilidades 
como esenciales para el futuro laboral. 
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26. Participación Estudiantil, Se exige mayor 
participación de los estudiantes en la toma de 
decisiones escolares a través de consejos 
estudiantiles y otros mecanismos. Los padres 
apoyan el desarrollo del liderazgo, de la 
responsabilidad y los estudiantes, tener 
posibilidades de decidir democráticamente en sus 
comunidades escolares sin simulaciones. 

27. Educación Multicultural. La comunidad 
demanda programas que promuevan el respeto y 
entendimiento entre diferentes culturas. Los 
peticionarios valoran la diversidad cultural como 
parte de la educación. 

28. No discriminación y prevención de la 
violencia. Los estudiantes, maestros y sus familias 
piden que se impulse la formación para la 
detección y prevención de conductas y actitudes 
violentas en los planteles. 

29.Educación Cívica. La comunidad demanda 
programas efectivos de educación cívica que 
formen ciudadanos responsables y participativos. 
Los padres reconocen la importancia de valores 
democráticos. 

30. Educación Nutricional. Se exige la 
implementación de programas de educación 
nutricional que promuevan hábitos alimenticios 
saludables, porque buscan combatir problemas de 
obesidad y malnutrición. 

31. Educación Vial. Se pide la implementación de 
programas de educación vial que promuevan la 
seguridad en el transporte. Los padres están 
preocupados por accidentes de tránsito y también, 
formar a los estudiantes para evitar una de las 
principales causas de muerte del ser humano. 

32. Integración Familiar. La comunidad demanda 
actividades que promuevan la integración entre 
escuela y familia. Los padres de familia buscan 
fortalecer la comunidad educativa y al núcleo 
familiar a la vez. 

33. Atención a Migrantes. Se piden programas 
especiales para estudiantes migrantes o hijos de 
migrantes. Los padres buscan garantizar la 
continuidad educativa de los migrantes y de los 
deportados. 

En suma, además de lo que estipula la 
normatividad aplicable en la materia, hay una gran 
cantidad de demandas de parte de la comunidad 
educativa estatal, que requiere la autoridad 
atender a la brevedad. Nótese que en estas 
necesidades no aparecen muchas cosas que se 
comunican diariamente a través de los medios de 
difusión por instrucción de las autoridades 
educativas estatales. 

Es importante en cualquier cargo público cumplir 
y hacer cumplir la normatividad, atendiendo y 
resolviendo las necesidades de la población 
objetivo. Merecemos un gobierno educador. 
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27.02.2025 

Gobernanza en Educación Media Superior 
	

 

Este jueves se desarrolló el Foro Regional y 
Consulta para la Construcción del Anteproyecto de 
Ley General de Educación Media Superior, para la 
Región Centro-Occidente. Participaron los estados 
de Aguascalientes, Nayarit, Colima, Guanajuato, 
Jalisco y Michoacán. En el acto inaugural se dieron 
cita representantes de la SEP, ANUIES, 
legisladores federales, el gobernador de 
Michoacán y su equipo educativo, así como 
personal del Instituto Tecnológico de Morelia, sde 
de la actividad. 

El foro se desarrolló conforme a lo programado. 
Fue un buen esfuerzo logístico de parte de 
ANUIES, de la SEP, del IEMSySEM y del 
Tecnológico de Morelia; ya que se vieron 
organizados, coordinados y el personal de apoyo 
logístico fue suficiente y debidamente capacitado. 

Como áreas de oportunidad hubo un par de 
situaciones, referidas a la falta de transmisión de 
las opiniones de los foristas y ponentes, ya que se 
cortó la transmisión para solamente dar difusión al 
protocolo de la inauguración y a la clausura. Así 
también, el control del tiempo, que es siempre 
complejo, mostró asimetrías entre los diferentes 
oradores. 

Las ponencias iniciales de cada uno de los tres 
ejes abonaron a abrir la discusión, aunque más 
que ser exposiciones generadoras de debate, más 
bien expusieron enfoques específicos, más 
propios de las ponencias particulares, toda vez 
que se remitieron a dar una postura personal, 
sindical o provenientes de un trabajo escolar 
previo. 

Quedó de manifiesto en las exposiciones que los 
indicadores son cruentos. La realidad en 
cobertura, tasa bruta de matriculación, abandono 
escolar, infraestructura, conectividad y 
equipamiento, así como tasa de absorción son 
grandes pendientes aún y que requieren atención 
prioritaria, integral y bien dotada de todos los 
recursos necesarios para alcanzar los objetivos 
planteados, que se resumen en la frase “que 
nadie se quede fuera de la escuela”, la cual fue 
prácticamente un eslogan en el foro. Solo hay que 
recordar que, en Michoacán, por citar una entidad 
federativa como ejemplo, nos encontramos en 
situación de rezago educativo promedio, con 
menos de 9 años y, por ende, muy lejos de los 12 
años que implicarían contar con todas las 
personas que habitan en nuestro estado con el 
nivel de bachillerato debidamente concluido. Así 
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también, hay un millón y medio de personas de 
más de 15 años que no han concluido la 
secundaria habitando nuestra entidad federativa, 
mientras que, apenas 3 de cada 100 michoacanos 
están estudiando el bachillerato hoy en día; cifra 
inferior a la proyectada por las demás entidades 
federativas. 

Cifras que deben llamar a la acción y a dejar muy 
en claro que el gobierno no ha podido 
históricamente resolver el problema, que 
necesitará de la máxima participación de toda la 
ciudadanía y por ende debe de concitar la 
contribución de ideas, propuestas, monitoreo, 
contraloría social, vinculación, apoyo en especie y 
toda forma de mejora continua de la educación 
media superior. 

Si bien, de arranque, los enfoques desde los 
cuales se aborda la problemática son poco 
abarcadores, la importancia de participar es 
superior a los alcances llanos de las 
conceptualizaciones, las estructuras de las 
ponencias o de las problematizaciones realizadas, 
así como las propuestas acotadas, para dar paso a 
que se piense fuera de la caja para resolver un 
problema que está muy por encima de lo que 
como país se les ofrece a las juventudes en edad 
de estudiar educación media superior. 
Particularmente, la mejor campaña contra las 
adicciones es escolarizar a las juventudes y 
brindarles la oportunidad de recorrer senderos 
honestos y prósperos de vida para que alcancen la 
mejor versión posible de sí mismos. 

En ese tenor, queda de manifiesto que es muy 
importante primeramente discutir y lograr una 
iniciativa de ley abarcadora, ambiciosa y generosa 
para asegurar la participación social en la 
educación media superior. Para tales efectos, es 
preciso entender las diferencias conceptuales 
entre los actos de autoridad, las políticas públicas, 
así como entre la rectoría del estado, la 
gobernabilidad y la gobernanza. 

Preocupa ver que, las dependencias estatales 
presentaron sus problemáticas y propuestas a este 
respecto bajo enfoques muy acotados, ya que 
cuando hablaron de gobernanza se refirieron a la 
coordinación entre subsistemas, en lo estatal, así 
como entre órdenes de gobierno, para, a lo sumo, 
pedir participación de gobiernos municipales. En 
las intervenciones, el enfoque fue encaminado 
hacia brindar espacios de expresión a los 
docentes y sindicatos, quedando de manifiesto 
que es necesario que los padres de familia, la 
academia, investigadores, medios de 
comunicación, sector productivo y sociedad civil 
organizada son actores que deben contribuir a la 
mejora continua de la educación nacional. 

Por lo anterior, desde Mexicanos Primero capítulo 
Michoacán propusimos la creación de un gran 
sistema de gobernanza de la educación media 
superior, que abarque la posibilidad de participar 
desde las escalas de plantel escolar, municipal, 
estatal y nacional, para que con esta articulación 
se generen sinergias que logren hacer funcionar 
mejor el sistema educativo en este nivel, que a 
todas luces está en plena crisis, pero que cuenta 
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con la inmensa oportunidad de haber sido 
declarado como de máxima prioridad nacional. 

Se recalcó la importancia de contar con un ágora 
permanente, un foro de escucha y diálogo 
horizontal y espacios de democracia deliberativa 
donde todos los actores involucrados en la 
problemática de la educación media superior se 
puedan comunicar libre y respetuosamente en 
aras de encontrar soluciones colectivas óptimas a 
la inmensa problemática que envuelve al nivel 
educativo mencionado. 

Si esto se logra, servirá para que todos tengamos 
un foro permanente desde el cual hablar y 
contribuir para el desarrollo de la educación 
media superior del país, no solamente algunos 
tres minutos durante cada sexenio. 

Por supuesto, esperamos que se lleve a buen 
puerto el resultado de la consulta, donde existan 
atención y seguimiento. Es de gobiernos abiertos 
y democráticos realizar foros llevando los 
resultados hasta su sistematización e 
implementación. En los frutos que arrojen estos 
foros se demostrará la vocación por la excelencia 
y la mejora continua de la actual administración 
pública en sus órdenes de gobierno involucrados 
en la consulta, elaboración del anteproyecto de 
ley, para su posterior legislación y ejecución 
pública. 

Es un hecho, de alguna manera, siempre que se 
inician procesos de mejora, actualizaciones e 
iniciativas de ley sobreviene la esperanza.  Por 
ende, este evento fue favorable para los fines de 
expandir gradualmente la cobertura educativa a 

nivel medio superior y superior, que como 
derecho inalienable tienen los jóvenes de la 
nación. 

Mientras tanto, el tiempo sigue pasando. Las 
evaluaciones para esta norma llegarán al público 
hasta 2031, en el mejor de los casos, de la mano 
del Censo Nacional de Población y Vivienda 
2030, que normalmente demora un año en su 
procesamiento, análisis de información y 
presentación al público. Lo anterior sucederá para 
cuando el sexenio estatal se haya acabado y 
cuando Claudia Sheinbaum Pardo haya concluido 
con su encargo. No contamos con mayores 
indicadores a la fecha ni hay mecanismos de 
construcción de ellos, por lo que, conformar un 
organismo de opinión, consulta y propuesta 
posibilitará atajar esos vacíos que pueden generar 
imprecisiones, errores y fallas completas en la 
política pública de educación media superior. 

Es un hecho, la realidad no nos va a esperar. No 
aparecieron en las ponencias, ni piezas de 
oratoria los indicadores de ácido, como la tasa 
bruta de matriculación, referida al cociente que 
resulta de la cantidad de estudiantes de una edad 
determinada que están matriculados, entre el total 
de jóvenes de la misma edad. Su ausencia 
invisibiliza el fracaso de la política pública de 
educación media superior, ya que, apenas si uno 
de cada dos jóvenes en edad de haber concluido 
el bachillerato lo logra en un estado como 
Michoacán, cifra que se reduce a apenas la cuarta 
parte para educación superior. 
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Es muy importante remarcar que, desde la 
definición con la que se partió en la ficha técnica 
del foro de consulta, la gobernanza educativa se 
concibe como el complejo entramado de 
estructuras formales e informales, procesos 
institucionales y actores diversos, como son 
gubernamentales, sociales, económicos y 
académicos, quienes interactúan de manera 
dinámica y sistemática en la planificación 
estratégica, formulación de políticas, toma de 
decisiones, implementación de iniciativas, gestión 
de recursos y supervisión integral del sistema 
educativo. 

	

La gobernanza educativa articula múltiples niveles, 
como ya lo comentamos: a escala de comunidad 
escolar, municipal, estatal y nacional, así como 
diversas dimensiones, como la política, la 
administrativa, la de cada subsistema y la 
pedagógica, entre otras.  Esta vertebración se 
debe de conformar a través de mecanismos 
normativos, participativos y de rendición de 
cuentas, en aras de lograr que los procesos 
educativos sean efectivos, para que se logren 
demostradamente resultados de aprendizaje 
significativos y el desarrollo integral de 
competencias relevantes para la vida. 

Asi también, para que sean accesibles, 
garantizando la equidad en el acceso, 
permanencia y progresión de todos los 
estudiantes, con especial atención a grupos 
vulnerables o históricamente marginados. Es 
importante señalar que, en la intervención de 
Michoacán se propuso la creación de un 

bachillerato intercultural para las comunidades 
originarias, lo cual sería de gran valía.  
Paralelamente, estos esfuerzos contribuirán a que 
la educación sea de excelencia, como lo señala la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, al promover más logro en el 
aprendizaje, mayor pertinencia curricular, 
formación docente continua e infraestructura y 
equipamiento escolar adecuados, optimizando la 
utilización de recursos humanos, materiales y 
financieros para maximizar el impacto educativo. 

Así también, la gobernanza educativa contribuirá a 
la legitimidad de todos los actos educativos, ya 
que se basarán las decisiones en verdaderos 
procesos democráticos que incorporen la 
participación y corresponsabilidad de la 
comunidad educativa, sociedad civil y otros 
actores clave, pudiendo ser así más adaptables, 
con mayor capacidad de respuesta y flexibilidad 
ante contextos cambiantes, innovaciones 
pedagógicas y desafíos emergentes, tomando en 
cuenta los contextos y saberes locales, así como 
las vocaciones y necesidades productivas, sociales 
y gubernamentales de cada comunidad. 

Finalmente, la gobernanza en la educación 
incrementará la transparencia, al conformar y 
alimentar sistemas de información confiables y 
accesibles que faciliten la evaluación, el monitoreo 
continuo y la retroalimentación para la mejora 
constante. 

En suma, la gobernanza educativa contemporánea 
trasciende los modelos jerárquicos tradicionales 
para constituirse en redes colaborativas de acción 
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desde lo comunitario hasta lo nacional, las cuales 
equilibrarán la autonomía institucional con la 
coherencia sistémica y la diversidad de enfoques 
con la unidad de propósitos educativos 
fundamentales, permitiendo la articulación de la 
educación media-superior planteada por la 
Presidenta Sheinbaum y el secretario Mario 
Delgado en conferencia matutina reciente. 

Para que esta participación sea efectiva, resulta 
crucial establecer marcos normativos claros, 
desarrollar capacidades en los actores 
involucrados, garantizar representatividad plural, 
diversa y para todos, así como mantener un 
equilibrio entre la participación social y la 
experticia técnico-pedagógica. 

Solo así la gobernanza educativa podrá responder 
simultáneamente a las exigencias democráticas de 
inclusión y a los requerimientos de excelencia 
propios de sistemas educativos complejos, en 
entornos retadores como los de los estados que 
son víctimas de la violencia delincuencial 
actualmente, cuya principal carne de cañón 
constituyen precisamente los jóvenes que deberían 
estar estudiando educación media superior y 
superior. La gobernanza educativa es un pilar 
fundamental en la construcción de una solución 
integral para esta metamórfica problemática y a la 
vez cimiento del futuro posible que nos mueve 
esperanzados hacia perseverar en la búsqueda de 
un mejor país y un mejor Michoacán desde la 
educación. ¡Es cuanto! 
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07.03.2025 

Educación: Un llamado a la acción 
	

	

Han transcurrido tres años, cinco meses y diez 
días de gestión gubernamental de la actual 
administración pública estatal y, con el respeto 
que todos ustedes merecen, debo expresar una 
preocupación compartida por madres, padres, 
docentes y comunidades enteras: los avances en 
materia educativa en nuestro estado no reflejan la 
urgencia de nuestra realidad. Los resultados no 
nos favorecen. 

Michoacán, tierra de historia y cultura, cuna de 
grandes pensadores y revolucionarios no puede 
conformarse con las estadísticas que hoy nos 
colocan entre los estados con mayores índices de 
rezago educativo. No podemos seguir siendo 
espectadores del devenir de una generación de 
jóvenes cuyas oportunidades se desvanecen ante 
la ausencia de acciones contundentes  y ante la 
presencia de discursos sin soporte en evidencia, 
que solo exacerban el marasmo y hacen campear 
la confusión y el caos entre la ciudadanía, 
induciéndoles a creer que se cursan ciclos 
escolares completos, que se invierte en todos los 
planteles de Michoacán, que no faltan maestros, 
que hay un excelente clima laboral y que no hay 
paros ni movilizaciones magisteriales. 

Cada día que un niño asiste a una escuela sin 
maestros, cada comunidad que sigue 
desconectada digitalmente, cada edificio escolar 
que se deteriora sin mantenimiento y cada 
irregularidad administrativa que queda impune 
representan una promesa rota con el futuro de 
Michoacán. 

La educación es el más poderoso motor de 
cambio social y movilidad económica que existe. 
Sin embargo, este motor se encuentra averiado en 
nuestro estado. Las cifras nos hablan de 
analfabetismo, rezago educativo, tasa bruta de 
matriculación y abandono escolar sumamente 
alarmantes, de resultados en pruebas 
estandarizadas por debajo del promedio nacional, 
de infraestructura obsoleta o inexistente, así como 
de la presencia de una inmensa brecha digital que 
perpetúa las desigualdades históricas entre 
regiones. 

Esta situación no es producto del azar ni de 
circunstancias inevitables; es el resultado de 
décadas de decisiones postergadas, de recursos 
mal administrados, de prioridades equivocadas y, 
en muchos casos, de la prevalencia de intereses 
particulares sobre el bien común educativo. 
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Mientras en otros estados y regiones del país 
avanzan hacia modelos educativos adaptados al 
siglo XXI, en Michoacán seguimos debatiendo 
cuestiones básicas como garantizar que haya un 
maestro en cada aula o que todos los niños tengan 
acceso a internet para sus tareas escolares. 
Festinamos que gran parte de los maestros cobran 
sus quincenas y que la mayoría de los días de 
clases sí abren sus puertas muchas de las 
escuelas. 

Conocemos los problemas. Los diagnósticos 
abundan en informes y estudios. Lo que escasea 
son las soluciones efectivas y el compromiso 
inquebrantable para implementarlas. Por eso, es 
trascendente colocar al centro el garantismo de los 
derechos a estar, a aprender y a participar de las 
niñas, niños y jóvenes en la educación 
michoacana, de tal manera que se transformen la 
indignación en acción y la crítica en construcción. 

Para tales efectos, deben darse pasos firmes en 
pro de cimentar el sistema educativo estatal en 
principios fundamentales que requieren de 
liderazgo y valentía, como la transparencia y 
rendición de cuentas, que son basamento de la 
confianza. La transparencia no es una concesión, 
es un derecho ciudadano. 

Es menester realizar cuanto antes la publicación 
detallada y accesible de la distribución, ejercicio y 
comprobación del presupuesto educativo, para 
que, en materia de infraestructura, equipamiento, 
conectividad, apoyos sociales y pago de nómina 
existan las documentales públicas que verifiquen 
el debido ejercicio del gasto, demostrándose que 

se devenga cada centavo destinado 
primigeniamente a la educación de los hijos de 
los michoacanos. Paralelamente, es importante 
realizar auditorías independientes y periódicas a 
los programas educativos con resultados de 
acceso público, a la par que existan mecanismos 
claros para que la ciudadanía pueda reportar 
irregularidades y dar seguimiento a sus denuncias, 
así como una evaluación regular y transparente del 
desempeño de funcionarios educativos. 

La ciudadanía michoacana tiene derecho a saber 
cómo y en qué se invierten los recursos 
destinados a la educación de sus hijos. La 
opacidad solo genera desconfianza y perpetúa la 
corrupción. 

Debemos avanzar hacia un sistema donde los 
padres de familia puedan verificar en línea el 
ejercicio de cada peso destinado a la educación. 
Donde las comunidades escolares participen 
activamente en la toma de decisiones sobre los 
recursos asignados a sus planteles. Donde los 
contratos de obra y adquisiciones sean públicos, 
con licitaciones abiertas y criterios objetivos. 

La rendición de cuentas no debe ser un evento 
anual de informes estadísticos, sino una práctica 
cotidiana que empodere a las comunidades y 
genere confianza en las instituciones. 

La corrupción en el sector educativo no es solo un 
delito administrativo; es un robo directo al futuro 
de nuestros niños y jóvenes. Por ello, debemos de 
implementar sistemas digitales de control y 
seguimiento para la asignación de plazas docentes 
que eliminen la discrecionalidad; así también, 
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crear una fiscalía especializada en delitos contra el 
sistema educativo con autonomía real, establecer 
sanciones ejemplares para quienes trafiquen con 
plazas o desvíen recursos educativos, proteger a 
denunciantes e informadores del sistema 
educativo y crear la figura del ombudsman 
educativo. 

No podemos hablar de una mejora educativa 
mientras los recursos se desvían y las 
oportunidades se comercializan. La venta de 
plazas, el ausentismo de personal justificado 
mediante corrupción, el desvío de recursos de 
programas sociales educativos y la asignación 
discrecional de contratos de obra, compras al 
mayoreo y servicios son prácticas que deben 
terminar ya. Es necesario establecer un 
compromiso público con la política de cero 
tolerancias a la corrupción educativa, donde los 
funcionarios sean los primeros en someterse a 
escrutinio y donde ningún actor, por poderoso 
que sea, ni pretérito ni presente esté exento del 
peso de la ley cuando atente contra el derecho 
educativo de nuestros niños. Se puede establecer 
oficiosamente todo lo anteriormente mencionado, 
o acaso, ¿se necesita una Operación Enjambre en 
el sector educativo también? 

Paralelamente, ¿cómo podemos hablar de calidad 
o excelencia educativas cuando miles de 
estudiantes michoacanos toman clases en 
condiciones indignas? Necesitamos un programa 
emergente de rehabilitación y construcción de 
infraestructura escolar con prioridad en zonas 
marginadas, equipamiento tecnológico básico 
para todas las escuelas, sin excepción, 

mantenimiento preventivo y correctivo permanente 
con participación comunitaria, espacios educativos 
seguros, inclusivos y adaptados a las necesidades 
pedagógicas actuales. 

Una escuela digna no es un lujo, es la 
manifestación física del valor que damos a la 
educación. Es inaceptable que sigamos teniendo 
escuelas con techos de lámina que se convierten 
en hornos durante el calor, aulas improvisadas en 
espacios inadecuados, baños en condiciones 
insalubres o simplemente inexistentes, y patios 
escolares que se transforman en lodazales con la 
primera lluvia. 

La dignificación de los espacios educativos debe 
incluir: garantía de servicios básicos, como agua 
potable, electricidad, sanitarios dignos y drenaje 
en el cien por ciento de las escuelas. Así también, 
debe de haber accesibilidad universal para 
estudiantes con discapacidad, espacios deportivos 
y recreativos adecuados y contarse con 
laboratorios y bibliotecas funcionales. 

Simultáneamente, la brecha digital en Michoacán 
no es solo tecnológica, es una brecha de 
oportunidades que perpetúa la desigualdad. Urge 
que se consolide un programa que dote de 
conectividad a internet de banda ancha para el 
cien por ciento de las escuelas en los próximos 
dos años, programas de alfabetización digital para 
estudiantes, docentes y familias, incorporación 
responsable de la inteligencia artificial como 
herramienta pedagógica y la creación de 
laboratorios de innovación educativa en cada 
región del estado. 
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Nuestros estudiantes compiten en un mundo 
globalizado y digital. Negarles estas herramientas 
es condenarlos a la marginación en la economía 
del conocimiento. 

La conectividad debe concebirse como un servicio 
educativo básico, tan esencial como los libros de 
texto. En pleno siglo XXI, un estudiante sin acceso 
a internet es un estudiante con oportunidades 
limitadas de aprendizaje y desarrollo. 

La inteligencia artificial está transformando todos 
los sectores de la sociedad, incluida la educación. 
No podemos permitir que nuestros estudiantes y 
docentes queden al margen de esta revolución 
tecnológica. Necesitamos programas formativos 
que preparen a la comunidad educativa para 
aprovechar estas herramientas de manera ética y 
eficiente, cerrando brechas en lugar de 
ampliarlas. 

Partiendo del hecho axiomático de que cada día 
sin clases es un día perdido para el desarrollo de 
nuestros niños y jóvenes, resulta inaceptable que a 
estas alturas existan escuelas sin maestros durante 
semanas o meses. Es momento de aplicar medidas 
como un sistema eficiente de sustituciones 
docentes con respuesta en menos de 72 horas, 
incentivos para maestros que acepten plazas en 
zonas de difícil acceso, cumplimiento irrestricto 
del calendario escolar con mecanismos de 
verificación ciudadana y formación continua 
pertinente para todos los docentes del estado. 

Las comunidades más apartadas son precisamente 
las que más sufren la ausencia de maestros. 
Debemos implementar un programa estatal que 

garantice la presencia docente en todas las 
regiones, con incentivos reales para quienes 
acepten el reto de enseñar en zonas remotas o de 
alta marginación. 

La profesionalización docente debe ser una 
prioridad estratégica. Un sistema educativo de 
excelencia requiere maestros actualizados, 
motivados y con las herramientas necesarias para 
enfrentar los retos pedagógicos contemporáneos. 
La formación continua debe responder a 
necesidades reales del aula, no a modas 
pedagógicas pasajeras o requisitos burocráticos 
sin impacto. 

Los apoyos sociales no deben ser etiquetados, ni 
por el régimen ni por la oposición como 
asistencialismo, sino como dotar de condiciones 
básicas para el aprendizaje. Se requiere un 
programa universal de alimentación escolar con 
productos locales y nutritivos; la distribución 
oportuna y transparente de útiles, uniformes y 
calzado escolar; becas focalizadas con mucha 
precisión para prevenir el abandono escolar, así 
como atención integral a la salud física y 
emocional de los estudiantes. Un niño con hambre 
o sin los materiales básicos no puede aprender en 
igualdad de condiciones. 

Los programas de apoyo social educativo deben 
concebirse como inversiones en el capital humano 
del estado, no como gastos. La evidencia científica 
es contundente: cada peso invertido en nutrición 
escolar, en útiles básicos o en prevención del 
abandono genera retornos multiplicados en 
términos de desarrollo económico y social. 
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Es fundamental que estos apoyos lleguen de 
manera oportuna, antes del inicio del ciclo 
escolar, y que su distribución sea completamente 
transparente, con padrones públicos y 
mecanismos de verificación comunitaria. 

Todas las acciones anteriores deben converger en 
un objetivo central: mejorar los aprendizajes de 
nuestros estudiantes. Para ello, necesitamos 
evaluaciones diagnósticas periódicas que 
identifiquen áreas de oportunidad, programas de 
nivelación académica para estudiantes con 
rezago, fortalecimiento de las habilidades 
fundamentales: lectura, matemáticas y 
pensamiento científico. El verdadero indicador del 
éxito de nuestra política educativa no será el 
número de escuelas construidas o de 
computadoras entregadas, sino cuánto y qué tan 
bien aprenden nuestros estudiantes. 

Redoblar la acción a través de las medidas 
anteriormente citadas infundirá esperanza, la cual 
se multiplicará en el ejercicio de los cargos 
educativos con la dignidad, el enfoque y el 
compromiso que merecen nuestros niños y 
jóvenes, para que los funcionarios al final de sus 
gestiones puedan mirar a los ojos de cualquier 
estudiante michoacano y decir con orgullo: "hice 
todo lo que estaba en mis manos para garantizar 
tu derecho a una educación digna". 

El futuro de Michoacán está en sus aulas, y el 
presente de ese futuro llama a la acción. La 
historia nos observa. Las generaciones futuras nos 
juzgarán. Es momento de actuar ahora con la 
urgencia y el compromiso que este momento 
histórico demanda. 
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14.03.2025 

Detener la violencia contra la 
niñez y la juventud 

	

	

Es del dominio público la situación de violencia e 
inseguridad que envuelve a nuestro país y a 
Michoacán en particular. La percepción en la 
materia ha empeorado, de acuerdo con las 
encuestas de INEGI. Los datos duros, si bien 
muestran una ligera mejoría están frontalmente 
cuestionados por prácticas como el subregistro de 
delitos, la existencia de cifras negras, el 
incremento de desapariciones y la reclasificación 
de los delitos, para aparentar menos terrible la 
situación. 

Ha habido una serie de noticias que revelan el 
horror en que se está viviendo en el país como 
consecuencia del empoderamiento de la 
delincuencia: campos de exterminio, minas 
personales destruyendo vidas y miles de víctimas 
colaterales. 

Particularmente, la niñez y la juventud son 
vulnerables, más que otros grupos etarios, a 
padecer las consecuencias dantescas de la 
delincuencia organizada. Particularmente, esta 
semana se dieron a conocer por parte de grupos 
delincuenciales videos donde emplean a niños 
como voceros de mensajes intimidatorios para sus 

adversarios. La situación fue ampliamente 
difundida en portales electrónicos dedicados a 
reseñar la actividad de los narcotraficantes, día 
tras día. 

Más allá de la gran cantidad de hechos 
infamantes, la política pública en torno a la 
protección y vivencia de los derechos de las niñas, 
niños y jóvenes en Michoacán no puede tenernos 
satisfechos a nadie. Las autoridades siguen 
realizando acciones sin diagnóstico, sin precisión 
ni exactitud respecto a los principales fenómenos 
que afectan a las generaciones en formación, con 
impacto sumamente limitado y trabajando para 
atender a una población muy escasa. 

Michoacán enfrenta una crisis humanitaria de 
proporciones alarmantes. El reclutamiento de 
menores de edad por grupos del crimen 
organizado no solo viola sus derechos 
fundamentales, sino que también destruye el tejido 
social, trunca el desarrollo regional y perpetúa 
ciclos de violencia intergeneracional. Este 
fenómeno ha generado una cifra negra de 
víctimas—jóvenes desaparecidos y asesinados—
cuyas historias permanecen invisibilizadas. 
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Es preciso reconocer que este problema requiere 
un enfoque integral que aborde tanto las causas 
estructurales como las manifestaciones inmediatas 
de violencia. Deben desarrollarse un conjunto de 
acciones coordinadas que el gobierno estatal 
debe implementar para proteger a los menores, 
combatir el reclutamiento forzado y garantizar su 
derecho a una educación segura y de excelencia, 
donde se protejan el acceso, permanencia, 
aprendizaje y trayectorias completas para todas las 
niñas, niños y jóvenes en la entidad. 

El reclutamiento de menores por grupos 
criminales en Michoacán se ha intensificado 
debido a múltiples factores interrelacionados, 
como son la vulnerabilidad socioeconómica, ya 
que las regiones con mayores índices de pobreza, 
marginación y desigualdad son terreno fértil para 
el reclutamiento forzado o inducido de menores. 
Así también, el notorio debilitamiento institucional 
y la infiltración del crimen organizado en 
instituciones locales ha comprometido la 
capacidad del Estado para proteger a los 
ciudadanos, especialmente en zonas rurales y 
periurbanas. Paralelamente, se ha gestado un 
fenómeno de normalización de la violencia, 
donde la exposición prolongada a contextos 
violentos ha generado una peligrosa 
normalización del fenómeno entre algunas 
comunidades. El abandono escolar, exacerbado 
por la pandemia empeoró la ya crítica situación de 
abandono escolar, dejando a miles de jóvenes sin 
acceso a espacios protectores. Simultáneamente, 
el control territorial de la delincuencia ha 
avanzado, ya que, diversas regiones del estado se 

encuentran bajo el control de facto de grupos 
criminales que imponen sus propias reglas y 
sistemas de reclutamiento. Finalmente, se ha 
generalizado la impunidad, ya que la baja 
efectividad en la investigación y sanción de los 
delitos relacionados con el reclutamiento de 
menores alimenta el ciclo de violencia. 

Para hacer frente a esta situación es importante 
desarrollar una propuesta integral de intervención, 
que se base en el fortalecimiento del sistema 
educativo como espacio protector de los derechos 
más elementales de las niñas, niños y jóvenes, en 
donde a la brevedad se implemente un sistema de 
alerta temprana y protocolos de seguridad en 
centros educativos ubicados en zonas de alto 
riesgo, incluyendo rutas seguras para el traslado 
de estudiantes. Así también, que se establezcan 
nuevamente y de manera generalizada programas 
de jornada ampliada o escuelas de tiempo 
completo que minimicen el tiempo que los 
menores pasan en entornos de riesgo, así como 
brigadas comunitarias de acompañamiento 
escolar, donde se formen redes de padres, 
docentes y vecinos que supervisen los trayectos 
escolares y detecten situaciones de riesgo. 

Así también, es necesario emprender acciones a 
mediano y largo plazo, como el fortalecimiento 
curricular, que incorpore en los programas 
educativos contenidos sobre cultura de paz, 
resolución no violenta de conflictos y construcción 
de proyectos de vida alejados de actividades 
ilícitas. Así también, la formación docente 
especializada, que permita capacitar al personal 
educativo para identificar señales de 



	
56	

reclutamiento, intimidación o cooptación por 
grupos criminales. Aunado a lo anterior, que haya 
un programa de reincorporación educativa, 
conformado por programas flexibles que permitan 
a jóvenes que abandonaron sus estudios 
reintegrarse al sistema educativo, con 
acompañamiento psicosocial y nivelación 
académica. 

Por otra parte, es preciso que se integre un 
auténtico sistema integral de protección a la 
infancia y adolescencia, en donde no haya 
simulaciones ni protocolo, sino resultados, 
basados en lograr mejorar las condiciones de vida 
de cada niña, niño y joven en Michoacán. Para 
estos efectos es necesario salir del escritorio y 
contar con unidades móviles de protección, que 
sean equipos interdisciplinarios, quienes recorran 
las zonas más vulnerables para identificar casos de 
riesgo y brindar atención inmediata. 
Paralelamente, conformar una línea de 
emergencia anónima real y totalmente 
especializada, para establecer un canal de 
comunicación confiable seguro para denunciar 
riesgos de violencia, sucesos e intentos de 
reclutamiento, con protocolos efectivos de 
respuesta inmediata. Así también es necesario 
contar con albergues temporales, que sean 
espacios seguros para alojar a menores en 
situación de riesgo inminente mientras se 
implementan soluciones permanentes. 

A mediano y largo plazo es necesario implementar 
un sistema de tutela reforzada, que asigne 
mentores comunitarios a jóvenes en situación de 
vulnerabilidad, con énfasis en quienes han 

perdido familiares por la violencia. También, se 
debe contar con un registro unificado, es decir, se 
debe crear una base de datos que integre 
información sobre menores en riesgo, 
desaparecidos y víctimas del crimen organizado, 
con protocolos estrictos de protección de datos. 

También, para recuperar los territorios cedidos a 
la delincuencia es necesario realizar operativos 
coordinados, implementar intervenciones 
conjuntas entre fuerzas estatales y federales 
enfocadas en la desarticulación de redes de 
reclutamiento, priorizando la protección de 
menores. Por supuesto, debería de existir una 
Fiscalía Especializada, exclusivamente dedicada 
para investigar y procesar casos de reclutamiento, 
desaparición y homicidio de menores 
relacionados con el crimen organizado, con 
canales protegidos para que la ciudadanía pueda 
reportar situaciones de riesgo sin exposición 
personal. 

Es necesario también seguir avanzando en la 
recuperación de espacios públicos, como 
rehabilitar parques, canchas deportivas y centros 
comunitarios en zonas controladas por el crimen 
organizado, asegurando su protección 
permanente, contando también con una policía 
comunitaria certificada, con contraloría social y 
con participación ciudadana, bajo estrictos 
controles de confianza y supervisión estatal, 
mientras continúen y se mejoren las campañas de 
entrega anónima de armas a cambio de incentivos 
educativos y económicos. 
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Como toda política pública debe basarse en el 
método científico, es preciso realizar diagnósticos 
participativos, mapeos comunitarios de factores de 
riesgo y protección en cada municipio, con 
participación de jóvenes, familias y autoridades 
locales. Así también, debe de haber campañas de 
sensibilización e información sobre los riesgos del 
reclutamiento y promover la denuncia, utilizando 
mensajes adaptados culturalmente a cada región, 
con el establecimiento de redes de alerta vecinal, 
donde se organicen sistemas comunitarios de 
vigilancia y protección mutua, con protocolos 
claros de comunicación con autoridades. 

Paralelamente, es preciso realizar intervención 
social al nivel más profundo posible, con las 
personas y sus familias, implementando programas 
de fortalecimiento familiar que mejoren 
habilidades parentales y establezcan entornos 
protectores para los menores, así como iniciativas 
de economía social, consistentes en fomentar 
proyectos productivos comunitarios que ofrezcan 
alternativas económicas viables a jóvenes y 
familias vulnerables; a la par que el 
establecimiento de escuelas para padres, que sean 
auténticos espacios formativos donde las familias 
adquieran herramientas para detectar y prevenir la 
captación de sus hijos por grupos criminales. 

Debe de haber también oportunidades de 
desarrollo integral para jóvenes, donde se brinden 
becas de permanencia escolar, condicionadas a la 
asistencia escolar, con montos competitivos frente 
a las ofertas del crimen organizado, así como 
también centros juveniles seguros, espacios 
dedicados a actividades recreativas, culturales y 

deportivas en horarios extraescolares, con 
presencia permanente de mentores adultos y 
programas de primer empleo protegidos, que 
sean verdaderas alianzas con empresas locales 
para ofrecer oportunidades laborales formales a 
jóvenes en riesgo, con capacitación y 
acompañamiento y conformar redes de jóvenes 
constructores de paz, a partir del desarrollo de 
liderazgos juveniles positivos que implementen 
iniciativas de prevención diseñadas desde sus 
propias perspectivas y necesidades. 

También se requieren programas de 
desvinculación, con intervenciones integrales para 
menores que participaron en actividades 
delictivas, con atención psicosocial, educativa y de 
inserción social, que vengan acompañados de 
justicia restaurativa, con mecanismos que permitan 
la reintegración comunitaria de jóvenes que 
participaron en delitos menores bajo coacción o 
vulnerabilidad extrema, que aseguren un 
acompañamiento prolongado, donde  haya 
servicios de apoyo psicosocial a largo plazo para 
víctimas rescatadas y sus familias, reconociendo la 
complejidad del proceso de recuperación. 

Para todo lo anterior, es importante contar con 
monitoreo y evaluación, ya que la efectividad de 
las intervenciones debe medirse a través de 
indicadores de proceso, que expresen 
fehacientemente el cumplimiento de metas 
operativas y cobertura de programas, así como de 
indicadores de resultado, en donde se plasme 
eventualmente la reducción de casos de 
reclutamiento, aumento en la permanencia escolar 
y disminución de homicidios de menores. Así 
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también, se requiere una evaluación participativa, 
con plena incorporación de las perspectivas de los 
propios jóvenes, familias y comunidades afectadas 
y una sistematización continua, para que haya 
publicación y documentación de lecciones 
aprendidas y buenas prácticas para ajustar 
estrategias. 

El reclutamiento de niñas, niños y jóvenes por el 
crimen organizado en Michoacán representa una 
grave crisis de derechos humanos que exige 
respuestas urgentes, integrales y sostenidas. La 
recuperación del derecho a la educación solo será 
posible en un entorno que garantice, ante todo, el 
derecho fundamental a la vida, la seguridad y el 
desarrollo integral. 

El Estado tiene la responsabilidad ineludible de 
implementar estrategias que atiendan tanto la 
emergencia inmediata como las causas 
estructurales del problema. Sin embargo, el éxito 
de cualquier intervención dependerá de la 
participación de las comunidades, el compromiso 

del sector privado y la coordinación efectiva entre 
los distintos niveles de gobierno. 

La sociedad michoacana tiene el derecho de 
exigir acciones concretas y resultados tangibles. 
Los niños, niñas y jóvenes de Michoacán merecen 
crecer en un entorno donde sus derechos sean 
respetados y sus oportunidades no estén limitadas 
por la violencia. El tiempo de actuar es ahora, con 
determinación, recursos suficientes y un 
compromiso inquebrantable con la protección de 
quienes representan el futuro del estado. 

En suma, hay mucho por hacer, más allá del 
futurismo político y la propaganda. Querer es 
poder. Las niñas, niños y jóvenes merecen un 
gobierno profesional, comprometido, sensible y 
de tiempo completo que esté a la altura de las 
circunstancias, para que desde el sector 
educativo, garante de los sueños y aspiraciones de 
las generaciones en formación, se encabece un 
gran paquete de políticas públicas para revertir la 
violencia y sus efectos. Que así sea. 
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18.03.2025 

En educación: ser parte de la solución 
	

	

Los sucesos recurrentes e incrementales de 
violencia en Michoacán nos recuerdan a todos 
que existe una grave crisis educativa y de 
seguridad que atraviesa nuestro estado de muchos 
años. La simulación educativa, los constantes 
paros laborales, la ausencia de evaluaciones 
efectivas y la creciente influencia del crimen 
organizado en nuestras comunidades escolares 
exigen acciones inmediatas y contundentes. 

Con profunda preocupación, es momento de 
hacer un llamado urgente a todos los funcionarios 
públicos con responsabilidad en materia educativa 
y de seguridad para que redoblen su compromiso 
con la juventud michoacana. El futuro de nuestra 
sociedad está en juego y el tiempo de la 
indiferencia ha terminado. 

Funcionaria o funcionario: 

1. Eres parte de la solución cuando priorizas el 
derecho a la educación de las niñas, niños y 
jóvenes por encima de intereses políticos, 
electorales o sindicales, garantizando que el 
calendario escolar se cumpla íntegramente y que 
los paros no afecten el desarrollo académico de 
nuestros estudiantes. 

2. Eres parte de la solución cuando implementas 
sistemas de evaluación transparentes y efectivos 
que midan realmente el aprendizaje, identificando 
áreas de oportunidad y diseñando estrategias 
específicas para incrementar la constitucional 
excelencia educativa en todas las regiones del 
estado 

3. Eres parte de la solución cuando asignas 
recursos suficientes para infraestructura escolar 
digna, especialmente en comunidades 
marginadas, asegurando que cada escuela cuente 
con instalaciones seguras, servicios básicos y 
herramientas tecnológicas para un aprendizaje 
integral. 

4. Eres parte de la solución cuando estableces 
protocolos de seguridad efectivos en las escuelas 
y sus alrededores, coordinando esfuerzos entre 
autoridades educativas y de seguridad para crear 
entornos libres de violencia donde el aprendizaje 
sea posible. 

5. Eres parte de la solución cuando diseñas e 
implementas programas preventivos contra las 
adicciones adaptados a la realidad de cada 
comunidad, involucrando a familias, docentes y 
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estudiantes en estrategias integrales de 
concientización y atención temprana. 

	

6. Eres parte de la solución cuando garantizas la 
capacitación continua y de calidad para docentes, 
proporcionándoles herramientas pedagógicas 
actualizadas y apoyo psicológico para enfrentar 
los desafíos en zonas de alta vulnerabilidad social. 

7. Eres parte de la solución cuando escuchas 
activamente a estudiantes, padres y docentes, 
creando canales permanentes de comunicación y 
consejos de participación social en la educación 
que permitan identificar problemas locales y 
diseñar soluciones colaborativas adaptadas a cada 
contexto educativo específico. 

8. Eres parte de la solución cuando implementas 
programas de retención escolar con incentivos 
concretos, becas significativas y acompañamiento 
personalizado para prevenir el abandono escolar, 
especialmente en zonas con alta presencia de 
grupos delictivos. 

9. Eres parte de la solución cuando promueves 
una educación integral que incluya formación en 
valores, desarrollo socioemocional y pensamiento 
crítico, fortaleciendo las condiciones en que se 
encuentran los jóvenes ante entornos adversos y 
presiones del crimen organizado. 

10. Eres parte de la solución cuando estableces 
mecanismos efectivos de rendición de cuentas 
para funcionarios educativos, evaluando resultados 
concretos y no simples procesos burocráticos, con 

consecuencias reales ante el incumplimiento de 
objetivos establecidos. 

11. Eres parte de la solución cuando creas alianzas 
estratégicas con universidades, empresas y 
organizaciones civiles para ampliar oportunidades 
educativas y laborales para los jóvenes, 
mostrándoles alternativas viables frente a la 
economía ilegal. 

12. Eres parte de la solución cuando habilitas 
espacios culturales, deportivos y recreativos en 
todas las comunidades, ofreciendo actividades 
extraescolares significativas que alejen a niños y 
jóvenes de ambientes nocivos y fortalezcan el 
tejido social. 

13. Eres parte de la solución cuando implementas 
programas específicos para atender necesidades 
de niñas y adolescentes, garantizando su 
permanencia escolar, combatiendo estereotipos 
de género y previniendo embarazos tempranos 
que truncan proyectos educativos. 

14. Eres parte de la solución cuando estableces 
programas de atención socioemocional y 
psicológica accesibles en todas las escuelas para 
identificar y apoyar a estudiantes afectados por la 
violencia comunitaria, desarrollando habilidades 
de afrontamiento ante situaciones traumáticas. 

	

15. Eres parte de la solución cuando diseñas 
estrategias educativas adaptadas a comunidades 
indígenas y rurales, respetando su cosmovisión y 
necesidades específicas, eliminando barreras 
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lingüísticas y culturales que profundizan la 
desigualdad educativa. 

16. Eres parte de la solución cuando garantizas la 
transparencia en la asignación de plazas docentes 
y directivas, priorizando perfiles con vocación y 
competencia demostrada, eliminando prácticas de 
nepotismo y venta de posiciones que dañan la 
calidad educativa. 

17. Eres parte de la solución cuando desarrollas 
programas de educación digital inclusivos, con 
conectividad universal y alfabetización 
tecnológica, preparando a estudiantes para los 
retos del futuro laboral mientras combates la 
brecha digital existente. 

18. Eres parte de la solución cuando implementas 
modelos de educación comunitaria que involucren 
a padres y líderes locales en la vigilancia y mejora 
educativa, creando redes de protección y apoyo 
que identifiquen tempranamente situaciones de 
riesgo 

19. Eres parte de la solución cuando estableces 
programas especiales para jóvenes en conflicto 
con la ley, ofreciendo alternativas educativas y de 
reinserción que rompan ciclos de violencia y 

criminalidad, apostando por la rehabilitación 
sobre el castigo. 

20. Eres parte de la solución cuando demuestras 
con hechos, no palabras, tu compromiso con la 
educación michoacana, convirtiendo cada 
decisión política y presupuestal en evidencia de 
que priorizar la formación de nuestra juventud es 
la única vía para transformar Michoacán. 

Las niñas, niños y jóvenes de Michoacán no 
pueden esperar más. Su derecho a una educación 
de excelencia y a un futuro seguro debe ser 
garantizado hoy. Como sociedad, 
comprometámonos a vigilar el cumplimiento de 
las responsabilidades de cada funcionario, a 
denunciar omisiones y a reconocer avances. 

Hacemos un llamado a la acción inmediata: cada 
día perdido en simulaciones burocráticas es un 
día en que más jóvenes caen en las redes del 
crimen y las adicciones. El verdadero patriotismo 
michoacano se demuestra defendiendo el futuro 
de nuestra juventud. 

Por una educación digna y un Michoacán libre de 
violencia, los derechos a estar, aprender y 
participar de las niñas, niños y jóvenes en la 
entidad no pueden esperar. 
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21.03.2025 

Construir la felicidad desde la escuela 
	

	

	

"La felicidad es ese estado de conciencia  
que procede del logro de los propios valores" 

Ayn Rand (1905 – 1982) 

La búsqueda de la felicidad es una gran misión y 
finalidad de vida en sí para todo ser humano. 
Desde 2012, la Asamblea General de la ONU 
decretó en su resolución 66/281 que el 20 de 
marzo se celebrase el Día Internacional de la 
Felicidad “para reconocer la relevancia de la 
felicidad y el bienestar como aspiraciones 
universales de los seres humanos y la importancia 
de su inclusión en las políticas de gobierno”, de 
acuerdo con su portal electrónico oficial. 

Esta resolución expedida subraya la imperiosidad 
de que “se aplique al crecimiento económico un 
enfoque más inclusivo, equitativo y equilibrado, 
que promueva el desarrollo sostenible, la 
erradicación de la pobreza, la felicidad y el 
bienestar de todos los pueblos”. 

En el marco de esta celebración, la ONU presentó 
ayer el Reporte Global de Felicidad, en donde 
México se metió a una posición histórica: al 
décimo lugar con 6.9 sobre 10 de calificación, 

correspondiente al promedio de los últimos tres 
años. 

Si bien, esto representó un ascenso en la posición 
relativa, es preciso decir que hay un retroceso 
respecto al puntaje que obtuvo nuestra nación en 
2012, de -0.109. Más aún: 12 de los primeros 15 
países presentan descensos en la evaluación, por 
lo que México subió en la posición debido a que 
cayó menos que países como Australia, Nueva 
Zelanda y Suiza. 

Costa Rica es el país más feliz de América, 
ubicándose en sexto lugar global de 147 naciones. 
Estados Unidos está en su peor posición de la 
historia, en la posición 24. 

En el análisis, se dice que la importancia de las 
relaciones familiares significativas es un factor que 
gravita mucho a favor de que nuestra nación se 
ubique en una posición tan alta. Paralelamente, no 
cabe duda de que, bajo las premisas y 
definiciones anteriores, la felicidad es una 
construcción, que puede modelarse en un 
laboratorio de la sociedad futura como es la 
escuela. Por lo anterior existe una iniciativa 
mundial de la UNESCO, denominada Escuelas 
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Felices, la cual busca generar reforma 
transformadora de la educación y un cambio de 
paradigma que sitúe la felicidad en el centro de la 
política y de las prácticas educativas. 

En su modelo, la excelencia académica y la 
felicidad no se excluyen mutuamente. La felicidad 
puede ser una palanca clave para mejorar las 
experiencias y los resultados del aprendizaje. 

Derivado de que, la felicidad se entiende de 
forma diferente según las personas y las culturas, 
la UNESCO no ofrece una definición universal de 
la felicidad, ni prescribe indicadores o normas 
para medir la felicidad a nivel individual. En 
cambio, la iniciativa ofrece un marco de alto nivel 
que desglosa los entornos de aprendizaje feliz en 
cuatro pilares fundamentales: las personas, el 
proceso, el lugar y los principios. 

El pilar de las personas se centra en relaciones de 
apoyo y colaboración, así como el bienestar físico 
y socioemocional; a la par que las actitudes y los 
atributos positivos de los actores de las 
comunidades escolares: alumnos, padres, 
profesores, líderes escolares, personal de apoyo, 
gestores centrales y miembros de la comunidad. 

El pilar del proceso se centra en planes de 
estudios equilibrados, pedagogías alegres y 
atractivas, evaluaciones holísticas y flexibles para 
garantizar una carga de trabajo manejable, 
contenidos culturalmente pertinentes e 
interdisciplinarios, experiencias de aprendizaje 
activas y vías flexibles para evaluar el aprendizaje. 

El pilar del lugar busca la transformación de los 
espacios escolares tanto físicos como digitales 
mediante infraestructuras e instalaciones seguras, 
saludables, accesibles y sostenibles, diseños 
espaciales funcionales e inclusivos, así como el 
uso de la escuela como un centro social para el 
aprendizaje y el compromiso de la comunidad 
para hacer que la infraestructura física y virtual se 
adapte a su propósito. 

Finalmente, el pilar de los principios se centra en 
los valores fundamentales que unen a las 
comunidades escolares y permiten la realización 
de los pilares de las personas, el proceso y el 
lugar, como la confianza, la inclusión y el 
empoderamiento. 

Bajo este planteamiento, es importante voltear a 
ver a Michoacán, donde las infancias y juventudes 
enfrentan cotidianamente una compleja red de 
desafíos que obstaculizan sistemáticamente su 
derecho a la felicidad y al aprendizaje pleno. 
Estos obstáculos, de naturaleza estructural, 
socioeconómica, cultural y educativa, conforman 
un entramado que limita el potencial de desarrollo 
integral de la niñez michoacana. Particularmente, 
vale la pena hacer especial énfasis en cómo la 
vulneración del derecho a una educación de 
calidad se convierte en un lastre determinante 
para su bienestar y felicidad. 

En Michoacán existen severos obstáculos 
socioeconómicos, como la pobreza y la 
desigualdad, ya que existen indicadores 
preocupantes de pobreza infantil, provenientes 
del CONEVAL, donde aproximadamente el 50.1% 
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de las niñas y niños michoacanos viven en 
condición de pobreza, cifra superior a la media 
nacional. Esta situación tiene implicaciones 
directas en su bienestar, como la inseguridad 
alimentaria, porque muchos niños asisten a la 
escuela sin haber recibido una alimentación 
adecuada, lo que afecta su capacidad de 
concentración y aprendizaje. Así también, la 
necesidad económica obliga a muchos menores a 
incorporarse prematuramente al trabajo, 
reduciendo su tiempo para el estudio y el juego, 
elementos esenciales para su desarrollo 
emocional. Paralelamente, las condiciones 
precarias de vivienda dificultan el estudio en casa 
y el descanso adecuado. 

Así también, hay entornos de violencia e 
inseguridad en Michoacán sumamente 
preocupantes, ya que se ha experimentado en los 
tiempos más recientes una escalada de violencia 
que ha afectado profundamente la vida cotidiana 
de la población infantil. Derivado de ello, se da 
una exposición constante a entornos violentos, lo 
que genera en los niños una normalización de 
comportamientos agresivos que obstaculiza su 
desarrollo socioemocional. También, el temor a la 
inseguridad limita las posibilidades de juego al 
aire libre, la movilidad y la interacción 
comunitaria, elementos fundamentales para la 
construcción de felicidad. Aunado a lo anterior, la 
exposición a eventos traumáticos genera estados 
de estrés crónico que afectan el desarrollo 
cerebral y la capacidad de experimentar 
emociones positivas. 

El análisis de los obstáculos que enfrentan las 
niñas y niños michoacanos para acceder a la 
felicidad y al aprendizaje revela la necesidad 
urgente de una transformación profunda del 
sistema educativo y social. Esta transformación 
debe reconocer que el derecho a aprender y el 
derecho a la felicidad están inextricablemente 
vinculados, y que ninguno puede realizarse 
plenamente sin el otro. 

La situación actual constituye no solo una 
vulneración de derechos fundamentales, sino 
también un desperdicio del potencial humano que 
Michoacán necesita para enfrentar sus desafíos 
presentes y futuros. Cada niña y niño que ve 
obstaculizado su derecho a una educación que 
promueva su felicidad representa una pérdida 
incalculable para la sociedad michoacana en su 
conjunto. 

Abordar esta problemática requiere un enfoque 
sistémico que reconozca la complejidad de los 
factores involucrados y la necesidad de actuar 
simultáneamente en múltiples niveles: desde las 
políticas públicas hasta las prácticas cotidianas en 
el aula, desde la formación docente hasta la 
participación comunitaria. Solo así podrá 
romperse el círculo vicioso que actualmente 
convierte la educación en un lastre para la 
felicidad, en lugar del trampolín que debería ser. 

Es un gran momento para repensar la educación 
básica en Michoacán, para formar seres humanos 
que no solo tengan conocimientos académicos, 
sino que estén equipados para construir vidas 
plenas y significativas. 
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La verdadera transformación educativa no consiste 
en producir estudiantes con altas calificaciones, 
sino en cultivar seres humanos completos capaces 
de encontrar y crear felicidad duradera, contribuir 
positivamente a sus comunidades y enfrentar los 
desafíos de la vida con sabiduría y resiliencia. 
Michoacán, con su rica tradición cultural y 
humana, tiene el potencial de liderar este cambio 
paradigmático hacia una educación centrada en lo 
que realmente importa: el florecimiento humano 
integral. 

Aunado a los estudios de la UNESCO, hay 
hallazgos muy interesantes en la ciencia de la 
felicidad, respaldada por investigadores como 
Arthur C. Brooks, catedrático de la Universidad de 
Harvard, quien nos demuestra que los pilares de 
una vida plena —relaciones significativas, trabajo 
con propósito, filosofía de vida equilibrada y, 
cuando sea culturalmente apropiado, la dimensión 
espiritual— pueden y deben propiciarse en las 
aulas de manera sistemática y deliberada. 

¿Se imaginan un Michoacán donde cada niño 
despierte día tras día emocionado por ir a la 
escuela? Un estado en donde el aprendizaje esté 
conectado con sus raíces culturales y sus talentos 
innatos y donde las aulas sean comunidades de 
apoyo donde se practica la gratitud, la compasión 
y la resiliencia.  Este no es un sueño utópico: es 
una posibilidad concreta que depende de las 
decisiones que se tomen aquí y ahora. 

¡Pasemos de las palabras a la acción! 

Primeramente, hay que integrar la educación 
socioemocional de manera sistemática en todas las 
asignaturas. No como un anexo, no como una 
clase especial, sino como el corazón mismo del 
proceso educativo. 

Así también, invirtamos en la formación docente 
para la educación en felicidad. Nuestros maestros 
son el alma del sistema y necesitan herramientas, 
apoyo y su propio bienestar garantizado para 
poder transmitir estos valores. 

Paralelamente, inviértase en los espacios escolares 
para convertirlos en ambientes que nutran el 
bienestar. Una escuela no debe parecerse a una 
fábrica, sino a un hogar, a un jardín donde cada 
niño puede florecer a su manera. 

Es axiomático: midamos lo que realmente importa. 
Desarrollemos sistemas de evaluación que valoren 
el bienestar integral, las habilidades para la vida y 
el sentido de propósito, no solo la memorización 
temporal de contenidos. 

Aunado a lo anterior, involucremos a las familias y 
comunidades en esta transformación. La 
educación para la felicidad no termina en la 
puerta de la escuela; debe ser un esfuerzo 
colectivo que abarque todos los espacios donde 
nuestros niños crecen y se desarrollan. 

Es prioritario pensar a largo plazo. Al respecto, 
qué problema podría ser más urgente que el 
sufrimiento silencioso de miles de niños que no 
encuentran sentido ni alegría en su educación, 
respecto al costo de oportunidad que representa 
alcanzar inmensos rendimientos mediante la 
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formación de una generación de michoacanos 
emocionalmente inteligentes, resilientes y con 
propósito. 

Nuestra tierra purépecha es heredera de una 
sabiduría ancestral que siempre ha valorado la 
armonía, la comunidad y la conexión con algo más 
grande que uno mismo. No estamos inventando 
algo nuevo; estamos regresando a nuestras raíces 
más profundas, pero con el respaldo de la ciencia 
moderna y la visión internacional al respecto. 

La inercia nacional al respecto es importante, 
porque, más allá de la cruenta nota roja, debe 
prevalecer la esperanza:  estar en el top 10 
permite pensar en acciones disruptivas. Cada paso 

bien dado que demos hacia una educación para la 
felicidad será un paso que nuestros niños, niñas y 
jóvenes agradecerán por el resto de sus vidas. Es 
momento de encender la luz de una nueva era 
educativa centrada en lo que realmente importa: la 
plenitud humana y formular políticas públicas 
orientadas a tan alta y noble finalidad. 

Las niñas, niños y jóvenes de Michoacán merecen 
ejercer sus derechos a estar, aprender y participar 
en las escuelas siendo desde ahora felices y 
desarrollándose plenamente para construir su 
felicidad futura. ¡Por un Michoacán donde la 
educación y la felicidad caminen juntas! Qué así 
sea. 
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28.03.2025 

¡Se necesitan nutriólogos escolares! 
	

	

Se publicó el pasado 30 de septiembre en el 
Diario Oficial de la Federación el “Acuerdo 
mediante el cual se establecen los Lineamientos 
generales a los que deberán sujetarse la 
preparación, la distribución y el expendio de los 
alimentos y bebidas preparados, procesados y a 
granel, así como el fomento de los estilos de vida 
saludables en alimentación, dentro de toda 
escuela del Sistema Educativo Nacional”. Se trata 
de un documento extenso, detallado y técnico 
cuyo objetivo general es establecer criterios para 
la preparación, distribución y expendio de 
alimentos y bebidas en todas las escuelas del 
Sistema Educativo Nacional mexicano 
promoviendo estilos de vida saludables. 

Esta nueva normativa, la cual entra en vigor legal 
el próximo sábado 29 y tendrá vigencia plena el 
próximo lunes 31, parte de principios 
fundamentales como la sostenibilidad alimentaria 
nacional, la protección del interés superior de 
niñas, niños y jóvenes, a ausencia de conflictos de 
interés y el respeto a la diversidad cultural 
alimentaria. Para tales efectos, impone 
restricciones como la prohibición de alimentos 
con sellos de advertencia por alto contenido de 
macronutrientes y la eliminación de alimentos 
procesados y bebidas con bajo valor nutricional, 

principalmente, contrastada con la promoción de 
alimentos naturales, frescos y de temporada al 
interior de las comunidades escolares. Estipula 
márgenes porcentuales y en términos absolutos 
para componentes nutricionales como las grasas 
saturadas, azúcares, sodio y la distribución de 
macronutrientes. La justificación es plena, prolija y 
robusta, ya que hay una gran cantidad de razones 
para mejorar la dieta de los mexicanos y de las 
generaciones jóvenes en particular. 

El Acuerdo asigna responsabilidades 
institucionales amplias, ya que, entre otras, las 
autoridades escolares deben verificar su cabal 
cumplimiento; las autoridades educativas 
promoverán su difusión en todas las comunidades 
escolares y las autoridades sanitarias realizarán 
verificaciones periódicas en los planteles, 

Respecto a la formación y promoción, se 
comprometen actividades de formación continua 
para docentes sobre alimentación saludable, la 
realización de campañas informativas aunadas a la 
promoción de actividades deportivas y culturales. 

A los proveedores de alimentos escolares se les 
obliga a ofrecer exclusivamente alimentos 
saludables, en los términos y condiciones 
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estipulados en el Acuerdo, a la par que deberán 
de recibir capacitación en manejo higiénico de 
alimentos y deberán ofertar productos a precios 
accesibles, considerando la situación 
socioeconómica de la gran mayoría de los 
integrantes de las comunidades escolares: 
maestros, estudiantes y padres de familia. 

Así también, se conformarán Comités de 
Alimentación, con amplia participación de 
maestros, padres y estudiantes, quienes realizarán 
acciones de vigilancia del cumplimiento del 
Acuerdo y sus lineamientos, así como la 
promoción de hábitos alimenticios saludables. 

La normatividad cuenta con un marco punitivo, 
toda vez que las eventuales infracciones serán 
sancionadas según lo estipulado en la Ley General 
de Educación, a la par que habrá posibles 
sanciones administrativas y sanitarias, 
dependiendo del rubro que se desacate y habrá 
una eventual responsabilidad de las autoridades 
escolares en cumplimiento. 

Aunado a lo anterior, la norma contempla su 
evaluación y actualización periódicas, ya que se 
hará una revisión de los lineamientos cada cinco 
años y habrá mejora continua y adaptación según 
las nuevas evidencias científicas provean de 
información al respecto, mientras que se buscará 
que exista innovación en cuanto a las estrategias 
nutricionales respecte. 

Sin duda, estamos ante un acuerdo con 
lineamientos generales que posee fortalezas 
importantes, como la búsqueda de que contuviese 
un enfoque integral y multidisciplinario, así como 

interinstitucional. La fundamentación y motivación 
jurídica es muy vasta y se percibe, desde los 
considerandos y antecedentes que estamos ante el 
producto de una revisión del marco normativo 
muy minuciosa para estos efectos. Así también, se 
busca basar el acuerdo en evidencia científica 
sólida, la cual, a reserva de la revisión de expertos 
en la materia, de antemano se intentó inyectar en 
el documento, que incluso prevé su mejora 
continua y revisión periódicas. Asimismo, el 
documento hace consideraciones en materia de 
diversidad cultural, reconociendo implícitamente a 
la gastronomía comunitaria y hábitos nutricionales 
como parte de nuestra idiosincrasia. 
Paralelamente, brinda una perspectiva de la 
importancia de la promoción de la sostenibilidad 
alimentaria con base en la producción primaria 
propia de las regiones de nuestra nación, así 
como declara la trascendental importancia del 
interés superior de la niñez y la juventud en 
materia de la protección de su salud, bajo un 
enfoque integral. 

Sin dejar de reconocer el esfuerzo que realiza en 
un rubro complejo y en el cual muy poco se ha 
podido hacer en la  historia nacional, es 
importante también detectar que existen 
debilidades potenciales en el Acuerdo, como son 
la complejidad de implementación en todo el 
sistema educativo nacional, tan grande, vasto, 
diverso y desigual; las posibles limitaciones 
presupuestales y de supervisión, tanto a nivel 
nacional como en cada aula; la natural resistencia 
al cambio de hábitos alimenticios por parte de 
todos los actores involucrados; los inmensos 
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desafíos logísticos en escuelas de zonas rurales y 
en regiones enteras que se encuentran en 
situación de pobreza incluso alimentaria; así 
también la necesidad de una campaña de 
difusión, de capacitación a proveedores de 
alimentos, cooperativas y comedores escolares, así 
como formación continua para los trabajadores de 
la educación, especialmente, docentes y 
directivos. Finalmente, otro posible obstáculo lo 
constituirán los intereses en torno a la oferta y la 
demanda de comida “chatarra”; ni más ni menos. 

No se omite recordar que se han hecho intentos 
fallidos previos, como el “Acuerdo mediante el 
cual se establecen los lineamientos generales para 
el expendio o distribución de alimentos y bebidas 
en los establecimientos de consumo escolar de los 
planteles de educación básica”, que se emitió el 
19 de agosto de 2010, por los entonces Secretario 
de Educación Pública, Alonso José Ricardo 
Lujambio Irazábal, ya extinto y el Secretario de 
Salud, José Ángel Córdova Villalobos.  Esta 
norma, que se convirtió en letra muerta 
inmediatamente, en su Transitorio Tercero decía 
que “la aplicación del presente Acuerdo y su 
Anexo Único será obligatoria en todas las escuelas 
de educación básica a partir del 1o. de enero de 
2011”. 

De todo lo anteriormente dicho, considerando los 
fracasos previos, quizás la principal objeción que 
tiene el Acuerdo presente es lograr su debida 
aplicación y apropiación en las comunidades 
escolares de la nación. Primeramente, posee un 
marco normativo muy robusto y complejo, que no 
es sencillo de interpretar, por poseer tecnicismos 

propios a las ciencias de la nutrición. En segundo 
aspecto, esto va a sobrecargar a los trabajadores 
de la educación que se encuentran laborando en 
comunidades escolares. 

Es muy, pero muy importante que, una vez más, 
no se sature a la figura del docente con más 
trabajo. No olvidemos que, las maestras y 
maestros ya se encuentran muy ocupados 
estrenando el modelo educativo creado apenas 
hace un ciclo escolar, con la sobrecarga que 
implica articular los programas analítico y 
sintético, así como explorando sus materiales 
educativos, incluyendo los libros de texto 
gratuitos. No hubo formación continua, sino 
sesiones de Consejo Técnico Escolar, como la que 
se vive este día en el país. 

Al tener responsabilidades de supervisión, a los 
maestros y directores de plantel les 
corresponderán labores como verificar la ingesta 
calórica, el eventual mercado negro o trueque que 
pueda darse entre estudiantes en los planteles 
escolares, lo cual solo continuará incrementando 
el exceso de responsabilidades para las y los 
maestros de la nación, quienes tienen que velar en 
todas las formas posibles por el bienestar y 
desarrollo integral de los estudiantes bajo su 
encomienda, así como por generar procesos y 
experiencias de aprendizaje significativo, su 
seguridad, que se encuentren en entornos libres 
de acoso y de todo tipo de violencia, gestionar 
recursos para mejorar la infraestructura, 
equipamiento y conectividad de los planteles bajo 
su encargo, conseguir consumibles y materiales 
para los planteles, canalizar a los estudiantes que 
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necesiten apoyo socioemocional y psicológico, 
entre muchas otras responsabilidades más. 

Una solución al respecto consistiría en la creación 
de la figura del nutriólogo escolar, quien estaría a 
cargo de realizar toda la implementación de un 
acuerdo que mide más de treinta cuartillas y 
quienes podrían estar a cargo de aplicar, vigilar, 
sancionar y dar parte a la superioridad y 
autoridades sanitarias como la COFEPRIS en caso 
de alguna violación a lo estipulado en el Acuerdo. 

Los nutriólogos escolares podrían convertirse en 
agentes de transformación, no solo como 
supervisores, sino como educadores y gestores de 
un auténtico cambio cultural alimentario. Podrían 
hacerse cargo de la personalización de las 
estrategias nutricionales, de acuerdo con factores 
como la ubicación geográfica, estatus 
socioeconómico y disponibilidad de alimentos en 
cada plantel escolar. Podrían también contribuir a 
la educación integral, yendo más allá de la 
alimentación, formando hábitos de vida, bajo un 
enfoque sistémico, al trabajar con toda la 
comunidad educativa y trabajando de manera 
formativa y preventiva, a buscar evitar problemas 
de salud futuros y laborar bajo enfoques flexibles y 
adaptables, para ajustar estrategias según 
resultados, pudiendo llegar a trabajar casos 
excepcionales y a canalizar a quienes necesiten 
servicios médicos especializados. 

Los nutriólogos también pueden ser innovadores y 
tienen a su alcance nichos muy interesantes, como 
el empleo de aplicaciones móviles para 
seguimiento nutricional, así como en las 

computadoras escolares, en caso de haberlas; 
también, la aplicación y uso de programas de 
gamificación sobre alimentación, la eventual 
integración de tecnología para monitoreo y la 
conexión con programas de salud pública. 

Sin duda, la implementación de nutriólogos 
escolares representaría una inversión altamente 
rentable para la salud preventiva, con beneficios a 
corto, mediano y largo plazo para el sistema 
educativo mexicano y la sostenibilidad de nuestra 
nación.  Además, no olvidemos que las niñas, 
niños y jóvenes son sujetos de derechos 
educativos, como son que todas y todos estén, 
aprendan y participen en las escuelas, como lo 
impulsamos desde Mexicanos Primero. Bajo ese 
enfoque de triple inclusión, los estudiantes 
mejorarán sus condiciones de salud, que les 
permitirá ausentarse menos de las aulas, aprender 
más al contar con mejores condiciones 
nutricionales y al gozar de mejor salud, la 
participación y la convivencia serán más 
proactivas. 

En la implementación de los lineamientos 
alimentarios, los nutriólogos desempeñarían un rol 
estratégico, al partir de la realización de un 
diagnóstico nutricional, una evaluación inicial del 
estado nutricional de cada comunidad escolar ya 
sea individual o muestral, así como la 
identificación de necesidades específicas por 
región, edad y contexto socioeconómico, hasta 
llegar al diseño de intervenciones personalizadas, 
como la elaboración de menús que cumplan los 
criterios nutrimentales, la adaptación a tradiciones 
culinarias locales, la consideración de 
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restricciones alimentarias, como alergias o 
intolerancias y contase con un balance nutricional 
garantizado. 

Paralelamente, el nutriólogo escolar sería un 
educador de tiempo completo al formar a los 
estudiantes en alimentación saludable y la relación 
con la salud, esperanza y calidad de vida, 
mientras que tendría funciones de supervisión 
sobre la calidad de los alimentos, el cumplimiento 
de lineamientos y las condiciones higiénicas, 
pudiendo hacer auditorías periódicas a 
proveedores escolares, seguimiento a indicadores 
nutricionales. 

El nutriólogo escolar deberá de tener aptitudes 
para la vinculación comunitaria con orientación a 
familias, la integración de padres en estrategias 
alimentarias, la promoción de huertos escolares, la 
reducción de dificultades económicas y la 
elaboración de presupuestos asequibles, contando 
con capacidad de gestión y profunda sensibilidad 
social. 

En caso de que no se dé la contratación de 
nutriólogos en la modalidad de sostenimiento 
pública, muy probablemente sí se convertirá en un 
nicho de oportunidad para la educación privada, 
en donde podrían contratar estos servicios 
directamente o vía outsourcing, con lo cual 
brindarán valor agregado a los estudiantes y a sus 
familias. Pero, acrecentarán las brechas ya 
existentes entre la educación pública y la privada, 
aún más. 

Esperemos que esto no suceda y, desde la 
fortaleza del sistema educativo público se 
demuestre, con la contratación de personal 
especializado la intención gubernamental de que 
estos lineamientos se apliquen en la totalidad de 
los planteles escolares de la nación, lo cual podría 
ser el primer hito del nuevo modelo educativo, 
donde por fin, absolutamente todos y cada uno de 
los estudiantes del país perciban beneficios 
palpables de la administración educativa en 
funciones. ¡Que así sea! 
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04.04.2025 

La primavera educativa en Michoacán 
	

	

	

“La primavera le brinda un espíritu de juventud a 
todo.” 

William Shakespeare (1564 – 1616) 

 

Así, con el ímpetu renovado de la juventud, llega 
una calurosa temporada en la cual el sistema 
educativo estatal brinda una gran cantidad de 
muestras de cambio de humor.  Sí, es época en la 
cual la temperatura promedio se eleva. También, 
la exposición a la luz solar. 

Paralelamente, pareciera ser que, el 
temperamento humano también se modifica con 
ello. Como si de la carrera del centro del sistema 
solar se tratara, así también las personas se 
comunican con intensidad; salen a la luz 
situaciones que no se denunciaban desde el 
arranque del ciclo escolar incluso, cuando la 
generación de expectativas encuentra su cima, a 
partir de la cual, el ejercicio del poder, las 
situaciones incumplidas, los incidentes, las 
irregularidades, los abusos, los actos de 
corrupción, las violaciones a los derechos 
humanos y laborales se acumulan, hasta generar 
manifestaciones de inconformidad. 

Es en este periodo en el cual se suelen acumular 
más las suspensiones escolares, lo que podemos 
constatar en los planteles de las comunidades más 
alejadas de los centros urbanos, así como en las 
periferias de las ciudades, donde los estudiantes 
se quedan encargados con algunos trabajadores 
que hacen guardia para encubrir a los que se 
desplazan a las marchas y plantones. 

Las situaciones relativas a la USICAMM y a la 
iniciativa de ley del ISSSTE fueron detonantes 
perfectos de las protestas magisteriales, ya que, 
en ambos casos, sobra evidencia pública de que 
no fueron debidamente consultados y de que, aún 
sin mayor modificación, pueden lacerarse los 
derechos laborales de miles de trabajadores. La 
preocupación no es inocua: la iniciativa enviada al 
congreso federal contenía especificidades que 
amenazaban la edad de jubilación y otros 
derechos del magisterio. 

Esto generó protestas a nivel nacional, pero 
también en Michoacán, donde las oficinas 
centrales de la Secretaría de Educación en el 
Estado, solamente en este ciclo escolar acumulan 
varias semanas tomadas, trabajando en días de 
pago principalmente. 
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Fuera de las oficinas centrales continúan las giras, 
en donde se entregan lentes, becas, equipamiento 
escolar, libros, se realizan rutinas musicales, 
mientras se anuncian arranques y entregas de 
obras de infraestructura educativa. Pero, en 
cuanto terminan los eventos, todo vuelve a la 
normalidad. La cultura de la simulación está 
permeando ampliamente en los usos y costumbres 
de los planteles educativos que son sede de estos 
actos mediáticos. 

No gratuitamente, sino bien ganado y a pulso es 
el título que ostenta la Secretaría de Educación en 
el Estado como institución más violatoria de los 
derechos humanos de los michoacanos, 
especialmente, de sus infancias y juventudes. En 
un estado donde abundan los muertos, los 
desaparecidos, la violencia y la delincuencia es un 
plus escarnecedor contar con ese infame primer 
lugar; máxime por ser originariamente una 
dependencia cuya razón de existir es 
precisamente ser garante de los derechos a estar, 
aprender y a participar en las escuelas de todas 
las niñas, niños y jóvenes en la entidad federativa. 

Y, no se sabe si es propiamente el clima tropical 
que parece invadir por momentos a Michoacán, o 
si se trata de otra clase de fenómeno, pero, 
estamos atestiguando los habitantes de esta 
entidad federativa una muy poco disimulada serie 
de actos proselitistas en torno al sistema educativo 
estatal, donde hay ya varios perfiles que están 
abiertamente buscando candidaturas, 
comprometiéndose seriamente la responsabilidad 
de tiempo completo que tienen sobre de sí. Los 
primaverales vientos de juventud shakesperianos 

parecieran avivar la efervescencia política que se 
manifiesta en las redes sociales, en giras 
constantes y en los medios de comunicación. La 
realidad que se vive a nivel de comunidad 
educativa es muy diferente. 

Por ejemplo, si bien, desde el pasado 29 de 
marzo entró en vigor la prohibición al expendio 
de comida “chatarra” al interior de los planteles 
escolares, desde educación básica hasta superior, 
tanto en planteles públicos como privados, resulta 
de domino público que ésta continúa 
expendiéndose. Partamos del reconocimiento de 
que, cambiar los hábitos nutricionales de los 
estudiantes, maestros y personal directivo, así 
como sus familias, de una nación de 130 millones 
de personas se trata de una misión muy 
revolucionaria, disruptiva, que modifica inercias y 
que, en caso de lograr su cabal implementación, 
modificará sustancialmente la dinámica escolar, el 
bienestar y la calidad de vida de las comunidades 
educativas. Sin embargo, lograr una 
implementación cabal implica mucho trabajo de 
supervisión, concientización, información, 
difusión, formación continua y comunicación 
social, entre otros rubros. Contar con distractores 
proselitistas en una entidad ya de por sí compleja 
puede ser un factor que ralentice aún más el logro 
de los objetivos que plantea el acuerdo. 

Paralelamente, persiste la preocupación de qué es 
lo que sucede dentro de los planteles escolares, 
incluso en aquellos que son urbanos, los que 
reciben apoyo económico de parte del Gobierno 
del Estado y la visita de altos mandos de la política 
educativa en la entidad. Porque en redes sociales 
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y medos de comunicación vemos los 
comunicados, las fotografías y los anuncios de 
montos de inversión, acompañados de videos con 
música de fondo como si fuera un festival. La 
realidad regresa a su cauce una vez pasa la visita: 
entonces sobrevienen las expulsiones arbitrarias, 
las cuotas escolares impuestas, los monopolios de 
uniformes escolares, los abusos y violencias, la 
portación de armas blancas, las pandillas que se 
apoderan de los planteles; las malas prácticas de 
parte del personal de asistencia y apoyo a la 
educación, como operadores del director en 
turno. Así, constantemente se hacen denuncias 
públicas al respecto, donde no hay intervención 
inmediata de parte de las autoridades, para 
resolver oficiosamente las situaciones que 
vulneran los derechos humanos. 

Más aún, se sabe que existen también 
circunstancias en telesecundarias de la entidad, las 
cuales continúan bajo el control perimetral de 
grupos de poder enquistados al seno del sistema 
educativo estatal. Su ambición de tener control 
total de los planteles ha llegado al nivel de realizar 
denuncias dirigidas contra los maestros por abuso 
y acoso a los estudiantes, ante lo cual no tienen 
más que negociar su salida e irse, so pena de ser 
linchados o vinculados a proceso. 

Las denuncias se multiplican atropelladamente en 
las redes sociales, especialmente en las de los 
portales institucionales, en donde son menos 
prestos los administradores a borrar comentarios. 
Así también, las víctimas de atropellos hacen 
llegar constantemente a esta organización de la 

sociedad civil denuncias públicas respecto a 
violaciones de derechos humanos y abusos. 

En suma, ante estos claroscuros, es necesario 
priorizar altamente la labor de supervisión y de 
conducción de la política educativa en la entidad, 
por encima de intereses, ambiciones y hasta 
aspiraciones personales en torno a lo político-
electoral. La situación, si bien aún no alcanza el 
nivel de gravedad que se ha vivido en años 
recientes, también es cierto que, de continuarse 
bajo esta inercia, podrán alcanzarse y hasta 
superarse las circunstancias de estallido social 
permanente que se vivieron al interior del sistema 
educativo michoacano en fechas no tan lejanas. Es 
momento de que se instruya gobernar de tiempo 
completo para conjurar la problemática que se 
acumula. 

Además de discursarse que vamos por el tercer 
ciclo escolar completo en la entidad federativa, 
hecho que resulta imposible de comprobarse, 
grupo por grupo y escuela por escuela, la 
autoridad sostiene su postura institucional y emite 
avisos, como el de anoche, vía Facebook, donde 
le informa a toda la comunidad educativa de la 
entidad que hoy viernes 4 de abril habrá clases 
con normalidad. 

Lo complejo sobreviene porque hoy se realizarán 
movilizaciones en Morelia por parte de diversos 
grupos gremiales, con lo cual seguramente habrá 
planteles, zonas y regiones que no tendrán 
actividades educativas, por lo que los padres de 
familia se trasladarán en vano. Más aún, hay 
quienes aprovecharon este aparente paro de 
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labores para realizar actividades extramuros. La 
confusión se acrecienta cuando hay disputa de la 
rectoría de una dependencia por parte de grupos 
fácticos, quienes resultaron muy bien arropados 
gracias a haber arrebatado banderas legítimas 
magisteriales, que se traduce en defender los 
derechos laborales de los trabajadores de la 
educación. Seguramente, en el marco del mes de 
mayo estaremos conociendo los resultados de 
estas medidas de presión que ejercen los líderes 
de los grupos gremiales del sistema educativo 
estatal, a través del listado de acuerdos logrados 
con las autoridades establecidas. No pasa 
desapercibido que, en Chiapas ya se instaló una 
mesa de negociación entre el gobierno estatal y la 
CNTE, ejemplo que podría cundir en el resto de la 
nación. 

En contraste, una nota positiva es que, esta 
semana en Michoacán se logró aplicar la Prueba 
PISA en educación media superior en los 
contados planteles seleccionados para tales 
efectos. Si bien, por donde lo veamos es un 
logro; se trató de planteles urbanos, también a la 
vez, sólo se trata de una muy pequeña parte de la 
muestra nacional, consistente en ocho mil 
exámenes. Es decir; la aplicación realizada para 
Michoacán carece de validez muestral y de 

representatividad como para poder realizar 
descripciones o inferencias respecto a los 
resultados que arrojen la captura y sistematización 
de los cuestionarios respondidos.  En suma, qué 
bueno que se logró contribuir desde la entidad 
federativa para la aplicación nacional, pero sigue 
siendo un área de oportunidad contar con una 
evaluación universal que permita conocer los 
niveles de logro en el aprendizaje de los 
estudiantes en la entidad federativa. En todo caso, 
PISA no serviría para conocer el nivel educativo a 
nivel estatal si no se pagase una sobre muestra 
estatal, en aras de conocer los resultados 
específicos de los estudiantes michoacanos de 15 
años, nacidos en 2009, en matera de 
comprensión lectora, matemáticas y ciencias. 

Esperemos que esta primavera no alcance los 
niveles de movilización, abandono de clases ni 
ingobernabilidad que se han dado en años 
anteriores. En última y más importante instancia, 
las niñas, niños y jóvenes de Michoacán merecen 
ejercer sus derechos a estar, aprender y participar 
en las escuelas siendo desde ahora felices y 
desarrollándose plenamente para construir su 
felicidad futura, sin verse afectados por intereses y 
acciones adulto-céntricas. Qué así sea. 
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11.04.2025 

Aprovechar el Receso educativo 
	

“No necesitamos más vacaciones, sino más 
vocación” 

Eleanor Roosevelt (1884-1962) 

	

El sistema educativo de Michoacán enfrenta 
actualmente una coyuntura compleja caracterizada 
por desafíos estructurales y circunstanciales que 
impactan su funcionamiento y resultados, en pleno 
detrimento de la vivencia plena de los derechos 
educativos de las niñas, niños y jóvenes en la 
entidad federativa, particularmente a estar, 
aprender y participar en las escuelas públicas de 
la entidad.   A punto de arrancar vacaciones de 
Semana Santa, el panorama educativo estatal 
presenta características retadoras, como los 
indicadores educativos, que muestran un rezago 
significativo en comparación con la media 
nacional. La tasa de abandono escolar no puede 
tener a nadie satisfecho; mucho menos que en 
regiones rurales e indígenas esta cifra se 
incrementa considerablemente. El abandono 
escolar se agudizó tras la pandemia, dejando 
secuelas que aún no se han logrado revertir 
completamente. 

La infraestructura escolar presenta deterioro 
considerable en múltiples regiones. Por lo menos, 

un cuarenta por ciento de los planteles requieren 
intervenciones urgentes, particularmente en 
comunidades de la Meseta Purépecha, la Tierra 
Caliente y la Sierra- Costa michoacana, así como 
en los cinturones periféricos de las ciudades de la 
entidad federativa. Las carencias en conectividad 
digital siguen siendo un obstáculo para la 
implementación efectiva de modelos híbridos de 
educación. 

El magisterio michoacano muestra señales de 
desgaste profesional tras varios ciclos escolares de 
adaptaciones continuas. La necesidad de nivelar 
aprendizajes rezagados mientras se avanza con 
nuevos contenidos curriculares ha generado 
sobrecarga laboral. Adicionalmente, los procesos 
de formación continua y actualización docentes 
para la aplicación y apropiación -es decir, 
implementación- del nuevo modelo educativo han 
sido insuficientes y dispersos. 

La brecha de aprendizajes entre zonas urbanas y 
rurales están claramente presentes, sin que hayan 
sido debidamente mensuradas por carecerse de 
cultura de la evaluación en la entidad y por no 
estar en las más altas prioridades de la actual 
administración educativa estatal, por lo cual 
desconocemos el estado verdadero que guardan 
los aprendizajes en nuestra entidad federativa. 
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Los recursos presupuestales asignados a 
educación, aunque incrementados nominalmente, 
resultan insuficientes ante la magnitud de los retos. 
Los programas compensatorios no han logrado 
llegar a todas las zonas prioritarias, dejando 
segmentos vulnerables sin atención focalizada. 

Positivamente, han surgido iniciativas comunitarias 
valiosas donde docentes, familias y autoridades 
locales colaboran para mejorar condiciones 
educativas. Estos esfuerzos, aunque dispersos, 
demuestran el potencial de la organización social 
para enfrentar adversidades. 

La articulación interinstitucional entre 
dependencias estatales relacionadas con 
desarrollo social, salud y educación sigue siendo 
débil, limitando la efectividad de intervenciones 
que requieren abordajes multisectoriales. 

El periodo previo a vacaciones se caracteriza por 
presión administrativa para cumplir con 
evaluaciones, cierre de proyectos y 
documentación burocrática, reduciendo el tiempo 
efectivo dedicado a procesos de aprendizaje 
significativo. 

Este contexto exige que las próximas vacaciones 
sean vistas no solo como un descanso necesario, 
sino como una oportunidad estratégica para 
repensar prácticas, fortalecer capacidades y 
diseñar intervenciones que permitan abordar los 
desafíos más apremiantes al regreso a clases, 
contemplando las particularidades regionales y la 
diversidad cultural que caracterizan al estado. 

Tomando en cuenta las raíces profundas del 
sistema educativo michoacano, es importante 

transformar nuestros periodos vacacionales en 
oportunidades de crecimiento colectivo. La 
realidad que enfrentamos no es sencilla: nuestras 
escuelas lidian con indicadores de abandono 
escolar que supera la media nacional, 
infraestructura deteriorada en comunidades rurales 
e indígenas y brechas de aprendizaje que se 
ensanchan entre regiones del estado. 

Por ejemplo, las familias michoacanas pueden 
enriquecer su experiencia educativa explorando 
los circuitos culturales locales, visitando sitios 
históricos y culturales de su municipio mientras 
crean diarios de observación que les permitan 
reflexionar sobre la identidad regional. Esta 
práctica fortalece el sentido de pertenencia y 
valoración del patrimonio cultural. 

El establecimiento de clubes familiares de lectura 
representa otra valiosa oportunidad. Seleccionar 
obras de autores michoacanos como María Luisa 
Puga o Eduardo Ruiz para leer colectivamente no 
solo fortalece habilidades lingüísticas, sino que 
conecta a las nuevas generaciones con su 
herencia literaria y cultural. 

	

Los padres de familia pueden pensar en la posible 
participación en talleres artesanales tradicionales, 
lo cual transforma el tiempo libre en aprendizaje 
significativo. Aprender técnicas como la alfarería 
en Capula, el trabajo de cobre martillado en Santa 
Clara o la construcción de guitarras en Paracho 
permite entender procesos productivos mientras 
se valora el patrimonio vivo del estado. Así 
también, la creación de huertos familiares 
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educativos constituye un laboratorio natural donde 
niños, jóvenes y adultos pueden experimentar con 
el cultivo de plantas nativas, comprendiendo ciclos 
naturales y principios de sustentabilidad mientras 
fortalecen la seguridad alimentaria familiar. 

Así también, desde el hogar o desde una cocina 
tradicional, el patrimonio gastronómico 
michoacano ofrece lecciones multidisciplinarias. 
Documentar recetas tradicionales, investigar 
ingredientes locales y comprender sus técnicas de 
preparación integra conocimientos históricos, 
químicos y culturales en experiencias cotidianas y 
significativas. Paralelamente, las familias pueden 
organizar intercambios lingüísticos, especialmente 
valiosos en un estado multicultural como el 
nuestro. Reunir familias hablantes de purépecha, 
mazahua y español para compartir vocabulario y 
expresiones promueve la preservación cultural y 
fomenta el respeto por la diversidad lingüística. 

En materia turística, hay posibilidades como la 
exploración natural de áreas protegidas como la 
Reserva de la Biosfera de la Mariposa Monarca o 
el Lago de Pátzcuaro permite desarrollar 
conciencia ambiental mientras se documenta flora 
y fauna con fotografías y notas, ejercitando 
habilidades de observación e investigación. Así 
también, la recuperación de historias comunitarias 
a través de entrevistas a adultos mayores sobre 
tradiciones, acontecimientos históricos y 
experiencias de vida constituye un ejercicio de 
investigación social que fortalece lazos 
intergeneracionales mientras preserva la memoria 
colectiva. 

El desarrollo de habilidades matemáticas 
cotidianas permite involucrar a los hijos en 
actividades prácticas como elaboración de 
presupuestos familiares, mediciones en cocina o 
pequeños proyectos de construcción, 
demostrando la aplicabilidad de conceptos 
abstractos en contextos reales y significativos. 
Mientras que, la organización de rutas del agua 
para explorar ríos, lagos y sistemas acuíferos 
cercanos permite reflexionar sobre su importancia 
ecológica, cultural y económica, desarrollando 
conciencia sobre la gestión responsable de 
recursos naturales fundamentales para la región. 

El turismo educativo interregional promueve la 
comprensión de la diversidad michoacana. Visitar 
diferentes zonas del estado permite apreciar 
contrastes geográficos, culturales y económicos, 
ampliando la perspectiva sobre la complejidad y 
riqueza estatal. También, realizar los intercambios 
de saberes digitales crean espacios donde jóvenes 
enseñan tecnología a adultos mientras estos 
comparten conocimientos tradicionales, 
generando diálogos intergeneracionales que 
valoran distintas formas de conocimiento. 

En cuanto para los funcionarios educativos de 
Michoacán, partiendo del hecho de que ellos 
deben de descansar solamente los días obligados 
por la ley, realizar diagnósticos participativos 
representan una oportunidad invaluable durante 
periodos vacacionales. Organizar encuentros 
comunitarios para identificar necesidades 
educativas específicas por región permite diseñar 
políticas más pertinentes y efectivas, arraigadas en 
realidades locales, toda vez que se ha hecho muy 
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poca consulta durante el actual sexenio, como lo 
evidencia la conformación del Programa Sectorial 
de Educación, que no fue soportado en foros ni 
medios consultivos, sino en trabajo de escritorio. 

También podría desde ahora en estas vacaciones 
trabajarse para diseñar e implementar laboratorios 
de innovación educativa, los cuales permiten 
diseñar programas piloto que posteriormente 
puedan escalarse durante el ciclo escolar regular, 
experimentando con metodologías adaptadas a 
contextos rurales, urbanos e indígenas. Trabajar la 
formación continua avanzada para directivos y 
supervisores en metodologías pedagógicas 
contemporáneas con enfoque en contextos 
vulnerables fortalece capacidades de liderazgo 
educativo, especialmente necesarias en regiones 
como la Tierra Caliente o la Meseta Purépecha. 

También es tiempo para realizar actividades para 
asegurar exista una evaluación integral del ciclo 
escolar, lo que permite analizar resultados 
educativos para identificar fortalezas y áreas de 
oportunidad por zona escolar, generando 
información valiosa para la planeación estratégica 
del próximo periodo. Es también momento para 
trabajar en un programa efectivo de vinculación 
intersectorial con instituciones culturales, empresas 
locales y universidades, lo cual enriquecería la 
oferta educativa disponible, creando ecosistemas 
de aprendizaje que trascienden las limitaciones 
presupuestales del sistema formal. Es buen tiempo 
para realizar planeación estratégica 
contextualizada, lo cual permite diseñar proyectos 
educativos adaptados a cada microrregión, 
considerando sus particularidades geográficas, 

económicas y culturales para maximizar su 
pertinencia e impacto. Es también un gran 
momento para conformar consejos y observatorios 
educativos itinerantes, que permitan a funcionarios 
recorrer comunidades para comprender 
realidades educativas distintas, generando 
políticas nacidas del contacto directo con las 
necesidades y fortalezas de cada región. Los 
diplomados intensivos en análisis de datos 
educativos mejoraríann la capacidad de toma de 
decisiones basada en evidencia, superando 
prácticas intuitivas o meramente políticas en la 
gestión del sistema. 

Y, ni qué decir de reorganizar el sistema 
educativo para recuperar a plenitud la rectoría de 
la educación, el cumplimiento pleno de la 
normatividad aplicable en la materia, así como 
poder superar la politización excesiva que se vive 
al interior de las escuelas, por las situaciones de 
rezago e injusticia laboral. 

En suma, estas propuestas, implementadas de 
manera sistemática y adaptada a las 
particularidades de cada región, pueden 
transformar el tiempo vacacional en una 
oportunidad invaluable para fortalecer el tejido 
educativo michoacano, construyendo puentes 
entre la educación formal e informal, entre 
saberes académicos y comunitarios, entre pasado 
y futuro de nuestro estado. 

Sin duda, hoy nos encontramos en una 
encrucijada histórica. Nuestro estado, cuna de 
grandes movimientos educativos y sociales, 
enfrenta desafíos que requieren soluciones 
integrales, humanas y colectivas; concitadas por 
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las autoridades educativas. Las brechas educativas 
entre regiones, los altos índices de abandono 
escolar, rezago educativo y analfabetismo, así 
como el limitado acceso a oportunidades 
verdaderas de movilidad social a través de la 
educación para nuestros niños y jóvenes nos 
exigen actuar con urgencia. 

El tiempo apremia. Mientras debatimos, miles de 
niños y jóvenes pierden oportunidades 
irrecuperables. Convirtamos estas próximas 
vacaciones en un laboratorio vivo donde 
experimentemos nuevas formas de educación 
comunitaria, pertinente y transformadora. 

Michoacán tiene todo para ser referente nacional 
en innovación educativa arraigada en la identidad 
cultural. Solo necesitamos actuar con la misma 
pasión y compromiso que caracterizó a los 
grandes educadores de nuestra historia. 

Aprovechemos el tiempo. Generemos las 
condiciones propicias para el aprendizaje en 
vacaciones en nuestros hogares: estar y convivir 
positivamente, participar y comunicarse 
efectivamente son condiciones clave para lograrlo. 
Merecemos ser un estado educador. 
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18.04.2025 

Pensar en Educación 
	

	

Pensar la educación en Michoacán significa 
reconocer una realidad compleja donde 
convergen una gran cantidad de fenómenos 
económicos, sociales, políticos, culturales y 
también, donde existen tradiciones entreveradas 
con desafíos contemporáneos apremiantes. 

Nuestra tierra, cuna de movimientos magisteriales 
históricos y de profundas raíces culturales, 
enfrenta la urgente necesidad de hacer funcionar 
a plenitud cada componente del sistema educativo 
para garantizar un futuro digno a las nuevas 
generaciones. Esta reflexión no puede limitarse a 
aspectos técnicos o administrativos; debe 
abordarse como un compromiso ético con la 
justicia social y el desarrollo integral de nuestras 
comunidades. 

Los derechos educativos en Michoacán 
trascienden la simple cobertura escolar. Hablamos 
del derecho fundamental a una educación 
pertinente, que respete la diversidad cultural, que 
reconozca los saberes locales, y que a la vez 
prepare a los estudiantes para los retos globales. 
El derecho a la educación implica acceso 
equitativo a oportunidades de aprendizaje 
significativo, infraestructura adecuada, docentes 
capacitados y materiales didácticos de calidad. En 

un estado caracterizado por sus contrastes 
socioeconómicos, garantizar estos derechos 
significa combatir activamente la desigualdad y 
construir puentes hacia la inclusión efectiva. 

El ejercicio adecuado de las atribuciones en 
materia educativa requiere una nueva ética 
pública. Los funcionarios educativos, directivos 
escolares y docentes debemos asumir la 
responsabilidad que conlleva nuestro papel como 
garantes de derechos. Esto significa abandonar 
prácticas clientelares, superar inercias burocráticas 
y colocar en el centro las necesidades reales de 
estudiantes y comunidades. Ejercer debidamente 
las atribuciones educativas es reconocer que cada 
decisión, desde la asignación presupuestaria hasta 
la implementación curricular, tiene impactos 
concretos en las trayectorias vitales de miles de 
niñas, niños y jóvenes michoacanos. 

El buen gobierno en educación se construye 
desde la transparencia, la participación 
comunitaria y la rendición de cuentas. No puede 
haber transformación educativa sin diálogo 
genuino entre autoridades, docentes, estudiantes y 
familias. Las políticas educativas efectivas surgen 
de escuchar las voces de quienes habitan 
cotidianamente las aulas, de reconocer las 
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realidades territoriales diversas, y de construir 
soluciones colaborativas. El buen gobierno 
educativo es aquel que planifica estratégicamente, 
evalúa honestamente sus resultados y corrige el 
rumbo cuando es necesario. 

Las generaciones jóvenes michoacanas merecen 
mucho más que la reproducción de modelos 
educativos obsoletos. Merecen espacios de 
aprendizaje donde su curiosidad sea estimulada, 
donde sus identidades sean valoradas, donde 
adquieran herramientas para transformar 
positivamente su entorno. El futuro de nuestro 
estado depende de nuestra capacidad para formar 
ciudadanos críticos, creativos y comprometidos 
con el bien común. Esto solo será posible si 
concebimos la educación no como un servicio 
más, sino como un derecho humano fundamental 
y un bien público indispensable. 

Pensar la educación en Michoacán implica 
también reconectarnos con nuestra rica herencia 
pedagógica. Desde las escuelas normales rurales 
hasta las experiencias educativas autónomas en 
comunidades indígenas, nuestro estado ha sido 
semillero de innovaciones educativas con 
profundo sentido social. Recuperar esa memoria 
histórica nos permite imaginar futuros educativos 
arraigados en nuestras realidades y a la vez 
orientados hacia la emancipación colectiva. 

El momento actual nos convoca a una renovación 
del compromiso educativo. Frente a crisis 
múltiples —ambientales, sociales, económicas— la 
educación michoacana debe constituirse en 
espacio de esperanza y transformación. Esto 

requiere valentía para cuestionar lo establecido, 
creatividad para diseñar alternativas y 
perseverancia para materializar los cambios 
necesarios. 

Es muy importante asumir que el camino no será 
sencillo, pero cada paso que demos hacia una 
educación más justa, inclusiva y relevante será una 
victoria para las generaciones presentes y futuras 
de michoacanas y michoacanos. 

Pasar del deber ser a transformar la realidad es 
verdaderamente retador. Hoy, por muchas 
razones, la educación en Michoacán se encuentra 
en una encrucijada donde decisiones recientes 
impactan directamente el ejercicio efectivo de los 
derechos educativos. 

Tres fenómenos merecen nuestra urgente 
atención: la prohibición de alimentos "chatarra" 
en escuelas, el incremento en tarifas del transporte 
escolar y la restricción de espectáculos que 
promueven contenidos violentos. 

Estas medidas, aunque con intenciones 
aparentemente positivas, presentan complejidades 
que requieren un análisis crítico y propuestas 
integrales para garantizar que las políticas 
públicas realmente fortalezcan el ecosistema 
educativo michoacano. 

Primeramente, la eliminación de alimentos ultra 
procesados y golosinas de las cooperativas 
escolares representa una medida necesaria ante la 
alarmante crisis de obesidad infantil en nuestro 
estado. Sin embargo, esta prohibición enfrenta 
desafíos significativos en su implementación. La 
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problemática no radica en la intención, sino en el 
abordaje fragmentado que no considera las 
realidades socioeconómicas de las comunidades 
escolares. 

Las escuelas rurales y urbano-marginales, donde 
frecuentemente la cooperativa escolar representa 
un ingreso complementario para los planteles y 
para las familias que participan en su operación, 
ahora enfrentarán cierta incertidumbre económica. 
Además, la prohibición sin alternativas accesibles 
y culturalmente pertinentes puede generar 
mercados informales de estos productos a las 
afueras de los planteles, fuera del control sanitario 
básico que al menos existía en las cooperativas 
reguladas. 

Esta situación demanda acciones 
multidimensionales. Es fundamental implementar 
un programa gradual de transición que incluya 
formación para las personas encargadas de las 
cooperativas escolares en la preparación de 
alimentos nutritivos y económicamente viables. 
Especialmente, debe considerarse seriamente la 
creación de la figura del nutriólogo escolar.  Así 
también, podrían establecerse incentivos fiscales y 
subsidios para proveedores locales de alimentos 
frescos que abastezcan a las escuelas, 
fortaleciendo economías comunitarias y acortando 
cadenas de distribución. Aunado a lo anterior, es 
necesario desarrollar campañas educativas que 
involucren a estudiantes, familias y docentes en la 
comprensión de la alimentación como derecho 
fundamental y componente central del bienestar, 
de la mano de autoridades educativas, sanitarias y, 
de nutriólogos escolares. 

Es un hecho: la prohibición por sí sola no 
transformará hábitos alimenticios arraigados 
culturalmente. Necesitamos construir una nueva 
cultura alimentaria desde la educación crítica, el 
rescate de saberes gastronómicos tradicionales 
michoacanos y la participación comunitaria en la 
definición de opciones alimentarias saludables, 
accesibles y culturalmente significativas. 

Por otra parte, el incremento del costo del 
transporte público puede implicar que la 
movilidad condicione el derecho a la educación. 
El reciente aumento en las tarifas del transporte 
escolar constituye una barrera directa para el 
acceso educativo. Cuando tres de cada cuatro 
estudiantes michoacanos, cuyas familias no 
poseen un automotor, dependen de este servicio 
para llegar a sus centros educativos, cualquier 
incremento implica una carga adicional para 
familias que ya enfrentan múltiples presiones 
económicas. La problemática se agudiza en 
barrios populares, en el periférico de las ciudades 
más grandes de la entidad federativa, en zonas 
rurales y comunidades alejadas, donde las 
opciones de movilidad son limitadas o 
inexistentes. 

Este fenómeno impacta desproporcionadamente a 
estudiantes en situación de vulnerabilidad 
socioeconómica, profundizando brechas de 
desigualdad educativa. El ausentismo escolar, el 
abandono temporal y definitivo son consecuencias 
previsibles cuando el costo de trasladarse a la 
escuela compite con otras necesidades básicas 
familiares. 
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Más aún: recientemente, la titular de la 
dependencia que se encarga de la movilidad en la 
entidad federativa mencionaba en su 
argumentación para la construcción de teleféricos, 
que tres de cada diez estudiantes que sufren el 
fenómeno del abandono escolar es como 
consecuencia de problemas de transporte. Con el 
incremento del 2022 y el de días pasados, el 
actual gobierno estatal acumula ya un 22 por 
ciento de incremento del costo del transporte 
público en Michoacán.  Esto es una crasa 
contradicción. 

Ante este panorama, es importante actuar a corto 
plazo, implementando un programa emergente de 
subsidio al transporte escolar focalizado en 
estudiantes de bajos recursos, mediante tarjetas 
electrónicas que garanticen que el apoyo llegue 
directamente a los beneficiarios. A mediano plazo 
también es clave considerar la articulación un 
sistema de transporte escolar público en rutas 
estratégicas, administrado cooperativamente entre 
autoridades educativas y comités comunitarios. A 
largo plazo, vale la pena desde ahora repensar la 
planeación territorial educativa para reducir 
distancias entre planteles y comunidades, 
considerando opciones como escuelas itinerantes 
para localidades dispersas y modelos educativos 
híbridos que reduzcan la necesidad de 
desplazamientos diarios. 

La movilidad educativa no puede seguir siendo 
tratada como un asunto periférico en las políticas 
públicas. Debe reconocerse como componente 
central del derecho a la educación, con 
presupuestos específicos y mecanismos de 

participación ciudadana en su planeación y 
evaluación. 

Finalmente, la reciente restricción de 
presentaciones musicales que ensalzan actividades 
delictivas surge de preocupaciones legítimas 
sobre la normalización de la violencia. Sin 
embargo, esta medida plantea interrogantes sobre 
los límites entre protección y censura, así como 
sobre la efectividad de prohibiciones que no 
abordan las causas profundas del fenómeno. 

La problemática es multifactorial. Por un lado, 
estos contenidos pueden influir negativamente en 
la construcción de referentes identitarios juveniles 
perniciosos; por otro, representan expresiones 
culturales que reflejan realidades sociales que no 
desaparecerán mediante prohibiciones. Además, 
estas medidas pueden criminalizar expresiones 
culturales populares sin ofrecer alternativas para el 
diálogo crítico sobre los temas que abordan. 

Frente a esta situación es importante desarrollar 
espacios curriculares y extracurriculares para el 
análisis crítico de contenidos mediáticos, donde 
estudiantes desarrollen herramientas para 
interpretar críticamente los mensajes que reciben, 
aprovechando el énfasis que realiza la Nueva 
Escuela Mexicana en el desarrollo del 
pensamiento crítico. Paralelamente, deben 
impulsarse programas de creación artística juvenil 
que ofrezcan canales de expresión alternativos y 
aborden las problemáticas sociales desde 
perspectivas constructivas. Tercero, establecer 
diálogos intergeneracionales sobre consumos 
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culturales, donde adultos y jóvenes intercambien 
visiones sin imposiciones verticales. 

La prohibición debe transformarse en oportunidad 
educativa. Es importante reconocer la realidad 
como punto de partida para realizar reflexiones 
profundas sobre violencia, desigualdad y 
construcción de paz desde las escuelas. Las 
instituciones educativas pueden convertirse en 
espacios donde se analice críticamente por qué 
estos contenidos encuentran resonancia en 
sectores juveniles y qué alternativas culturales 
podemos construir colectivamente. 

Estos tres fenómenos evidencian la necesidad 
urgente de replantear la forma en que diseñamos 
e implementamos políticas públicas educativas en 
Michoacán. Las prohibiciones y regulaciones 
verticales, por bien intencionadas que sean, 
resultan insuficientes cuando no consideran las 
realidades complejas de las comunidades 
educativas. Por ello, es importante que las 
autoridades educativas reactiven el Consejo Estatal 
de Participación Escolar en la Educación, en 
donde docentes, estudiantes, familias y 
organizaciones civiles construyamos un frente 
común que defienda el derecho integral a la 
educación. Más que nunca necesitamos espacios 
permanentes de diálogo multisectorial donde las 
decisiones que afectan la vida educativa sean 
sometidas a análisis crítico y donde las 
comunidades participen activamente en la 
búsqueda de soluciones. 

La educación en Michoacán merece políticas 
integrales que atiendan simultáneamente la 
alimentación, la movilidad y los consumos 
culturales como dimensiones interconectadas del 
bienestar estudiantil. Solo mediante este enfoque 
holístico podremos avanzar hacia un sistema 
educativo que verdaderamente garantice derechos 
y contribuya a la transformación positiva de 
nuestras realidades sociales. 

El momento de actuar es ahora. Cada día que 
posterguemos este diálogo profundo es un día en 
que miles de estudiantes michoacanos ven 
obstaculizado su derecho fundamental a una 
educación de excelencia, integral y 
transformadora. 

Debemos ya de pensar en el sistema educativo 
como garante de los derechos a estar, aprender, 
participar y convivir de los estudiantes, para lo 
cual se deben de contemplar todas las aristas de la 
problemática, diagnosticar a fondo, tomar en 
cuenta a todos los actores involucrados en el 
diseño de la política pública, hasta su ejecución y 
mejora continua, lo cual disminuirá las 
externalidades y vacíos, despilfarros y nichos de 
corrupción en las acciones gubernamentales, así 
como se incrementará la eficacia, la efectividad y 
eficiencia de las acciones, elevando la legitimidad 
y la colaboración ciudadanas, ante estos inmensos 
retos subyacentes: la violencia, la comida 
“chatarra” y el posible abandono escolar por 
incrementarse la dificultad de tener acceso a 
transporte público. 
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25.04.2025 

Regresar mejor a la escuela 

 
	

Este próximo lunes se regresará a las labores 
escolares en el marco del Ciclo Escolar 2024-
2025 en el país y en Michoacán en particular. 

En este medio mes de suspensión no se 
generaron mayores comunicados ni novedades 
durante el par de semanas de asueto. No parece 
que vaya a haber sorpresas favorables, al no 
haberse anunciado inversiones ni nuevas medidas 
de política pública para robustecer la vivencia de 
los derechos a estar, a aprender y a participar de 
los estudiantes en Michoacán, ni tampoco para 
mejorar las condiciones laborales de los docentes 
ni de sus respectivas familias. 

En contraste, sí que existen situaciones que 
pueden afectar la regularidad del calendario 
escolar en Michoacán. Entre los principales 
motivos que pueden atentar contra el ciclo escolar 
y la regularidad de la vivencia de los derechos 
educativos en la entidad se encuentran las 
inaceptables circunstancias de inseguridad contra 
los planteles escolares se reflejan en el hecho de 
que, frecuentemente en estos lapsos vacacionales 
suelen recibir atentados contra el patrimonio y las 
instalaciones, habiendo planteles que hasta en 

diez ocasiones durante un mismo ciclo escolar 
reportan robos y daños en la infraestructura 
educativa. 

Así también, se suscitan muy frecuentemente 
situaciones de violencia propiciadas por la 
delincuencia organizada que asola Michoacán, 
tales como balaceras, cierre de vialidades, 
vehículos incendiados y, en el peor de los casos, 
muertes y masacres. Particularmente, en este mes 
ha habido muchos incidentes que hoy ponen en 
duda el arranque pleno de las actividades 
escolares el próximo lunes, a reserva de las 
acciones gubernamentales o de una disminución 
de las actividades de los delincuentes. 

Por si fuera poco, también se avizoran protestas 
de grupos gremiales y políticos encunados al seno 
del sistema educativo estatal, ya que se avecina el 
mes de mayo, así como desde antes se dieron 
circunstancias que propiciaron inconformidades 
amplias entre el magisterio y sus representantes, 
tales como el intento de reforma a la Ley del 
ISSSTE y, con ello, al sistema de jubilaciones y 
pensiones de los trabajadores de la educación, así 
como las intervenciones y deslindes de los 
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diversos grupos sindicales y sus disidencias 
internas. Es fácil predecir que será un regreso a 
clases complejo y que, quizás, muchos planteles 
tendrán ya muy pocos días de clases antes de 
cerrar el ciclo escolar. 

Por si fuera poco, regresar a las aulas también 
será complejo, dadas las escasas condiciones 
imperantes para afrontar la ola de calor, la 
efervescencia del narcotráfico y lucro con 
sustancias prohibidas, el esfuerzo por instaurar 
comida saludable en las escuelas del país y la 
aplicación del nuevo modelo educativo. Esta 
convergencia de actos de autoridad debería de 
representar una oportunidad única para mejorar la 
salud de los estudiantes y para desarrollar su 
cultura física, pero es necesario materializarla, no 
solamente sostenerla en el discurso. 

Particularmente, existen grandes áreas de 
oportunidad para la educación física, disciplina 
que debería ser una fortaleza del sistema 
educativo nacional, pero que, en la práctica 
representa una consecuencia de la precariedad en 
que se encuentra la educación mexicana. 

Por principio de cuentas, acudir a la escuela debe 
implicar la garantía de realizar actividades 
recreativas y deportivas para los estudiantes, así 
como les otorga el derecho de cursar materias de 
educación física, a la par que les brinda la 
alternativa de pertenecer a clubes y selecciones 
deportivas escolares. 

Sin embargo, la realidad es diferente.  Michoacán, 
un estado con una rica tradición cultural y 
educativa, enfrenta desafíos particulares en su 

sistema educativo. La escasez de maestros de 
educación física es un problema crítico que afecta 
directamente la salud integral de nuestros 
estudiantes. Esta situación se agrava 
considerablemente en las zonas rurales, donde las 
escuelas multigrado son comunes y los recursos 
humanos especializados son escasos. 

Los trabajadores de la educación en Michoacán, y 
particularmente los docentes de educación física, 
realizan sus labores en condiciones sumamente 
precarias, como lo subrayan las evidencias 
estadísticas conformadas por las propias 
autoridades educativas. Estos profesionales no 
constituyen una excepción dentro del sistema 
educativo; por el contrario, enfrentan inmensos 
obstáculos para el ejercicio de su vocación 
docente que sobrepasan incluso las dificultades 
generales del magisterio. 

Los estudiantes, por su parte, afrontan en la 
materia de educación física algunas de las 
barreras más grandes para el aprendizaje y la 
participación, como la carencia de materiales 
deportivos, consistente en la insuficiencia de 
equipamiento básico para la práctica deportiva. 
Balones, cuerdas, aros y otros implementos 
fundamentales escasean o se encuentran en 
pésimas condiciones. Así también, se reporta la 
falta de indumentaria adecuada: Muchos 
estudiantes carecen de ropa y calzado deportivos 
apropiados, lo que limita su participación efectiva 
y segura en las actividades físicas. 

Esta situación es particularmente grave en 
comunidades de alta marginación, donde las 
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familias no pueden costear estos implementos. 
Análogamente, se cuenta con infraestructura 
deficiente o inexistente. La práctica de educación 
física ocurre frecuentemente en parcelas, lotes 
baldíos o espacios improvisados, con resultados 
sumamente indeseados tanto en términos 
pedagógicos como de seguridad. 

Misma situación ocurre con la ausencia de 
techumbres que protejan a estudiantes y docentes 
de las inclemencias climatológicas, lo que resulta 
en cancelaciones frecuentes de clases o 
exposición a condiciones riesgosas. 

A lo anterior se suma el que, en múltiples 
planteles, los horarios asignados a la educación 
física no son respetados, siendo frecuentemente 
sacrificados para dar cabida a otras actividades 
consideradas "prioritarias". Y, por si fuera poco, 
la ya mencionada situación de violencia e 
inseguridad que prevalece en amplias regiones de 
Michoacán impacta severamente la práctica 
deportiva escolar, limitando las posibilidades de 
realizar actividades al aire libre o competencias 
Inter escolares. 

Aunado a lo anterior, los maestros de educación 
física se encuentran aislados ante la falta de mayor 
cultura física entre las autoridades educativas, 
quienes invalidan o relativizan la educación física, 
negándoles o limitándoles los apoyos 
institucionales necesarios. Esta desvalorización 
sistemática se refleja en presupuestos 
insuficientes, escasa capacitación especializada y 
mínimo reconocimiento a su labor formativa. 

Más preocupante aún resulta la instrumentalización 
política que sufren estos profesionales. En diversas 
regiones de Michoacán, a los maestros y 
normalistas de educación física se les utiliza para 
realizar movilizaciones, aprovechando sus 
capacidades y condición física. Así, estos 
docentes son quienes realizan las tareas más 
arduas cuando se trata de hacer protestas y 
manifestaciones, lo que evidencia que incluso los 
propios representantes gremiales no valoran 
adecuadamente las labores pedagógicas del 
profesor de educación física. 

El déficit de maestros de educación física en 
Michoacán tiene raíces históricas profundas. 
Desde la reforma educativa de 2013, la asignación 
de plazas docentes se ha visto afectada por 
procesos administrativos complejos y, en 
ocasiones, opacados por prácticas cuestionables. 
La Escuela Normal de Educación Física, única 
institución formadora de estos especialistas en el 
estado gradúa una cifra insuficiente para cubrir la 
demanda existente de profesores de educación 
física, toda vez que muchos de ellos se encuentran 
comisionados o descargados de labores frente a 
grupo, lo que exacerba el problema. 

Las cifras respecto a obesidad y sobrepeso 
infantiles están controvertidas, pero es un hecho 
que Michoacán ocupa una posición en los 
primeros lugares, ya que los datos de diversas 
fuentes invariablemente superan la media nacional 
y reflejan un problema de salud pública que 
requiere atención inmediata y efectiva. 
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Las causas de esta epidemia son multifactoriales e 
incluyen patrones alimenticios inadecuados, 
sedentarismo, factores socioeconómicos y 
culturales, así como la limitada educación en 
nutrición y actividad física. Las zonas urbanas 
como Morelia, Uruapan y Lázaro Cárdenas 
presentan los índices más elevados, pero las 
comunidades rurales no están exentas del 
problema, donde la pobreza y la desnutrición 
coexisten paradójicamente con el sobrepeso. 

La situación se agrava cuando analizamos las 
condiciones en que se desarrolla (o no se 
desarrolla) la educación física en las escuelas: 
espacios inadecuados, carencia de material 
deportivo y ausencia de profesionales capacitados 
generan un círculo vicioso donde los estudiantes 
no tienen acceso a la actividad física estructurada 
y saludable que requieren para contrarrestar los 
efectos de una alimentación deficiente. 

Es importante tenerlo en cuenta: la educación 
física va más allá del desarrollo de capacidades 
motrices y la prevención de la obesidad. Es 
fundamental para el desarrollo integral de los 
estudiantes, fomentando habilidades sociales, 
emocionales y cognitivas esenciales para su éxito 
académico y personal. Mente sana en cuerpo 
sano. 

Está documentado que hay muchos planteles que 
no cuentan con maestros de educación física 
como tales, ni tampoco tienen horas de clase para 
tales efectos, ni espacios o instalaciones 
adecuadas, por lo cual se practican deportes en 
parcelas o lotes baldíos, con resultados 

sumamente indeseados. Esta realidad debe ser 
enfrentada con decisión política y presupuestal. 

Esperemos que, en este regreso a clases se 
contemple seriamente la atención integral a la 
salud de los estudiantes michoacanos, con 
acciones como la incorporación de nutriólogos 
escolares, en coordinación con maestros de 
educación física que trabajen en condiciones 
dignas, representa una inversión estratégica para 
garantizar el derecho de nuestros estudiantes a 
una educación que promueva integralmente su 
salud y bienestar. Un modelo integral, que atienda 
simultáneamente la alimentación, la actividad física 
y las condiciones laborales de los especialistas 
podría transformar significativamente el panorama 
de la salud escolar en Michoacán en beneficio de 
los estudiantes. 

Michoacán necesita una política educativa y de 
salud que reconozca sus particularidades 
socioculturales y que invierta decididamente en la 
formación de profesionales especializados y en 
condiciones laborales adecuadas. Solo así 
podremos garantizar el derecho de nuestros niños 
y jóvenes a una educación integral que promueva 
su salud y bienestar presente y futuro. 

El momento actual, marcado por los desafíos 
postpandemia y la creciente preocupación por la 
salud pública, representa una oportunidad única 
para replantear nuestras prioridades educativas y 
colocar la educación física y la nutrición escolar 
en el centro de la agenda política estatal, 
reconociendo y dignificando simultáneamente la 
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labor fundamental de los profesionales que hacen 
posible estas áreas educativas. 

Como sociedad michoacana, debemos exigir que 
los derechos de nuestros estudiantes a una 
educación integral y de calidad sean garantizados, 
y que los derechos laborales de quienes hacen 
posible esta educación sean respetados. El futuro 
de nuestro estado depende de la salud física, 
mental y emocional de las nuevas generaciones, 
así como de la dignidad y bienestar de sus 
educadores. 

No podemos permitir que limitaciones 
presupuestarias o administrativas comprometan 

estos derechos fundamentales. Ya se fueron las 
oportunidades de lograr un ciclo escolar completo 
en la entidad federativa; pero al menos esperemos 
se construya un cierre digno, en coordinación 
plena con las autoridades en materia de 
seguridad, prevención del delito, procuración de 
justicia, de salud y en diálogo permanente, 
constructivo y proactivo con los representantes 
gremiales del magisterio y la base trabajadora. 
Sólo así se podrán disipar estos fantasmas y 
generar un antes y un después en la formación de 
las niñas, niños y jóvenes en la entidad federativa. 

Levantemos la voz por un mejor regreso a clases 
en Michoacán. Nuestros hijos lo merecen. 
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01.05.2025 

Mayo, mes crucial para la educación 
	

Hoy es el primer día hábil de un mes que suele 
ser indicador de la salud del sistema educativo 
estatal. Si bien, hay conmemoraciones importantes 
de los principales agentes educativos, tales como 
el Día de la Madre, el Día del Trabajo, el Día del 
Maestro, el Día del Estudiante, el aniversario de la 
fundación de la Benemérita y Centenaria Escuela 
Normal Urbana Federal de Morelia, entre otros, 
también hay tradiciones calendarizadas en torno a 
reivindicaciones inconclusas para el magisterio 
michoacano, relacionadas con derechos laborales 
transgredidos,  por lo que, en torno al Día del 
Maestro, se entregan pliegos petitorios a las 
autoridades educativas estatales. 

Particularmente, este mes parece será más 
complejo, por la magnitud de las demandas que 
han hecho públicas las expresiones gremiales 
disidentes en la entidad, relacionadas con el 
sistema de carrera para las maestras y maestros, la 
promoción vertical igualitaria para trabajadores 
estatales respecto a los federales y la abrogación 
del sistema de pensiones mediante el sistema de 
asociaciones de fondos para el retiro, entre otras 
consignas, las cuales son exigencias de mayor 
escala que las enarboladas en años anteriores 
recientes. Estas demandas constituyen banderas 
legítimas, que al ser enarboladas por la disidencia 
magisterial les han insuflado nueva vida, 

recuperando poder de movilización, convocatoria 
y credibilidad entre los trabajadores de la 
educación en la entidad, toda vez que la 
discursada revalorización docente no se ha 
concretado en los hechos, a casi siete años de 
estarse mencionando. 

Es decir, en este mes se demostrará la solidez del 
sistema educativo estatal en diversos ámbitos, 
mientras la problemática persiste. Si bien, se han 
dado primeros pasos en torno a diversas 
cuestiones, los resultados más transformadores 
aún siguen estando en lista de espera. Los 
programas insignia federales en materia educativa 
están relacionados con la transferencia de 
recursos, a través de becas y apoyos sociales, 
mientras que, en Michoacán, prácticamente se 
replican, sin que a la fecha haya un solo programa 
estatal propio de alcance universal en materia 
educativa. 

Por ejemplo, la opacidad en el manejo de 
recursos subsiste. Esta semana se dictaminó y se 
aprobó en el Congreso del Estado la Cuenta 
Pública 2023 del gobierno estatal, donde se 
plasma que diversas unidades programáticas 
presupuestales incurrieron en irregularidades 
crasas, como el Colegio de Bachilleres del Estado 
de Michoacán, el Instituto Tecnológico de 
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Coalcomán y el de Los Reyes; quienes no 
entregaron la información requerida; así también, 
se manifiestan subejercicios presupuestales y falta 
de información actuarial, sobre bienes muebles e 
inmuebles, entre otras más. Así también, se 
manifiestan cientos de hallazgos y observaciones 
realizadas a la información de dependencias 
educativas. 

Otros problemas continúan, como la recuperación 
postpandemia, aún inacabada. A pesar del tiempo 
transcurrido desde la pandemia de COVID-19, 
Michoacán enfrenta una recuperación educativa 
fragmentada. Persiste la opacidad respecto a 
posibles lagunas significativas en el aprendizaje 
de competencias básicas, especialmente en 
matemáticas y comprensión lectora, aún por 
mensurarse, toda vez que no se han aplicado 
pruebas al respecto, pudiendo estar aún alejados 
los estudiantes de alcanzar los niveles esperados 
según su grado escolar, con posibles disparidades 
alarmantes entre zonas urbanas y rurales. 

Esta situación viola el derecho a una educación de 
excelencia, universal e inclusiva, como lo señala el 
Artículo Tercero Constitucional, así como el 
derecho a la igualdad de oportunidades 
educativas, contemplado también en la Ley 
General de Educación, así como los derechos de 
desarrollo pleno e inclusión establecidos en la 
Convención sobre los Derechos del Niño. La 
recuperación desigual perpetúa ciclos de 
marginación para los estudiantes más vulnerables. 
Para su resolución, se requieren programas 
intensivos de nivelación académica con enfoque 
diferenciado según contextos; diagnósticos 

precisos por región y grupo poblacional; 
formación docente específica para atender 
rezagos; mayor inversión en materiales educativos 
adaptados; y estrategias de acompañamiento 
socioemocional para estudiantes afectados por la 
pandemia. 

Paralelamente, persiste la infraestructura física 
educativa precaria, insuficiente y deteriorada en la 
entidad federativa. Un porcentaje significativo de 
planteles educativos en Michoacán presenta 
condiciones físicas deplorables que obstaculizan 
el aprendizaje. Por lo menos, la tercera parte de 
las escuelas públicas en el estado posee 
infraestructura en estado crítico, con servicios 
básicos deficientes, como agua, electricidad, 
sanitarios, drenaje, espacios inseguros, mobiliario 
obsoleto y ausencia de áreas adecuadas para 
actividades deportivas y artísticas. Las regiones de 
Tierra Caliente, Costa y Meseta Purépecha podrían 
concentrar la mayor cantidad de escuelas en estas 
condiciones. 

El deterioro infraestructural es resultado de 
décadas de subinversión sistemática, agravada por 
la incorrecta aplicación de recursos del Fondo de 
Aportaciones Múltiples y otros instrumentos 
financieros destinados a infraestructura educativa. 
Los sismos de 2017 y 2020 dañaron numerosos 
planteles cuya reconstrucción quedó inconclusa. 
Adicionalmente, programas como "La Escuela es 
Nuestra" han tenido implementación irregular en 
el estado. 

Con ello se transgrede el constitucional derecho a 
aprender en entornos dignos y seguros, el 
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derecho a la salud y seguridad en espacios 
educativos, mencionado en la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, así 
como el derecho a la accesibilidad física para 
estudiantes con discapacidad, enunciado en la 
Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad. 

Resolver esta problemática requiere un plan estatal 
emergente de rehabilitación escolar con 
presupuesto etiquetado; creación de un sistema 
transparente de priorización basado en 
diagnósticos técnicos; participación comunitaria 
efectiva en la supervisión de obras; revisión de 
normatividad para agilizar procesos constructivos; 
y mecanismos de rendición de cuentas sobre el 
uso de recursos destinados a infraestructura. 

Al mismo tiempo, al llegar a mayo, Michoacán 
enfrenta tasas alarmantes de abandono escolar en 
el nivel medio superior, con indicadores que 
superan la media nacional. El fenómeno podría 
ser particularmente más grave en municipios con 
altos índices de marginación y en zonas con 
presencia del crimen organizado. Esta situación 
trunca trayectorias educativas y limita las 
oportunidades futuras de miles de jóvenes 
michoacanos. 

Los factores concatenados al respecto pueden ser 
diversos, por ejemplo, la pandemia que alejó a 
muchos estudiantes de las aulas, seguido por la 
crisis económica que forzó a numerosos jóvenes a 
incorporarse prematuramente al mercado laboral, 
y finalmente el deterioro de la seguridad pública 
que ha convertido el trayecto a centros educativos 

en un riesgo en diversas regiones. Los programas 
de becas universales han sido insuficientes para 
contrarrestar estos factores. 

Esta situación vulnera el derecho a la educación 
obligatoria completa, mencionada en el Artículo 
Tercero Constitucional), el derecho al desarrollo 
pleno de la personalidad y preparación para la 
vida adulta, contemplada en la Ley General de 
Educación y el derecho a la protección contra la 
explotación económica y trabajos perjudiciales, 
que aparece en la Convención sobre los Derechos 
del Niño. 

Por lo anterior, es imperativo implementar 
sistemas de alerta temprana para identificar 
estudiantes en riesgo; crear programas de 
reincorporación flexibles con opciones 
semipresenciales; fortalecer los incentivos 
económicos focalizados; desarrollar estrategias de 
acompañamiento tutorial personalizado; mejorar la 
pertinencia curricular vinculada con el contexto 
local y establecer mecanismos de seguridad para 
el traslado de estudiantes en zonas conflictivas. 

Por si fuera poco, la violencia e inseguridad han 
permeado significativamente el ámbito educativo 
en Michoacán, convirtiendo numerosas escuelas 
en espacios vulnerables. En múltiples planteles, 
principalmente en regiones como Tierra Caliente, 
Apatzingán, Uruapan y zonas periféricas de 
Morelia se reportan incidentes que afectan 
directamente la dinámica escolar: extorsiones a 
directivos, reclutamiento de estudiantes por 
grupos delictivos, narcomenudeo en perímetros 
escolares, amenazas a docentes y suspensiones 
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frecuentes de clases por enfrentamientos armados 
cercanos. Incluso, ya se ha llegado al cierre de 
planteles por cobro de piso. 

La infiltración del crimen organizado en 
comunidades educativas michoacanas se ha 
intensificado, pero alcanzó niveles críticos tras la 
pandemia. La debilidad institucional, la 
normalización de la violencia y la falta de 
coordinación entre autoridades educativas y de 
seguridad han permitido que grupos delictivos 
ejerzan control territorial incluyendo zonas 
escolares. Los protocolos de seguridad escolar 
implementados han sido reactivos, desarticulados 
y generalmente ineficaces ante la magnitud del 
problema. 

Esta situación viola flagrantemente el derecho 
constitucional a la educación en entornos seguros 
y libres de violencia; el derecho a la protección 
contra toda forma de violencia, que subraya la 
Convención sobre los Derechos del Niño; el 
derecho al desarrollo integral en ambientes de 
paz, mandatado en la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; y el 
derecho fundamental a la vida e integridad física. 

Urge la implementación de estrategias integrales 
de seguridad escolar con participación 
comunitaria; protocolos específicos de prevención 
y actuación ante situaciones de riesgo; formación 
especializada para comunidades educativas sobre 
construcción de paz; programas de resiliencia y 
atención psicosocial para estudiantes en contextos 
violentos; mecanismos anónimos de denuncia; y 

corredores seguros para el traslado de 
estudiantes. 

Finalmente, el sistema educativo michoacano 
continúa mostrando serias dificultades para 
implementar efectivamente las transformaciones 
curriculares y administrativas derivadas de 
recientes reformas educativas federales. La 
transición hacia el nuevo marco curricular común 
ha sido irregular, generando confusión y 
aplicación heterogénea en los distintos 
subsistemas y regiones. Se ha sondeado que 
existen inconsistencias significativas entre lo 
establecido normativamente y las prácticas reales 
en aula, evaluación y gestión escolar. 

Michoacán ha tenido históricamente una relación 
compleja con las reformas educativas federales. 
Factores como la fuerte presencia sindical 
disidente, la inadecuada contextualización de 
cambios curriculares a realidades locales, y la 
insuficiente formación continua y actualización 
para su implementación han generado resistencias 
y adaptaciones superficiales. Adicionalmente, la 
frecuente rotación de funcionarios educativos 
estatales ha impedido dar continuidad a los 
procesos de transformación, quedando muchas 
iniciativas en fase declarativa sin concretarse en 
cambios sustantivos. 

Esta situación compromete el derecho 
constitucional de los estudiantes a recibir una 
educación alineada con los principios y estándares 
nacionales, el derecho a la progresividad 
educativa, que estipula la Ley General de 
Educación; el derecho a la certidumbre 



	
95	

pedagógica; y el derecho a una formación integral 
con reconocimiento nacional que facilite la 
movilidad educativa entre entidades federativas. 

Es inaplazable la construcción de un programa 
estatal articulado de implementación gradual con 
hitos verificables; formación intensiva a directivos 
como agentes de cambio; materiales de apoyo 
contextualizados; procesos de acompañamiento 
pedagógico in situ; mecanismos de 
retroalimentación que permitan ajustes 
pertinentes; sistemas de reconocimiento a buenas 

prácticas implementadas; y espacios de diálogo 
constructivo entre autoridades y comunidades 
escolares. 

En suma, hay mucho por hacer en mayo: no 
podemos dejar pasar este mes sin generar 
cambios estructurales en el sistema educativo 
estatal. Dejarse llevar por la inercia sólo perpetúa 
los problemas. Hay que anticiparse y construir 
soluciones Levantemos la voz por un mayo digno 
en el sistema educativo de Michoacán. Nuestros 
hijos lo merecen. 
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07.05.2025 

86 Quincenas de Pago a los Maestros: 
luces y sombras 

	

	

	

Como lo hemos expresado desde Mexicanos 
Primero Michoacán desde 2009 hasta la fecha, 
existe una necesidad innegable de alinear la 
voluntad política del gobierno central con la 
urgencia de resolver el déficit estructural en las 
finanzas educativas michoacanas. Esta situación se 
ha prolongado por más de una década, y de no 
haberse atendido periódicamente, el sistema 
educativo de Michoacán habría colapsado hace 
tiempo. 

Durante el periodo 2018-2021, la transferencia de 
recursos hacia el gobierno estatal michoacano 
mediante el Programa Presupuestal U-080 fue 
notoriamente intermitente, inconstante y 
perjudicial para más de setenta mil familias 
dependientes del erario educativo. Esta situación 
nunca recibió explicaciones técnicas satisfactorias, 
solo especulaciones políticas. 

En este contexto, se designó un "embajador 
plenipotenciario" desde Ciudad de México para 
revisar la nómina de educación pública básica. 
Aunque se presentó con amplias facultades, en la 

práctica nunca rindió cuentas a la sociedad y 
abandonó la entidad sin explicación alguna, 
mientras el magisterio michoacano manifestaba su 
repudio hacia el gobierno estatal. 

Esta crisis se intensificó particularmente durante 
2021, coincidiendo con el proceso electoral y el 
periodo de transición gubernamental. 

Desde octubre de 2021 hasta la fecha, se 
reconoce que los pagos han sido 
mayoritariamente puntuales. Sin embargo, 
persisten importantes áreas de oportunidad en la 
política financiera del gobierno actual respecto a 
la nómina magisterial. 

El rescate estructural de las finanzas educativas 
estatales sigue sin clarificarse debido a múltiples 
obstáculos, como son las deficiencias en 
transparencia obligada y proactiva, la insuficiente 
rendición de cuentas presentes y pasadas, las 
limitaciones en la máxima difusión de información, 
la persistencia de la impunidad y desafíos en el 
respeto a los derechos laborales adquiridos, entre 
muchos otros más escollos. 
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Mientras tanto, el paliativo quincenal se ha 
convertido en una tradición comunicativa del 
gobierno estatal. El mismo comunicado de prensa 
se ha repetido desde octubre de 2021 hasta la 
fecha —¡86 veces! — lo que plantea serias 
interrogantes: ¿no hay más logros que comunicar? 
¿no existen avances educativos que transparentar? 

Esta práctica repetitiva resulta cuestionable por 
varias razones fundamentales: 

El pago de salarios es una obligación patronal 
básica, no un logro extraordinario 

Se realiza con recursos federales 

La irregularidad previa se debió principalmente a 
la falta de voluntad política del gobierno 
centralista 

A estas alturas, resulta agravioso hacia el 
magisterio que se le recuerde quincenalmente en 
primera plana: "¡se te paga tu propio trabajo ya 
devengado!". Docentes interpretan esto como un 
recordatorio implícito de que "detrás existe la 
amenaza de volver a los meses sin cobrar" o peor 
aún, como una velada advertencia de que "en 
caso de no pagarles nosotros, les espera el 
desempleo". La suma de estas insinuaciones 
constituye una forma de acoso laboral 
institucionalizado que no genera valor social ni 
educativo alguno. 

Al respecto, es crucial que se haga realidad el 
siguiente: 

Decálogo por la Dignidad, Transparencia y 
Evolución en las Políticas Públicas Relativas a la 
Nómina Magisterial 

Sostener el avance de seguir cerrando la nómina 
quincena a quincena sin interrupciones. 

Firmar anticipadamente los convenios del 
Programa Presupuestal U-080 para todo el año 
fiscal, garantizando certidumbre presupuestaria. 

Eliminar cualquier condicionamiento del recurso a 
la voluntad, afinidad o alineación política de los 
gobiernos estatales en Michoacán. 

Construir una solución estructural al déficit 
financiero mediante la federalización de la nómina 
magisterial estatal, como parte de un rescate 
integral de las finanzas educativas michoacanas. 

Como medida de respeto y honra al trabajo del 
magisterio michoacano, cesar la práctica de 
publicitar el cumplimiento del pago de sus 
quincenas, reconociendo que se trata del fruto de 
su esfuerzo honesto y cotidiano. 

Implementar medidas de justicia laboral auténticas 
que generen igualdad ante la ley para todos los 
trabajadores de la educación, independientemente 
de su modalidad de sostenimiento (estatal o 
federal), garantizando que a trabajo igual 
corresponda salario y oportunidades de carrera 
iguales. 

Establecer sanciones efectivas para quienes dejen 
sin pago a los trabajadores de la educación, lo 
condicionen o lo nieguen sin justificación válida, 
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considerándose como agravante en la 
normatividad aplicable. 

Instituir un sistema de evaluación integral del 
desempeño administrativo y financiero de la 
Secretaría de Educación estatal, con indicadores 
claros sobre eficiencia en el manejo de recursos 
públicos, transparencia presupuestaria y 
cumplimiento de metas educativas vinculadas a la 
asignación presupuestal. 

Constituir un comité ciudadano de evaluación de 
las finanzas educativas con facultades de 
supervisión, revisión periódica y emisión de 
recomendaciones vinculantes. 

Prohibir explícitamente cualquier 
condicionamiento al magisterio para participar en 
actos políticos, proselitistas o electorales a cambio 
de recibir su salario o bajo promesas de 
promoción o amenazas de despido. 

La implementación de este decálogo impactará 
directamente en el clima laboral del gremio 
magisterial y, más importante aún, beneficiará a 
los verdaderos sujetos de derecho y única razón 
de existir del sistema educativo michoacano: las 
niñas, niños y jóvenes de la entidad. 

Ellos contarán con docentes, personal de 
asistencia y apoyo a la educación, directivos y 
supervisores dedicados plenamente a ejercer su 
vocación, sin preocupaciones ni presiones 
indebidas. Esto creará mejores condiciones para 
que puedan ejercer sus derechos fundamentales a 
estar, aprender, participar y convivir en las 
escuelas michoacanas. 

Así como se ha recordado 86 veces a los maestros 
que se les ha pagado en tiempo y forma, es 
imperativo recordar que los funcionarios de la 
Secretaría de Educación también llevan 86 
quincenas cobrando. La pregunta obligada es: 
¿qué han hecho? ¿cuáles son los resultados 
tangibles de su gestión? 

Es momento de que los michoacanos exijamos 
información oportuna, precisa y verificable sobre: 

Los avances en cobertura escolar. 

Las estrategias efectivas contra el rezago 
educativo. 

Las mejoras en infraestructura y equipamiento 
escolar. 

El cumplimiento cabal del calendario escolar, 
grupo por grupo, escuela por escuela y día de 
clases por día de clases. 

Las condiciones de seguridad en los entornos 
educativos 

Y, fundamentalmente, sobre el aprendizaje, ese 
eterno gran ausente en la información educativa 
en Michoacán 

¡Actuemos ahora! Participemos, organizaciones 
civiles, colectivos docentes, asociaciones de 
padres y madres de familia, estudiantes y 
ciudadanía en general a conformar un frente 
común por la transparencia educativa. Exijamos 
que, quincena tras quincena, lo que se informe 
sean los avances educativos sustantivos, no el 
simple cumplimiento de obligaciones patronales 
básicas. 
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La verdadera medida del éxito de nuestro sistema 
educativo estatal no está en cuántas veces ha 
pagado a tiempo, sino en cuántas vidas ha 
transformado a través de una educación de 
excelencia. Michoacán merece un sistema 
educativo centrado en resultados, no en 
propaganda; en aprendizajes, no en anuncios 
mediáticos; en el futuro de nuestras niñas y niños, 

no en la imagen política de los funcionarios en 
turno. 

Los invitamos a unirse a esta causa. Juntos 
podemos construir el sistema educativo que 
Michoacán necesita y merece. Levantemos la voz 
por una educación digna, transparente y 
transformadora. 
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08.05.2025 

Michoacán: Calidad e Impacto de sus 
servicios educativos 

 

	

Los derechos de las niñas, niños y jóvenes a estar, 
aprender y participar en las escuelas son 
inalienables, insoslayables y materia de exigencia 
plena a las autoridades responsables de 
asegurarse de que tales garantías individuales 
sean una realidad vivida por cada persona en 
edad escolar en la entidad federativa. 

Así también, la educación constituye uno de los 
pilares fundamentales para el desarrollo social, 
cultural y económico de cualquier entidad 
federativa. El seguimiento de los indicadores 
educativos representa una herramienta 
indispensable para evaluar la efectividad de las 
políticas públicas implementadas por los distintos 
órdenes de gobierno, hecho que se vuelve 
tortuoso e insufrible ante la reiterada negativa de 
la autoridad educativa a construir indicadores 
verificables de desempeño del sistema educativo 
estatal. Sin embargo, a pesar del rechazo del 
funcionariado a mostrar evidencias del estado que 
guarda la educación en la entidad, aún persisten 
ciertas vetas informativas que nos permiten, 
directa o indirectamente, conocer sobre la 

percepción y realidad de los servicios educativos 
en la entidad. 

Uno de ellos es la Encuesta Nacional de Calidad e 
Impacto Gubernamental (ENCIG), realizada 
bienalmente por el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (INEGI), la cual nos 
proporciona un diagnóstico valioso sobre la 
percepción ciudadana respecto a la calidad de los 
servicios educativos en el país y en la entidad en 
particular. 

Esta encuesta, con una metodología rigurosa que 
incluye un muestreo probabilístico de 46,648 
viviendas a nivel nacional y representatividad 
estatal, permite conocer la opinión de la población 
michoacana mayor de 18 años sobre diversos 
aspectos del sistema educativo público en todos 
sus niveles. Los resultados de la ENCIG 2023, 
levantada entre noviembre y diciembre de ese 
año, revelan una realidad preocupante que 
contrasta significativamente con el discurso oficial 
y que merece un análisis crítico y propositivo. 

El presente documento analiza los hallazgos de la 
ENCIG 2023 para Michoacán, comparándolos 
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con la media nacional y estableciendo un 
diagnóstico base que permita identificar las áreas 
de oportunidad más urgentes en el sistema 
educativo estatal. El análisis abarca tanto la 
educación básica y media superior como el nivel 
universitario, exponiendo las brechas existentes en 
aspectos clave como infraestructura, personal 
docente, cumplimiento de programas y, 
especialmente, la ausencia de una evaluación 
sistemática de los aprendizajes. Veamos los 
resultados: 

I. Educación Básica y Media Superior 

La ENCIG 2023 evaluó diversos aspectos del 
servicio de educación pública en primaria, 
secundaria y bachillerato en Michoacán, revelando 
datos significativos sobre la percepción 
ciudadana: 

Las instalaciones fueron evaluadas como limpias y 
ordenadas por el 79.1% de los michoacanos 
encuestados, por debajo de la media nacional de 
80.8%. 

En cuanto al personal docente suficiente, el 78.4% 
de los encuestados se manifestó positivamente, 
mientras que la media nacional alcanzó un 81.5%. 

Respecto al personal docente capacitado, solo el 
77.5% de los michoacanos expresó conformidad, 
por debajo del 81% nacional. 

El 75.3% de los encuestados consideró que la 
educación recibida brinda acceso al siguiente 
nivel educativo o la capacidad de conseguir un 
buen trabajo, inferior al 77.1% de la media 
nacional. 

Un aspecto particularmente alarmante es el 
cumplimiento de temarios, donde apenas el 75% 
de los michoacanos manifestó acuerdo, situándose 
7.5 puntos porcentuales por debajo de la media 
nacional de 82.5%. 

En cuanto a instalaciones y mobiliario en buen 
estado, el 72.7% mostró conformidad, ligeramente 
por encima de la media nacional del 71%. 

El cumplimiento de los días de clases fue el 
aspecto peor evaluado, con apenas un 71.2% de 
valoraciones positivas, 15.9 puntos por debajo del 
87.1% nacional, evidenciando una severa 
disrupción del calendario escolar. 

Respecto a salones sin saturación de estudiantes, 
el 63.6% de los michoacanos los consideraron 
adecuados, superando la media nacional del 
51.8%. 

Solo el 35.6% de los ciudadanos michoacanos 
consideró que la educación pública es realmente 
gratuita, muy por debajo del 46.5% nacional, 
revelando costos ocultos significativos para las 
familias. 

En términos generales, el 71% de los michoacanos 
se manifestó satisfecho con los servicios 
educativos de estos niveles, igualando la media 
nacional. 

II. Educación Universitaria Pública 

En el nivel de educación superior, los resultados 
para Michoacán muestran deficiencias aún más 
notables: 
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Solo el 72.1% de los michoacanos evaluó 
positivamente la limpieza y orden de las 
instalaciones universitarias, significativamente por 
debajo del 85.9% nacional. 

El 79.9% consideró suficiente al personal docente, 
frente al 83.8% de la media nacional. 

En cuanto a la capacitación del personal docente 
universitario, el 79.8% expresó conformidad, 8.3 
puntos por debajo del 88.1% nacional, 
representando una brecha significativa. 

El 78.3% consideró que la educación universitaria 
brinda acceso a mejores oportunidades laborales 
o académicas, inferior al 83.1% nacional. 

El cumplimiento de temarios presentó una 
evaluación especialmente crítica, con apenas 
74.8% de aprobación frente al 86.7% nacional, 
evidenciando una brecha de 11.9 puntos 
porcentuales. 

Las instalaciones y mobiliario en buen estado 
recibieron solo un 65.9% de conformidad, muy 
por debajo del 78.5% nacional. 

El cumplimiento de los días de clases alcanzó un 
83.2%, inferior al 86.6% de la media nacional. 

Apenas el 47.3% consideró que los salones 
universitarios no están saturados, frente al 55.1% 
nacional. 

Sorprendentemente, a pesar de estas deficiencias, 
el 84.2% de los michoacanos expresó satisfacción 
general con los servicios universitarios, superando 
el 81.6% nacional. 

Después de conocer los resultados de la ENCIG, 
se puede concluir lo siguiente: 

1. Hay una brecha de calidad o excelencia 
significativa, lacerante y persistente: Los 
indicadores educativos de Michoacán se sitúan 
sistemáticamente por debajo de la media nacional 
en la mayoría de los aspectos evaluados, 
evidenciando una brecha estructural que requiere 
atención urgente por parte de las autoridades 
educativas estatales, ya que la población se 
manifiesta abiertamente más insatisfecha que el 
promedio nacional. 

2. Crisis en el cumplimiento curricular: El bajo 
porcentaje de cumplimiento de temarios (75% en 
educación básica/media y 74.8% en universitaria) 
representa uno de los problemas más graves, pues 
compromete directamente los aprendizajes 
esperados y la formación integral de los 
estudiantes michoacanos. Lo anterior, por 
supuesto, puede exacerbarse con la transición 
inacabada hacia la aplicación y apropiación del 
modelo educativo vigente, denominado Nueva 
Escuela Mexicana, del cual se sabe que no ha 
recibido la suficiente inversión pública ni atención 
para generar condiciones propicias para la 
formación continua y actualización del magisterio 
nacional, para la distribución pertinente y 
universal de los materiales educativos, ni apoyo a 
los docentes para la realización de los programas 
analíticos, situados en la realidad de cada 
comunidad educativa. 

3. Deficiencia en el calendario escolar: El 
cumplimiento de los días de clase en educación 
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básica y media superior presenta una alarmante 
desviación negativa de 15.9 puntos porcentuales 
respecto a la media nacional, lo que implica una 
pérdida significativa de tiempo efectivo para 
dedicarse al aprendizaje. Esto implica que, el 
discurso oficial que enfatiza la vivencia de ciclos 
escolares completos en la entidad federativa no es 
aceptado como verdadero por la ciudadanía, a 
pesar de los ingentes y millonarios esfuerzos 
comunicativos del régimen en el estado. 

4. Falsa gratuidad educativa: Solo uno de cada 
tres michoacanos (35.6%) considera que la 
educación pública es realmente gratuita, lo que 
revela costos adicionales que afectan 
principalmente a las familias de menores recursos 
y contradicen el principio constitucional de 
gratuidad educativa. 

5. Infraestructura deficiente: La percepción sobre 
instalaciones y mobiliario muestra carencias 
significativas, particularmente en el nivel 
universitario, donde solo el 65.9% de los 
encuestados expresó conformidad, 12.6 puntos 
por debajo de la media nacional. 

6. Contradicción entre percepción general y 
específica: Existe una notoria discrepancia entre la 
satisfacción general expresada (71% en 
básica/media y 84.2% en universitaria) y las 
evaluaciones específicas de cada componente del 
servicio educativo, lo que sugiere una 
normalización de las deficiencias o expectativas 
reducidas por parte de la población. 

7. Ausencia crítica de evaluación de aprendizajes: 
La ENCIG no contempla la evaluación de los 

aprendizajes como indicador de calidad ni de 
excelencia educativa, lo que representa una 
omisión fundamental que impide conocer el 
impacto real de las deficiencias señaladas en los 
resultados educativos de los estudiantes 
michoacanos. Mucho menos aún, se construyen y 
aplican evaluaciones universales diagnósticas o 
formativas para cada niña, niño y joven en la 
entidad federativa. 

8. Brecha de formación continua y actualización 
docente: La percepción sobre la preparación del 
personal docente muestra deficiencias 
significativas, particularmente en el nivel 
universitario, donde la brecha con la media 
nacional alcanza 8.3 puntos porcentuales. Lo 
anterior es materia para justificar mayores 
esfuerzos institucionales al respecto. 

9. Desconexión entre discurso y realidad: Como 
ya se ha mencionado, los resultados de la ENCIG 
2023 contradicen frontalmente el discurso oficial 
sobre la completitud de los ciclos escolares y la 
calidad de los servicios educativos en Michoacán, 
evidenciando una preocupante distancia entre las 
declaraciones institucionales y la percepción 
ciudadana. 

10. Insuficiencia en la vinculación laboral: La 
percepción sobre la capacidad de la educación 
para facilitar el acceso al siguiente nivel educativo 
o conseguir un buen empleo muestra valores 
inferiores a la media nacional en todos los niveles, 
lo que cuestiona la pertinencia y relevancia de la 
oferta educativa estatal. 
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En suma, los resultados de la ENCIG 2023 para 
Michoacán constituyen un llamado urgente a la 
acción para todos los actores involucrados en el 
sistema educativo estatal. Es imperativo 
implementar un sistema integral de evaluación de 
los aprendizajes que permita conocer con 
precisión el impacto real de las deficiencias 
señaladas en esta encuesta. 

La ausencia de mecanismos efectivos para evaluar 
los aprendizajes representa la principal carencia 
del sistema educativo michoacano, pues sin datos 
confiables sobre lo que realmente están 
aprendiendo los estudiantes, resulta imposible 
diseñar intervenciones focalizadas y eficaces. Esta 
omisión no es casual: refleja una resistencia 
sistemática a la rendición de cuentas y a enfrentar 
la realidad educativa de la entidad. 

Los resultados esperados, de continuarse así, son 
desoladores: rezago educativo, analfabetismo, 
abandono escolar, migración, violencia, 
inseguridad, delincuencia organizada, 
desplazamientos forzados, pobreza, marginación, 
entre otros flagelos. Por ello, no hay tiempo que 
perder, con base en lo que señala la ENCIG 
2023, es momento de exigir a las autoridades 
educativas estatales y federales: 

1. Establecer un sistema independiente de 
evaluación de aprendizajes para Michoacán, con 
indicadores claros y comparables a nivel nacional 
e internacional. 

2. Garantizar el cumplimiento efectivo del 
calendario escolar y los programas de estudio en 
todos los niveles educativos. 

3. Incrementar la inversión en infraestructura 
educativa, equipamiento, conectividad y espacios 
dignos para resolver las deficiencias señaladas por 
la ciudadanía. 

4. Implementar programas intensivos de formación 
continua y actualización docentes, desde 
educación básica y hasta nivel universitario. 

5. Eliminar los costos ocultos que contradicen el 
principio de gratuidad de la educación pública. 

La excelencia educativa no puede seguir siendo 
rehén de discursos oficialistas que ignoran la 
realidad. La sociedad michoacana merece un 
sistema educativo que prepare efectivamente a sus 
niños, adolescentes y jóvenes para los retos del 
futuro. La ENCIG 2023 nos ofrece un diagnóstico 
claro de la percepción ciudadana de los servicios 
educativos en la entidad; ahora corresponde 
actuar con determinación y compromiso para 
transformar la realidad educativa de nuestro 
estado. 

Es momento de que las autoridades dejen de 
evadir su responsabilidad y enfrenten la verdad 
incómoda, que la ciudadanía les reprocha en los 
resultados de esta encuesta: sin una evaluación 
rigurosa de los aprendizajes, cualquier reforma o 
programa educativo carece de brújula y destino. 
La educación michoacana necesita datos, 
transparencia y rendición de cuentas, no más 
retórica sin soporte en evidencias.
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10.05.2025 

El Mérito de Ser Madre y Docente 
en Michoacán 

 

	

En el complejo entramado social de Michoacán de 
Ocampo existe un grupo de mujeres 
extraordinarias que desempeñan dos de las 
labores más trascendentales y desafiantes: ser 
madres y docentes simultáneamente. En una 
entidad federativa que enfrenta múltiples retos 
socioeconómicos, violencia, marginación y 
desigualdad educativa, ellas encarnan y 
representan pilares fundamentales tanto en sus 
hogares como en las aulas, elevando 
exponencialmente sus responsabilidades, pero 
también el impacto de sus acciones y ejemplos de 
vida. 

1. Son bastión de fortaleza en un contexto adverso 

Las madres-docentes michoacanas demuestran una 
extraordinaria capacidad de adaptación ante las 
dificultades. En una entidad donde la inseguridad 
y la presencia del crimen organizado han 
generado contextos educativos complejos, ellas 
desarrollan habilidades excepcionales para 
proteger tanto a sus estudiantes como a sus 
propios hijos, enseñándoles a todos a transformar 
los obstáculos en oportunidades de aprendizaje. 

2. Son gestoras de tiempo extraordinarias 

La capacidad de administrar eficientemente dos 
jornadas completas de trabajo —una remunerada 
en la escuela y otra no reconocida 
económicamente en el hogar— demuestra una 
extraordinaria gestión del tiempo. En Michoacán, 
donde las distancias entre comunidades pueden 
ser considerables y la infraestructura de transporte 
deficiente, ellas organizan sus días con precisión 
para cumplir con excelencia ambos roles. 

3. Son agentes de cambio social con doble 
impacto. 

Al educar tanto en casa como en el aula, 
multiplican su impacto transformador. En 
comunidades michoacanas donde los índices de 
abandono escolar son elevados, particularmente 
en zonas rurales e indígenas, las madres-docentes 
transmiten el valor de la educación desde una 
doble perspectiva, contribuyendo a romper ciclos 
intergeneracionales de pobreza y marginación. 

4. Son constructoras de puentes entre escuela y 
comunidad 

Su doble rol les permite comprender más 
profundamente las realidades familiares de sus 
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estudiantes. En un estado con 59 mil kilómetros 
cuadrados y 113 municipios con realidades muy 
diversas, desde la Meseta Purépecha hasta la 
Sierra- Costa, esta comprensión les facilita adaptar 
sus metodologías pedagógicas a las necesidades 
específicas de cada contexto comunitario, 
fortaleciendo la relación escuela-familia. 

5. Son expertas en inteligencia emocional. 

La constante transición entre ser madre y docente 
desarrolla una sensibilidad especial para manejar 
diversas situaciones emocionales. En zonas de 
Michoacán afectadas por la violencia, donde 
muchos estudiantes experimentan traumas y estrés, 
esta capacidad resulta invaluable para crear 
entornos seguros y emocionalmente estables tanto 
en el aula como en el hogar. 

6. Son defensoras de la educación en tiempos de 
crisis. 

Durante los periodos de conflicto magisterial que 
Michoacán ha experimentado recurrentemente, las 
madres y maestras han demostrado un 
compromiso inquebrantable con la educación. 
Mientras defienden sus derechos laborales, 
mantienen activos los procesos de aprendizaje, a 
menudo implementando estrategias innovadoras 
para que ni sus hijos ni sus alumnos pierdan 
continuidad educativa, incluso en situaciones de 
impago y de paro de labores generalizado en la 
entidad federativa. 

7. Transmisoras de la cultura y valores 
michoacanos 

Las madres-docentes juegan un papel fundamental 
en la preservación de la rica herencia cultural de 
Michoacán. En un estado con un valioso 
patrimonio histórico, tradiciones indígenas y 
manifestaciones artesanales, las maestras-madres 
de familia transmiten conocimientos ancestrales y 
valores culturales tanto a sus hijos como a sus 
estudiantes, contribuyendo a fortalecer la 
identidad michoacana frente a las presiones 
homogeneizadoras de la globalización, así como a 
programas y modelos educativos impuestos desde 
el gobierno centralista, para los cuales no fueron 
tomados en cuenta ni la cultura, ni los saberes 
locales, mucho menos a los habitantes de cada 
comunidad. 

8. Economistas del hogar y gestoras de recursos 
educativos 

En un contexto de limitaciones presupuestarias 
tanto en las escuelas públicas como en muchos 
hogares michoacanos, las madres-maestras, plenas 
de empatía con las barreras para el aprendizaje y 
la participación escolar que afrontan ellas en casa 
y comprendiendo las dificultades que viven las 
madres de familia, desarrollan habilidades 
excepcionales para maximizar recursos. Frente a 
las carencias materiales que afectan al sistema 
educativo estatal, su ingenio para crear materiales 
didácticos con elementos accesibles beneficia 
tanto a sus alumnos como a sus propios hijos. 

9. Modelos de superación personal permanente 

A pesar de las exigencias de sus dos roles, 
muchas madres-docentes continúan su formación 
profesional. En un estado donde el acceso a 
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oportunidades de desarrollo profesional puede ser 
limitado, especialmente en zonas rurales, las 
maestras y madres, con sus propios recursos 
demuestran con el ejemplo el valor del 
aprendizaje continuo, inspirando tanto a sus hijos 
como a sus estudiantes, al seguirse formando, 
estudiando diplomados, maestrías, especialidades, 
doctorados, posdoctorados, cursos de 
actualización y leyendo constantemente, siempre 
demostrando el estado dinámico que guardan sus 
aprendizajes. 

10. Tejedoras de redes de apoyo comunitario 

Las madres-docentes comprenden profundamente 
la importancia de la colaboración. En 
comunidades michoacanas donde los recursos 
institucionales pueden ser escasos, las maestras y 
madres a la vez frecuentemente lideran la creación 
de redes de apoyo entre familias y colegas, 
fortaleciendo el tejido social y generando sistemas 
de soporte mutuo que benefician a toda la 
comunidad educativa. 

Por supuesto, estas líneas no hubieran podido ser 
escritas siquiera sin la invaluable ejemplaridad de 
la Mtra. Ma. Anita Martínez Ayala, mi madre, 
quien fue docente frente a grupo en diversas 
escuelas públicas de educación básica en la 
región de Morelia, durante 36 años y, a la fecha, 
tras su jubilación se sostiene activa en actividades 
culturales y educativas. 

El reconocimiento a estas extraordinarias mujeres 
que desempeñan con excelencia su doble función 
en Michoacán no solo constituye un acto de 
justicia, sino también una inversión en el futuro de 
la entidad. Su labor cotidiana, frecuentemente 
invisibilizada, representa uno de los pilares más 
sólidos para la construcción de un Michoacán más 
equitativo, educado y resiliente frente a sus 
complejos desafíos sociales. 

Desde Mexicanos Primero Michoacán 
reconocemos, ponderamos y honramos su 
existencia, a la vez que agradecemos los ingentes 
esfuerzos que realizan por construir una mejor 
sociedad. ¡Feliz Día de las Madres! 
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10.05.2025 

El Papel Fundamental de las Madres de 
Familia en las Escuelas 

	

	

La sociedad, el sistema educativo entero y las 
escuelas públicas de Michoacán de Ocampo en 
particular no podrían funcionar sin la participación 
y comprometida de las madres de familia, quienes 
desempeñan un papel fundamental. En un 
contexto de carencias estructurales, presupuestos 
insuficientes y desafíos sociales complejos, las 
madres de familia, además de las 
responsabilidades que asumen por amor y 
convicción en el seno familiar, también se 
convierten en pilares imprescindibles para 
garantizar que la educación pública cumpla su 
misión transformadora. No solo contribuyen, sino 
que hacen y son escuela viviente. Son fieles 
guardianas de los derechos humanos de sus hijas 
e hijos, ya que hacen todo lo posible para que 
acudan a las escuelas en las mejores condiciones 
posibles, para que aprendan, participan, convivan 
y comprendan a profundidad que la educación es 
el soporte del futuro de las generaciones en 
formación. 

A continuación, analizamos diez aspectos 
esenciales de su contribución al entorno educativo 
michoacano: 

1. Son sostenedoras de la infraestructura escolar 

En numerosas escuelas públicas de Michoacán, 
especialmente en zonas rurales y comunidades 
indígenas, las madres de familia se organizan para 
subsanar carencias básicas de infraestructura. 
Desde pintar aulas hasta reparar mobiliario escolar 
o gestionar la instalación de servicios sanitarios 
adecuados, estas mujeres compensan con trabajo 
voluntario lo que el presupuesto oficial no cubre, 
permitiendo que los espacios educativos sean 
dignos a pesar de la histórica desatención 
gubernamental. 

2. Guardianas de la seguridad escolar 

En un estado donde la violencia ha permeado 
diversos ámbitos sociales, las madres de familia 
organizan redes de vigilancia comunitaria 
alrededor de las escuelas. En municipios como 
Zinapécuaro, Apatzingán, Uruapan o Zamora, 
donde los índices de inseguridad son elevados y 
los bloqueos narco delincuenciales constantes, 
estas mujeres implementan estrategias a través de 
grupos de Whatsapp, para que los estudiantes 
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puedan trasladarse protegidos entre sus hogares y 
los centros educativos. 

3. Gestoras de alimentación saludable. 

Frente a los altos índices de malnutrición infantil 
que afectan a Michoacán, particularmente en 
regiones marginadas, las madres de familia 
organizan comedores escolares comunitarios. Con 
recursos limitados y mucha creatividad, elaboran 
menús nutritivos que aprovechan productos 
locales, garantizando que los estudiantes reciban 
al menos una comida balanceada al día, condición 
indispensable para el aprendizaje efectivo. 

4. Recaudadoras y administradoras de recursos 
complementarios 

Ante el insuficiente financiamiento público, las 
madres de familia desarrollan iniciativas creativas 
para generar recursos: desde ventas de alimentos 
hasta rifas comunitarias. En municipios como 
Pátzcuaro, Zitácuaro o Morelia, estos fondos 
permiten adquirir materiales didácticos, equipos 
de cómputo o implementos deportivos que las 
partidas oficiales no contemplan, reduciendo la 
brecha de oportunidades educativas, que sería 
mucho mayor si solamente estuvieran los 
estudiantes esperando los recursos oficiales. 

5. Mediadoras en conflictos escolares 

En un contexto educativo frecuentemente 
tensionado por factores políticos y sindicales 
propios de Michoacán, las madres de familia 
actúan como mediadoras efectivas. Durante los 
prolongados paros magisteriales que han 
caracterizado al estado, estas mujeres han sabido 

mantener el diálogo entre las partes, buscando 
soluciones que prioricen el derecho a la 
educación de sus hijos por encima de las disputas 
institucionales y han conseguido resolver 
conflictos en incontables ocasiones. 

	

6. Preservadoras del conocimiento tradicional 

En las regiones purépecha, mazahua, otomí y 
nahua de Michoacán, las madres de familia son 
agentes activos en la incorporación de saberes 
ancestrales al currículo escolar. Al participar en 
proyectos educativos comunitarios, las madres de 
familia aseguran que las nuevas generaciones 
mantengan conexión con sus raíces culturales, 
lenguas originarias y conocimientos tradicionales, 
enriqueciendo el proceso educativo con una 
perspectiva intercultural auténtica. 

7. Defensoras del derecho a la educación 
inclusiva 

Las madres de niñas, niños y jóvenes estudiantes 
con discapacidad en Michoacán enfrentan un 
doble desafío ante la escasez de servicios 
educativos especializados, por lo que han 
emprendido acciones aisladas y colectivas para 
exigir la implementación efectiva de políticas de 
inclusión, adaptando materiales didácticos, 
sensibilizando a la comunidad escolar y hasta 
capacitándose para apoyar a docentes en la 
atención a la diversidad. 

8. Promotoras de la continuidad educativa en 
crisis 
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Durante contingencias como la pandemia de 
COVID-19 o los frecuentes fenómenos 
meteorológicos que afectan a Michoacán, las 
madres de familia asumieron un papel central en 
la continuidad educativa. En comunidades sin 
acceso a internet de la costa michoacana o la 
Sierra del Infiernillo, crearon centros de estudio 
comunitarios, recolectaron materiales impresos y 
formaron grupos de apoyo para que sus hijos 
pudieran seguir aprendiendo pese a las 
adversidades. 

9. Contrapeso al abandono escolar 

Frente a los altos índices de abandono escolar en 
Michoacán, especialmente en zonas con presencia 
del crimen organizado donde jóvenes son 
reclutados por grupos delictivos, las madres de 
familia desarrollan estrategias de contención 
social. Sostienen la moral y el ideal educativo en 
sus hijos y en los estudiantes de la comunidad, 
por encima de los mensajes cruentos de la 
delincuencia organizada y la indolencia o hasta 
complicidad de las autoridades. También, 
organizan actividades extracurriculares, gestionan 
becas comunitarias y crean sistemas de apoyo 
mutuo que hacen más atractiva la permanencia en 
la escuela que las alternativas riesgosas. 

10. Agentes de transformación del sistema 
educativo 

A través de su participación en asociaciones de 
padres de familia o en los Consejos Escolares de 
Administración Participativa del programa La 
Escuela Es Nuestra, las madres michoacanas han 
impulsado acciones educativas de mejora continua 
adaptadas al contexto local. Han promovido la 
implementación de huertos escolares, talleres de 
artes y oficios regionales, y proyectos de ciencia 
ciudadana que conectan el aprendizaje formal con 
las necesidades y potencialidades específicas de 
sus comunidades. 

En suma, la contribución de las madres de familia 
al sistema educativo público de Michoacán 
trasciende con mucho el apoyo individual a sus 
propios hijos; constituye un verdadero pilar de 
sostenimiento comunitario que suple carencias 
estructurales y aporta dimensiones formativas que 
el currículo oficial difícilmente podría incorporar. 
Reconocer y valorar este aporte, que es tanto 
visible como invisible resulta fundamental para 
comprender la verdadera dinámica educativa del 
estado y para diseñar políticas públicas que, lejos 
de prescindir de esta participación, la fortalezcan 
y la dignifiquen como un componente esencial del 
derecho a la educación en Michoacán. Desde 
Mexicanos Primero Michoacán reconocemos, 
ponderamos y honramos su existencia, a la vez 
que agradecemos los ingentes esfuerzos que 
realizan por construir una mejor sociedad. ¡Feliz 
Día de las Madres! 
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16.05.2025 

Maestros Michoacanos:  

Dignidad, lucha y esperanza 
 

	

El magisterio michoacano representa uno de los 
pilares fundamentales del sistema educativo 
mexicano, caracterizado por su tradición de lucha 
social y su compromiso con la transformación de 
la realidad a través de la educación. 

Los maestros michoacanos conforman un grupo 
diverso y complejo, integrado en su gran mayoría 
por profesionales de la educación con diferentes 
orígenes, formaciones y trayectorias. Sin 
embargo, comparten elementos identitarios que 
los cohesionan como colectivo, como su origen 
social, ya que, predominantemente, los docentes 
michoacanos provienen de estratos populares, así 
como su ingreso salarial de apenas dos salarios 
mínimos en promedio, los estaciona en este 
segmento socioeconómico, hecho que, aunado al 
trato constante con estudiantes y familias de clases 
marginadas, marca indeleblemente su sensibilidad 
hacia los problemas sociales. 

El malestar docente en Michoacán tiene múltiples 
dimensiones, como las económicas, con 
insuficiencia salarial, pagos retrasados, falta de 
seguridad social integral; laborales, con 
sobrecarga administrativa, inestabilidad en 

contrataciones, falta de transparencia en procesos 
de asignación y promoción; pedagógicas, como 
son la imposición de modelos educativos sin 
contextualización, materiales educativos 
inadecuados, evaluaciones descontextualizadas, 
entre otras; profesionales, como la falta de 
reconocimiento social, escasas oportunidades de 
desarrollo profesional significativo e 
institucionales, como el uso faccioso del 
magisterio como trampolín político, corrupción 
percibida en las estructuras educativas, 
clientelismo, autoritarismo, entre otras. 

Sin duda, el malestar docente tiene raíces 
profundas que van más allá de las demandas 
específicas, como son la precarización histórica 
de la profesión docente, que pasó de ser una 
carrera de movilidad social a una profesión cada 
vez menos valorada económicamente, así como la 
intensificación del trabajo docente, con un 
porcentaje cada vez mayor de horas de trabajo 
formalmente reconocidas y pagadas, la pérdida de 
autonomía profesional frente a sistemas de control 
administrativo cada vez más invasivos y la 
desprofesionalización percibida a través de 
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reformas que, según muchos docentes, 
desconocen la complejidad del acto educativo. 

Sin duda, este malestar representa la 
manifestación de una contradicción prácticamente 
insalvable entre la retórica oficial sobre la 
trascendencia de la educación, el discursado 
papel prometeico del magisterio y la precaria 
realidad material en que se pretende desarrollarla. 

Este quince de mayo observamos que, las 
movilizaciones magisteriales han trascendido las 
entidades donde tradicionalmente tiene presencia 
la disidencia magisterial. En estados que no 
suelen registrar protestas, como Yucatán, se han 
presenciado manifestaciones significativas 
exigiendo mejores condiciones laborales y el 
respeto a derechos adquiridos. Este fenómeno 
refleja un malestar generalizado que trasciende 
afiliaciones sindicales específicas. 

Por supuesto, en Michoacán, la tradición de lucha 
magisterial tiene raíces profundas, por lo que el 
estallido de un paro indefinido es previsible y 
seguramente, no transparentado por la autoridad, 
que no ha acertado a establecer, con todas sus 
letras, una política pública magisterial, paralela y 
transversal a la política educativa estatal, la cual 
tampoco se acierta a discernir. 

Al respecto, veamos algunos datos interesantes: 1. 
Las acciones de justicia laboral, cuantificadas en 
dieciséis mil, en caso de que fuesen ciertas, 
solamente motivan a una de cada 100 personas 
beneficiadas a manifestar apoyo públicamente a 
las autoridades educativas en la red social 
Facebook, descontando al personal de confianza y 

de estructura, el cual se manifiesta repetidamente 
al respecto. 

2. El pago puntual de las quincenas, repetido 
durante 87 ocasiones consecutivas según 
comunicados oficiales, ha generado 
aproximadamente dos reacciones positivas por 
publicación en redes sociales oficiales. 

3. En las felicitaciones por el Día del Maestro 
2025, revisando a los titulares de la política 
educativa de este siglo en la entidad, quien 
obtuvo más reacciones en la red social Facebook 
fue un extitular de la SEE de la administración 
anterior, superando las interacciones obtenidas 
por mensajes de la administración actual. 

La conclusión es contundente: los trabajadores de 
la educación en Michoacán saben distinguir entre 
un beneficio real y tangible y el simple 
cumplimiento de obligaciones patronales básicas. 
Podemos afirmar categóricamente que, el 
magisterio michoacano ha desarrollado una 
cultura crítica que le permite diferenciar entre 
políticas sustantivas y acciones mediáticas, lo que 
explica la limitada resonancia de ciertos mensajes 
institucionales. 

Paralelamente, los instrumentos de planeación 
para el desarrollo educativo deben reformularse 
bajo principios de constitucionalidad, legalidad y 
legitimidad que definan el sentido, rumbo y 
magnitud de la política pública. Al respecto, debe 
ser muy claro que la política pública magisterial 
debe concebirse como un capítulo transversal a la 
política educativa en general. No hay educación 
sin maestros, y mucho menos puede haber 
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transformación educativa sin la participación y 
comprometida del magisterio. 

Sin duda, debe existir un apartado específico en 
los programas sectoriales de educación que 
aborde el rezago histórico en la generación de 
condiciones para el ejercicio digno y pleno de la 
vocación magisterial. Esto implica que el diseño 
metodológico de estos instrumentos de planeación 
mejore radicalmente, con consultas 
verdaderamente participativas y no simuladas, 
tomando en cuenta a los actores educativos y 
acercándose a expertos en la materia. 

Reconocer las circunstancias en las cuales laboran 
los trabajadores de la educación michoacana 
implica asumir la complejidad de su tarea: 
desarrollan su labor en contextos frecuentemente 
adversos, con recursos limitados, enfrentando 
expectativas sociales crecientes y bajo presiones 
múltiples.  El magisterio michoacano no puede 
seguir siendo evaluado y compensado bajo 
parámetros que ignoran las condiciones reales en 
las que ejerce su profesión. 

Como señala Paulo Freire: "El educador ya no es 
solo el que educa sino aquel que, en tanto educa, 
es educado a través del diálogo con el educando, 
quien, al ser educado, también educa". Esta 
bidireccionalidad debe extenderse a la relación 
entre docentes y sistema educativo y entonces, los 
funcionarios deben también educarse, haciendo 
política educativa, con y a través del magisterio, 
para el desarrollo pleno de las infancias y 
juventudes en la entidad. 

No podemos seguir pensando en que los 
maestros del mañana trabajen bajo esquemas del 
pretérito ni en condiciones atávicas. Solo la 
educación de excelencia transforma a Michoacán, 
y sus líderes naturales son las y los maestros 
michoacanos. La calidad educativa no puede 
concebirse como un estándar abstracto 
desvinculado de las realidades locales, sino como 
un proceso de mejora continua contextualizada. 
Sin el magisterio, jamás podremos revertir el 
rezago educativo que afecta a Michoacán. 

Las brechas solo pueden cerrarse con un cuerpo 
docente reconocido, valorado y apoyado 
institucionalmente. No puede existir un sistema 
educativo de excelencia, como lo dice el Artículo 
Tercero de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos desde su reforma de 2019, 
mientras haya docentes precarizados, y no habrá 
forma alguna de implementar una verdadera 
transformación educativa posible sin la 
participación comprometida del magisterio. 

El Día del Maestro no puede limitarse a una 
celebración ceremonial desvinculada de las 
realidades y desafíos que enfrenta el magisterio 
michoacano. Es momento de trascender la retórica 
y avanzar hacia acciones concretas. Veamos estas 
15 propuestas en el marco del 15 de mayo: 

Para las autoridades educativas, es imperativo, de 
una vez por todas, definir y desarrollar una 
política pública magisterial integral, con 
participación efectiva de los docentes en su 
diseño, implementación y evaluación. Esto 
requiere presupuestos suficientes, transparentes y 
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oportunos, así como mecanismos efectivos de 
diálogo horizontal. 

El reconocimiento al magisterio debe ir más allá 
de discursos. Implica valorar su labor cotidiana, 
comprender la complejidad de su tarea y apoyar 
demandas legítimas por mejores condiciones 
laborales que, en última instancia, benefician a 
toda la comunidad educativa. 

Así también, la representación legítima de los 
intereses docentes requiere transparencia, 
democracia interna y capacidad propositiva. La 
unidad en la diversidad debe ser un principio 
orientador para fortalecer la voz colectiva del 
magisterio. 

Paralelamente, la responsabilidad histórica de 
formar a los maestros del futuro exige 
actualización permanente, vinculación con la 
realidad escolar y compromiso con una educación 
transformadora. 

Se debe de arropar y alimentar institucional, 
gubernamental y socialmente el orgullo por la 
profesión docente y la conciencia de su papel 
social, por ser fundamentales para mantener la 
dignidad magisterial ante condiciones adversas en 
las que nos encontramos. La formación continua, 
la organización colectiva y la vinculación 
comunitaria son herramientas clave para fortalecer 
su papel como agentes de cambio. 

Es necesario realizar una dignificación salarial y 
laboral, al establecer una política de recuperación 
del poder adquisitivo del salario docente, con un 
incremento gradual hasta alcanzar, en un plazo 

máximo de cinco años, una remuneración 
equivalente a 3 salarios mínimos profesionales 
para la plaza inicial. 

Análogamente, implementar un programa 
específico de protección para docentes en zonas 
de alto riesgo, que incluya protocolos de 
actuación, mecanismos de alerta temprana y 
apoyo psicosocial. 

También, destinar al menos el 10% del 
presupuesto educativo estatal a un fondo 
específico para mejoramiento de infraestructura 
escolar, con prioridad en zonas de alta 
marginación y redireccionar el Impuesto sobre la 
Nómina Estatal para tales efectos, como ya lo hace 
Jalisco. 

Es imprescindible contar con formación pertinente 
y significativa, al reformular los programas de 
formación continua con participación docente 
efectiva en su diseño, implementación y 
evaluación, garantizando su relevancia y 
aplicabilidad. 

Es urgente lograr la reducción de la burocracia 
educativa y simplificar procesos administrativos 
para que los docentes puedan dedicar al menos el 
80% de su tiempo laboral a tareas pedagógicas 
directas. 

Es inaplazable que la conectividad sea 
considerada como un derecho educativo y, con 
ello, garantizar acceso a internet de banda ancha 
en todas las escuelas del estado en un plazo 
máximo de tres años, priorizando comunidades 
actualmente desconectadas. 
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También, se debe logar autonomía profesional 
responsable, dotada de recursos y herramientas, 
para reconocer presupuestal y formalmente la 
capacidad de los colectivos docentes para adaptar 
contenidos y metodologías a sus contextos 
específicos, con acompañamiento no punitivo y las 
mejores condiciones posibles. 

Es perentorio asegurar la participación efectiva del 
magisterio en políticas educativas, por lo que se 
deben crear mecanismos vinculantes de consulta y 
participación docente en el diseño, 
implementación y evaluación de políticas 
educativas estatales. 

Es ya una exigencia la necesidad de contar con 
atención integral a la salud magisterial, por lo que 
se debe de establecer un programa específico de 
prevención y atención a la salud física y emocional 
del magisterio, reconociendo los riesgos 
profesionales específicos de la docencia. 

Así también, debe haber una campaña 
permanente de revalorización social de la 
profesión docente, que destaque su contribución 
fundamental al desarrollo estatal y recupere la 
memoria histórica del magisterio michoacano. Hay 
miles de historias y héroes que deben ser 
visibilizados, porque son ejemplares. Michoacán 
merece, más que prohibiciones y marcos 
punitivos, legislaciones que hagan apología de la 
ejemplaridad, la cual encontramos a raudales en el 
magisterio y entre las familias michoacanas. 

Estas quince propuestas representan no solo 
aspiraciones, sino derechos fundamentales para el 
ejercicio digno de la profesión docente. Su 
implementación requiere voluntad política, 
presupuestos adecuados y, sobre todo, el 
reconocimiento de que la transformación 
educativa de Michoacán solo será posible con 
maestras y maestros valorados, respetados y 
empoderados como los verdaderos artífices del 
cambio social a través de la educación. 
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17.05.2025 

Atender y resolver la problemática 
magisterial 

 

	

Michoacán, cuna de personajes que han dejado 
huella en la educación nacional, desde José María 
Morelos y Pavón, como Melchor Ocampo y 
diputados constituyentes como Francisco J. Múgica 
Velázquez y Jesús Romero Flores ha forjado a lo 
largo de décadas un cuerpo docente con una 
clara identidad combativa, heredera de los ideales 
revolucionarios y de la visión socialista de la 
educación impulsada por Lázaro Cárdenas 
durante su gobierno estatal (1928-1932) y federal 
(1934-1940). 

La historia del magisterio michoacano está 
intrínsecamente ligada a las luchas sociales que 
han definido la identidad del estado. Desde los 
movimientos de las décadas de 1980 y 1990 
contra el "charrismo sindical", pasando por la 
participación en el movimiento magisterial de 
1989 que dio origen a la Coordinadora Nacional 
de Trabajadores de la Educación (CNTE), hasta las 
recientes movilizaciones contra las reformas 
educativas del régimen vigente, los maestros 
michoacanos han mantenido una postura crítica, 
por momentos confrontativa, pero también 
propositiva frente a las políticas educativas que 

afectan sus condiciones laborales y la calidad de 
la enseñanza 

La identidad del magisterio de Michoacán, a la luz 
de la línea del tiempo se ha distinguido por varias 
características que lo definen, como son las 
siguientes: 

Compromiso social. Los docentes michoacanos 
han asumido, tradicionalmente, un papel que 
trasciende la mera transmisión de conocimientos, 
convirtiéndose en agentes de cambio social en sus 
comunidades. 

Organización colectiva. Si bien hay decenas de 
expresiones magisteriales, quizás el caso más 
consolidado de gremialismo en la entidad sea la 
Sección XVIII, identificada con la CNTE, la cual, 
bajo sus diversos colores y tribus ha sido una de 
las más combativas del país, manteniendo una 
independencia relativa respecto a las directrices 
oficialistas del sindicato a nivel nacional. 

Vinculación con las comunidades. Los maestros 
michoacanos, especialmente en zonas rurales e 
indígenas, han establecido vínculos profundos con 
las comunidades donde trabajan, participando en 
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la solución de problemas locales y en la defensa 
de los derechos de estas poblaciones. 

Resistencia a las imposiciones gubernamentales: 
La tradición de resistencia ante políticas educativas 
percibidas como impuestas desde arriba ha sido 
una constante, generando un movimiento 
magisterial con capacidad de movilización y 
negociación política. 

Participación política. Ante la injusticia social y la 
profunda iniquidad en que se vive en la inmensa 
mayoría de comunidades escolares de Michoacán 
de Ocampo, resulta natural que los integrantes del 
magisterio michoacano tomen la vía política para 
modificar un statu quo que, no solamente les 
niega condiciones óptimas para su ejercicio 
profesional, sino que flagela a los estudiantes y a 
sus familias, lo cual atestiguan día tras día. 
Constantemente, surgen generaciones de maestras 
y maestros que, proceso electoral tras otro buscan 
ocupar cargos de elección popular, ya sea motu 
proprio o por invitación de los partidos políticos. 

Liderazgo comunitario. Además de ser agentes de 
cambio, se convierten en referentes en las 
comunidades en donde ejercen profesionalmente, 
entremezclándose entre sus habitantes, pero con 
la ejemplaridad de sus actos, la vocación docente 
y la autoridad moral como emblemas 
personalísimos generadores de valor agregado, 
por lo cual suelen ser gestores de acciones en pro 
del desarrollo local. 

Aprendieron a aprender. Muchos maestros de 
Michoacán, ya sea de manera individual o 
colectiva, ante las necesidades de actualización 

docente y el reformismo incesante, siempre 
inacabado y falto de presupuestación, han optado 
por matricularse en especialidades, diplomados, 
talleres en línea, maestrías, doctorados y 
posdoctorados, a costa de sus propios recursos 
económicos y tiempo libre. Paralelamente, se 
organizan en los Consejos Técnicos Escolares y en 
grupos de Whatsapp, así como en foros y páginas 
de Facebook, para intercambiar experiencias 
pedagógicas, conocimientos y saberes y seguir 
afrontando los retos que implica el ejercicio de su 
vocación docente en situaciones francamente 
adversas. 

En suma, el magisterio michoacano constituye un 
caso único de articulación entre la práctica 
docente y activismo político, donde, por las 
características propias de violencia, desigualdad, 
pobreza, migración, explotación y abusos, que 
son demostradamente superiores a la media 
nacional, así como de la conciencia de clase 
magisterial, en la identidad docente del maestro 
michoacano radica la lucha contra el statu quo 
como una dimensión pedagógica.  Lo señalan con 
consignas como “el maestro luchando también 
está enseñando”. 

Desde que la escuela pública comenzó en 
Michoacán, sus maestros han enfrentado con 
desventaja males sociales formidables. Esta 
realidad se ha manifestado con particular 
intensidad, exponiendo a los docentes a 
condiciones que dificultan significativamente su 
labor pedagógica. Las escuelas normales rurales 
han sido semilleros de conciencia crítica y de 
formación de maestros comprometidos con el 
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cambio social, aunque frecuentemente 
estigmatizadas y desatendidas por las políticas 
oficiales, situación que, dimensionada 
estructuralmente en ausencia de rectoría 
gubernamental y pérdida de la centralidad de las 
actividades académicas como eje de la dinámica 
normalista ha generado vacíos que han 
aprovechado liderazgos tóxicos para apropiarse 
instrumentalmente de las instituciones formadoras 
de docentes, empleando al alumnado como grupo 
de choque y movilización constante. 

Vista en retrospectiva, la lucha magisterial 
michoacana ha sido compleja y multifacética. No 
se limita a demandas salariales, sino que abarca 
aspectos como la defensa de derechos sociales, 
condiciones laborales, la democratización del 
sindicato y el rechazo a evaluaciones educativas, 
consignas que son jerarquizadas o desactivadas 
discrecionalmente por las cúpulas gremiales en 
turno. Sus decenas de pliegos petitorios expresan 
claramente el recorrido que han realizado desde 
la búsqueda de privilegios para unos cuantos 
personeros hasta la pugna por volver realidad los 
anhelos más genuinos y legítimos de cambio 
social. 

Todo lo dicho anteriormente, respecto a la 
identidad del magisterio michoacano y su lucha 
histórica, factores aunados a la necesidad 
inaplazable de garantizar los derechos de las 
niñas, niños y jóvenes a estar, aprender y 
participar en las escuelas deben llevar a la 
conformación de políticas públicas magisteriales, 

que concluyan con la confusión constante en la 
que incurre la autoridad educativa michoacana. 

Esto implica respetar y seguir al pie de la letra la 
normatividad aplicable en materia de planeación 
para el desarrollo y el ciclo de las políticas 
públicas: es decir, de la mano del magisterio, 
conformar una agenda pública magisterial 
específica, el diseño de soluciones estructurales, 
el establecimiento de su factibilidad técnica, legal, 
operativa y presupuestaria, la puesta en marcha de 
acciones piloto, su lanzamiento y acciones de 
mejora continua, en aras de resolver situaciones 
atávicas y de hacer cumplir, paralelamente, el 
marco normativo que ciñe a la educación 
nacional; 

Llegó el momento de demostrar que se quiere 
solucionar la problemática, generando política 
pública magisterial delimitada y específica, lo cual 
es perentorio, pero una en donde se tracen rutas 
en las cuales prevalezcan el diálogo, la escucha 
activa, la consulta participativa, asumiendo la 
identidad docente michoacana e integrándola 
plenamente al corpus educativo, dejando atrás 
etapas de confrontación, represalias, simulación, 
uso clientelar y de discursos triunfalistas, así como 
posturas simulatorias. En caso contrario, los paros 
indefinidos de labores, las movilizaciones, las 
protestas y el desgaste acelerado de las figuras de 
autoridad educativa en la entidad seguirán 
presentes, estancando el futuro de las 
generaciones en formación. 
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23.05.2025 

El Día del Estudiante, un llamado a la acción 
	

	

El 23 de mayo, Día del Estudiante, está destinado 
para reconocer la importancia del estudiante en el 
desarrollo social y cultural, desde Mexicanos 
Primero Michoacán extendemos nuestras más 
sinceras felicitaciones a todos los estudiantes de 
Michoacán. 

Hoy celebramos no solo su dedicación y esfuerzo, 
sino también su papel fundamental como 
constructores del futuro de nuestro estado y país. 

La fecha fue oficializada para honrar no solo a los 
estudiantes actuales, sino también para recordar a 
aquellos que han contribuido históricamente al 
desarrollo intelectual y social de la entidad, 
incluyendo figuras como José María Morelos y 
Pavón, Melchor Ocampo y Lázaro Cárdenas, todos 
ellos formados en las aulas michoacanas. 

Así también, deseamos se visibilice este día en 
conmemoración de todas aquellas personas que 
fueron desposeídas de condiciones para ejercer 
sus derechos educativos, truncando sus sueños y 
aspiraciones, la adquisición de conocimientos, 
habilidades, saberes y destrezas, derivando en la 
condena de vivir en situación de rezago educativo 
y en su forma más cruenta, en padecer 
analfabetismo. 

Nuestro estado tiene raíces profundas, llenas de 
histórica tradición educativa, que se remonta a la 
época colonial con la fundación del Colegio de 
San Nicolás en 1540, institución que 
posteriormente se convertiría en la Universidad 
Michoacana de San Nicolás de Hidalgo. 

Michoacán cuenta en la actualidad con 
aproximadamente 1.2 millones de estudiantes 
distribuidos en diferentes niveles educativos. Esta 
población estudiantil se encuentra inscrita en más 
de once mil planteles educativos a lo largo del 
estado. 

La distribución por niveles educativos es 
aproximadamente la siguiente: en educación 
básica, la cual comprende preescolar, primaria y 
secundaria, se atiende a alrededor de 900 mil 
estudiantes con edades de 3 a 15 años; educación 
media superior registra aproximadamente 180 mil 
jóvenes de 15 a 18 años; mientras que la 
educación superior cuenta con alrededor de 120 
mil estudiantes de 18 años en adelante, 
distribuidos en universidades, institutos 
tecnológicos y escuelas normales. 

Existen razones muy importantes para estudiar, 
como el desarrollo del pensamiento crítico, ya que 
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el estudio fortalece la capacidad de análisis, 
evaluación y síntesis de información, habilidades 
esenciales para la toma de decisiones informadas 
en todos los aspectos de la vida; la ampliación de 
oportunidades laborales, ya que la educación abre 
puertas a mejores empleos, mayores ingresos y 
posibilidades de crecimiento profesional; la 
formación de ciudadanía responsable, siendo 
catalizador de la participación en la vida 
democrática, para comprender los derechos y 
deberes cívicos, y contribuir al desarrollo social 
de la comunidad; así como en el desarrollo 
personal integral, porque la educación no solo 
transmite conocimientos técnicos, sino que 
también cultiva valores, habilidades sociales y 
competencias emocionales necesarias para una 
vida plena; asi como también, 

estimula la imaginación, fomenta la innovación y 
desarrolla la capacidad de encontrar soluciones 
creativas a los problemas cotidianos y 
profesionales; a la par que los estudiantes se 
convierten en guardianes de la cultura 
michoacana, preservando tradiciones mientras 
contribuyen a su evolución y enriquecimiento; 
mientras que, posibilita la construcción de redes 
sociales, la creación de vínculos profesionales y 
personales que perduran toda la vida, generando 
oportunidades de colaboración y crecimiento 
mutuo; permite adaptarse más fácilmente al 
cambio, en un mundo en constante 
transformación, la educación proporciona las 
herramientas necesarias para adaptarse a nuevas 
tecnologías, metodologías y paradigmas laborales; 
mientras que, los estudios demuestran 

consistentemente que mayor nivel educativo se 
correlaciona con mejor salud, mayor esperanza de 
vida y bienestar general, siendo a su vez, motor 
del desarrollo integral, porque los estudiantes 
tienen los elementos para convertirse en agentes 
de cambio que impulsan el progreso económico, 
social y cultural de Michoacán, entre otras razones 
más que se pueden mencionar. 

Empero, estudiar en Michoacán implica retos y 
desafíos como la situación de rezago educativo, 
representando el 34.8% de la población, cifra 
superior al promedio nacional de 28.4%. Así 
también, el abandono escolar, la 
desescolarización, la infraestructura deficiente, ya 
que el 65% de las escuelas en Michoacán 
presentan carencias en infraestructura básica, 
incluyendo servicios sanitarios, agua potable y 
espacios educativos adecuados, la falta de 
conectividad digital, la insuficiencia de recursos 
educativos, la problemática socioeconómica, 
donde CONEVAL documenta que el 43.6% de la 
población michoacana vive en pobreza, afectando 
directamente la permanencia y aprovechamiento 
escolar de los estudiantes, los índices de violencia 
que impactan el funcionamiento regular de las 
instituciones educativas en diversas regiones del 
estado,  la desconexión entre la formación 
educativa y las necesidades del mercado laboral 
michoacano, resultando en subempleo de 
egresados, entre muchos otros flagelos más. 

Por si fuera poco, este ciclo escolar se han 
disparado las suspensiones de clases, es decir, las 
interrupciones del calendario escolar por motivos 
políticos, sindicales, magisteriales o de seguridad, 
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las cuales generan consecuencias devastadoras en 
el desarrollo educativo de los estudiantes 
michoacanos. Estas suspensiones provocan 
pérdida de aprendizajes acumulativos, donde 
cada día perdido representa conocimientos que 
no se recuperan completamente, creando lagunas 
educativas que se intensifican con el tiempo. 

El impacto psicológico es igualmente significativo, 
ya que las interrupciones constantes generan 
incertidumbre, estrés y desmotivación en los 
estudiantes, afectando su compromiso con el 
proceso educativo. Además, se produce una 
desarticulación de rutinas de estudio que son 
fundamentales para el desarrollo de hábitos 
académicos sólidos. 

Desde una perspectiva socioeconómica, las 
familias enfrentan costos adicionales al tener que 
buscar alternativas de cuidado para sus hijos 
durante las suspensiones, mientras que los 
estudiantes de familias trabajadoras pueden verse 
forzados a incorporarse prematuramente al 
mercado laboral. 

La pérdida de días lectivos también compromete 
la preparación para evaluaciones estandarizadas y 
exámenes de ingreso a niveles superiores, 
limitando las oportunidades futuras de los 
estudiantes y perpetuando ciclos de desigualdad 
educativa. 

Honrar el 23 de mayo implica buscar soluciones a 
la problemática estudiantil. Para tales efectos es 
inaplazable la 

1. Implementación de un Plan Integral de 
Infraestructura Educativa: Desarrollar un programa 
quinquenal que garantice que el 90% de las 
escuelas cuenten con servicios básicos completos, 
considerando que actualmente solo el 35% los 
tiene según datos oficiales. 

2. Fortalecimiento de la Conectividad Digital: 
Establecer una red estatal de internet educativo 
que alcance por lo menos al 80% de las 
instituciones educativas, priorizando zonas rurales 
y marginadas que actualmente carecen de acceso. 

3. Programa Estatal de Retención Escolar: 
Implementar programas de permanencia y apoyo 
integral que robustezcan el sistema de becas, el 
cual abona, pero aun no resuelve el abandono 
escolar, estableciendo metas de reducción del 
75% de este grave fenómeno en tres años, 
mediante seguimiento personalizado de 
estudiantes en riesgo. 

4. Formación Docente Continua: Establecer un 
sistema de formación permanente que asegure 
que el 95% de los docentes cuenten con 
competencias pedagógicas actualizadas, 
mejorando los indicadores actuales. 

5. Vinculación Educativo-Productiva: Crear 
consejos regionales que articulen la oferta 
educativa con las necesidades del sector 
productivo, aumentando la empleabilidad de 
egresados del 60% actual al 80%, así como se 
fomenten más los esquemas de educación dual, 
creando unidades de negocios, parques, 
laboratorios y fábricas ex profeso. 
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6. Fortalecimiento de la Educación Indígena: 
Desarrollar un modelo educativo intercultural que 
atienda adecuadamente a los estudiantes 
indígenas del estado, respetando su diversidad 
cultural y lingüística, a la vez que les asegure 
trayectorias educativas completas. 

7. Sistema Estatal de Evaluación Continua: 
Implementar mecanismos de monitoreo que 
permitan identificar y atender oportunamente las 
deficiencias educativas, diagnosticando y 
mejorando continuamente los resultados en 
aprendizajes esperados. 

8. Programa de Alimentación Escolar Universal: 
Garantizar alimentación nutritiva a todos los 
estudiantes de educación básica, considerando 
que tres de cada siete viven en condiciones de 
pobreza, las cuales afectan su rendimiento 
académico. 

9. Fortalecimiento de la Educación Media 
Superior: Ampliar la cobertura por lo menos al 
90% y buscar la constitucional excelencia 
educativa mediante la actualización de planes de 
estudio y fortalecimiento de la orientación 
vocacional, además del cumplimiento de los 
demás puntos ya mencionados. 

10. Cultura de Paz y Convivencia Escolar: 
Implementar programas integrales de prevención 
de violencia y construcción de ambientes 
escolares seguros, reduciendo los índices de 
acoso escolar y mejorando el clima educativo, 
conjurando el ausentismo y el abandono escolar 
por estas razones, a la par que, protegiendo a los 

estudiantes, maestros y sus familias de ser víctimas 
de la violencia. 

Sin duda, las y los estudiantes son fundamentales 
para transformar los desafíos michoacanos en 
oportunidades, a la par que redoblar sus 
esfuerzos y comprometerse profundamente les 
permitirá construir un mejor futuro. 

Sin pausar la exigencia hacia las autoridades de 
mejores condiciones educativas, es preciso 
paralelamente aprovechar cada oportunidad 
educativa que se presente, desde las clases 
presenciales hasta los recursos digitales 
disponibles. Es necesario sostener una actitud 
proactiva ante el aprendizaje, buscando siempre ir 
más allá de lo requerido, explorando nuevas áreas 
de conocimiento y desarrollando habilidades que 
les permitan ser competitivos en un mundo 
globalizado, desde un entorno subdesarrollado y 
desigual. 

Sobre todo, recuerden que su educación no es 
solo un derecho, sino también una 
responsabilidad hacia ustedes mismos y hacia la 
sociedad michoacana. Su compromiso con la 
educación de hoy será la base del desarrollo y 
prosperidad de ustedes mismos, de sus familias y, 
por extensión de Michoacán en las próximas 
décadas. 

¡Feliz Día del Estudiante! Que esta celebración 
renueve su pasión por el conocimiento y fortalezca 
su determinación para alcanzar la excelencia 
educativa. 
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26.05.2025 

Michoacán: en emergencia educativa 
	

	

	

Michoacán enfrenta una crisis educativa que 
trasciende las aulas y se convierte en una 
emergencia social que amenaza el futuro de 
nuestras niñas, niños y jóvenes. Mientras la 
mayoría de los estudiantes de educación pública 
básica en la entidad federativa se ven amenazados 
o afectados por paros indefinidos, la violencia 
cobra vidas en los entornos escolares y la 
infraestructura educativa se desmorona ante 
nuestros ojos. Es momento de reconocer que nos 
encontramos en una encrucijada histórica que 
demanda acciones inmediatas y estructurales. 

El reciente paro indefinido de la Coordinadora 
Nacional de Trabajadores de la Educación 
(CNTE), que estalló el Día del Maestro, no es solo 
una manifestación sindical más. Es el síntoma 
visible de décadas de abandono, corrupción y 
políticas públicas insuficientes que han convertido 
a la educación michoacana en rehén de intereses 
políticos y clientelares, mientras los verdaderos 
protagonistas —estudiantes y maestros— pagan las 
consecuencias de esta irresponsabilidad 
institucional. 

La compleja realidad del magisterio michoacano 
refleja la fragmentación de un gremio que debería 
estar empoderado como artífice del cambio social. 
Las divisiones entre facciones, reconocidas o no, 
con o sin toma de nota —CNTE roja "Poder de 
Base", CNTE azul, SNTE, STEM y otros 
sindicatos— han generado un escenario donde la 
unidad necesaria para transformar la educación se 
diluye en disputas internas que solo benefician a 
quienes perpetúan el statu quo. 

Esta fragmentación se evidenció claramente 
durante el paro indefinido, donde las dos 
expresiones de la Sección XVIII de la CNTE 
paralizaron las escuelas con estrategias 
diferenciadas, pero igualmente desestabilizadoras. 
Mientras la facción roja tomó las oficinas de la 
Secretaría de Educación y estableció plantones en 
el centro histórico de Morelia, la facción azul 
realizó asambleas informativas que, en la práctica, 
resultaron en otro día perdido para los 
estudiantes. Este próximo miércoles será un hecho 
que las principales fuerzas gremiales estarán 
plenamente en paro. 
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Las respuestas de las autoridades educativas 
estatales y federales, así como de los poderes 
ejecutivo y legislativo en sus diferentes niveles, 
han sido históricamente reactivas y superficiales.  
Negar y desconocer la realidad imperante es 
inaceptable cuando se tienen atribuciones para 
resolver los problemas públicos. Hoy, el titular de 
la SEP aseveró en su conferencia matutina que en 
Michoacán había un total de cero escuelas 
cerradas. Partir de ahí imposibilita la construcción 
de soluciones. 

La estrategia de "gobiernos de composición" —
que otorga cargos públicos, puestos de elección 
popular y escaños legislativos como mecanismo 
de gobernabilidad— ha demostrado ser 
insuficiente y simuladora, por entregar niveles, 
subsistemas y áreas completas del sistema 
educativo estatal al arbitrio de los grupos fácticos 
que se anidan en su interior. 

Uno de los aspectos más alarmantes de la crisis 
educativa michoacana es la normalización de la 
violencia en los entornos escolares. El asesinato 
de madres de familia en las inmediaciones de las 
escuelas, como los casos documentados en 
Morelia y Uruapan, así como el homicidio del 
maestro Antonio Benjamín, representan una 
tragedia que trasciende las estadísticas para 
convertirse en una herida profunda en el tejido 
social. 

Las comunidades escolares, que deberían ser un 
remanso en la caótica y violenta geografía 
michoacana, se han convertido en escenarios de 
terror que disuaden el ejercicio de los derechos 

educativos. Cada crimen no solo enluta a una 
familia; también aleja de las aulas a otros 
estudiantes, maestros y padres que perciben la 
escuela como un espacio inseguro. 

Por si fuera poco, la existencia de escuelas "de 
palitos", no solamente en comunidades rurales 
alejadas, sino incluso en plena capital del estado, 
como lo documentó un diario nacional esta 
semana, evidencia el grado de improvisación y 
abandono que caracteriza al sistema educativo 
michoacano. Estas telesecundarias, construidas sin 
suficiencia presupuestal previa, sin Clave de 
Centro de Trabajo y en predios irregulares, son 
testimonio de un sistema que prioriza la 
simulación sobre la garantía de derechos 
educativos. 

Mientras las autoridades se refugian en 
justificaciones burocráticas —falta de presupuesto, 
irregularidades administrativas, supuestos 
intereses políticos— los estudiantes que asisten a 
estos planteles enfrentan condiciones que vulneran 
su dignidad y limitan sus oportunidades de 
aprendizaje. La pregunta fundamental permanece 
sin respuesta: ¿qué hace el gobierno para 
garantizar los derechos educativos de estos 
estudiantes? 

La situación actual es resultado de nueve décadas 
de clientelismo y rapacidad de intermediarios 
abusivos que han tratado a los trabajadores de la 
educación como instrumentos políticos más que 
como profesionales de la educación. Los 
maestros, en su mayoría, siguen percibiendo 
menos de dos salarios mínimos mensuales, 
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trabajando en condiciones precarias, sin servicios 
públicos en las escuelas rurales y expuestos a la 
violencia, la inseguridad y las complejas 
situaciones socioemocionales de sus estudiantes. 

Esta realidad los convierte en testigos en primera 
fila del hambre, la delincuencia, la desesperación 
y la miseria que padece la mayoría de los 
mexicanos. Sin embargo, las políticas públicas han 
ignorado sistemáticamente estas condiciones, 
prefiriendo mecanismos de control político que 
perpetúan la precariedad laboral y la 
desmoralización profesional. 

La corrupción en el sector educativo michoacano 
opera como un sistema que involucra tanto a 
corruptores como a corruptos, donde funcionarios 
abusan del poder en beneficio propio mientras 
perpetúan redes de complicidad que drenan 
recursos destinados a la educación. Esta dinámica 
no solo afecta la calidad educativa; también 
erosiona la confianza social en las instituciones y 
perpetúa ciclos de impunidad. 

Por lo anterior, es momento de pasar a la 
construcción de soluciones. Es fundamental 
desarrollar un modelo específico de política 
pública magisterial que reconozca la problemática 
en toda su complejidad. Esta política debe 
construirse mediante consultas participativas que 
definan objetivos claros, estrategias diferenciadas, 
líneas de acción específicas, indicadores 
verificables, presupuesto suficiente y cronogramas 
de implementación realistas. 

Este modelo debe ser incorporado en los 
Presupuestos de Egresos de la Federación y 

estatales, planificado en los Planes Nacionales y 
Estatales de Desarrollo, y reflejado en los 
Programas Sectoriales correspondientes. Solo así 
se eliminará la discrecionalidad, la dependencia 
de la voluntad política coyuntural y los 
mecanismos de corrupción. 

Así también, se debe de formular e implementar 
inmediatamente un programa integral de 
seguridad escolar, el cual debe incluir, entre 
muchas otras acciones coordinadas y 
presupuestadas, mínimamente patrullajes 
sistemáticos durante horarios de entrada y salida 
en todos los planteles educativos, la instalación de 
cámaras de vigilancia en perímetros escolares con 
un centro de control y comando que cuente con 
perspectiva escolar; coordinación interinstitucional 
entre fuerzas de seguridad, autoridades 
educativas y comunidades escolares, protocolos 
de emergencia específicos para cada plantel, 
formación permanente para personal educativo en 
prevención y respuesta ante situaciones de riesgo, 
por principio de cuentas. 

Aunado a lo anterior, debe establecerse con 
suficiencia presupuestal amplia, redestinando los 
cientos de millones de gasto suntuario y 
despilfarro en que incurren los gobiernos para 
diseñar participativamente y operar un programa 
de dignificación de la infraestructura educativa. 
Por ello, debe, con urgencia, regularizarse todas 
las escuelas que operan en condiciones precarias, 
que se les garanticen sus servicios básicos (agua, 
luz, internet, saneamiento) en todos los planteles, 
que establezca estándares mínimos de 
infraestructura educativa, que se cree un fondo de 
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emergencia para atención inmediata de 
situaciones críticas y se implementen mecanismos 
de transparencia en la asignación y ejercicio de 
recursos. 

Adicionalmente, es perentorio que se construya un 
sistema de monitoreo y transparencia educativa, ya 
que la ciudadanía tiene derecho a conocer la 
verdad sobre el estado de la educación y esta 
clase de suspensiones irregulares de las 
actividades escolares, acompañadas de una 
guerra de declaraciones entre las fracciones 
sindicales y grupos gremiales respecto a la 
autoridad, desacreditándose entre sí y 
ensalzándose a sí, sin presentar mayores pruebas 
de sus dichos exigen que haya una plataforma 
pública de información educativa en tiempo real, 
donde grupo por grupo, escuela por escuela, día 
tras día de clases se esclarezca si hubo clases o 
no y cuál fue el motivo de la incidencia, en caso 
de haberla, que existan indicadores verificables 
sobre los aprendizajes, la excelencia o calidad, la 
cobertura y equidad educativa, con mecanismos 
de rendición de cuentas con participación 
ciudadana que constituyan un entramado de 
gobernanza y que les permita a su vez la 
realización de auditorías sociales de los 
programas educativos, contándose con espacios 
institucionales para la participación de padres de 
familia y estudiantes. 

Los tres órdenes de gobierno del poder ejecutivo 
en Michoacán de Ocampo deben de asumir su 
responsabilidad constitucional de garantizar el 
derecho a la educación. Esto implica proponer, 
consultar e implementar soluciones estructurales 

que vayan más allá de los parches coyunturales. La 
gobernabilidad no se construye con simulacros; se 
construye garantizando condiciones dignas para el 
ejercicio de derechos fundamentales. 

Mientras tanto, en el magisterio ya es momento de 
trascender las divisiones facciosas y construir una 
agenda común que coloque en el centro los 
derechos educativos de los estudiantes. La 
dignificación del magisterio y la calidad educativa 
no son objetivos contradictorios; son elementos 
complementarios de una transformación integral 
que beneficia a toda la sociedad y se alcanzarán 
más prontamente en unidad. 

La educación es responsabilidad de todos. Padres 
de familia, sector académico, organizaciones 
sociales, sector empresarial y ciudadanía en 
general deben participar activamente en la 
construcción de soluciones. La indolencia social es 
cómplice del deterioro educativo, en donde 
podemos ser corresponsables indirectos de la 
debacle o constructores colectivos de una nueva 
era para la educación estatal. 

Es fundamental que las autoridades en materia de 
seguridad, de gobernabilidad y educativas 
contribuyan a sacar la educación de la nota roja y 
la conviertan en agenda prioritaria de desarrollo 
social. La cobertura responsable y libre de parte 
de los medios de comunicación puede generar 
conciencia social y presión ciudadana para el 
cambio, si deja de ser coartada. 

Michoacán se encuentra en una encrucijada 
histórica. Podemos continuar con el círculo vicioso 
de conflictos, paros, violencia y abandono que 
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caracteriza la situación actual, o podemos tomar 
las decisiones valientes que requiere una 
transformación estructural del sistema educativo. 

La emergencia educativa michoacana no es solo 
un problema de cifras o estadísticas; es una 
tragedia humana que afecta el presente y el futuro 
de cientos de miles de niñas, niños y jóvenes que 
merecen una educación de excelencia en 
condiciones dignas y seguras. Como lo hemos 
dicho desde Mexicanos Primero Michoacán desde 
2009 a la fecha: cada día perdido en las aulas es 
una oportunidad menos para construir el estado 
próspero y justo que todos anhelamos. 

La solución no está en los escritorios burocráticos 
ni en las negociaciones cupulares. Está en el 
reconocimiento de que la educación es un 
derecho humano fundamental que debe ser 
garantizado con políticas públicas estructurales, 
recursos suficientes, seguridad integral y 
participación social efectiva. 

No podemos permitir que una generación más de 
michoacanos crezca en un sistema educativo que 
los condena a la mediocridad, la violencia y la 
desesperanza. El momento de actuar es ahora. El 
futuro de Michoacán está en juego, y todos 
tenemos la responsabilidad histórica de construir 
las condiciones para que nuestros estudiantes y 
maestros puedan desarrollar su potencial en un 
entorno educativo digno, seguro y de calidad. 

La educación michoacana puede y debe ser 
transformada. Pero esto solo será posible si 
trascendemos los intereses particulares y las 
simulaciones y construimos un proyecto colectivo 
que coloque a los derechos educativos de la niñez 
y la juventud en el centro de nuestras prioridades 
como sociedad. Si es en el presente, deberá ser la 
autoridad quien convoque, si es para futuro, las 
fuerzas sociales vivas de la entidad deberán 
atender este llamado. Que así sea. 
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27.05.2025 

Las razones de la CNTE 
Entre la realidad, el gremialismo, la política pública magisterial y los derechos educativos 

	

	

Desde Mexicanos Primero Michoacán, 
organización comprometida con el derecho de 
todos los niños, niñas y jóvenes mexicanos a vivir 
sus garantías educativas a estar, aprender y 
participar en las escuelas consideramos 
fundamental abordar con rigor analítico y sin 
sesgos ideológicos los fenómenos que impactan el 
sistema educativo nacional. 

El gremialismo magisterial, particularmente el 
representado por la Coordinadora Nacional de 
Trabajadores de la Educación (CNTE), constituye 
una fuerza política y social que ha marcado 
profundamente la agenda educativa del país 
durante las últimas décadas. 

El debate público educativo debe trascender las 
polarizaciones simplistas y los lugares comunes. 
La CNTE no puede ser comprendida únicamente 
como un obstáculo para la mejora educativa, ni 
tampoco como un movimiento exclusivamente 
progresista. La realidad es más compleja y 
matizada. 

Como organización que defiende el derecho a la 
educación tenemos la responsabilidad de analizar 
objetivamente todos los actores del sistema 

educativo, reconociendo tanto sus contribuciones 
legítimas como sus limitaciones. Solo desde esta 
perspectiva equilibrada podemos construir 
propuestas viables que pongan en el centro el 
aprendizaje de los estudiantes sin ignorar las 
condiciones laborales y profesionales de quienes 
ejercen su vocación docente. 

Este análisis busca contribuir a un diálogo más 
informado y constructivo sobre el papel del 
sindicalismo magisterial en la transformación 
educativa que México necesita. No se trata de 
descalificar o enaltecer, sino de comprender para 
actuar con mayor efectividad en favor de la 
educación pública. 

Partamos de la realidad: la CNTE protestó en 
2007 cuando se modificó el régimen de 
jubilaciones y pensiones. Para ellos, el mejor 
momento para que se les hubiera hecho caso y 
resuelto la problemática generada fue hace 18 
años, el segundo momento es hoy. 

El magisterio está enardecido porque hace unos 
meses le intentaron colocar una reforma a la Ley 
del ISSSTE que trastocaba sus derechos laborales, 
así como precarizaba aún más su sistema de 
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jubilaciones y pensiones, condenándolos 
prácticamente a vivir en la miseria los últimos días 
de su vida. Ni Salinas de Gortari se atrevió a tanto 
al respecto. 

El recule de la Presidenta Claudia, quien tuvo que 
reconocer su error y bajar del fast track su 
desastroso proyecto de ley habla por sí mismo. En 
seis años y medio de régimen con aplanadora 
completa jamás se había visto que se sometieran a 
la voluntad popular y rectificaran. 

Ahora, para la CNTE es el mejor momento para 
actuar porque el país está en crisis, en recesión y 
se siente ya la falta de dinero, a pesar de las 
becas y apoyos sociales. El gobierno acusa que no 
hay dinero que alcance para resolver de una vez y 
para siempre la situación, retornando a un 
esquema de pensiones solidario, ni tampoco para 
otorgar el 100 por ciento de incremento salarial. 

También, para la CNTE, es el mejor momento para 
actuar así porque el régimen se valió del 
magisterio para generar oposición, para 
arrebatarle el poder al peñanietismo, para ganar la 
presidencia, para obtener mayoría calificada y 
para refrendarlo un segundo sexenio. Consideran 
que se las deben. 

También, a su decir, es el mejor momento para 
protestar porque llevan seis años y siete meses 
diciendo que van a revalorizar al magisterio y eso 
no ha pasado. El promedio salarial de los 
maestros ronda los dos salarios mínimos y muchos 
aún están en apenas un salario mínimo. 

Es el mejor momento porque nuestro país está 
bañado en sangre, en delincuencia, en violencia y 
los maestros son los primeros respondientes ante 
la crisis que se vive en cada rincón de la nación, 
especialmente en regiones sin ley como muchas 
en Michoacán de Ocampo. Los maestros están en 
contacto pleno con la violencia, la pobreza, la 
migración forzada, las desapariciones, las 
extorsiones, las narco-minas y muchos otros 
flagelos que ya hubieran hecho disuadir de su 
vocación a muchos otros profesionistas. 

La situación se ha escalado derivado de la falta de 
diálogo, de construcción de escenarios de 
solución y de la desatención. El magisterio 
entregó su pliego petitorio hace ya muchos días y 
no los atendieron debidamente. El sello de acuse 
de recibido tiene fecha de hace varias semanas. 
Es necesario que la Secretaría de Gobierno, la 
SEP y la Oficina de la Presidencia esclarezcan sus 
actuaciones al respecto, porque las consecuencias 
se están socializando. 

Si bien, la lucha para adecuar la Ley del ISSSTE 
comienza siendo gremialista, en caso de lograrse 
beneficiará a todos los agremiados, no solo al 
magisterio. 

El gremialismo es una etapa necesaria cuando 
nadie ve por sí mismo ni por los demás, aunque 
no se trate de un movimiento de bases como lo 
concebiría Trotsky.  Hagamos un balance de su 
accionar al respecto. Primeramente, veamos diez 
razones por las cuales el enfoque gremialista de 
las acciones del movimiento centista pudiera ser 
considerado contributivo. 
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1. Defensa de la educación pública gratuita. La 
CNTE ha sido una fuerza consistente en la defensa 
del carácter público y gratuito de la educación, 
oponiéndose a reformas que promuevan la 
privatización o mercantilización del sistema 
educativo mexicano, como el famoso bono 
educativo, que en algún momento se impulsó. 

2. Resistencia a políticas antipedagógicas en 
educación. Ha fungido como contrapeso a 
reformas educativas que subordinen lo 
pedagógico a otros intereses, defendiendo una 
visión de la educación como derecho social y no 
como mercancía. 

3. Democratización sindical. Ha promovido en el 
discurso estructuras sindicales más democráticas y 
participativas, contrastando con el corporativismo 
tradicional del sindicato mayoritario, permitiendo 
mayor participación de las bases magisteriales, sin 
salirse del sindicato oficial. 

4. Defensa de derechos laborales. Ha luchado por 
mantener conquistas laborales históricas como la 
estabilidad en el empleo, prestaciones sociales y 
condiciones dignas de trabajo para los docentes. 

5. Articulación con movimientos sociales. Ha 
establecido vínculos con otros sectores sociales, 
como transportistas, campesinos, obreros y 
estudiantes, entre otros, contribuyendo a la 
construcción de un frente amplio de resistencia 
popular. 

6. Preservación de la educación intercultural. 
Defiende la conformación y subsistencia de 
modelos educativos que respeten la diversidad 

cultural y lingüística, especialmente relevante en 
estados con alta población indígena como 
Michoacán, Oaxaca y Chiapas. 

7. Formación política de los trabajadores. 
Contribuye a la politización y concientización de 
los maestros sobre las estructuras económicas y 
políticas que afectan su trabajo y la educación. Así 
también, ha buscado informar, desde su particular 
cosmovisión, a los ciudadanos, para hacerlos 
conocedores de sus derechos y obligaciones. 

8. Resistencia territorial. En regiones donde el 
Estado tiene presencia débil, los maestros 
organizados han sido actores clave en la defensa 
del territorio contra proyectos extractivos o de 
despojo, así como de la delincuencia organizada. 
Como consecuencia de ello, hay profesores que a 
la fecha continúan desaparecidos en Michoacán. 

9. Innovación pedagógica alternativa. Impulsa 
propuestas educativas alternativas que incorporan 
pedagogías críticas y populares, alejándose de 
modelos educativos verticales estandarizados, 
donde les ha faltado aún apertura para dialogar al 
respecto y construir soluciones a escala 
comunitaria. 

10. Tradición de lucha histórica, Mantiene viva una 
tradición de resistencia que conecta con luchas 
históricas del magisterio mexicano y movimientos 
populares. 

En contraste, también existen razones fundadas 
por las cuales el gremialismo de la CNTE puede 
considerarse conflictivo. Veamos: 
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1. El corporativismo sectorial, ya que puede 
reproducir lógicas corporativas que priorizan los 
intereses gremiales por encima del interés 
general, limitando mejoras educativas que 
requieren cambios en prácticas docentes. 

2. La resistencia a la evaluación y rendición de 
cuentas. Su oposición sistemática a mecanismos 
de evaluación puede obstaculizar procesos 
legítimos de mejora de los aprendizajes y de 
rendición de cuentas, dando ápice a la 
simulación, a la opacidad y a escasos logros en el 
aprendizaje. 

3. Instrumentalización política Existe riesgo de que 
grupos políticos externos o actores electoreros 
clave instrumentalicen las movilizaciones 
magisteriales para fines que no necesariamente 
benefician los derechos educativos de las niñas, 
niños y jóvenes. 

4. Afectación del derecho a la educación. Los 
paros prolongados y bloqueos vulneran 
francamente el derecho constitucional de los 
estudiantes a recibir educación, especialmente en 
contextos de pobreza, de violencia y de 
migración. 

5. Verticalismo interno. Pese a su discurso 
democratizador, algunas secciones pueden 
reproducir prácticas verticales y autoritarias en su 
organización interna, razones por las cuales han 
ocurrido confrontaciones y escisiones en la 
Sección XVIII de Michoacán en los últimos años. 

6. Resistencia al cambio pedagógico. La defensa 
de usos y costumbres en el contexto educativo y 

administrativo puede traducirse en resistencia a 
innovaciones pedagógicas necesarias y cambios 
curriculares pertinentes, así como a evitar el 
diálogo con otras visiones pedagógicas. 

7. Polarización social. Sus métodos de protesta 
pueden generar polarización en las comunidades, 
especialmente cuando afectan servicios públicos 
esenciales por períodos prolongados. Y esto, a su 
vez, puede ser catalizado por parte de los 
denostadores del movimiento para confrontar a la 
población con las expresiones gremiales. 

8. Debilitamiento institucional. La confrontación 
constante puede debilitar instituciones educativas 
y generar ingobernabilidad en el sector, 
dificultando la planeación a largo plazo y el 
restablecimiento del tejido social en las 
comunidades escolares, donde resulta común que 
coexistan trabajadores pertenecientes a diversas 
fuerzas gremiales del magisterio estatal. 

9. Reproducción de clientelismo y gérmenes de 
corrupción. En algunas regiones, las estructuras 
de la CNTE pueden reproducir prácticas 
clientelares y de intercambio de favores políticos, 
así como el tráfico de influencias que al 
monetizarse se convierte en una serie de actos de 
corrupción. 

10. Limitaciones para el diálogo constructivo. La 
radicalización de posiciones puede dificultar 
espacios de diálogo y negociación que permitan 
acuerdos duraderos para mejorar el sistema 
educativo. Especialmente cuando hay acusaciones 
personales y exigencias de destituciones, o, en 
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contraparte, una exhibición de los líderes, sus 
redes personales y sus estilos de vida. 

Ciertamente, estas tensiones reflejan las 
contradicciones propias del sindicalismo en el 
contexto del modelo económico mexicano 
imperante a la fecha, donde coexisten demandas 
legítimas de justicia social con dinámicas que 
pueden limitar transformaciones educativas 
necesarias, a la vez que, afectar los derechos 
educativos de millones de niñas, niños y jóvenes 
en la nación, así como el derecho al trabajo, al 
libre mercado, al transporte y a la paz de millones 
de ciudadanos. 

En pro de los derechos educativos de las niñas, 
niños y jóvenes en Michoacán, como estudiosos 
del sistema educativo y observadores de sus 
dinámicas internas, colocamos estas cuestiones a 
la vista de la opinión pública en aras de que se 
comprenda mejor la situación que sucede y, con 
ello se priorice en la agenda pública la 
construcción de una solución para la problemática 
magisterial, que sea estructural, institucionalizada, 
con apego al estado de derecho y a la 
normatividad aplicable, así como bajo los 
principios de progresividad y de suficiencia 
presupuestal, alejándola de la discrecionalidad, de 
la voluntad política y de las filias y fobias hacia el 
magisterio que han generado movimientos 
internos que ahora cunden en la nación. 

El análisis del gremialismo de la CNTE revela la 
complejidad inherente a los movimientos 
sindicales en el contexto educativo mexicano. Sus 
contradicciones reflejan tensiones más amplias 

entre la defensa de derechos laborales legítimos y 
la necesidad de transformaciones educativas 
profundas que beneficien principalmente a los 
estudiantes. 

Es evidente que ni la demonización ni la 
idealización de la CNTE contribuyen a mejorar la 
educación. Su papel histórico en la defensa de la 
educación pública debe reconocerse, pero 
también debe evaluarse críticamente cuando sus 
acciones limitan el derecho de los estudiantes a 
aprender. 

La polarización no ha conducido a mejoras 
sustantivas en el sistema educativo. Se requieren 
espacios de diálogo genuino donde puedan 
convergir la defensa de los derechos laborales 
docentes con la urgencia de elevar la calidad 
educativa. Esto implica que tanto el gobierno 
como las organizaciones magisteriales asuman 
responsabilidades compartidas. 

Cualquier evaluación del sindicalismo magisterial 
debe tener como criterio fundamental su impacto 
en el aprendizaje de los estudiantes. Las mejores 
intenciones políticas o laborales no justifican 
acciones que vulneren sistemáticamente el 
derecho constitucional a la educación. 

La democratización real del sindicalismo 
magisterial no puede limitarse a cambios en las 
estructuras internas, sino que debe reflejarse en 
una mayor apertura al diálogo con padres de 
familia, estudiantes y sociedad civil organizada. 

Desde Mexicanos Primero Michoacán reafirmamos 
nuestro compromiso con una educación pública 
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universal, laica, gratuita, inclusiva y de excelencia, 
que sea resultado del trabajo conjunto entre 
docentes dignamente tratados y reconocidos, 
autoridades responsables y una sociedad civil 
vigilante. 

El gremialismo magisterial puede ser parte de la 
solución si evoluciona hacia formas más abiertas, 
democráticas y centradas en el aprendizaje de los 
estudiantes. Esta transformación no ocurrirá por 
decreto, sino a través del diálogo persistente, el 

reconocimiento mutuo y el compromiso 
compartido con el futuro educativo de México y 
de Michoacán de Ocampo en particular. 

Particularmente, exijamos que, por los derechos 
educativos de las niñas, niños y jóvenes, se 
reconozca la problemática magisterial, se trace 
una ruta de solución y se construya política 
pública magisterial, como ruta de salida para estos 
conflictos. ¡Que así sea! 
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30.05.2025 

La conflagración en el sistema educativo 
	

El enfrentamiento entre la Coordinadora Nacional 
de Trabajadores de la Educación y el gobierno 
federal cerró mayo sin visos claros de solución, 
configurando un panorama que amenaza con la 
michoacanización de la educación nacional si no 
se resuelve la problemática estructural que 
subyace al conflicto. Esta confrontación, lejos de 
ser un episodio aislado, representa la culminación 
de décadas de tensiones no resueltas entre el 
magisterio organizado y las autoridades educativas 
federales. 

Desde su fundación en 1979, la CNTE se ha 
manifestado como una organización disidente al 
interior del Sindicato Nacional de Trabajadores de 
la Educación, estableciendo en su Proyecto 
Político Sindical objetivos que trascienden lo 
meramente laboral: democratizar el sindicato 
oficial, mejorar las condiciones laborales docentes 
e incidir en la vida política nacional para revertir 
el modelo socioeconómico imperante. Esta visión 
transformadora ha convertido a la Coordinadora 
en un actor político de primer orden, capaz de 
paralizar sistemas educativos estatales completos 
cuando considera que sus demandas 
fundamentales no son atendidas. 

Durante más de tres décadas, estados como 
Michoacán, Oaxaca, Guerrero, Chiapas y la 

Ciudad de México han sido escenario de protestas 
magisteriales de intensidad variable, buscando 
siempre una doble negociación que permita a sus 
agremiados alcanzar beneficios adicionales a los 
obtenidos por el sindicato oficial. Esta estrategia 
dual ha demostrado su efectividad histórica, pero 
también ha generado un patrón de confrontación 
cíclica que se repite cada vez que las condiciones 
políticas y económicas nacionales se modifican 
sustancialmente. 

Las causas estructurales de este movimiento están 
íntimamente relacionadas con el manejo 
corporativista del SNTE, su falta de apertura a 
procesos electivos democráticos y la paulatina 
precarización que ha sufrido el magisterio 
nacional en las últimas décadas. El deterioro 
salarial, la pérdida de prestaciones, la imposición 
de reformas educativas sin consulta real al 
magisterio y la modificación unilateral de los 
sistemas de jubilación han creado un caldo de 
cultivo propicio para el surgimiento y 
fortalecimiento de movimientos disidentes como la 
CNTE. 

El actual movimiento de protesta surge como 
respuesta directa a la intentona gubernamental de 
modificar la Ley del ISSSTE, que habría alargado 
la edad mínima para la jubilación magisterial. 
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Aunque la presidenta Claudia Sheinbaum Pardo 
instruyó retirar la iniciativa tras la indignación 
generada, esta acción tocó viejas heridas que han 
llevado a la Coordinadora a exigir la abrogación 
total de la Ley del ISSSTE vigente desde 2007, 
demandando el retorno a un régimen de 
jubilaciones y pensiones solidario que existía 
anteriormente. 

El Pliego Petitorio 2025 de la CNTE incluye 
demandas de gran calado que van más allá de la 
coyuntura inmediata. Entre las más significativas se 
encuentra la exigencia de un incremento salarial 
del cien por ciento, la abrogación de la Ley de la 
Unidad del Sistema para la Carrera de las y los 
Maestros, el retorno al esquema de jubilaciones 
anterior a la reforma de 2007 y la 
democratización real de los procesos de 
promoción docente. Estas demandas reflejan no 
solo preocupaciones económicas inmediatas, sino 
una visión integral de reforma del sistema 
educativo nacional que incluye aspectos laborales, 
pedagógicos y de gobernanza sindical. 

En respuesta, la autoridad no ha dado mayor 
muestra de voluntad de avanzar al respecto, ni 
tampoco de transparentar la situación. El reporte 
de la semana pasada respecto a las escuelas 
cerradas fue insuficiente, incompleto y 
negacionista. Esta semana cierra con el 
Comunicado No. 20 emitido por la Secretaría de 
Educación Pública emitido ayer, el cual constituye 
un ejercicio de comunicación política que merece 
análisis detallado por sus objetivos explícitos y 
subyacentes. En su superficie, el documento busca 
legitimar la posición gubernamental ante la 

opinión pública, demostrar buena fe mediante la 
presentación de cinco propuestas específicas y 
justificar las limitaciones presupuestales como 
marco inevitable de las negociaciones. Sin 
embargo, una lectura más profunda revela 
objetivos menos evidentes, pero igualmente 
importantes: deslegitimar las acciones de protesta 
presentándolas como dañinas para la ciudadanía, 
generar presión social sobre los maestros 
enfatizando el impacto en el cierre del ciclo 
escolar, construir un discurso maniqueo de 
responsabilidad gubernamental versus 
irresponsabilidad sindical, y preparar el terreno 
político para medidas más firmes si no hay 
respuesta favorable de la dirigencia magisterial. 

El análisis discursivo del comunicado revela 
múltiples falacias lógicas que debilitan 
sustancialmente su argumentación. La más 
evidente es la falacia de falsa dicotomía, que 
presenta únicamente dos opciones viables: el 
diálogo constructivo versus la afectación 
ciudadana, omitiendo deliberadamente que los 
conflictos laborales pueden tener causas 
estructurales legítimas que requieren soluciones 
complejas y multidimensionales que van más allá 
de las mesas de negociación tradicionales. 

Igualmente problemática resulta la constante 
apelación al bien común y al interés de las familias 
para deslegitimar demandas laborales específicas, 
configurando una clásica falacia ad populum. Esta 
estrategia argumentativa resulta especialmente 
débil cuando se considera que no existe 
correlación directa entre los orígenes históricos de 
las protestas magisteriales y las necesidades 
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inmediatas de las mayorías ciudadanas, además 
de que evita abordar las responsabilidades 
gubernamentales en la generación y perpetuación 
del conflicto. 

El comunicado también incurre en una 
generalización apresurada al asumir que todos los 
bloqueos y manifestaciones son injustificados, sin 
analizar las causas estructurales del conflicto ni las 
condiciones laborales y sociales que han llevado a 
más de un millón doscientos mil trabajadores de la 
educación a esta situación límite. Esta 
simplificación excesiva impide comprender la 
complejidad real del fenómeno y, por tanto, 
diseñar soluciones efectivas y duraderas. 

Particularmente grave resulta la utilización de la 
falacia del hombre de paja, que simplifica 
deliberadamente las demandas magisteriales 
reduciéndolas a mera irresponsabilidad sindical, 
evitando abordar la complejidad histórica del 
conflicto y todas las afectaciones que han recibido 
los trabajadores educativos durante décadas de 
políticas inconsistentes y reformas impuestas 
unilateralmente. Esta estrategia discursiva impide 
el reconocimiento de la legitimidad parcial de 
algunas demandas y, por tanto, la construcción de 
puentes reales hacia la solución del conflicto. 

Finalmente, el comunicado recurre 
constantemente a la apelación a la autoridad, 
utilizando los cargos de los funcionarios firmantes 
como argumento de legitimidad, mientras omite 
evaluar cuidadosamente la solidez real de las 
propuestas presentadas y su viabilidad tanto 

política como presupuestal a mediano y largo 
plazo. 

Las movilizaciones de la CNTE han generado 
afectaciones sistémicas que trascienden 
ampliamente el ámbito educativo, impactando 
múltiples dimensiones de la vida social y 
económica nacional. Según reconocimiento oficial 
de la SEP en conferencia presidencial matutina, 
las afectaciones educativas directas incluyen la 
paralización de más de doce mil cuatrocientos 
planteles en Oaxaca, tres mil trescientas escuelas 
en Chiapas, tres mil quinientas en Guerrero, 
además de afectaciones menores pero 
significativas en Baja California Sur, Chihuahua y 
la Ciudad de México. 

Sin embargo, estas cifras oficiales subestiman 
dramáticamente la realidad nacional, omitiendo al 
menos mil quinientas escuelas paralizadas en 
Michoacán, un centenar en Yucatán, y requiriendo 
revisión sustancial en la Ciudad de México donde 
la cifra oficial de setenta y nueve escuelas parece 
inconsistente con la magnitud de las 
movilizaciones observadas. La cifra gubernamental 
de un millón doscientos mil estudiantes afectados 
podría fácilmente duplicarse según estimaciones 
periodísticas independientes que consideran no 
solo las escuelas oficialmente cerradas, sino 
también aquellas que han suspendido actividades 
por razones indirectas relacionadas con el 
conflicto. 

Una afectación particularmente grave y poco 
analizada es el efecto multiplicador del caos que 
generan las declaratorias de paro magisterial. Ante 
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la incapacidad crónica de las autoridades 
educativas estatales para controlar efectivamente la 
asistencia docente y mantener la operación regular 
de los planteles, numerosas comunidades 
escolares y grupos específicos de maestros 
aprovechan la coyuntura para suspender clases 
por la libre, sin participar necesariamente en las 
movilizaciones oficiales de la CNTE, pero 
beneficiándose de la impunidad generalizada que 
genera la ingobernabilidad temporal del sistema 
educativo. 

Las protestas han impactado también gravemente 
la movilidad urbana y regional, con obstrucciones 
vehiculares sistemáticas en avenidas principales, 
casetas de peaje y nodos neurálgicos del 
transporte. El caso más dramático se observó en 
Morelia, donde la ciudad colapsó el miércoles 27 
durante siete horas, obligando a decenas de miles 
de ciudadanos a caminar largas distancias para 
llegar a sus empleos, mientras estudiantes de 
educación básica, de la mano de sus madres, 
recorrieron varios kilómetros sobre el periférico y 
las avenidas principales de la capital esforzándose 
bajo las inclemencias ambientales para ejercer su 
derecho constitucional a la educación. 

Adicionalmente, las movilizaciones han incluido el 
cierre sistemático de oficinas de dependencias 
educativas, la toma prolongada de presidencias 
municipales en comunidades alejadas, y los 
constantes intentos de toma de vías férreas en 
Michoacán, acciones que han requerido la 
intervención de fuerzas de seguridad con gases 
lacrimógenos y otros medios de contención. 
Particularmente preocupante resulta el riesgo 

latente de boicot a las elecciones federales y 
locales programadas para el primero de junio, lo 
cual agregaría una dimensión de crisis 
democrática al ya complejo panorama de 
ingobernabilidad educativa. 

El impacto económico de la paralización educativa 
resulta devastador y fácilmente cuantificable 
cuando se considera que cada día del calendario 
escolar oficial representa una inversión millonaria 
en recursos humanos, infraestructura y programas 
educativos. Con un calendario de ciento noventa 
días de clases, cada jornada perdida representa 
más de 150 millones de pesos en recursos 
públicos completamente desaprovechados, 
cantidad que debe prorratearse entre el único 
servicio que reciben los beneficiarios del sistema: 
las clases regulares. A esta pérdida directa se 
suman las afectaciones económicas al comercio 
local, los costos adicionales para particulares que 
deben reorganizar sus actividades cotidianas, y los 
gastos de reparación por actos vandálicos que 
invariablemente acompañan este tipo de 
movilizaciones masivas. Las afectaciones más 
costosas, las que implican el futuro de la niñez y la 
juventud michoacanas son llanamente 
incalculables. 

Esta situación configura lo que solo puede 
describirse como una derrota generalizada donde 
todos los actores involucrados salen perdiendo, 
pero especialmente aquellos sectores sociales que 
han depositado sus aspiraciones de movilidad 
social en el sistema educativo estatal: las niñas, 
niños y jóvenes de estratos sociales marginados 
que ven truncadas sus oportunidades de 
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aprendizaje en momentos cruciales de su 
desarrollo académico y personal. 

Las negociaciones actuales enfrentan limitaciones 
estructurales importantes, ya que la mayoría de las 
exigencias principales de la CNTE involucran 
cuestiones que solo pueden resolver 
coordinadamente los poderes ejecutivo y 
legislativo federales. La reforma abrogatoria de la 
Ley del ISSSTE de 2007 y la modificación 
sustancial del esquema de jubilaciones 
implementado desde 1997 requieren no solo 
voluntad política de la administración federal, sino 
también capacidad legislativa y consensos 
partidarios que trascienden ampliamente el ámbito 
de las mesas de diálogo sectoriales 
tradicionalmente utilizadas para resolver conflictos 
magisteriales. 

La coyuntura política nacional agrega complejidad 
adicional al conflicto magisterial. Con una crisis 
de violencia que ha alcanzado niveles extremos, 
incluyendo la reciente ejecución de ocho militares 
en Michoacán mediante el uso de minas terrestres, 
tensiones crecientes en la política internacional, y 
la proximidad inmediata de las elecciones del 
primero de junio, el conflicto educativo representa 
simultáneamente una distracción política 
inoportuna y una oportunidad para diversos 
actores de presionar por sus agendas particulares. 

Particularmente relevante resulta el hecho de que 
la aplicación de la prueba PISA 2025, 
prácticamente la única evaluación estandarizada 
de aprendizaje a nivel nacional se haya realizado 
precisamente durante el desarrollo del paro 

magisterial, con posibles afectaciones 
significativas a la muestra poblacional establecida 
para garantizar la representatividad estadística de 
los resultados. Las implicaciones de esta 
coincidencia temporal, cuyos efectos reales están 
aún por determinarse y transparentarse 
públicamente, podrían impactar la comparabilidad 
internacional de los datos mexicanos y la 
credibilidad de las políticas educativas basadas en 
evidencia. 

El uso de gases lacrimógenos y hasta de resorteras 
por parte de las autoridades de seguridad 
michoacanas para defender las vías del tren 
evidencia el nivel crítico de tensión alcanzado en 
el conflicto. Esta escalada represiva revela 
síntomas preocupantes de ingobernabilidad que, 
de no atenderse adecuadamente, podrían derivar 
en focos de estado fallido donde las autoridades 
pierdan completamente la rectoría territorial y la 
capacidad de garantizar derechos fundamentales 
como la educación, la seguridad y la libre 
circulación. 

El Comunicado de la SEP resulta claramente 
insuficiente para la magnitud histórica y estructural 
del problema que enfrenta el sistema educativo 
nacional. Su contenido no justifica los altos 
salarios de cientos de funcionarios de la estructura 
gubernamental de la dependencia, ni las acciones 
de bajo impacto que tradicionalmente se realizan 
en los mismos planteles de siempre en Michoacán 
y otros estados conflictivos, acciones que 
permanecen completamente desvinculadas de la 
problemática estructural que vive el magisterio y 
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ajenas a cualquier contribución real hacia la 
solución del conflicto. 

La situación actual demanda que las autoridades 
federales reconozcan explícitamente la legitimidad 
histórica de las demandas magisteriales, más allá 
de la coyuntura política inmediata, y establezcan 
mesas de negociación con capacidad real de toma 
de decisiones que incluyan representantes tanto 
del Ejecutivo como del Legislativo federal. Resulta 
indispensable desarrollar un cronograma 
específico y público para abordar las reformas 
estructurales demandadas, particularmente la 
revisión integral del sistema de jubilaciones y 
pensiones, así como implementar mecanismos 
efectivos de compensación por los días de clases 
perdidos, incluyendo programas intensivos de 
recuperación académica que garanticen que los 
estudiantes afectados no vean comprometido 
permanentemente su desarrollo educativo. 

Igualmente, crucial resulta el diseño de una 
estrategia de comunicación gubernamental que 
abandone definitivamente las falacias discursivas 
identificadas y reconozca honestamente la 
complejidad multidimensional del conflicto, sus 
causas históricas y la responsabilidad compartida 
de todos los actores involucrados en su 
generación y perpetuación. 

La educación pública mexicana no puede 
continuar siendo rehén de un conflicto que refleja 
décadas acumuladas de políticas educativas 
inconsistentes, manejo corporativista del 
sindicalismo magisterial y ausencia de visión 
estratégica de largo plazo por parte de las 

autoridades educativas federales y estatales. Los 
más de un millón doscientos mil estudiantes 
directamente afectados, las familias que caminan 
kilómetros bajo condiciones climáticas adversas 
para ejercer el derecho constitucional a la 
educación, y las comunidades escolares 
abandonadas temporalmente a merced de la 
delincuencia y el deterioro físico, merecen 
respuestas estructurales sólidas y sostenibles, no 
comunicados gubernamentales insuficientes que 
perpetúan la retórica sin abordar las causas reales 
del problema. 

Es momento de cambiar definitivamente la 
situación. La gobernabilidad educativa nacional 
está en juego, y con ella, el futuro de millones de 
mexicanos que han depositado legítimamente sus 
esperanzas de movilidad social en un sistema 
educativo público que hoy se encuentra 
completamente paralizado por la incapacidad 
política persistente para resolver conflictos 
estructurales que pudieron y debieron atenderse 
hace décadas, cuando sus dimensiones eran 
menores y sus soluciones más viables. El costo 
social de la inacción continuará acumulándose 
exponencialmente cada día, pero más grave aún 
resulta el costo histórico de perpetuar un sistema 
que ha convertido la educación pública en campo 
de batalla permanente entre intereses políticos y 
corporativos, mientras las aulas permanecen vacías 
y los sueños de los sectores más vulnerables de la 
sociedad se desvanecen en la impunidad 
característica de un conflicto aparentemente sin 
solución estructural a la vista. ¡Merecemos un 
gobierno educador! 
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31.05.2025 

¡Por más días efectivos de clases! 

 
 

La emergencia educativa nacional nos demanda a 
todos los mexicanos a estar siempre a favor y en 
defensa de los derechos de las infancias y 
juventudes en la nación. Uno de los indicadores al 
respecto es el tiempo de aprendizaje. La decisión 
de la Secretaría de Educación Pública de reducir 
el calendario escolar 2025-2026 de 190 a 185 
días lectivos para otorgar una semana adicional de 
vacaciones a los docentes representa un retroceso 
en materia educativa que compromete el derecho 
fundamental al aprendizaje de niñas, niños y 
jóvenes mexicanos. Hay por lo menos diez 
razones por las cuales esta decisión unilateral es 
perjudicial: 

1. Violación del derecho constitucional a la 
educación.  La reducción de días lectivos 
constituye una disminución directa del tiempo 
educativo para lograr alcanzar lo que está 
garantizado constitucionalmente en el Artículo 
Tercero. El Estado tiene la obligación de 
maximizar, no de reducir, las oportunidades de 
aprendizaje de la población estudiantil. 

2. Agravamiento de las brechas de aprendizaje 
existentes. México ya presenta rezagos educativos 
significativos a nivel internacional, recordemos el 

estancamiento que manifiestan los resultados de la 
Prueba PISA 2022 respecto a la PISA 2000, 
donde prácticamente no hemos avanzado. 
Recortar tiempo da ápice a que se amplifiquen 
estas desventajas y que, posiblemente se 
perpetúen las desigualdades educativas que 
afectan especialmente a estudiantes de contextos 
vulnerables. 

3. Incumplimiento de estándares internacionales. 
Los organismos internacionales recomiendan 
incrementar, no disminuir, el tiempo efectivo de 
aprendizaje. Esta medida va en sentido contrario a 
las mejores prácticas educativas mundiales y 
compromete la competitividad educativa del país, 
colocando en posible desventaja a los estudiantes 
y egresados de nuestro sistema educativo en un 
contexto internacional. 

4. Priorización de congraciamiento con actores 
gremiales sobre el interés superior de la niñez. La 
decisión busca atemperar el proceso de 
negociación en un proceso de paro y 
movilizaciones ante una agenda magisterial 
irresuelta, así como demandas sindicales por 
encima del derecho fundamental de millones de 
estudiantes a recibir una educación integral y 
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suficiente, invirtiendo la jerarquía de prioridades 
que debe regir la política educativa, sin acertar a 
distinguir entre ésta y la política pública 
magisterial. 

5. Impacto desproporcionado en estudiantes de 
familias trabajadoras. Las familias de menores 
recursos dependen del sistema educativo público 
para el cuidado y formación de sus hijos. La 
reducción del calendario afecta especialmente a 
estas familias que no pueden costear alternativas 
educativas privadas, ni tampoco guarderías, 
exponiendo gravemente a los estudiantes a riesgos 
de toda índole, al no contar con la supervisión de 
adultos. 

6. Contradicción con los objetivos de 
recuperación postpandemia. Después de las 
pérdidas de aprendizaje ocasionadas por COVID-
19, la prioridad debería ser recuperar y fortalecer 
el tiempo educativo, no reducirlo. Esta medida 
puede contribuir a profundizar el rezago 
acumulado en los últimos años. 

7. Mensaje negativo sobre la valoración de la 
educación. Reducir días de clase envía una señal 
social equivocada sobre la importancia que el 
gobierno otorga a la educación, contribuyendo a 
devaluar la percepción social del proceso 
educativo. 

8. Pérdida de competencias curriculares 
esenciales. Cinco días menos de clase representan 
por lo menos 20 horas lectivas perdidas, tiempo 
suficiente para el desarrollo de competencias 
fundamentales en matemáticas, lectura, ciencias y 

otras áreas críticas del conocimiento. Es decir, la 
cantidad de clases puede comprometer el 
cumplimiento cabal de los planes y programas de 
estudio, así como el logro de aprendizajes 
esperados. 

9. Precedente peligroso para futuras 
negociaciones. Esta concesión, que, 
primeramente, no guarda relación con el pliego 
petitorio de la CNTE, donde no piden acortar el 
calendario escolar establece un precedente que 
puede derivar en futuras reducciones del tiempo 
educativo como moneda de cambio en 
negociaciones laborales, poniendo en riesgo la 
estabilidad del calendario escolar. 

10. Ausencia de compensación pedagógica. No 
se han anunciado medidas compensatorias como 
intensificación de actividades educativas, 
programas de reforzamiento o extensión de 
horarios que mitiguen el impacto de la reducción 
del tiempo lectivo. 

Hay cinco acciones que se deben de hacer 
inmediatamente: 

1. La reversión inmediata de la medida. Es 
imperativo que la SEP revierta la decisión de 
reducir el calendario escolar y mantenga los 190 
días lectivos establecidos originalmente, 
priorizando el derecho educativo de los 
estudiantes sobre demandas gremiales. Retirar 
días de clase del calendario, en absoluto es la 
manera de congraciarse con el magisterio, ni 
tampoco la forma de resolver los rezagos 
acumulados en la revalorización docente. 
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2. La construcción de mecanismos de 
compensación educativa. Es urgente el diseño e 
implementación inmediata de programas de 
reforzamiento académico, extensión de jornadas 
escolares y actividades complementarias que 
compensen las horas lectivas perdidas en ciclos 
anteriores. 

3. Transparencia presente y futura en decisiones 
que impacten los derechos de las infancias y las 
juventudes.  Todas las decisiones que afecten el 
tiempo y la posibilidad de alcanzar aprendizajes 
en el sistema educativo deberían ser sometidas a 
consulta pública y evaluación del posible impacto, 
garantizando la participación de la comunidad 
educativa, académicos, investigadores, sociedad 
civil y ciudadanía. 

4. La priorización de los derechos de las niñas, 
niños y jóvenes.  El gobierno federal debe 
establecer como principio irrenunciable que 
ninguna medida instrumental tecnocrática ni 
política, en aras de mejorar el clima de 

negociación laboral o de tomar decisión 
administrativa  alguna podrá comprometer el 
derecho fundamental de niñas, niños y jóvenes a 
recibir educación de excelencia. 

5. Rendición de cuentas y evaluación de 
resultados. Paralelamente, debe construirse e 
implementarse un sistema de monitoreo y 
evaluación que permitan medir el impacto real de 
estas decisiones en los aprendizajes estudiantiles y 
que los responsables de políticas educativas 
rindan cuentas públicas sobre los resultados 
obtenidos. 

La educación no es negociable. El tiempo de 
aprendizaje de nuestros estudiantes no puede ser 
moneda de cambio en acuerdos políticos. 

Es hora de que las autoridades educativas pongan 
en el centro de sus decisiones el derecho 
fundamental de millones de niñas, niños y jóvenes 
mexicanos a aprender, el cual se compromete 
cuando hay menos tiempo efectivo de clases. 
¡Merecemos un gobierno educador! 
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06.06.2025 

La michoacanización de la 
educación nacional 

 

	

Defender y expandir los derechos educativos de 
las niñas, niños y jóvenes no es solamente una 
misión para los funcionarios, ni para los activistas 
del rubro, sino que es vocación que se cultiva 
desde la formación inicial docente y se irriga día 
tras día en el ejercicio profesional de más de 1.2 
millones de maestros mexicanos. 

En Michoacán, los trabajadores de la educación 
cuentan con circunstancias complejas y 
desfavorables para su ejercicio profesional. Las 
condiciones imperantes lo han convertido en 
caldo de cultivo y en laboratorio político, electoral 
y gremial a la vez. 

En este mismo espacio, en 2019 advertíamos de 
que, en caso de no atenderse y resolverse 
estructuralmente la problemática de nuestra 
entidad federativa, la situación cundiría y se 
multiplicaría por todo el país. Hoy, el ejemplo de 
Michoacán de Ocampo cunde por toda la nación: 
las semejanzas en cuanto a las condiciones 
precarizadas de los trabajadores de la educación, 
la situación de violencia, inseguridad, pobreza, 
marginación, abandono escolar y demás factores 
mantienen sensibilizados, alertas e indignados a 

miles de docentes; mientras que la actitud 
gubernamental no abona a la solución estructural 
del atávico abandono del gremio magisterial y sus 
necesidades legítimas. 

Hoy, resulta innegable que la michoacanización 
del conflicto magisterial está en marcha. La 
Coordinadora Nacional de Trabajadores de la 
Educación (CNTE) concluye una semana más de 
paro nacional y jornada de protestas multiplicadas 
en la geografía mexicana. Este no es un fenómeno 
aislado ni espontáneo. Sus raíces se hunden 
profundamente en la tierra michoacana, donde 
desde hace más de tres décadas se gestó un 
modelo de resistencia que hoy se replica en todo 
el territorio nacional. 

La historia de la CNTE no puede contarse sin 
entender que nuestra entidad funcionó como el 
laboratorio donde se experimentaron las formas 
organizativas que hoy caracterizan al movimiento 
nacional. En los años ochenta, cuando el 
corporativismo mantenía un control férreo sobre el 
sindicalismo mexicano, los maestros michoacanos 
comenzaron a desarrollar prácticas organizativas 
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que contrastaban radicalmente con el autoritarismo 
centralista. 

Esta experiencia democrática temprana no se 
limitó a elegir dirigentes, sino que transformó la 
cultura sindical. Las asambleas se convirtieron en 
espacios de deliberación, no en simulacros de 
participación. La rendición de cuentas dejó de ser 
una formalidad para convertirse en una práctica 
cotidiana. Los maestros michoacanos demostraron 
que era posible construir un sindicalismo 
diferente, desde el gremialismo, y esta 
demostración resonó en todo el país. 

Hoy, cuando observamos las protestas de junio de 
2025, vemos cómo estas formas de organización, 
acompañadas de medidas de presión social se 
han expandido nacionalmente. Estas acciones 
buscan presionar al gobierno ante la falta de 
respuesta a sus demandas laborales, pero la 
presión no se ejerce desde estructuras verticales, 
sino desde una red horizontal de secciones que 
mantienen su autonomía mientras coordinan 
acciones nacionales. 

La condición rural de Michoacán no fue un 
obstáculo para la organización sindical, sino su 
fortaleza. Los maestros que trabajaban en 
comunidades indígenas y campesinas 
desarrollaron una sensibilidad social que 
trascendía lo meramente laboral. Esta experiencia 
en territorios marginados les permitió entender 
que los problemas educativos no podían separarse 
de las problemáticas sociales más amplias. 

Esta perspectiva territorial se proyectó 
nacionalmente porque otros estados con 

características similares encontraron en la 
experiencia michoacana un modelo replicable. Los 
maestros de Oaxaca, Chiapas y Guerrero, que 
también trabajaban en condiciones de 
marginación, han intercambiado experiencias y 
generado metodologías organizativas parecidas a 
la michoacana adaptándola a sus propias 
realidades. 

En la serie de reuniones entre representantes del 
magisterio y autoridades de la Secretaría de 
Gobernación se ha visibilizado que los históricos 
pliegos petitorios de Michoacán son sumamente 
parecidos a los que enarbola hoy el 
conglomerado de secciones de la CNTE. En ellos 
se abordan exigencias como mejoras salariales, 
basificación de plazas, incremento en el 
presupuesto educativo y respeto a la bilateralidad. 
Estas demandas reflejan cómo la agenda 
michoacana se ha nacionalizado: los problemas 
de las escuelas rurales de Michoacán son muy 
parecidos a los retos que afrontan las escuelas 
rurales de todo el país. 

Las protestas actuales de 2025 reflejan esta 
comprensión ampliada. Los representantes del 
sindicato educativo buscan un aumento salarial 
con un sueldo mínimo de 16 mil pesos mensuales; 
derogación de la Ley del ISSSTE -sin Afores, ni 
UMAs ; reincorporación de maestros despedidos y 
basificación de quienes tienen contratos 
temporales. Estas demandas trascienden lo 
meramente salarial para abordar las condiciones 
estructurales que perpetúan la precariedad 
educativa. 
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En contraste, la respuesta represiva del Estado 
hacia las protestas michoacanas, que buscaban 
tomar las vías férreas no logró sofocar el 
movimiento, sino que lo fortaleció y le dio 
proyección nacional. Cada acto de represión ha 
generado solidaridad entre maestros de otros 
estados, creando una red de resistencia que 
trascendió ya por mucho las fronteras estatales. 

Pero, al hablar de michoacanización de la 
situación educativa nacional es preciso también 
subrayar que, las reacciones gubernamentales a 
nivel nacional de hoy son muy parecidas a las que 
emprendieron gobiernos del ayer. Negar la 
realidad imperante, desvirtuarla, evadirla o 
reprimir son patrones que también se repiten este 
2025. Hoy, la primera mandataria de la nación 
considera que la lucha de la disidencia magisterial 
tiene un gran parecido a los objetivos de aquellos 
que están contra la 4T, mostrando cómo la 
respuesta gubernamental sigue siendo la misma: 
descalificar políticamente a los maestros en lugar 
de atender sus demandas legítimas, 
reconociéndola como parte prioritaria de la 
agenda pública, planificando, programando y 
presupuestando las políticas públicas que habrán 
de resolver la problemática magisterial. 

Así también, cunde la politización del movimiento 
magisterial a nivel nacional. La cual no es una 
bifurcación errabunda, sino, sino una 
consecuencia natural de la politización de la 
educación por parte del régimen, quien, apelando 
a Nicolás Maquiavelo, ha impulsado prácticas 
clientelares con el gremio magisterial invocando la 
“razón de Estado”. Ergo, cuando el gobierno 

convierte la educación en un campo de batalla 
ideológico, la CNTE responde con la misma 
moneda, actuando bajo la brújula de un proyecto 
político-sindical. 

Los maestros michoacanos no solo desarrollaron 
formas organizativas diferentes, sino también una 
propuesta pedagógica alternativa, la cual rescata 
la tradición de la educación rural mexicana. La 
educación popular desarrollada en Michoacán se 
caracteriza por su enfoque comunitario, por la 
priorización de lo cultural y su compromiso social. 
Esta propuesta se nacionalizó porque respondía a 
necesidades educativas que eran comunes a todo 
el país. Los maestros de otros estados que 
trabajaban en contextos similares adoptaron y 
adaptaron la propuesta michoacana, dando pie a 
la creación de redes de educación alternativa. 

Michoacán aportó al movimiento nacional no solo 
formas organizativas y propuestas pedagógicas, 
sino también una cultura de resistencia, nutrida 
por las tradiciones étnicas e históricas del estado, 
pero reinterpretadas en clave contemporánea. 

Las protestas de mayo y junio de 2025 muestran 
cómo el modelo michoacano se ha expandido por 
todo el país. Lo que observamos no es una simple 
repetición de viejas fórmulas, sino la actualización 
de un modelo de resistencia que ha demostrado 
su vigencia.  Así también, la persistencia de estas 
demandas no es producto de la nostalgia, sino de 
la continuidad de los problemas estructurales que 
las generaron. Entonces, el modelo michoacano 
de resistencia magisterial ha encontrado en las 
condiciones actuales del país un terreno fértil para 
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su expansión. Más aún, ya hay sindicatos 
acuñados en Michoacán, con objeto social 
centrado en la educación media-superior y 
superior, que cuentan con alcance nacional y 
están movilizándose en entidades tan alejadas 
como la península yucateca, marchando y 
bloqueando el aeropuerto. 

En suma, México se encuentra en una encrucijada 
histórica. El modelo de resistencia magisterial 
desarrollado en Michoacán ha demostrado su 
capacidad de expansión y adaptación a diferentes 
contextos. Las protestas de mayo y junio de 2025 
son solo la manifestación más visible de un 
fenómeno que se ha venido gestando durante 
décadas. 

La estrategia gubernamental de negación de la 
realidad, evasión del diálogo, confrontación y 
descalificación ha demostrado su ineficacia, en 
Michoacán y en el país. Cada acto de represión, 
cada intento de dividir al movimiento y cada 
descalificación política no hacen más que 
fortalecer la solidaridad entre los maestros y 
expandir el modelo de resistencia a nuevos 
territorios, así como a sectores sociales y padres 
de familia, como es el caso de Sonora, en donde 
los paterfamilias reforzaron las marchas y 
movilizaciones. 

Es urgente que el gobierno federal reconozca que 
el problema magisterial no es un problema de 
orden público, sino un problema de justicia social. 
Las demandas genuinas de los maestros no son 
caprichos corporativos, sino reivindicaciones 
legítimas que reflejan las condiciones precarias en 

las que se desarrolla la educación pública en 
México. 

La solución no pasa por la negación del diálogo, 
ni por la represión ni por la división, sino por el 
reconocimiento de que la educación pública 
requiere de una inversión real, de condiciones 
laborales dignas para los maestros, y de un 
proyecto educativo que responda plenamente a las 
necesidades del país, no al control del poder 
político ni a los intereses de unos cuantos. 

Si el gobierno no atiende las causas estructurales 
que generan el conflicto magisterial, el modelo 
michoacano seguirá expandiéndose por todo el 
país. Otros estados desarrollarán sus propias 
experiencias de resistencia, y el conflicto se 
multiplicará exponencialmente. 

La decisión está en manos de las autoridades: 
pueden elegir el camino del diálogo y la solución 
estructural, o pueden seguir apostando por la 
confrontación y ver cómo el modelo michoacano 
se replica más remarcadamente en todo el 
territorio nacional. La historia de los últimos treinta 
años demuestra que la segunda opción solo lleva 
a la perpetuación y expansión del conflicto. 

El tiempo se agota. Ahora corresponde al 
gobierno demostrar su capacidad de diálogo y 
solución. La alternativa es ver cómo los problemas 
magisteriales de Michoacán se convierten en los 
problemas magisteriales de todo México y las 
medidas de protesta en las tácticas presurizadoras 
a nivel nacional. 
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Ya no hay duda alguna: la semilla michoacana ha 
germinado en suelo nacional. Depende de las 
autoridades educativas federales y de cada 
entidad federativa en particular atender las causas 
fundantes de la protesta magisterial y decidir a 
favor de los derechos educativos de las niñas, 
niños y jóvenes, con base en el análisis de las 
experiencias previas que se viven en Michoacán, 
para evitar repetir patrones y errores costosísimos, 
ya que las curvas de aprendizaje en educación 
implican generaciones enteras que reciben una 
formación deficitaria y, por ende, sus derechos 
educativos son transgredidos. 

Es momento de conjurar que las malas 
experiencias vividas en tierras michoacanas se 

repliquen por todo el sistema educativo y por el 
contrario, se abrace la realidad, se reconozca la 
problemática y se establezca consensuadamente 
una ruta de solución, con horizontes a corto, 
mediano y largo plazos. Así, aprendiendo de las 
circunstancias, puede aprovecharse esta 
michoacanización en las raíces del árbol de la 
transformación educativa que México necesita. 

Porque, a todo esto, no debemos de olvidar jamás 
que, las consecuencias de la conflagración del 
sistema educativo las pagan los estudiantes, con 
costos incalculables y vitalicios en su formación. 
Esas afectaciones también tuvieron en Michoacán 
su génesis y ahora amenazan a toda la educación 
nacional. 
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13.06.2025 

Educación: la base de la competitividad 
	

	

Esta semana, el Instituto Mexicano para la 
Competitividad (IMCO) presentó los resultados del 
Índice de Competitividad Estatal 2025 (ICE 2025), 
los cuales colocan a Michoacán en el lugar 29 de 
32, paralizado en el mismo sitio que el año 
anterior. 

Mucho más que una estadística desfavorable más, 
esta ubicación representa un grito de alarma: 
nuestro estado se encuentra estancado, sin señales 
claras de despegue y con lastres estructurales que 
limitan su capacidad para avanzar hacia el 
desarrollo sostenible. 

El ICE 2025 ofrece una radiografía precisa del 
potencial de cada entidad federativa para atraer y 
retener talento, impulsar la inversión y consolidar 
un entorno institucional propicio para el 
crecimiento. Su publicación la enmarca el IMCO 
en los esfuerzos del Gobierno Federal por 
consolidar el llamado Plan México, una ambiciosa 
estrategia que busca posicionar a nuestro país 
entre las diez economías más fuertes del mundo 
hacia 2030. 

Sin embargo, el éxito de esta estrategia nacional 
depende sustancialmente del desempeño de los 
estados. Ninguna política industrial puede 

sostenerse si no hay bases sólidas de educación, 
infraestructura, legalidad y capital humano. En 
Michoacán, esas bases están visiblemente 
erosionadas. 

Entre los seis subíndices que integran el ICE —
derecho, medio ambiente, sociedad, sistema 
político, economía e innovación— la educación 
constituye un transversal. Los datos revelan una 
verdad contundente: Michoacán no solo está 
rezagado en cobertura educativa, sino que su 
nivel de escolaridad promedio, su baja 
proporción de técnicos y profesionistas, y su 
desvinculación con sectores productivos hacen 
que su sistema educativo sea hoy el principal 
freno al desarrollo. 

Veamos con mayor detalle los puntos más críticos. 

1. Cobertura secundaria y educación superior: un 
cuello de botella estructural 

La tasa bruta de escolarización en secundaria es 
de apenas 85 por ciento, ubicando a Michoacán 
en la penúltima posición nacional. Esto significa 
que más de uno de cada siete adolescentes no 
accede o no concluye la secundaria. Estamos 
hablando de un derecho constitucional vulnerado, 
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pero también de un desperdicio masivo de capital 
humano potencial. 

A esto se suma que solo el 21 por ciento de las 
personas mayores de 25 años ha cursado estudios 
técnicos o superiores. No hay manera de 
insertarse en una economía global sin una masa 
crítica de profesionistas, técnicos especializados y 
agentes de innovación. Este dato nos sitúa en la 
posición 28 del país, pero en términos de 
competitividad, nos relega a los últimos vagones 
del desarrollo nacional: los de la llamada “franja 
de la pobreza”. 

Michoacán enfrenta así una trampa de doble filo: 
excluye a miles de jóvenes de una educación 
básica completa y, al mismo tiempo, no logra 
generar el talento especializado que exige el siglo 
XXI. 

2. Escolaridad promedio: el círculo vicioso del 
rezago 

Con un promedio de 8.7 años de escolaridad —
menos que la secundaria completa— Michoacán 
exhibe una trayectoria interrumpida para una 
amplia franja de su población. La baja escolaridad 
no es solo una estadística educativa; es un 
obstáculo cotidiano para acceder a empleos 
formales, usar tecnología, comprender derechos 
básicos o iniciar un negocio. Al ser definido el 
rezago educativo como el no haber cursado la 
educación básica a partir de los 15 años de edad,  
con tan solo 8.7 años de escolaridad promedio 
imperantes en Michoacán de Ocampo, nos 

encontramos en posición de estar en rezago 
educativo también como promedio. 

Este nivel de escolaridad también explica 
fenómenos como la informalidad laboral, donde 
dos de cada tres michoacanos laboran en ella, la 
baja productividad y la limitada atracción de 
inversiones. En resumen: sin más años de escuela, 
hay más años sin progreso. 

3. Inversión extranjera: la confianza ausente 

El estado ocupa los últimos lugares en la 
recepción de inversión extranjera directa (IED), 
con apenas 0.2 dólares por cada mil de PIB. Esta 
cifra es una condena silenciosa. La IED no llega 
porque no hay condiciones: falta seguridad, 
infraestructura logística, certeza jurídica y, sobre 
todo, talento calificado.  En contraste, sobran 
violencia, inseguridad, desplazamientos forzados, 
masacres, migración, pobreza, desigualdad, 
corrupción y muchos otros flagelos sociales más. 

Sin IED no hay suficiente transferencia 
tecnológica, se limitan las cadenas de valor, hay 
menos empleos bien remunerados. La 
desconfianza del capital internacional hacia 
Michoacán pareciera ser proporcional al 
abandono de sus sistemas de formación, como lo 
han demostrado con antelación diversas empresas 
que se han instalado en estados vecinos por poner 
a disposición institutos de investigaciones y 
carreras técnicas para proveer de talento 
calificado a las industrias. 

4. PIB per cápita: pobreza estructural 
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El ingreso promedio por habitante en el estado 
nos sitúa también en la posición 28. Esta cifra no 
solo refleja una economía poco productiva, sino 
también una estructura social frágil, con bajo 
consumo, poca movilidad y vulnerabilidad ante 
crisis. La pobreza se reproduce en ciclos: a menos 
ingresos, menor inversión en educación, menor 
acceso a servicios, mayor marginación. Romper 
este ciclo exige decisiones estructurales, no 
solamente paliativos. 

5. Informalidad y exclusión de las mujeres 

Dos datos ilustran la precariedad laboral: 67% de 
la población trabaja en la informalidad, y solo el 
21% de las mujeres económicamente activas 
participan en el mercado formal. Ambos 
indicadores nos colocan en la parte baja del 
ranking nacional. 

La desigualdad de género y la debilidad del 
mercado laboral son manifestaciones de una 
economía michoacana que no ha podido, sabido 
ni querido incluir a toda su población. La 
informalidad erosiona derechos, inhibe la 
productividad y perpetúa la desigualdad. La 
exclusión femenina, por su parte, significa el 
desperdicio de la mitad del talento disponible. 

6. Corrupción y opacidad: visibles enemigos 
públicos. 

El 88% de la población percibe altos niveles de 
corrupción en el gobierno estatal. Esta 
percepción, respaldada por múltiples escándalos, 
socava la confianza ciudadana, inhibe la 
participación y aleja la inversión. 

A ello se suma que solo el 11% de las personas ha 
consultado información financiera pública en 
línea. La transparencia es un pilar de la 
democracia y la competitividad; su ausencia 
condena a Michoacán a vivir entre sombras. 

7. Salud precaria: el bienestar en riesgo 

Con apenas 0.6 camas hospitalarias por cada mil 
habitantes, Michoacán se coloca en la posición 26 
nacional. Esta cifra revela carencias materiales y la 
vulnerabilidad estructural del capital humano. 

Sin salud se desmorona el aprendizaje, no hay 
trabajo, no hay innovación. La inversión en 
infraestructura hospitalaria no puede seguir siendo 
postergada. 

8. Logística débil y riesgo ambiental 

La carga aérea por habitante y el tratamiento de 
aguas residuales muestran también cifras 
preocupantes. Con solo 2.4 kg por cada mil 
habitantes en carga aérea (posición 27) y 0.6 lps 
por cada mil habitantes en tratamiento de aguas 
(posición 24), el estado exhibe debilidades 
críticas tanto para exportar como para garantizar 
sostenibilidad ambiental. 

Ambos indicadores son claves para integrarse a 
las cadenas globales de valor y para garantizar 
calidad de vida en el largo plazo. La transferencia 
de tecnología brilla por su ausencia a pesar de 
contarse con institutos de investigaciones al 
respecto. 

En suma, lo que estos indicadores revelan es un 
problema sistémico. El talón de Aquiles de 



	
151	

Michoacán no está solo en sus finanzas públicas, 
su seguridad o su infraestructura. Está, 
principalmente, en su sistema educativo. Un 
sistema que no logra asegurar cobertura básica, 
que excluye a miles de jóvenes del bachillerato, 
que produce egresados desvinculados del aparato 
productivo, y que no ha sabido integrar la 
formación técnica con los retos del futuro digital. 
No se puede hablar en serio de competitividad si 
no se forma capital humano de excelencia, factor 
que en Michoacán se desperdicia o se trunca 
desde la más tierna infancia. 

Frente a este panorama, no basta con 
diagnósticos: se requieren decisiones valientes, 
sostenidas y estratégicas. A continuación, se 
presentan diez propuestas concretas de política 
pública, todas articuladas con una visión de largo 
plazo: 

Apuntar hacia la cobertura universal de secundaria 
y media superior al 2030.  
Garantizar acceso y permanencia a secundaria y 
bachillerato mediante becas, tutorías y rediseño 
curricular contextualizado. Ningún joven debe 
quedar fuera por pobreza, violencia o migración 
forzada. 

Sistema estatal de formación técnica dual.  
Crear un modelo robusto de educación técnica 
con alternancia entre aulas y empresas, inspirado 
en el modelo alemán, vinculado con sectores 
estratégicos como agroindustria, logística, 
energías limpias y tecnologías de información. 

Plan de atracción de inversión anclado en talento 
local.  
Vincular la política educativa con la promoción 
económica, ofreciendo paquetes integrales de 
inversión que incluyan formación de talento local a 
la medida de las necesidades industriales. 

Programa estatal de primera infancia con énfasis 
en neurodesarrollo y nutrición 
Intervenir desde los primeros 1,000 días con 
servicios de salud, estimulación temprana y 
acompañamiento familiar. Sin cimientos cognitivos 
y afectivos sólidos, todo esfuerzo posterior será 
limitado. 

Escuelas de jornada ampliada y centros 
comunitarios de aprendizaje 
Reactivar e institucionalizar la jornada extendida 
en escuelas prioritarias, con servicios integrales, 
como la alimentación, arte, deporte, habilidades 
digitales y apertura vespertina a las comunidades. 

Plataforma estatal de transparencia educativa 
Publicar en línea información accesible sobre 
gasto, indicadores de aprendizaje, resultados 
docentes y avance de programas educativos, así 
como reportes diarios de apertura de centros 
escolares y grupos. La rendición de cuentas debe 
ser la norma, no la excepción. 

Fortalecimiento del normalismo y 
profesionalización docente continua 
Resignificar las escuelas normales, actualizando 
sus planes de estudio y evaluando egresados con 
estándares nacionales, conforme a los planes y 
programas de estudio imperantes, así como 
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implementar una política de formación continua en 
servicio basada en evidencia, con total cargo a la 
parte patronal. 

Transversalización de la perspectiva de género en 
educación y empleo 
Incluir desde preescolares contenidos que 
promuevan la igualdad sustantiva. Fomentar 
programas de empleabilidad y liderazgo 
económico para mujeres jóvenes en carreras 
STEM y sectores estratégicos. 

Infraestructura educativa segura, digna, resiliente y 
conectada 
Priorizar escuelas dignas, seguras, equipadas con 
conectividad, energías limpias y espacios 
comunitarios. Invertir donde más se necesita, con 
enfoque territorial y generando condiciones 
plenas de seguridad para el acceso a los planteles 
escolares. 

Observatorio estatal de competitividad con 
participación ciudadana 
Crear un organismo técnico-ciudadano que 

monitoree avances en competitividad desde una 
perspectiva de justicia educativa, con capacidad 
de influir en presupuestos y decisiones clave. 

En síntesis, la competitividad no se construye 
desde la negación ni desde el voluntarismo. Se 
construye desde la verdad. Y el IMCO hoy nos 
muestra a un Michoacán procrastinado, con un 
sistema educativo más parecido a un muro que a 
un puente o a un motor. 

Reconocer la realidad no es demoler al régimen 
vigente, sino el primer paso para alcanzar la tan 
discursada transformación. Hay talento, recursos y 
dotación de factores. Lo que falta es voluntad 
política de priorizar a la educación como eje 
estructurador de la competitividad y la justicia, 
para ejercer a través suyo las acciones de 
desarrollo que transversalmente nos son 
indispensables. 

Es tiempo de construir el Michoacán posible. Y 
ese Michoacán solo puede edificarse desde las 
aulas. Merecemos un gobierno educador. 
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20.06.2025 

Cuando los ciclos escolares son completos 
	

	

	

Cuando los ciclos escolares son completos, se 
nota inmediatamente: se generan círculos 
virtuosos, se desarrollan aprendizajes, vuelve la 
cultura de la paz y la esperanza en la sociedad 
futura que se cimenta día tras día. Esto implica 
oportunidades de aprendizaje, desarrollo humano 
y movilidad social para todos los agentes 
intervinientes, principalmente para las niñas, niños 
y jóvenes. 

Hay muchas maneras de conocer si un ciclo 
escolar es completo o no. Veamos 33 de ellas: 

Los ciclos escolares son completos cuando se 
cursan absolutamente todos los días programados 
para tener actividades formativas, en donde la 
autoridad educativa estatal jamás convoca a 
eventos masivos en horario de clases a los 
trabajadores de la educación, con finalidades que 
podrían resolverse en sus centros de trabajo o 
mediante una plataforma electrónica. 

Los ciclos escolares son completos cuando se 
tiene una persona titular de la educación estatal 
trabajando de tiempo completo, con perfil, 
experiencia, resultados y trayectoria exitosa en la 
función pública, laborando sin protagonismos, 

manipuleos ni intereses individuales, preocupada 
por lograr resultados más que percepción o 
ilusión. 

Los ciclos escolares son completos cuando la 
autoridad educativa no discrimina entre planteles 
ni comunidades; es decir, cuando todos los 
planteles educativos y municipios tienen 
oportunidades igualitarias de ser recipiendarios 
de apoyos educativos y sociales, de visitas del 
funcionariado educativo y de salir en los 
comunicados que emiten las dependencias 
educativas, sin importar el estado que guarden su 
infraestructura, su equipamiento, su conectividad 
o el logro de resultados. 

Los ciclos escolares son completos cuando, ante la 
problemática estatal, la persona titular de la 
educación es la primera respondiente ante las 
comunidades educativas y, a su vez, la primera 
gestora de recursos y soluciones, tanto para 
resolver necesidades específicas como para 
mejorar el estado que guarda el sistema educativo 
a su encargo. 

Los ciclos escolares son completos cuando en 
ellos, las autoridades, sindicatos, personal 
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directivo, maestros, estudiantes y padres de 
familia demuestran en los hechos que comparten 
la convicción de que, cada día de clases es un 
cúmulo invaluable de oportunidades de 
aprendizaje, por lo que, sobre cualquier otra 
situación, priorizan generar condiciones para que 
los estudiantes tengan clases en tiempo, forma y 
calidad, por lo que nunca se suspenden clases por 
razones administrativas, por pugnas de poder, por 
causas sindicales, gremiales o políticas. 

Los ciclos escolares son completos cuando nadie 
tiene que poner su pecho en la tierra para 
minimizar el riesgo de ser alcanzado por un 
balazo durante un enfrentamiento entre grupos 
delincuenciales, como si del Viejo Oeste o de 
Ucrania se tratase. 

Los ciclos escolares son completos cuando ningún 
estudiante, maestro o padre de familia fallece por 
la explosión de una mina terrestre que tuvo el 
infortunio de activar en su traslado de su hogar a 
la comunidad escolar, por fuego cruzado, ataque 
de drones ni ejecuciones dirigidas. 

Los ciclos escolares son completos cuando el 
personal educativo está completo: la plantilla de 
personal de cada escuela es la que debe de ser y 
se puede verificar la asistencia de cada uno de los 
trabajadores de la educación día tras día, a la hora 
de clases indicada. 

Los ciclos escolares son completos cuando hay 
personal directivo dedicado exclusivamente a las 
tareas propias de su nombramiento, suficiente, 
capacitado y respondiendo al interés superior de 

las niñas, niños y jóvenes, nunca a intereses 
grupales, políticos, gremiales, económicos ni de 
otra índole. 

Los ciclos escolares son completos cuando los 
maestros no tienen incertidumbre respecto a su 
pago salarial, toda vez que saben ha sido 
correctamente devengado y la parte patronal 
cumplirá con sus obligaciones constitucionales, sin 
chantaje ni intento clientelar alguno de por medio. 
También, se aplica el precepto constitucional, el 
cual garantiza que “a trabajo igual, salario igual”. 

Los ciclos escolares son completos cuando las 
escuelas están pintadas y reciben mantenimiento 
pleno, tanto preventivo como correctivo, antes del 
inicio del ciclo escolar; todo lo anterior de manera 
oficiosa, sin necesidad de que los maestros, 
directivos o padres de familia tengan que dedicar 
decenas de horas de tiempo a antesalas, traslados 
y gestiones para lograr que se dignifique cada 
uno de los planteles educativos de la entidad 
federativa, ni mucho menos, tener que acudir a 
actos tumultuarios donde solo son espectadores 
pasivos que contribuyen a la fotografía masiva, 
con la consecuente pérdida de clases. 

Los ciclos escolares son completos cuando ningún 
estudiante abandona la escuela: cuando todos los 
que se matriculan al inicio del periodo escolar 
llegan al final, sin simulación alguna, alcanzando 
los aprendizajes mínimos esperados por igual, 
siendo sólo el talento y la dedicación lo que 
diferencia sus notas escolares, libres de 
discriminación. Por supuesto, también son 
completos cuando un trabajador de la comunidad 
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escolar se ausenta por un periodo largo e 
inmediatamente llega un interino a cubrir el 
puesto. 

	

Los ciclos escolares son completos cuando hay 
protección para las y los estudiantes para poder 
arribar a las escuelas, permanecer en ellas y salir a 
la hora fijada sin que exista riesgo de ser víctima 
de violencia o de delito alguno. 

Los ciclos escolares son completos cuando es 
mínimo el riesgo de ser víctima de acoso escolar, 
discriminación o malos tratos al interior de las 
comunidades educativas, por aplicarse los 
protocolos respectivos, por haber coordinación 
interinstitucional y formación continua. 

Los ciclos escolares son completos cuando todas 
las personas menstruantes en edad escolar reciben 
gratuitamente los materiales, formación y asesoría 
para asegurar su salud menstrual en las 
comunidades escolares. 

Los ciclos escolares son completos cuando las 
escuelas del sistema educativo estatal están 
completas, cuando no falta ninguna de abrirse y 
todas están debidamente equipadas con servicios 
básicos, conectividad y accesos inclusivos, para 
que nadie afronte barreras para el aprendizaje y la 
participación escolar 

Los ciclos escolares son completos cuando a los 
trabajadores de la educación se les respetan sus 
derechos laborales, cuentan con una carrera 
magisterial justa y meritocrática, así como reciben 

programas de formación continua y actualización 
constantemente, con cargo a la parte patronal con 
la finalidad de que puedan implementar en las 
mejores condiciones los nuevos planes y 
programas educativos, los decretos recién 
emitidos y afrontar los retos generacionales que 
implican formar a las niñeces y juventudes de hoy. 

Los ciclos escolares son completos cuando todos 
los materiales educativos están disponibles en el 
aula desde el primer día de clases: libros de texto, 
útiles escolares, etcétera. 

Los ciclos escolares son completos cuando los 
programas de apoyo socioeducativo son un 
derecho a disposición de quienes lo necesiten, sin 
que se lo deban de ir a agradecer a actos 
multitudinarios a ningún político, funcionario ni 
mucho menos, un líder delincuencial: uniformes, 
calzado, becas, material didáctico o juguetes. 

Los ciclos escolares son completos cuando se 
conforman todos los consejos y comités que 
concitan la participación de los padres de familia y 
ciudadanía en general, operando plenamente y 
generando gobernanza para todos los agentes 
educativos. 

Los ciclos escolares son completos cuando están 
todas las niñas, niños y jóvenes en las escuelas, 
cuando no falta nadie. Cuando a todos se les 
brindan condiciones para el acceso pleno al 
ejercicio de sus derechos educativos, con 
universalidad total y se alcanza una tasa bruta de 
matriculación del cien por ciento. 
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Los ciclos escolares son completos cuando los 
estudiantes reciben educación física, realizan 
activación física y de práctica deportiva en 
instalaciones adecuadas para tales efectos en sus 
propios planteles escolares, en los horarios 
establecidos y con los materiales educativos 
requeridos para tales efectos. 

Los ciclos escolares son completos cuando año 
tras año, cada vez más estudiantes reciben, bajo 
el principio de progresividad, clases en escuelas 
de jornada ampliada, donde hay desayunos y 
comidas escolares, reforzamiento en matemáticas, 
lectoescritura, así como talleres extraescolares, 
educación artística y tecnológica. 

Los ciclos escolares son completos cuando se 
aplica plenamente la normatividad recientemente 
emitida en pro de la salud nutricional, estando 
blindados los planteles de productos de escaso 
valor nutricional y del tráfico ilícito de comida 
chatarra. 

Los ciclos escolares son completos cuando los 
integrantes de las comunidades escolares están 
libres de adicciones, especialmente cuando están 
realmente proscritas todo tipo de drogas en los 
planteles educativos y en su entorno, conforme a 
la normatividad municipal, estatal y federal, en su 
respectivo caso. 

Los ciclos escolares son completos cuando la 
autoridad educativa estatal sostiene la rectoría de 
la educación, con base en los derechos humanos 
de las niñas, niños y jóvenes, así como en la 
normatividad aplicable en la materia, sin ceder un 

ápice a los intereses de grupos fácticos: políticos, 
gremiales, electorales, sindicales, empresariales, 
partidistas ni de índole alguna. 

Los ciclos escolares son completos cuando se 
cumplen totalmente los planes y programas de 
estudio que la autoridad educativa federal ha 
dispuesto para cada entidad federativa, 
complementándose para cada contexto étnico, 
territorial y vocacional específico. 

Los ciclos escolares son completos cuando se 
logran demostradamente mejorar los indicadores 
educativos en beneficio de las niñas, niños y 
jóvenes, sin opacidad, simulación ni manipuleo 
alguno. 

Los ciclos escolares son completos cuando la 
sociedad de la entidad federativa conoce 
transparentemente lo que aconteció durante el 
ciclo escolar: ejercicio del gasto, plantilla 
completa de personal, nómina educativa, pagos a 
proveedores, apoyos recibidos vía terceros 
institucionales, donativos, pago y retención de 
impuestos, seguros de vida, gastos de la oficina 
de la persona titular de la dependencia educativa 
estatal, entre otros factores. 

Los ciclos escolares son completos cuando se 
logran los objetivos plasmados en los planes 
nacionales y estatales de desarrollo, así como en 
los programas sectoriales educativos. 

	

Los ciclos escolares son completos cuando se 
conoce cual fue el nivel de logro de aprendizajes 
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mínimos esperados para cada niña, niño y joven, 
con la finalidad de establecer rutas personalizadas 
de mejora para asegurarse de que su trayectoria 
en el sistema educativo estatal le sea de máximo 
aprovechamiento, completa y plena. 

Los ciclos escolares son completos cuando, día 
tras día, al concluir el horario de clases, los 
padres de familia podemos preguntar a nuestros 
hijos qué aprendieron y obtener una respuesta al 
respecto. 

Y, finalmente, los ciclos escolares son completos 
cuando las autoridades educativas se esperan al 
final del Ciclo Escolar 2024-2025 para demostrar 
con evidencias que así fue, no con discurso 
anticipatorio y, por ende, impreciso. 

Sin duda, los ámbitos de reflexión propuestos 
constituyen la antesala de una rúbrica que nos 

permita evaluar el ciclo escolar, respecto a qué 
fue lo que vivimos durante el periodo 2024-2025, 
en cada una de nuestras comunidades escolares, 
para nuestros hijos, nietos o estudiantes. Exijamos 
que haya ciclos escolares completos para todos, 
sin excepción alguna y en el más amplio sentido 
del término. 

Amable lector, ¿considera usted que, en la 
escuela de sus hijos, de su comunidad o donde 
usted labora tuvieron un ciclo escolar completo? 
¿Hemos vivido ciclos escolares completos en el 
pasado reciente o durante la actual administración 
educativa estatal?  ¿Qué nos falta para alcanzar la 
vivencia plena de un ciclo escolar en nuestro 
sistema educativo estatal? 

Su opinión es importante, por favor háganosla 
llegar. 
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27.06.2025 

Rumbo a un balance del Ciclo Escolar 
	

	

	

A pesar de que el Ciclo Escolar 2024-2025 aún 
continua en vigor, incontrovertiblemente, 
prevalece un clima de desaceleración del sistema 
educativo, a falta de dos valiosas semanas de 
clases. Por encima de los dichos y comunicados 
oficiales, las evidencias nos rodean. 

En ese tenor, podemos comprobar por nuestros 
propios medios mucho menor tránsito vehicular a 
la hora de entrada y salida de los planteles 
escolares, mientras que, en las redes sociales se 
agolpan las fotografías de graduaciones, así como 
en los diarios aparecen las noticias sociales al 
respecto, mientras que ya hay estudiantes y padres 
de familia que comienzan a compartir sus 
experiencias vacacionales; claro, si no es que ya 
están nuestros hijos en casa con nosotros 
vacacionando, esperando el día de la ceremonia 
de fin de cursos o graduación, en su caso. 

En este marco, precisamente, hoy en todo el país 
se lleva a cabo la octava y última sesión ordinaria 
del Consejo Técnico Escolar (CTE) en las escuelas 
de educación básica.  Esta jornada es crucial 
porque representa el momento en que maestras, 
maestros, directivos y supervisores se detienen 

para mirar hacia atrás y valorar lo que han logrado 
a lo largo de este ciclo escolar, pero también para 
proyectar lo que falta por hacer antes del receso 
de verano. El balance a nivel escolar debería 
realizarse hoy. 

Este día, los docentes se reúnen para reflexionar 
sobre su práctica educativa, con el objetivo de 
identificar logros alcanzados, retos persistentes y 
estrategias que les permitan cerrar el ciclo escolar 
2024-2025 de la mejor manera posible. 
Conforme lo plantea la autoridad educativa, hoy, 
más que cumplir con el requisito del último 
viernes de cada mes, debería de conformarse un 
espacio vivo de análisis y construcción colectiva, 
donde cada colectivo docente decide, de acuerdo 
con un listado previamente emitido, qué tema 
abordar, según las necesidades y particularidades 
de su escuela. 

Este año, la Secretaría de Educación Pública 
planteó diez grandes temas vinculados a la Nueva 
Escuela Mexicana (NEM), para que cada colectivo 
elija aquel que le sea más útil o relevante. Así, 
desde una óptica ideal, algunas escuelas hoy están 
profundizando en cómo la NEM implica un 
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cambio de paradigma educativo, mientras otras se 
concentran en el uso de materiales educativos 
para dejar atrás prácticas rutinarias y promover 
aprendizajes más críticos y reflexivos, mientras 
que hay colectivos que discuten metodologías de 
trabajo por proyectos o quienes reflexionan sobre 
la educación multigrado, fundamental en un 
estado como Michoacán, donde muchas 
comunidades rurales dependen de este tipo de 
organización escolar. 

Paralelamente, maestras y maestros podrán hoy 
elegir dialogar sobre el papel del juego en el 
aprendizaje de niñas y niños, sobre cómo 
desarrollar aprendizajes significativos en la 
adolescencia, o sobre estrategias específicas para 
la educación especial. También hay quienes 
analizan la importancia de la evaluación formativa, 
es decir, aquella que no solo califica, sino que 
orienta y retroalimenta el proceso de aprendizaje 
de cada estudiante. Además, esta octava sesión 
está enriquecida por la posibilidad de realizar 
análisis de casos concretos que hayan ocurrido en 
las aulas, conocidos como “incidentes críticos”, 
proyectando recursos audiovisuales que retratan 
situaciones dentro de un salón de clases. 

Mientras tanto, las y los directores y supervisores 
deberían estar realizando labores de orientación 
hacia los colectivos para que estas discusiones no 
queden solo en buenos deseos, sino que se 
transformen en acciones concretas que puedan 
implementarse en las semanas que restan y que 
sirvan de base sólida para el próximo ciclo 
escolar. Les corresponde asegurar que, al cierre 
de este ciclo, existan planes bien definidos para 

atender áreas de oportunidad y consolidar lo que 
ya se ha logrado. 

En Michoacán, la sesión de hoy cobra aún más 
sentido porque el estado sigue en proceso de 
adaptar sus prácticas educativas a los principios 
de la Nueva Escuela Mexicana. Este Consejo 
Técnico es, por lo tanto, una oportunidad para 
analizar qué tan bien se están aplicando estos 
cambios, qué avances se han logrado en la 
enseñanza con enfoque comunitario y humanista, 
y qué barreras siguen existiendo, como la falta de 
recursos en algunas escuelas, los desafíos en 
contextos de violencia o la atención a poblaciones 
multilingües y multiculturales. Esperaríamos que, 
en cada comunidad educativa se estén tejiendo 
conversaciones profundas que buscan que el 
cierre del ciclo escolar sea ordenado, 
intencionado y con sentido pedagógico, en 
beneficio de las niñas, niños y adolescentes 
michoacanos. 

En la práctica, a lo anterior se aúna la 
programación para el cierre del ciclo escolar: 
aspectos logísticos, operativos, presupuestales, el 
programa, quién será el maestro de ceremonias, 
cuál será el regalo para las madres de familia, 
entre muchos otros aspectos muy específicos. 

Por supuesto, los temas políticos, gremiales, 
sindicales, electorales y los posicionamientos son 
materia de conversación obligada. ¿Qué tanta 
importancia ha dado la autoridad educativa a 
construir espacios de reflexión dialógica tienen los 
trabajadores de la educación para agotar tantos 
puntos donde deben comunicarse, construir 
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conclusiones colectivas y tomar decisiones 
respecto a las comunidades escolares? Sin duda, 
las sesiones de CTE son importantes, pero 
claramente insuficientes. Y lo anterior, aún soslaya 
los espacios necesarios e imprescindibles para la 
formación continua y actualización de los 
trabajadores de la educación, que continúa siendo 
asignatura pendiente. 

Con todo lo anteriormente descrito, resulta 
complejo imaginar que, a falta del cierre de las 
actividades de aprendizaje y con tantos cabos 
sueltos, con tantos temas por tratar, las 
comunidades escolares estén listas para realizar 
un balance integral del Ciclo Escolar 2024-2025; 
mucho menos que se pueda realizar a nivel 
estatal. ¿A la autoridad educativa estatal le 
interesó conformar un balance integral, 
comunidad por comunidad escolar, realizando 
una consulta para tales efectos? Parece que, hasta 
hoy, no. 

Por ende, hablar de un ciclo escolar completo en 
estos momentos resulta, por decir lo menos, 
prematuro. No se puede calificar lo que no ha 
concluido. Anticiparse a la realidad es caer en 
especulaciones vacuas. Sí, hay ya mucha 
evidencia acumulada para afirmar que, el presente 
ciclo escolar 2024 – 2025, el cual, debió ser el 
primero de la apropiación y aplicación de la 
Nueva Escuela Mexicana y el tercer ciclo escolar 
completo está dejando amplias áreas de 
oportunidad, grandes incidencias, francas 
omisiones, confusiones entre política pública 
educativa y política pública magisterial, así como 
simulaciones cuyos impactos han vulnerado los 

derechos educativos de las niñas, niños y jóvenes 
respecto a estar, aprender y participar en las 
escuelas. 

Aunque se ha estado discursando por parte de las 
autoridades educativas estatales que, desde hace 
tres años se cuenta con ciclos escolares 
completos, con mejora en los indicadores 
educativos de cobertura, así como en la 
disminución del abandono escolar, al no contarse 
con mayores evidencias, ni tampoco haber 
concluido el periodo lectivo de clases no estamos 
en condiciones de calificar al ciclo escolar. 

Ciertamente, lo que ya sabemos es que este ciclo 
escolar ha sido hasta el momento tijereteado por 
incidentes políticos, sindicales, electorales, 
delincuenciales y de nota roja, los cuales 
salpicaron de incidencias la regularidad educativa, 
toda vez que se suspendieron labores en 
municipios enteros. Es un hecho que, en 
localidades enteras, difícilmente se cursarán más 
de 150 días efectivos de clases. 

Además de los paros de labores, de las 
suspensiones por jornadas de movilización de la 
CNTE bajo diversas expresiones y colores, 
también se cuenta con evidencias documentales, 
de que, al menos en 16 municipios de Michoacán 
ha habido hasta el momento suspensiones de 
clases por lluvias intensas, por efectos del 
Huracán John, por enfrentamientos de cárteles 
delincuenciales, especialmente jaliscienses y 
michoacanos, bloqueos delincuenciales, asesinato 
de presidentes municipales, extorsiones, 
amenazas, asesinatos de menores, operativos 
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policiales, construcciones de teleféricos, 
suspensión de transporte público por la 
delincuencia, quema de vehículos, minas 
terrestres enterradas en entornos escolares, entre 
otras razones.  Incluso, de acuerdo con estimación 
en torno a datos de la Fiscalía General del Estado, 
por lo menos 80 menores de edad han sido 
asesinados hasta el momento de en este periodo 
escolar. 

Aprender es un rubro que, a reserva de que se 
apliquen evaluaciones al cierre del curso, al 
momento no contamos con evidencias de cuales 
fueron los niveles de logro en los aprendizajes 
mínimos esperados por parte de los estudiantes 
de educación básica, mínimamente; pero lo que sí 
se sabe es que la falta de días de clases y de 
horarios extendidos disminuye las oportunidades 
de generar entornos propicios para el 
aprendizaje. 

En suma, el ciclo escolar 20242025 hasta el 
momento ha exhibido una dualidad entre políticas 
públicas bien intencionadas desde la federación y 
una ejecución lesionada por conflictos entre los 
funcionarios actuando como representantes 
patronales y los líderes gremiales de los 
trabajadores de la educación, así como una 
amplia casuística de violencia y desastres. 

Lo anterior, no sólo impacta la regularidad 
escolar, sino que deja una huella directa en las 

víctimas más vulnerables: los propios niños y 
adolescentes, algunos de los cuales incluso 
perdieron la vida de manera violenta mientras 
asistían o transitaban en torno a sus escuelas. 

Más aún, el cierre anticipado del ciclo escolar 
podría representar la puntilla que terminará de 
reducir las oportunidades de aprendizaje para las 
niñas, niños y jóvenes. No nos quedemos callados 
ante ello. Máxime, porque hay estudios científicos 
contundentes que exhiben el comportamiento del 
fenómeno de acrecentamiento de brechas de 
aprendizaje, el cual tiene como principal 
escenario durante las vacaciones. Es decir; no es 
la diferencia entre escuela pública y privada, ni la 
distinción entre escuela rural y la pública lo que 
más afecta, sino el periodo vacacional lo que 
desiguala los niveles de aprendizajes entre 
estudiantes de una misma generación. 

Amable lector, ¿considera usted que, en la 
escuela de sus hijos, de su comunidad o donde 
usted labora están teniendo un ciclo escolar 
completo? ¿Hemos vivido ciclos escolares 
completos en el pasado reciente o durante la 
actual administración educativa estatal?  ¿Qué nos 
falta para alcanzar la vivencia plena de un ciclo 
escolar en nuestro sistema educativo estatal? 

Su opinión es importante, por favor háganosla 
llegar. 
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04.07.2025 

Movilidad Social y Educación 
	

	

"Que se eduque a los hijos 

del labrador y del barretero 

como a los del más rico hacendado” 

José María Teclo Morelos y Pavón  (1765 -1815) 

	

Tu origen no es tu destino. En un país de 
oportunidades todas las personas pueden aspirar 
a un mejor nivel de vida. Una nación de derechos 
y libertades es aquella donde cada individuo tiene 
esperanzas fundadas y legítimas de convertirse en 
la mejor versión posible de sí mismo, y de 
acceder a una vida más digna. Una verdadera 
meritocracia es aquella en la que el esfuerzo y el 
logro personal prevalecen sobre la 
discrecionalidad, la herencia social o las redes de 
influencia. 

Un país que fomenta la movilidad social crea 
círculos virtuosos que comienzan en la escuela y 
se consolidan en el mundo laboral, donde talento, 
disciplina y esfuerzo se convierten en los únicos 
factores que deberían establecer diferencias en 
los destinos de las personas. Lamentablemente, en 
México, la realidad aún dista de esa aspiración. 

Esta semana, el Centro de Estudios Espinosa 
Yglesias (CEEY) nos ha brindado un reporte 
fundamental sobre el estado actual de la movilidad 
social en México. Es un estudio robusto, con una 
metodología sólida y un levantamiento de campo 
exhaustivo, que permite mirar, con rigor, las 
estructuras profundas de desigualdad que 
persisten en el país. Las 92 páginas del 
documento, disponible de manera gratuita en su 
portal son una radiografía precisa y, en muchos 
aspectos, inquietante. 

Es un hecho irrefutable: la educación es el motor 
transversal y de largo aliento más poderoso para la 
movilidad social y el desarrollo humano. En 
México, la relación entre el origen familiar y el 
destino educativo sigue siendo crucial para 
entender tanto las oportunidades como las 
desigualdades que configuran la estructura social. 
El informe, basado en la Encuesta ESRU de 
Movilidad Social en México 2023 ofrece un 
panorama detallado sobre cómo la educación 
sigue siendo un factor determinante en la 
reproducción o superación de las condiciones de 
origen. 

La movilidad social implica que una persona 
pueda alcanzar un nivel educativo o de ingreso 
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distinto, superior o inferior, al de sus padres. En 
el caso mexicano, la educación sigue siendo la vía 
principal para romper el ciclo de pobreza y 
acceder a mejores condiciones de vida. Sin 
embargo, los datos confirman que la escolaridad 
de los padres sigue influyendo de forma 
significativa en el nivel educativo que alcanzan sus 
hijos, perpetuando así la desigualdad y limitando 
la igualdad de oportunidades. 

El informe distingue entre movilidad absoluta, es 
decir, los cambios observados respecto a la 
generación anterior, y movilidad posicional, que 
se refiere a la posición relativa dentro de la 
distribución educativa. Analizar la movilidad 
educativa permite identificar en qué medida el 
sistema educativo logra neutralizar las desventajas 
de origen y ofrecer un espacio de igualdad real. 

Los hallazgos son claros y contundentes. Solo el 9 
por ciento de las personas cuyos padres 
estudiaron hasta primaria o menos acceden a la 
educación profesional. En contraste, el 63 por 
ciento de quienes tienen padres con estudios 
profesionales también alcanzan ese nivel. Entre 
esos extremos se ubican quienes tienen padres 
con secundaria, con apenas un 16 por ciento que 
logra llegar a la educación superior, y quienes 
tienen padres con educación media superior, 
quienes alcanzan estudios profesionales en un 43 
por ciento. Es decir, la probabilidad de 
matricularse en la universidad es siete veces 
mayor para quienes provienen de familias con 
mayor escolaridad. La conclusión es inevitable: la 
transmisión intergeneracional de la educación es 

un mecanismo poderoso de reproducción de la 
desigualdad. 

El estudio también arroja luz sobre las brechas de 
género. Las mujeres enfrentan mayores obstáculos 
para superar la escolaridad de sus padres. Entre 
quienes provienen de padres con primaria o 
menos, una mayor proporción de mujeres se 
queda en ese mismo nivel educativo, con el 42 
por ciento de mujeres, frente al 36 por ciento de 
hombres. En el extremo superior, una menor 
proporción de mujeres alcanza estudios 
profesionales cuando sus padres también los 
tienen: 60 por ciento de mujeres frente a 65 por 
ciento de hombres. Aunque en la movilidad 
educativa de largo alcance —pasar de padres con 
primaria o menos a la universidad— las 
diferencias son menores, 9 por ciento en mujeres 
y 10 por ciento en hombres, las brechas se 
amplían en los extremos del espectro educativo. 

La desigualdad regional es otro factor que acentúa 
la inequidad educativa. La probabilidad de 
alcanzar estudios profesionales para quienes 
provienen de padres con primaria o menos varía 
entre regiones: apenas 7 por ciento en el norte-
occidente, 8 por ciento en el sur y alrededor de 
10 por ciento en regiones como el norte, el 
centro-norte —al que pertenece Michoacán— y el 
centro. La persistencia educativa, es decir, el 
repetir el nivel educativo de los padres, es más 
alta en el sur, con 46 por ciento, y más baja en el 
centro-norte, con 34 por ciento. En contraste, la 
persistencia en el nivel profesional es más alta en 
el norte, con 68 por ciento, y más baja en el norte-
occidente, con 51 por ciento. 



	
164	

No es menor el impacto del nivel educativo de los 
padres, que constituye la segunda circunstancia 
que más contribuye a la desigualdad de 
oportunidades en México, solo después de los 
recursos económicos del hogar de origen. La 
desigualdad de oportunidades explica al menos el 
48 por ciento de la desigualdad de ingresos en el 
país. En términos de composición, a nivel 
nacional, el 54 por ciento de esta desigualdad 
proviene de los recursos económicos del hogar y 
el 17 por ciento del nivel educativo de los padres. 
Aunque este patrón se repite en todas las 
regiones, en el norte-occidente el origen rural se 
convierte en el segundo factor más relevante. Es 
importante destacar que, en el caso particular de 
la región Centro-Norte, incluido Michoacán, el 62 
por ciento de la desigualdad de oportunidades se 
explica por los recursos económicos del hogar, 
mientras que el 15 por ciento obedece al nivel 
educativo de los padres. 

México ha tenido avances importantes en 
movilidad educativa para la población nacida 
entre 1970 y 1979, superando incluso el promedio 
latinoamericano. No obstante, para las 
generaciones más jóvenes, nacidas entre 1980 y 
1989, el progreso en movilidad educativa se ha 
estancado, mientras en otros países de la región 
sigue aumentando. El sur de México destaca como 
una de las regiones con mayor persistencia 
intergeneracional en educación, equiparable a los 
países latinoamericanos con menor movilidad 
social. 

La reducción de la pobreza entre 2017 y 2023 ha 
contribuido a disminuir la persistencia 

intergeneracional de la pobreza. Sin embargo, los 
niveles siguen siendo altos, y el nivel educativo de 
los padres sigue siendo determinante para salir de 
la pobreza o permanecer en ella. Por ejemplo, las 
personas que nacen en hogares del 40 por ciento 
más pobre, cuyos padres solo terminaron la 
primaria y que provienen del sur, conforman el 
grupo con menos oportunidades. Este grupo, 
además, representa el 33 por ciento de la 
población de entre 25 y 64 años, lo que revela la 
magnitud del desafío. 

México se encuentra entre los diez países con 
mayor desigualdad de oportunidades en el 
mundo, donde al menos la mitad de la 
desigualdad de ingresos se explica por 
circunstancias de origen que están fuera del 
control de las personas. La región norte de México 
presenta niveles de desigualdad de oportunidades 
similares a los países con menor desigualdad 
global, mientras que el sur se asemeja a las 
naciones con mayores brechas sociales y 
económicas. 

Frente a este diagnóstico, resulta imperativo 
romper la transmisión intergeneracional de la 
desigualdad. No basta con aumentar la matrícula 
escolar; se requiere que la educación pública sea 
verdaderamente de excelencia, con condiciones 
para cursar trayectorias educativas completas, 
desde educación inicial hasta superior, 
especialmente en las regiones y grupos más 
rezagados. La igualdad de género en la 
educación no puede seguir siendo una aspiración 
retórica ni una captura política, sino que debe 
traducirse en acciones afirmativas y programas 
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específicos para reducir las brechas en el acceso, 
la permanencia y la culminación de estudios 
superiores. 

La atención a la diversidad regional exige políticas 
focalizadas, porque las causas de la baja 
movilidad educativa varían de una zona a otra. Lo 
que ocurre en el sur del país, con su persistencia 
intergeneracional en la pobreza y la educación, 
requiere intervenciones distintas a las que se 
necesitan en el norte, donde los indicadores son 
menos adversos. 

Garantizar que el sistema educativo funcione 
como un verdadero espacio de igualdad de 
oportunidades implica fortalecer la formación 
docente, modernizar la infraestructura escolar y 
asegurar que los planes de estudio sean 
pertinentes y sensibles a la realidad de los grupos 
más vulnerables. Además, es crucial articular la 
política educativa con otras políticas de desarrollo 
social y económico, como salud, vivienda y 
empleo, para atacar de manera integral las causas 
estructurales que limitan la movilidad social. 

El informe de la ESRU-EMOVI 2023 confirma lo 
que ya intuíamos: la educación sigue siendo el 
principal mecanismo para la movilidad social en 
México, pero el sistema educativo aún no logra 
neutralizar las desventajas del origen. La 
persistencia de la desigualdad educativa, las 
brechas de género y las diferencias regionales son 
retos urgentes que exigen una respuesta decidida 
tanto del Estado como de la sociedad civil. 

Hoy más que nunca es imprescindible exigir 
políticas públicas basadas en evidencia, que 

garanticen el acceso, la permanencia y el logro 
educativo para todas las personas, sin importar su 
lugar de nacimiento, género o condición 
socioeconómica. La educación debe ser el camino 
que permita a cada persona desarrollar su 
potencial y construir un destino propio, libre de 
las ataduras de la cuna. Solo así México podrá 
avanzar hacia una sociedad más justa, equitativa y 
cohesionada, en la que la educación se consolide 
como el verdadero motor de la movilidad social y 
del desarrollo humano. 

Mientras tanto, sin medidas de política pública 
que garanticen que origen no sea destino, el 
epígrafe de esta entrega seguirá siendo un ideal 
inalcanzado, a prácticamente 210 años del 
fusilamiento del Siervo de la Nación. 

Más aún, en el particularísimo contexto estatal de 
este 2025, ¿podemos hablar de un ciclo escolar 
completo cuando todavía, demostradamente, los 
hijos de los obreros y labradores no cuentan ni 
remotamente con las mismas oportunidades 
educativas de los vástagos de los hacendados, 
políticos, funcionarios y demás oligarquía? 
Razonable sería pensar que, un ciclo escolar 
completo lo es porque contiene oportunidades 
igualitarias, equitativas e inclusivas para todos. 
Justo y necesario es exigirlo. Las niñas, niños y 
jóvenes merecen un gobierno educador que 
garantice sus derechos a estar, aprender y 
participar en las escuelas, generando movilidad 
social y desarrollo humano para que alcancen sus 
sueños y aspiraciones legítimas.
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11.07.2025 

Por un primer ciclo escolar completo 
	

	

 

La prevención, la contención y la reacción 
inmediata son factores clave para evitar que se 
sigan padeciendo ciclos escolares incompletos en 
Michoacán de Ocampo. Aunque las autoridades 
han declarado que el ciclo escolar 2024-2025 fue 
completo, la realidad documentada muestra 
que no fue así en términos reales. Las 
suspensiones por paros sindicales, la violencia, la 
inseguridad, la falta de maestros y las condiciones 
precarias de infraestructura provocaron 
interrupciones significativas en la educación de 
miles de estudiantes. 

En varios municipios no se alcanzaron ni 150 días 
efectivos de clases. La suma de suspensiones —
por violencia, clima, bloqueos, asesinatos y más, 
especialmente en municipios como Tepalcatepec, 
Buenavista, La Ruana y Zitácuaro, como ejemplos. 
— quebró la continuidad escolar. Decir que fue 
un ciclo “completo” es tapar el sol con un dedo. 

Se evidenció la persistencia de múltiples factores 
que comprometen el derecho fundamental a la 
educación. La mera acumulación de días de 
calendario no puede considerarse sinónimo de 
días de clase, mucho menos de educación de 

excelencia, accesible, universal, inclusiva y 
continua. 

Más aún: el verdadero éxito educativo no se 
podría medir únicamente en días de clase 
cumplidos, sino en la capacidad del sistema para 
adaptarse, proteger y garantizar el aprendizaje 
significativo en cualquier circunstancia. 

Es imperativo construir políticas públicas 
integrales que aborden las causas estructurales de 
las incidencias educativas. 

Solo mediante un enfoque honesto, transparente y 
comprometido con el bienestar de la comunidad 
educativa será posible construir un sistema 
educativo verdaderamente resiliente y garante del 
derecho a la educación para todos los niños, niñas 
y jóvenes michoacanos, lo que requiere voluntad 
política, recursos suficientes y, sobre todo, el 
compromiso genuino con la verdad y la 
transparencia en beneficio de su comunidad 
educativa. 

En muchas escuelas de Michoacán, ir a la escuela 
se ha vuelto una especie de lotería: cada mañana 
es incierta. ¿Habrá clases o no? ¿Podrán llegar 
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los maestros? ¿Estarán las aulas abiertas o selladas 
por un conflicto, un deslave o un retén armado? 
Lo más doloroso es que los estudiantes se han 
acostumbrado a esta incertidumbre. Hoy, terminar 
el ciclo escolar completo es casi una hazaña. 

El ciclo 2024-2025 ha dejado cicatrices 
profundas. No sólo en los calendarios escolares, 
sino en las mentes y los corazones de miles de 
niñas, niños y jóvenes que ven la educación como 
algo frágil, intermitente. 

El Estado mexicano tiene la obligación 
constitucional y moral de garantizar el derecho a 
la educación. Pero ese derecho no se ejerce con 
discursos, sino con políticas públicas sólidas, 
técnicas, y sobre todo, aplicadas con rigor. 

Es tiempo de pensar ya en que el Ciclo Escolar 
2025-2026 sea el primero que sea completo y 
digno en Michoacán en muchos años. Para ello, 
pensemos en conjurar riesgos y vulnerabilidades, 
relacionados con violencia, circunstancias 
climatológicas y sociales. 

Además de generarse condiciones para estar, 
aprender y participar para todas las niñas, niños y 
jóvenes en edad escolar, como becas, apoyos 
socioeducativos, transporte, alimentación, útiles 
escolares, infraestructura digna y accesible, con 
todas las plantillas de personal completas y 
pagadas a tiempo, temas que han sido materia de 
otras entregas,  es necesario establecer medidas 
contingentes, en consistencia con una propuesta 
metodológica tendiente a establecer un Atlas 
Estatal de Riesgos Educativos; tales como las 
siguientes: 

1. Sistema de Alerta Temprana Educativa. 
Desarrollar un sistema informático estatal 
interconectado con Protección Civil, CENAPRED, 
autoridades meteorológicas y de seguridad, que 
emita alertas en tiempo real a supervisores 
escolares y directores para decidir suspensiones 
de clases preventivas, con criterios claros y 
protocolos previamente establecidos. 

2. Mapas de riesgo climático escolar. Elaborar 
mapas georreferenciados que identifiquen 
planteles vulnerables a lluvias, inundaciones, 
deslaves o temperaturas extremas. Estos mapas se 
actualizarán cada año y servirán para priorizar 
intervenciones y medidas de protección civil. 

3. Infraestructura resiliente en zonas de impacto. 
Implementar normas técnicas de construcción para 
que las escuelas en zonas de riesgo cuenten con 
estructuras elevadas, drenaje pluvial reforzado, 
materiales resistentes a humedad, y espacios 
seguros designados para refugio en emergencias. 

4. Reforzamiento antisísmico de escuelas. Aplicar 
peritajes estructurales a todas las escuelas, 
priorizando zonas sísmicas, para reforzar muros, 
columnas y techos conforme a las normas 
mexicanas de construcción antisísmica. Las obras 
deberán estar certificadas por peritos 
estructuristas. 

5. Protocolos inmediatos de evaluación estructural. 
Desarrollar procedimientos técnicos para que 
ingenieros evalúen en menos de 24 horas si un 
plantel puede seguir operando tras un sismo, para 
evitar suspensiones innecesarias prolongadas. 
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6. Simulacros regionalizados y especializados. 
Diseñar simulacros adaptados a cada tipo de 
riesgo: sismos, lluvias torrenciales, incendios o 
balaceras, que sean prácticas específicas que 
reflejen escenarios realistas según la región. 

7. Fondo para reconstrucción escolar rápida. 
Crear un fideicomiso estatal con reglas claras para 
utilizarse exclusivamente en reconstrucción de 
escuelas dañadas, con procesos de adjudicación 
rápida y transparente. Evitaría que los planteles 
afectados permanezcan años sin reparaciones. 

8. Sistemas de detección temprana de incendios. 
Instalar detectores de humo y sistemas de alarma 
en escuelas, conectados a centrales de 
emergencia municipales. En zonas rurales, incluir 
sistemas autónomos alimentados por energía solar. 

9. Planes de evacuación comunitarios. Diseñar, 
imprimir y difundir rutas de evacuación y puntos 
de reunión específicos para cada escuela, 
considerando zonas seguras y posibles obstáculos 
físicos o sociales. 

10. Brigadas escolares de seguridad y protección 
civil. Capacitar a docentes, personal administrativo 
y padres de familia en primeros auxilios, combate 
de incendios y evacuación. Las brigadas tendrían 
roles claros asignados y un sistema de 
credenciales para actuar en emergencias. 

11. Supervisión estricta de transporte escolar. 
Implementar un padrón estatal de transportistas 
escolares, con requisitos de licencia tipo “E” para 
choferes, revisiones mecánicas trimestrales y 

sistemas de geolocalización obligatorios en las 
unidades. 

12. Capacitación en primeros auxilios. Certificar al 
menos al 80% del personal escolar en maniobras 
básicas de atención a lesiones, desmayos, crisis 
epilépticas o paros cardiorrespiratorios, con 
constancias oficiales y actualizaciones periódicas. 

13. Protocolos de atención inmediata en 
accidentes. Desarrollar guías operativas detalladas 
que indiquen pasos a seguir en accidentes, 
contactos de emergencia, hospitales de referencia 
y registros obligatorios de incidentes. 

14. Acuerdos con grupos sociales para no afectar 
escuelas. Establecer compromisos firmados entre 
autoridades, sindicatos, grupos sociales y 
organizaciones campesinas para, primeramente, 
reconocer su problemática legítima y, acto 
seguido, garantizar que protestas o bloqueos no 
interrumpan el acceso ni el funcionamiento de las 
escuelas. 

15. Declarar zonas escolares “espacios neutros”. 
Emitir decretos estatales y municipales para 
reconocer legalmente a las zonas escolares como 
lugares donde no se permita bajo concepto 
alguno realizar manifestaciones, bloqueos, 
vendimias, fiestas ni actividades políticas que 
afecten la operación escolar. 

16. Canales de mediación civil. Formar equipos 
de mediadores profesionales, especializados en 
resolver conflictos comunitarios o sociales que 
puedan derivar en interrupciones escolares. 
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17. Programa Escuela Segura. Instalar cámaras de 
videovigilancia en perímetros escolares, botones 
de pánico conectados a la policía municipal, 
rondines periódicos y patrullas de reacción 
inmediata en zonas de riesgo. 

18. Rutas escolares seguras con Guardia Nacional. 
Coordinar operativos de vigilancia en trayectos 
escolares, especialmente en regiones de alta 
incidencia delictiva. Integrar análisis de 
inteligencia para diseñar las rutas más seguras. 

19. Botón de pánico en escuelas. Dotar a cada 
plantel de un dispositivo de emergencia que 
pueda alertar directamente a las autoridades ante 
balaceras, agresiones o delitos, con 
geolocalización precisa. 

20. Red de apoyo psicosocial post-evento. 
Establecer equipos itinerantes de psicólogos, 
trabajadores sociales y psiquiatras para atender 
comunidades escolares tras hechos violentos, 
desastres naturales o fallecimientos dentro de la 
comunidad educativa. 

21. Protocolo estatal de duelo escolar. Crear 
lineamientos claros sobre cómo gestionar el duelo 
colectivo ante fallecimientos de estudiantes o 
docentes, con estrategias pedagógicas y 
contención emocional. 

22. Protección a docentes amenazados. 
Implementar protocolos de seguridad, cambios de 
adscripción, acompañamiento policial o incluso 
traslados fuera de la entidad para personal 
docente amenazado por grupos criminales, así 

como persecución de las células delictivas hasta 
su cabal disolución. 

23. Banco estatal de docentes suplentes. 
Conformar una base de datos de docentes 
certificados y capacitados para integrarse 
rápidamente a cualquier plantel que quede sin 
maestros por enfermedad, riesgo o conflictos. 

24. Incentivos económicos para zonas de riesgo. 
Otorgar bonos mensuales, vivienda digna, apoyo 
en transporte y prestaciones adicionales a 
docentes que acepten trabajar en regiones de 
difícil acceso o alta inseguridad. 

25. Garantía de seguridad para docentes. Firmar 
convenios con instancias de seguridad estatal y 
federal para proteger a personal docente en 
traslados, zonas de trabajo y contextos 
comunitarios de alto riesgo. 

26. Mantenimiento predictivo de infraestructura. 
Utilizar software especializado para detectar 
deterioro en techos, muros, instalaciones 
eléctricas e hidráulicas antes de que colapsen, 
programando mantenimientos preventivos. 

27. Auditorías anuales a planteles. Obligar a 
revisiones técnicas anuales en todas las escuelas, 
con informes públicos que indiquen el estado de 
sus instalaciones y riesgos detectados. 

28. Fondos de emergencia para infraestructura 
escolar. Tener presupuestos específicos, no 
sujetos a recortes, destinados a reparaciones 
inmediatas de escuelas dañadas. 
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29. Ventanilla única para permisos de obra cerca 
de escuelas. Evitar obras improvisadas que afecten 
planteles. Toda obra pública o privada cerca de 
escuelas deberá gestionarse a través de esta 
ventanilla, que evaluará impacto educativo. 

30. Evaluación de impacto escolar de obras 
públicas. Establecer requisitos legales para que 
antes de autorizar cualquier proyecto de 
infraestructura, se analice su efecto sobre el 
acceso, ruido, seguridad y operación de las 
escuelas cercanas. 

31. Comunicación previa con comunidades 
educativas.  Imponer la obligación legal de 
informar a directores, consejos escolares y padres 
sobre cualquier obra o cierre de vialidad que 
pueda impactar la operación escolar. 

32. Rutas educativas alternas planeadas. 
Desarrollar rutas viales alternativas para cada 
plantel, mapeadas y señalizadas, para garantizar 
acceso aun en caso de bloqueos o desastres. 

33. Monitoreo en tiempo real de incidentes viales 
o sociales. Implementar aplicaciones móviles y 
plataformas web para informar en tiempo real 
sobre bloqueos, accidentes o conflictos que 
afecten la movilidad escolar. Así también, que se 
informe en estos sistemas informáticos sobre si 
hubo clases o no y por qué razón, detallando las 
incidencias de cada grupo en cada plantel 
educativo, día tras día. 

La realidad es dura. No podemos resignarnos a 
que el ciclo escolar sea siempre interrumpido. 
Ningún derecho constitucional es tan 
frecuentemente violentado como el derecho a la 
educación en este estado. Lo dice la CEDH. 

Cada día sin clases, cada semana sin maestros, 
cada aula cerrada por violencia o por lluvia es una 
herida profunda en el futuro de nuestras niñas, 
niños y jóvenes. Y no hay justificación para seguir 
aplazando soluciones. 

Estas 33 propuestas de arropamiento ante riesgos 
y vulnerabilidades son técnicas, viables y 
perfectamente implementables si existe voluntad 
política y si se asignan los recursos necesarios. 

Hoy, más que nunca, Michoacán necesita que 
autoridades, sociedad civil, docentes, gremios y 
comunidades se unan bajo un solo compromiso: 
que ningún evento —ni climático, ni social, ni 
delictivo— sea más fuerte que el derecho a la 
educación. 

Es hora de decir ¡basta! a ciclos escolares 
interrumpidos. El ciclo escolar 2025-2026 debe 
ser, por fin, el ciclo escolar completo que los hijos 
de Michoacán se merecen. Porque cuando 
defendemos la educación, estamos defendiendo 
el futuro de todos. Merecemos un gobierno 
educador. 
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13.07.2025 

Cien aprendizajes colectivos del ciclo escolar 
	

	

El ciclo escolar 2024-2025 en Michoacán quedará 
marcado en la memoria colectiva como un 
periodo profundamente irregular, fragmentado 
por factores que van más allá de lo puramente 
educativo: violencia, inseguridad, fenómenos 
naturales, conflictos gremiales, rezagos históricos 
en infraestructura y barreras para el aprendizaje y 
la participación escolar se entrelazaron para 
interrumpir de manera recurrente el derecho 
fundamental de niñas, niños y jóvenes a recibir 
educación plena, segura y continua. 

Aunque las autoridades educativas han 
proclamado discursos de “ciclo escolar 
completo”, las evidencias periodísticas, los 
testimonios magisteriales y los datos recabados en 
campo confirman una realidad muy distinta: 
decenas de días de clase perdidos, miles de 
alumnos sin clases, docentes desplazados o 
amenazados, comunidades enteras sometidas al 
miedo y planteles educativos abandonados o bajo 
condiciones precarias. 

Pero de cada crisis surge también la posibilidad 
de aprender y transformar. Identificamos cien 
aprendizajes colectivos surgidos del ciclo escolar 
2024-2025 en Michoacán, que buscan contribuir 
en la toma de decisiones de política pública para 

evitar repetir los mismos errores y para garantizar 
que el ciclo escolar siguiente sea más garantista 
de los derechos a estar, aprender y participar en 
las escuelas de todas las niñas, niños y jóvenes en 
Michoacán, a la vez que más sólido, más 
equitativo y humano. 

1. Seguridad, Violencia y Contexto Social. 

La violencia y la inseguridad son factores 
determinantes que interrumpen el derecho a la 
educación. 

La violencia social externa tiene un impacto 
directo en el entorno escolar. 

La normalización de la violencia en las escuelas es 
una emergencia educativa. 

La inseguridad es un determinante directo del 
acceso a la educación y requiere estrategias 
pedagógicas adaptadas. 

La protección a docentes y estudiantes debe ser 
prioridad. 

El miedo es un enemigo silencioso de la 
educación. 

Que la violencia y el crimen organizado son 
causas reales y frecuentes de interrupción escolar. 
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Tras eventos violentos aumentan el ausentismo y el 
abandono escolar. 

El impacto psicológico en la comunidad educativa 
tras episodios violentos es profundo y duradero. 

La seguridad del docente es indispensable para el 
derecho a aprender. 

La comunidad educativa requiere atención 
psicoemocional tras eventos traumáticos. 

Que, sin condiciones socioeducativas ni 
seguridad, los estudiantes pierden oportunidades 
de aprender. 

Los discursos oficiales suelen invisibilizar los días 
perdidos por violencia. 

Que las becas, si bien abonan, no garantizan que 
todas las niñas, niños y jóvenes estén, aprendan y 
participen en las escuelas. 

La rectoría de la educación sigue en disputa con 
grupos fácticos y delincuencia organizada. 

Que los apoyos sociales existentes no solucionan 
el problema de la inseguridad. 

Que los protocolos de seguridad escolar son 
insuficientes ante el poder de grupos armados. 

	

2. Infraestructura, Entorno Físico y Vulnerabilidad. 

La infraestructura educativa sigue siendo 
insuficiente y vulnerable. 

La importancia de infraestructura resiliente ante 
emergencias naturales y humanas. 

Michoacán se encuentra en una zona de alta 
incidencia climática y sísmica, lo cual exige 
protocolos específicos. 

La infraestructura irregular (escuelas sin clave o en 
predios irregulares) afecta derechos educativos. 

Las obras públicas deben considerar rutas 
escolares seguras. 

Que la infraestructura escolar no está blindada 
ante emergencias. 

Las escuelas rurales enfrentan condiciones más 
precarias que las urbanas. 

El rezago en infraestructura, equipamiento, 
mantenimiento preventivo y correctivo es histórico 
y profundo. 

La desigualdad territorial agudiza la precariedad 
de la infraestructura educativa. 

Muchos planteles carecen de servicios básicos 
(agua, drenaje, electricidad, drenaje, Internet). 

La falta de mantenimiento deja vulnerables a los 
planteles ante lluvias, sismos o vandalismo. 

La infraestructura es también un factor que influye 
en el abandono escolar. 

Que las aulas móviles, “de palitos” o improvisadas 
siguen existiendo en comunidades marginadas, 
incluso en la capital del estado. 

La infraestructura debe diseñarse considerando 
accesibilidad y seguridad para personas con 
discapacidad. 
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No existe un inventario público y actualizado de 
planteles dañados o inseguros, mucho menos, una 
ruta de mejora individualizada para cada escuela 
en esta situación. 

3. Gestión, Gobernanza y Transparencia. 

La gestión administrativa requiere mayor 
transparencia y eficacia. 

La simulación oficial de un ciclo escolar 
“completo” no refleja la realidad. 

Que la SEE no publica datos sistemáticos de 
incidencias. 

La rendición de cuentas debe ser clara respecto a 
días de clase efectivamente cumplidos, grupo por 
grupo y escuela por escuela. 

La fragmentación sindical y los conflictos 
gremiales afectan la estabilidad escolar. 

Que la rectoría educativa está debilitada por 
intereses gremiales y políticos. 

La corrupción sigue drenando recursos 
fundamentales para la educación, especialmente 
en la nómina magisterial. 

Que la comunidad educativa no confía 
plenamente en las autoridades educativas. 

La federalización de la nómina educativa es clave 
para igualdad de condiciones laborales. 

Que no existe un protocolo estatal unificado para 
notificar suspensiones. 

La documentación sistemática de incidencias es 
fundamental para la mejora continua. 

La evaluación constante de protocolos permite 
ajustarlos con base en evidencia. 

Los sistemas de monitoreo de incidencias deben 
ser públicos y accesibles. 

Que las suspensiones oficiales no deben 
confundirse con paros o cierres no autorizados. 

La comunicación oficial debe ser honesta y basada 
en evidencias. 

La respuesta a emergencias educativas exige 
coordinación interinstitucional ágil y transparente. 

	

4. Docentes y Condiciones Laborales. 

La falta de maestros sigue limitando la cobertura 
educativa y los derechos de las niñas, niños y 
jóvenes. 

La seguridad laboral de los docentes es 
fundamental para mantener los servicios 
educativos operando. 

El magisterio requiere mayor respaldo en zonas 
de riesgo. 

La unidad del magisterio es necesaria para 
fortalecer la educación. 

La formación docente especializada es clave para 
enfrentar contextos violentos. 

La capacitación continua es indispensable para 
atender crisis. 
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Que los docentes necesitan herramientas 
psicoemocionales para manejar el trauma propio y 
de sus alumnos. 

La sobrecarga administrativa debilita la labor 
docente y genera burnout. 

Que la rotación constante de maestros es 
multifactorial y afecta la estabilidad escolar. 

Que hay un déficit de maestros especializados 
(educación especial, inglés, tecnología). 

Que los docentes en zonas rurales trabajan en 
condiciones de mayor precariedad y requieren 
apoyo coordinado. 

Que el docente es frecuentemente quien carga 
con la gestión de emergencias sin apoyo 
institucional. 

5. Pedagogía, Currículo y Procesos Educativos. 

La educación es un derecho humano fundamental 
que requiere compromiso real y recursos 
suficientes. 

Que la educación en Michoacán sigue siendo 
rehén de factores externos. 

La necesidad de flexibilidad curricular ante 
emergencias, para asegurar los aprendizajes 
mínimos esperados. 

Los eventos disruptivos exigen la capacidad de 
adaptarse a modalidades híbridas o virtuales como 
alternativa de emergencia. 

La educación virtual no siempre es viable por falta 
de conectividad o recursos. 

Que los aprendizajes no recuperados tras 
suspensiones aumentan la desigualdad educativa. 

Que el eje cardinal de los derechos educativos lo 
constituye el derecho a aprender, el cual no está 
garantizado, visibilizado ni evaluado. 

Que el rezago educativo se profundiza tras cada 
ciclo interrumpido. 

Que la falta de materiales didácticos adecuados 
limita la respuesta educativa en crisis. 

Que la evaluación debe ajustarse a las realidades 
contextuales de cada región. 

Que la educación rural demanda metodologías 
específicas y diferenciadas. 

Que la calidad educativa no puede medirse solo 
por la cobertura, ni mucho menos por el 
cumplimiento de compromisos en la agenda 
magisterial. 

La importancia de incorporar la educación en 
gestión de riesgos en el currículo. 

La alfabetización digital debe ser parte del 
currículo para enfrentar crisis futuras. 

Que se requiere separar la agenda magisterial de 
la agenda educativa, para conformar política 
pública magisterial y política pública educativa. 

Que los aprendizajes socioemocionales son tan 
importantes como los académicos. 

Que la educación artística y deportiva se reducen 
drásticamente en ciclos escolares interrumpidos. 

6. Familias, Comunidad y Sociedad Civil. 
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La participación social es clave para denunciar y 
prevenir incidencias. 

La participación comunitaria es esencial en la 
gestión de riesgos educativos. 

Que la sociedad civil es clave para defender el 
derecho a la educación. 

Las familias deben ser informadas de protocolos y 
decisiones educativas. 

La confianza familia-escuela se ve fracturada por la 
inseguridad. 

Que los padres necesitan apoyo para manejar el 
estrés derivado de crisis educativas. 

Que la corresponsabilidad familia-escuela se 
debilita cuando la autoridad es poco transparente. 

Que las comunidades organizadas logran mejores 
respuestas ante emergencias. 

Que las redes comunitarias pueden suplir, 
parcialmente, carencias institucionales y defender 
los derechos de niñas, niños y jóvenes. 

Que la comunidad educativa necesita herramientas 
para verificar información y evitar rumores. 

Que las familias pobres son las más afectadas por 
interrupciones escolares, trastocando sus 
aspiraciones y derechos a alcanzar la movilidad 
social. 

Que la migración interna o externa aumenta por la 
inseguridad, fragmentando comunidades 
escolares. 

Que la movilidad social se frena drásticamente 
cuando la escuela se interrumpe. 

	

7. Información, Tecnología y Comunicación. 

La comunicación oportuna y clara es crucial para 
evitar pánico y desinformación. 

La coordinación con medios de comunicación es 
clave para manejar la narrativa pública. 

Que la información oficial debe ser sencilla y 
adaptada a comunidades diversas. 

Que los medios pueden ser aliados o factores de 
alarma social. 

Que la tecnología es indispensable para mantener 
la continuidad educativa en crisis. 

Que persisten enormes brechas digitales en 
Michoacán y no hay políticas públicas que estén 
atendiendo la problemática con a intensidad, 
recursos ni cobertura suficientes. 

Que el mensaje de las autoridades debe ser veraz, 
franco, honesto, transparente, comprometido y 
congruente con la defensa de los derechos 
educativos de las niñas, niños y jóvenes. 

Que se requieren recursos específicos para 
digitalización y educación a distancia. 

Que las plataformas educativas estatales tienen 
baja penetración real. 

Que la documentación digital de incidencias debe 
integrarse en los sistemas de gestión educativa. 
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En suma, el ciclo escolar 2024-2025 en 
Michoacán expuso con crudeza que el derecho a 
la educación sigue siendo vulnerable ante 
múltiples amenazas: violencia, desigualdad 
territorial, deficiente infraestructura, tensiones 
gremiales y falta de datos transparentes. Ningún 
ciclo escolar puede considerarse completo si 
miles de niños y jóvenes quedan excluidos o 
asisten a aulas donde el miedo es más fuerte que 
el aprendizaje. 

Los cien aprendizajes aquí recopilados 
demuestran que existen soluciones posibles. Cada 
problemática sugiere rutas de atención, muchas 
de ellas técnicas, otras políticas, y todas urgentes. 
No bastan discursos optimistas ni estadísticas 
maquilladas: se requiere voluntad política, 
presupuesto suficiente y, sobre todo, compromiso 

ético para poner a la niñez y juventud en el centro 
de las decisiones. 

La educación en Michoacán no puede seguir 
siendo rehén de factores externos ni de inercias 
burocráticas. Las autoridades deben asumir, sin 
simulaciones, que garantizar el ciclo escolar 
completo implica seguridad, infraestructura 
adecuada, docentes protegidos, datos públicos y 
políticas educativas proactivas. 

Sea la presente entrega una invitación a que las 
lecciones aprendidas de este ciclo escolar no 
queden archivadas ni se conviertan en 
anecdotario. Son la base para diseñar una política 
educativa transformadora que asegure que cada 
ciclo escolar sea, efectivamente, completo, digno 
y protector de derechos. 
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18.07.2025 

Por un mejor ciclo escolar 
	

Si bien, el Ciclo Escolar 2024 –2025 ha 
concluido, es importante tomar los aprendizajes 
que nos ha dejado colectivamente y aplicar las 
lecciones para que exista mejora continua, de cara 
al Ciclo Escolar 2025– 2026, que iniciará el 
próximo 1° de septiembre. Es decir, a partir de 
esta tarde se vivirán prácticamente seis semanas 
invaluables de receso escolar, que permitirán a los 
trabajadores de la educación descansar, 
reorganizarse y retomar renovados sus actividades 
profesionales, mientras que los estudiantes 
tendrán la oportunidad también de recrearse, 
repasar lo aprendido en el ciclo escolar y realizar 
actividades formativas. 

En cambio, para los funcionarios del sistema 
educativo estatal corren tiempos en los cuales 
deben de realizar un rápido y efectivo balance de 
lo acontecido, diagnosticar las áreas de 
oportunidad, proponer soluciones a manera de 
políticas públicas, esquematizarlas, 
presupuestarlas y ponderar su factibilidad técnica, 
operativa, social, pedagógica, política y 
financiera. 

Si bien, lo anteriormente dicho implica cientos de 
horas – hombre de trabajo en escritorio y en 
consultas participativas con actores clave y 
expertos, es una ruta inaplazable e ineludible, ya 
que es importantísimo que se realicen esfuerzos 
sustantivos en los periodos de asueto por parte del 

funcionariado estatal, si es que se busca 
efectivamente marcar un punto de inflexión en la 
tan inercial historia del sistema educativo 
michoacano, que, como la propia sucesión de 
acontecimientos ha demostrado, suele modificarse 
poco y lentamente, lo que ralentiza enormemente 
las posibilidades de cambiar las condiciones de 
acceso, permanencia, aprendizaje y cursado de 
trayectorias completas para las niñas, niños y 
jóvenes en la entidad, encontrándose en 
entredicho la existencia real de oportunidades 
fehacientes para todos de lograr culminar una 
carrera universitaria, lo cual lograrán, de acuerdo 
con las estadísticas vigentes de hoy, menos de la 
cuarta parte de un millón 267 mil estudiantes que 
estuvieron matriculados durante el ciclo escolar 
recién concluido. 

Partamos del hecho de que, este ciclo recién 
finalizado contuvo altas expectativas por parte de 
los funcionarios educativos en la nación y en el 
estado, ya que constituiría el primero en contar 
con los programas y materiales educativos del 
modelo vigente, denominado Nueva Escuela 
Mexicana. Lo anterior fue incorporado en el 
corazón de la narrativa oficial, por lo cual, 
prácticamente cada paso dado en cuanto a la 
distribución de libros de texto gratuitos, la 
realización de sesiones de Consejo Técnico 
Escolar, los encuentros, reuniones y visitas con 
funcionarios federales y hasta el pago de las 
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quincenas de los trabajadores de la educación 
constituyeron materia para la elaboración y 
difusión de comunicados y boletines en los 
medios masivos de comunicación, así como en los 
portales electrónicos oficiales de las dependencias 
educativas. 

Incluso, en decenas de ocasiones durante este 
periodo de clases se colocaron espectaculares y 
anuncios en gran formato en toda la geografía 
michoacana, en aras de comunicar muy 
enfáticamente los pasos dados en seguimiento a 
los lineamientos federales, con la intención de 
mostrar coordinación, alineación y articulación 
con el orden federal del poder ejecutivo. 

Desde lo local hubo pocos matices, pero fueron 
claros. En la entidad, se fijó como alto objetivo 
alcanzar un ciclo escolar completo -el tercero, en 
boca de las autoridades educativas-, algo que 
sucede en la gran mayoría de las entidades 
federativas desde hace muchas décadas, pero que 
en Michoacán de Ocampo constituiría una 
excepción. 

Ahora, diez meses después, la autoridad, en el 
marco del cierre del ciclo escolar habla de que 
“Michoacán hace historia en la educación”, lo 
cual es parcialmente cierto, porque efectivamente, 
cada paso que se da en la vida tiene eco en la 
eternidad. Visto desde un enfoque muy particular, 
todo lo que hacemos es parte de nuestra historia. 
Lo que debemos de reflexionar y elegir es de qué 
lado de la historia deseamos estar y cómo 
queremos ser recordados, especialmente cuando 
tenemos responsabilidades públicas qué honrar y 
cumplir. Por ello, es momento también de 

introspección y de pensar cómo superar las 
situaciones que impidieron la vivencia plena de 
los derechos a estar, a aprender y a participar en 
las escuelas, conviviendo en espacios dignos y 
libres de violencia, discriminación y acoso. 

Así también, se habló de justicia laboral, 
promoviéndose que más de diecisiete mil 
trabajadores de la educación han resultado 
beneficiados de estabilidad laboral, de la 
recepción de formatos únicos de personal, 
permutas, promociones verticales y jubilaciones; 
sin que a la fecha haya evidencias públicas ni un 
padrón de todos aquellos integrantes del 
magisterio estatal que, de acuerdo con la 
autoridad han sido recipiendarios de estos actos 
administrativos por parte de la parte patronal. Por 
el contrario, tanto la falta de respaldo en redes 
sociales como la serie de reclamos que se dan por 
parte de trabajadores de la educación que no han 
sido agraciados aún con los beneficios 
discursados adicionan cuestionamientos a las 
medidas que carecen de soporte documental y de 
evidencias públicas para soportar la narrativa 
oficial. 

En lo pedagógico, muy poco se avanzó, pero se 
hicieron decenas de encuentros y eventos 
especiales con trabajadores de la educación, en 
donde la inmensa mayoría acudió en calidad de 
espectador. La formación continua y la 
actualización docentes, tan necesarias en un ciclo 
escolar donde se ponía en ejecución por primera 
ocasión un nuevo modelo educativo llegaron a 
cuentagotas, por lo cual los maestros terminaron 
poniéndose de acuerdo entre ellos y cerrando los 
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vacíos de manera colegiada, llenando los vacíos 
que la autoridad federal generó al respecto. 

Aunque se habla en los comunicados oficiales de 
un ciclo escolar “sin interrupciones”, sin dejar de 
reconocer el esfuerzo que se hizo al respecto en 
cientos de planteles escolares, ni tampoco los 
esfuerzos de las autoridades, también es cierto 
que un gran cúmulo de incidencias macularon el 
ciclo escolar y la intención no logró materializarse 
plenamente. 

De las incidencias se ha escrito en este mismo 
espacio, clasificándolas y proponiendo medidas 
para controlar y aminorar riesgos, así como para 
reforzar las vulnerabilidades de la infraestructura, 
procesos y recursos del sistema educativo estatal, 
en aras de lograr que el Ciclo Escolar 2025 – 
2026 sea completo en toda la extensión de la 
palabra. 

En el análisis de los factores que impidieron el 
ejercicio pleno de los derechos educativos de las 
niñas, niños y jóvenes en la entidad encontramos 
que principalmente tienen relación con 
infraestructura, equipamiento y conectividad, con 
problemáticas de transporte y de movilidad, 
razones socioeconómicas, circunstancias 
socioemocionales y de salud, ya sea propias o de 
la familia, así como costos de oportunidad 
respecto a tener que colaborar en la familia, 
trabajar o coadyuvar con problemáticas familiares 
o comunitarias, sin dejar de subrayar las razones 
culturales, donde ejercer los derechos educativos, 
matricularse y concluir una trayectoria educativa 
completa no está normalizado e incluso, puede 
llegar a estar estigmatizado, mientras que siguen 

existiendo las barreras de inclusión, tanto para las 
personas con discapacidad como para los grupos 
vulnerados, que por razones de género, étnico, 
de idioma, etarias o culturales son abiertamente 
discriminadas, a la par que continúan haciendo 
presencia las barreras de aprendizaje y la 
participación escolar, aunadas a las incidencias o 
eventualidades que hemos reportado en otras 
entregas, entre las cuales mencionamos las que se 
observaron en el ciclo escolar recién concluido, 
como climatológicas, sismológicas, siniestros, 
accidentes, fenómenos delincuenciales, 
asesinatos, tiroteos, cierre de vialidades por la 
delincuencia, conflictos gremiales o sindicales, 
falta de maestros y trabajadores de la educación, 
daños en la infraestructura, situaciones 
administrativas, cuestiones de salud pública, 
eventos relacionados con obra pública mal 
planeada que termina coartando la regularidad 
educativa y protestas ciudadanas, entre otros 
factores. 

El arropamiento necesario para conjurar riesgos y 
vulnerabilidades conlleva atisbar una mirada a 
metodologías muy robustas al respecto, como las 
del Centro Nacional de Prevención de Desastres 
(CENAPRED), donde han conformado todo un 
marco normativo para la prevención de desastres 
en los municipios, que hace falta ser aplicada con 
el rigor debido, extrapolar y detallar este enfoque 
hacia los derechos educativos, para evitar que 
haya incidencias en el sector educativo, de tal 
manera que los días efectivos de clases no 
resulten afectados para ninguna niña, niño o 
joven. 
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Al respecto, el producto es denominado Atlas de 
Riesgos y tiene como finalidad hacer una lectura 
profunda y sistemática de las condiciones que 
imperan en un municipio, entidad o país respecto 
a la posibilidad de sufrir un desastre. 

De acuerdo con el portal electrónico de 
CENAPRED, un Atlas de Riesgos es un sistema de 
información que recopila y analiza datos sobre 
fenómenos peligrosos (naturales o causados por el 
hombre) que pueden afectar a una zona 
determinada, junto con la vulnerabilidad de la 
población y la infraestructura ante estos 
fenómenos. En esencia, es una herramienta que 
ayuda a identificar, evaluar y gestionar los riesgos 
para la población y el territorio. 

Un Atlas de Riesgos incluye información sobre 
peligros como terremotos, inundaciones, deslaves, 
incendios forestales, tormentas, entre otros. 
También recopila información sobre la 
vulnerabilidad de la población, como la densidad 
de población en zonas de riesgo, la calidad de las 
construcciones, la disponibilidad de servicios de 
emergencia, etc. 

La información recopilada se analiza para 
determinar la probabilidad de ocurrencia de cada 
peligro, la magnitud de los posibles daños y la 
exposición de la población y la infraestructura. 

Los datos se representan en mapas, gráficos y 
tablas, lo que permite visualizar la información de 
manera clara y accesible para la toma de 
decisiones. 

Este enfoque, correctamente extrapolado al sector 
educativo ayudaría grandemente a evitar que los 

riesgos se conviertan en realidades, pero, a decir 
de la CEDH en Michoacán, solo el 15 por ciento 
de los municipios cuentan con uno, en materia de 
desastres.  Mucho trabajo hay que hacer al 
respecto, así como, posteriormente enfatizar la 
prevención de incidencias en el sector educativo. 

Sin duda, contar con un centro estatal de 
prevención de incidencias en el sector educativo, 
con personal, un centro de inteligencia y recursos 
disponibles para actuar inmediatamente en aras de 
lograr un ciclo escolar completo sería disruptivo, a 
la par que materializaría las buenas intenciones 
que hoy se leen en la narrativa del gobierno 
estatal en relación con seguir aspirando a construir 
ciclos escolares completos. 

Por supuesto, controlar riesgos, vulnerabilidades y 
disminuir incidencias, mejorando las condiciones 
de los factores que inciden en el ejercicio de los 
derechos educativos son pasos importantes; pero 
todavía queda la gran Caja de Pandora por 
destaparse, analizarse, diagnosticarse y mejorarse: 
la de los aprendizajes. 

Michoacán ha sido abiertamente omiso en hablar 
de aprendizajes durante la actual administración 
estatal, mucho más aún, en evaluarlos y 
difundirlos, para conocer cuál es el nivel de 
aprendizaje de cada estudiante en la entidad 
federativa y generar una ruta de mejora 
individualizada para cada niña, niño o joven. 

Es hora de pensar en soluciones estructurales. El 
ciclo escolar 2025-2026 debe ser, por fin, el ciclo 
escolar completo que los hijos de Michoacán se 
merecen. No hay tiempo que perder. 
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25.07.2025 

Una mochila para funcionarios educativos 
	

	

A lo largo de este siglo, en Michoacán de 
Ocampo hemos atestiguado una emergencia 
educativa permanente que amenaza y vulnera el 
derecho fundamental de generaciones enteras a 
estar, aprender y participar en la escuela con 
dignidad. 

Las víctimas de las violaciones a los derechos 
educativos se cuentan por millones y los daños 
ocasionados son incalculables: inmovilidad social, 
escasa competitividad, pobreza, marginación, 
migración, fuga de talentos y desplazamientos 
forzados, así como fenómenos delincuenciales de 
proporciones internacionales. 

En cuanto al estado que guarda el sistema 
educativo estatal, partamos de la ausencia de una 
evaluación individualizada de los aprendizajes 
alcanzados durante cada ciclo escolar, respecto a 
los mínimos esperados que se contemplan en los 
planes y programas de estudio. Desconocer el 
estado del logro en aprendizajes ya es desastroso 
de por sí, pero el rezago educativo también 
supera la media nacional, teniendo a más de un 
millón y medio de michoacanos de 15 años y más 
padeciendo las consecuencias de no haber 
concluido su educación básica; aunado a lo 
anterior, la infraestructura escolar es deficiente, 

con muchas escuelas sin agua, sin drenaje, sin 
electricidad, ni conectividad, así como riesgo 
estructural; además, el abandono escolar supera 
niveles aceptables y el analfabetismo alcanza casi 
a un cuarto de millón de michoacanos de más de 
quince años. La falta de maestros, la violencia en 
torno a los planteles, los paros sindicales y las 
inundaciones por fenómenos meteorológicos 
interrumpen repetidamente el ciclo escolar oficial. 
La escolaridad promedio es de apenas 8.6 años; 
el analfabetismo alcanza el 7 % y persiste la 
desconexión entre educación y mercado laboral 
local. 

En este contexto, los derechos educativos de 
niñas, niños y jóvenes están siendo defraudados. 

En este receso escolar, no solamente los padres 
de familia deberíamos de estar preocupados por 
integrarle una mochila escolar completa a nuestros 
hijos; también, los funcionarios deberían de armar 
la suya. Esta mochila para funcionarios educativos 
es una arenga metafórica: cada uno de sus 
componentes es una exigencia ética, institucional 
y social para que quienes gobiernan la educación 
en Michoacán actúen con responsabilidad, coraje 
y justicia, así como también sirve de rúbrica para 
darnos cuenta sobre si les hizo falta alguno de 
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estos útiles escolares del siguiente listado en la 
mochila de los ciclos escolares ya concluidos. 

Mochila para funcionarios educativos. 

De material duradero y a prueba de inundaciones, 
balas, fuego, polvo y abandono, debe resistir todo 
el ciclo escolar y contener lo siguiente: 

1. Carpeta-antología con el marco normativo: 
Constitución y Ley Estatal de Educación 

Los funcionarios requieren conocer su 
responsabilidad principal:  garantizar el derecho a 
la educación, tal como lo mandatan la 
Constitución y la Ley Estatal. La situación 
deplorable en Michoacán muestra que estos 
derechos están siendo sistemáticamente 
vulnerados. Al revisar estos textos legales 
comprenderán que defender el acceso, 
permanencia y calidad educativa no es opcional, 
sino mandato jurídico y moral frente al sistema 
colapsado. 

2. Guía de español, comprensión lectora y 
matemáticas 

Necesitan comprender a fondo estas áreas porque 
el rendimiento académico en Michoacán es bajo, 
con rezago en comprensión lectora y matemáticas 
que limita el desarrollo académico. Entender estas 
disciplinas permitirá diseñar políticas públicas 
efectivas, programas de mejora docente, tutoría y 
remedial, ante escuelas sin materiales adecuados y 
muchos estudiantes con aprendizaje truncado. 

3. Libro de historia de la educación mexicana 

Este volumen es esencial para que no repitan 
fracasos del pasado ni ignoren los contextos 
estructurales que han perpetuado desigualdades 
educativas. Saber cómo surgieron reformas, qué 
proyectos funcionaron o fracasaron en otros 
estados permite elaborar estrategias 
contextualizadas en Michoacán, rechazar modelos 
centralistas o importados y rescatar prácticas con 
impacto real en comunidades. 

4. Libro de estructura socioeconómica de 
México 

Para asumir políticas realistas, deben entender la 
pobreza, marginación, informalidad laboral y 
rezago en Michoacán. Con un 67% de 
informalidad laboral y pobreza extrema se 
requiere una visión integral que vincule becas, 
acompañamiento psicosocial y apoyo a familias 
vulnerables, mediante políticas educativas con 
sentido territorial. 

5. Planes y programas de estudio vigentes 

Deben tenerlos siempre a la mano, pues la 
implementación local es deficiente: funcionarios 
sin conocimiento actualizado de los planes 
oficiales no pueden supervisar su aplicación ni 
garantizar su adecuación a contextos rurales, 
multilingües o marginados. Este reconocimiento es 
clave para una rectoría real y no discursiva. 

6. Cuaderno de cuadro 

Sirve como símbolo de claridad y precisión en la 
rendición de cuentas: deben registrar con 
exactitud números, indicadores, avances y déficits. 
En Michoacán abundan los informes 
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autocomplacientes sin diagnóstico participativo ni 
seguimiento ciudadano, cuando urgen rigor 
estadístico y transparencia real, no sólo discursos 
oficiales sobre “ciclo escolar completo”. 

7. Libreta de raya 

Representa el espacio para registrar compromisos, 
fechas clave, acuerdos institucionales y 
seguimiento administrativo. Esta libreta les obliga 
a actuar con método, responsabilidad y constancia 
en la gestión estratégica. 

8. Libreta de dibujo 

Enciende la sensibilidad que falta en políticas 
educativas: registrar sueños de estudiantes, sus 
deseos de aprender, crecer y transformar sus 
comunidades. Les recuerda que la educación es 
utopía que se construye colectivamente y que cada 
niña y niño tiene derecho a imaginar un futuro 
distinto. 

9. Libreta de taquigrafía 

Para recoger rápidamente las voces de 
estudiantes, maestros, directivos y familias: 
denuncias de abandono escolar, reclamos por 
infraestructura, opiniones sobre violencia o 
inseguridad. Esta libreta representa la obligación 
ética de escuchar y actuar frente a testimonios 
reales, evitando la exclusión de regiones 
vulnerables donde la CNTE ha paralizado escuelas 
o donde persiste la violencia. 

10. Tablet con acceso controlado por CFE o 
escuelas primarias 

Necesitan acceso digital para monitorear, 
coordinar y dar seguimiento remoto al sistema 
educativo, pero restringido para evitar 
distracciones o corrupción, por lo que este 
dispositivo permitirá mantener presencia 
institucional sin caer en el aislamiento o el 
clientelismo político. 

11. Audífonos 

Simbolizan la capacidad de escuchar con atención 
y selectividad: no solo discursos oficiales, sino 
también el clamor de comunidades marginadas, 
maestros rurales y población indígena, a la par 
que aísla de las propuestas de corrupción, 
clientelismo y abuso del poder en beneficio 
propio. 

12. Memoria USB 

Recoge evidencia, documentos, diagnósticos de 
campo, resultados escolares, estadísticas, 
propuestas y boletines de organizaciones de la 
sociedad civil. Les obliga a archivar y salvaguardar 
información para tomar decisiones basadas en 
datos reales: infraestructura, abandono escolar, 
infraestructura, rezago, cobertura indígena y 
resultados de evaluaciones. 

13. Calculadora científica 

Para modelar presupuestos, calcular impacto de 
inversiones, estimar matrícula o costo de becas y 
programas. Que usen esta calculadora implica 
profesionalización en la asignación de recursos, 
dejar de improvisar y planear rigurosamente. 

14. Diccionarios 
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Uno, de castellano, para garantizar que el discurso 
oficial no adquiera versiones perversas de las 
palabras que incluye la narrativa oficial, a la par 
que otro en lenguas originarias para asegurar que 
las políticas educativas sean verdaderamente 
interculturales. 

15. Calendario 

Marca plazos de entrega de infraestructura, 
evaluaciones, plazos de rendición de cuentas y 
ciclos escolares. Dado el historial de retrasos, 
paros sindicales y suspensiones por fenómenos 
naturales, un calendario institucional firme obliga 
a programar con anticipación, coordinar con 
ayuntamientos y comunidad educativa, y 
compensar días perdidos para asegurar 
continuidad. Así también, a transparentar el 
avance del ciclo escolar, grupo por grupo y 
escuela por escuela. 

16. Papel higiénico y pañuelos 

Porque enfrentarán lágrimas, estrés y reclamos. Es 
un símbolo de reconocimiento emocional: se 
requieren funcionarios sensibles capaces de 
acompañar, contener y atender tanto su propio 
desgaste como el dolor y frustración de maestros y 
estudiantes que han sufrido abandono 
institucional. 

17. Pastillero. 

Incluye recursos para atender estrés, ansiedad, 
depresión o trauma postraumático. La violencia, la 
violencia en escuelas cercanas, inseguridad y 
condiciones laborales precarias afectan a docentes 
y directivos. Reconocer y atender la salud mental 

es imprescindible para funcionar con integridad y 
sostener la vocación en contextos adversos. 

18. Formulario. 

Herramienta introspectiva para recordar su 
propósito: la ecuación que representa la 
combinación de vocación, sensibilidad y coraje 
moral que les permita actuar con ética. Frente a un 
sistema que ha priorizado clientelismo, corrupción 
sindical o inercias administrativas, este formulario 
es un pacto personal de compromiso y moral 
pública. 

19. Sobre - bolsa de documentos 

Cada documento recuerda y demuestra 
públicamente su origen, formación académica, 
experiencia y legitimidad para ocupar un cargo 
público. Significa que no deben defraudar la 
confianza depositada. Deben honrar su trayectoria 
profesional y académica ejerciendo política 
pública responsable. 

20. Regla 

Simboliza la rectitud y disciplina en su actuar: 
medir con justicia, trazar límites claros y aplicar la 
ley sin dobleces. Michoacán necesita funcionarios 
que actúen con integridad, con equidad en 
decisiones y justicia en la distribución de recursos 
y oportunidades educativas. 

21. Juego de escuadras profesionales 

Representan la precisión en la construcción de 
políticas públicas educativas: planes, diagnósticos 
y programas con ángulos bien medidos y 
consistencia institucional. Evita improvisaciones o 
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decisiones arbitrarias. Michoacán ya no puede 
operar con castillos de naipes administrativos; 
necesita estructura, diseño institucional y 
coherencia en cada estrategia. 

22. Compás 

Sirve para trazar círculos de colaboración entre 
actores educativos —comunidad, padres, 
maestros, municipios—. El compás es maestría 
para construir en red, sostener alianzas 
horizontales y garantizar que las políticas estatales 
no sean verticales sino participativas, situadas y 
con sentido local. 

23. Transportador 

Les ayuda a medir con precisión cada sector, 
región y comunidad: conocer las distancias 
geográficas, sociales y educativas. Michoacán 
tiene diversidad urbana, rural, indígena y 
marginada. Para atenderla con justicia, deben 
calibrar medidas que se ajusten a cada territorio y 
eviten aproximaciones genéricas que han fallado 
hasta ahora. 

24. Lonchera con comida escolar 

Para entender de primera mano la calidad de la 
alimentación que se ofrece a los estudiantes. La 
política alimentaria escolar es parte esencial del 
derecho a la educación: nutrición adecuada 
implica concentración, salud y permanencia. Esta 
lonchera les conecta con la realidad cotidiana de 
millones de estudiantes. 

25. Dinero propio 

Significa autonomía frente a intereses políticos o 
sindicales. Deben financiar iniciativas propias sin 
recurrir a clientelismos, corrupción o recursos 
indebidos. Es un recordatorio de que su sustento 
debe provenir del mandato ciudadano, no del 
lucro ni del uso indebido de fondos públicos para 
sostener privilegios. 

26. Lapicera con accesorios (goma, corrector, 
lápices, colores, tijeras, sacapuntas) 

Esta pluma representa su tarea múltiple: corregir 
errores, reenfocar estrategias, dibujar nuevos 
itinerarios, cortar malas prácticas, afilar ideas. En 
Michoacán, corregir corrupción, paros, 
abandono, infraestructura deficiente y rezago 
requiere instrumentos precisos y versátiles para 
transformar el sistema educativo. 

27. Hojas bond blancas. 

Para emitir oficios, gestionar trámites, ordenanzas 
y circulares. Representan burocracia eficiente, 
expedita y transparente. Todo documento debe 
tener una traza, un registro público. En un estado 
donde los trámites eran lentos y opacos, estas 
hojas simbolizan la exigencia de modernización 
administrativa y rendición de cuentas. 

28. Hojas de colores. 

Sirven para la creatividad institucional: diseño de 
campañas, materiales pedagógicos, proyectos 
participativos, señalética educativa en escuelas 
indígenas o rurales. Rompen la monotonía 
burocrática y promueven un enfoque 
culturalmente sensible, educativo y artístico que 
fortalezca el vínculo entre comunidad y escuela. 
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29. Cartulinas 

Para convocatorias, mapas visuales, 
presentaciones en comunidades, talleres y juntas 
escolares. Este artículo simboliza visibilidad: 
portar carteles para el ingreso, promoción y 
permutas para los docentes, para exponer logros 
comunitarios y proyectos educativos situados, no 
discursos abstractos ni cifras en pantallas, sino 
evidencias tangibles de transformación. 

30. Pegamento 

Es unión institucional: sirve para construir vínculos 
genuinos entre autoridades, docentes, familias y 
estudiantes. En un estado fracturado por 
desconfianza, paros sindicales, abandono rural e 
indiferencia institucional, el pegamento es la 
solidaridad colectiva, la confianza restaurada y la 
gobernanza compartida. 

31. Mapa del estado de Michoacán 

Contiene divisiones municipales, orografía e 
hidrografía: conocer el territorio es clave para 
distribuir recursos, diseñar rutas escolares, 
planificar infraestructura y conectar comunidades 
remotas. Michoacán es diverso y amplio; el mapa 
les obliga a pensar en equidad regional y criterios 
de intervención diferenciada. 

32. Útiles de aseo (escoba, trapeador, cubeta, 
recogedor) 

Simbolizan la necesidad de limpiar el sistema 
educativo desde arriba: barrer corrupción, trapear 
malas prácticas, recoger denuncias y residuos 
institucionales que obstaculizan la educación. La 

situación exige limpieza estructural y ética, no 
maquillaje de resultados. 

33. Bata de laboratorio 

Representa la actitud científica ante la compleja 
realidad educativa michoacana: observación, 
diagnóstico, pilotaje, evaluación de políticas, 
innovación educativa situada y mejora continua. 
Frente a un sistema que repite fórmulas 
fracasadas, la bata invita a probar metodologías 
participativas, evaluación formativa, aprendizaje 
flexible e incluyente, y a construir evidencia desde 
la práctica local. 

34. Credencial 

Acredita su responsabilidad, legitimidad y 
compromiso con el derecho educativo. No deben 
actuar como burócratas lejanos, sino como 
representantes del pueblo que rinden cuentas. 
Esta credencial exige que cada decisión sea 
transparente, democrática y centrada en niñas, 
niños y jóvenes. 

35. Marcadores 

Para señalizar prioridades, destacar logros y 
advertir fallas. En informes educativos o juntas 
institucionales deben marcar lo urgente: 
infraestructura, conectividad, violencia, abandono 
o rezago. Los marcadores representan claridad en 
objetivos y visibilidad pública de las acciones 
educativas. 

36. Maqueta del estado 

Es una visión tridimensional del territorio 
educativo: permite planear intervenciones 
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territoriales, identificar zonas vulnerables y 
visualizar cobertura escolar. Con ella pueden 
simular estrategias reales y garantizar que ninguna 
región quede fuera del ejercicio pleno del 
derecho educativo. 

37. Termo o vaso para hidratarse 

Este utensilio simboliza la autocuidado y 
constancia. Gobernar la educación exige 
resistencia diaria. Para sostener el esfuerzo 
durante ciclos escolares, audiencias, juntas y 
emergencias, deben mantenerse hidratados física 
y simbólicamente: con visión clara y compromiso 
energizado. 

38. Impermeable 

Anticiparse a fenómenos meteorológicos que 
suspenden clases (tormentas, inundaciones). 
Michoacán sufrió múltiples incidencias climáticas 
en el ciclo escolar 2024 2025 que interrumpieron 
clases oficialmente por lluvia en decenas de 
municipios. Tener impermeable significa 
planificación climática, sistemas alternativos de 
enseñanza remota y protocolos para emergencias. 

39. Bloqueador solar 

Protección contra la exposición diaria en 
recorridos escolares, supervisiones en campo y 
visitas a comunidades rurales bajo sol intenso. 
También es metáfora de prevención: protegerse 
de efectos adversos del sistema, como corrupción 
burocrática, desgaste, presión política), 
construyendo políticas robustas y resilientes. 

40. Par de tenis.  Resistencia y compromiso 
para caminar junto a las escuelas, sin excusas. Los 
tenis simbolizan trabajar con constancia, visitar 
planteles rurales, permanecer en campo educativo 
y sostenerse durante todo el ciclo escolar, sin 
parar por excusas administrativas, sindicales o 
climáticas. 

Las cuarenta piezas de esta mochila simbólica 
representan exigencias concretas: vocación, 
legalidad, sensibilidad, integración territorial, 
innovación, experiencia profesional, ética, 
cuidado emocional, escucha comunitaria y 
compromiso permanente, leer las leyes, 
comprender la realidad, planear con datos, 
escuchar voces olvidadas, corregir errores, 
caminar comunidades, sanear estructuras, 
investigar con rigor, rendir cuentas, actuar con 
veracidad y transparencia. 

Michoacán ya no puede esperar más. El déficit 
educativo, el abandono institucional, la violencia, 
la pobreza y la marginación solo se combaten con 
políticas integrales y sensibles, diseñadas desde el 
territorio, con diagnóstico participativo, 
transparencia, rectoría eficaz e inclusión real, sin 
narrativas fantasiosas ni simulaciones. 

Hoy corresponde a los funcionarios educativos del 
estado admitir que el derecho a la educación ha 
sido vulnerado. Ya no basta con discursos ni con 
promesas. Cada componente de esta mochila es 
una herramienta que debe materializarse en 
acciones concretas: mejoramiento de la 
infraestructura, reducción del abandono escolar, 
atención a estudiantes indígenas, formación 
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continua y actualización de docentes, 
digitalización administrativa, reparación emocional 
y coordinación amplia con comunidades y 
ayuntamientos. 

La crisis educativa en Michoacán no se resolverá 
con discursos: se requiere un compromiso 
institucional vivificado, que honre los derechos 
educativos como derechos humanos, que 
reconozca la diversidad lingüística y cultural, que 
descentralice las políticas públicas y combata la 
desigualdad estructural. Cargar la mochila 
representará la renovación de los votos de las 
autoridades con maestras, maestros, estudiantes y 
familias, donde la corresponsabilidad y la 
honestidad sean ejes clave. 

Funcionarios educativos: hagan la mochila, 
llévenla, pónganse en esa posición de estudiantes 
responsables del destino de su propia entidad. 
Actúen con sentido legal, moral y político. Honren 
la ley, a la infancia y al futuro de Michoacán, 
como educadores con mochila, que cumplen con 
el mandato constitucional de proteger y promover 
los derechos educativos de niñas, niños y jóvenes. 

Que esta arenga sea un espejo: miren lo que les 
falta cargar y empiecen a empujar el cambio 
desde hoy. Y si les falta algo, constrúyanlo, 
pídanlo prestado, arrópense con un colaborador 
que sí tenga lo que les falta, porque se vale hacer 
equipo. 

Tomen la decisión consciente de transformar cada 
ítem en acción concreta: aplicar los libros, 
registrar las realidades, invertir en infraestructura, 
ajustar planes de estudio, capacitar docentes, 
equipar escuelas, garantizar becas, restaurar la 
justicia educativa. No esperen más: el ciclo 
20252026 debe marcar un cambio real. 

Cada día sin actuar es un derecho vulnerado. 
Cada niña o niño desescolarizado es una promesa 
rota. Que esta arenga se convierta en una 
movilización ética con acción decidida. 

Michoacán merece que su sistema educativo deje 
de ser un problema y se convierta en esperanza 
colectiva. Es hora de soluciones estructurales. El 
ciclo escolar 2025-2026 debe ser, por fin, el ciclo 
escolar completo que los hijos de Michoacán se 
merecen. No hay tiempo que perder. 
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26.07.2025 

Cuando asesinan a una maestra… 
	

	

Cuando asesinan a una maestra, el crimen 
atraviesa generaciones. Cuando asesinan a una 
educadora jubilada como Irma Hernández Cruz, 
están ejecutando a la esperanza misma. Cuando 
asesinan a una docente se arrancan las alas de las 
aspiraciones nacionales. 

La maestra no fue secuestrada por error. Fue 
elegida por su vulnerabilidad ante los ojos de 
quienes solo saben imponer miedo. Pero eligieron 
mal: porque Irma, como cada maestra que ha 
pisado un aula en México, cargaba consigo el 
peso de los sueños de cientos de niñas y niños. 

Porque su voz, obligada a suplicar de rodillas, era 
la voz de quien alguna vez enseñó a hablar, a 
leer, a contar, a pensar. Su imagen, obligada a 
humillarse, terminó por exhibir la infamia de los 
criminales y el fracaso de un Estado que no supo 
protegerla. 

Sí, fue un crimen atroz, a la par que una 
declaración de ingobernabilidad, de derrota 
política, de abdicación moral. Veracruz, el estado 
donde sucedió esta barbarie, acumula 71 
homicidios dolosos este mes de julio y se ahoga 
en extorsiones, mientras su clase política apenas 
atina a reaccionar con evasivas. 

La gobernadora apenas si dijo que la maestra 
“murió de un infarto”, como si eso pudiera 
neutralizar el horror de su secuestro, la sevicia de 
su exposición pública, la vileza de su asesinato. 
Mientras tanto, el gobierno federal presume 
estrategias para combatir la extorsión, lanzadas a 
bombo y platillo días antes del crimen, cuya 
ineficacia quedó en evidencia. 

Pero este homicidio doloso también toca otra 
herida abierta: la de la precarización del 
magisterio. Irma, como miles de docentes 
jubilados en México, vivía con una pensión 
insuficiente. Su trabajo de décadas no bastó para 
asegurarle tranquilidad en la vejez. No basta con 
tener vocación, ni haber dejado media vida frente 
a grupo. 

Hoy, una maestra retirada debe rebuscar ingresos 
para sobrevivir en un país que no honra su 
trabajo. La pobreza obliga a muchas y muchos a 
reinventarse, a manejar un taxi, a abrir un puesto, 
a cuidar niños, a vender lo que se pueda. 

Conozco esa historia de cerca. En Morelia, el 
maestro Homero, amigo entrañable, decidió rentar 
placas y convertir su viejo auto en taxi. Era su 
modo de mantenerse activo y conseguir algo de 
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ingreso. Apenas unas semanas en las calles 
bastaron: recibió una golpiza, luego amenazas, 
finalmente un asalto que lo obligó a vender el 
coche y resignarse a vivir con lo poco que le dan 
a él y a su esposa como pensión. Su historia es la 
de muchos. Su miedo fue el mismo que padeció 
Irma. Su destino pudo haber sido igual. 

Que no nos extrañe cuando el artero asesinato de 
la maestra Irma refulja en un estandarte legítimo 
de la lucha magisterial por la dignificación de las 
condiciones y montos de jubilaciones y pensiones. 

En Michoacán, estado que supera a Veracruz en 
homicidios dolosos este mes, con 83, los docentes 
también son objetivo criminal. Aquí, el profesor 
Ramón murió al transitar sobre una mina terrestre 
en Apatzingán. Escuelas enteras han cerrado por 
cobro de piso. También, han desaparecido 
supervisores escolares y jefes de sector por 
negarse a pagar cuotas a grupos delictivos. 
Algunos han aparecido muertos. Otros, jamás 
fueron encontrados. Siempre, los casos terminan 
archivados. La impunidad tiene la última palabra. 

Más allá de la violencia, agravia profundamente la 
pérdida de potencial humano que representa cada 
maestro asesinado, cada maestra humillada, cada 
educador que se ve obligado al silencio o al 
retiro. No estamos solo ante víctimas individuales. 
Estamos perdiendo un recurso irremplazable: la 
experiencia, la sabiduría, la sensibilidad de 
quienes han dedicado su vida a formar. 

Torcidamente, en lugar de aquilatar a los docentes 
jubilados como un tesoro nacional, el sistema los 
desecha. En vez de aprovechar su conocimiento 

para abrir micro escuelas comunitarias, para 
suplencias o para mentorías a nuevos profesores, 
los orilla al subempleo y al olvido. He visto cómo, 
en tiempos de rezago, son estas maestras y 
maestros quienes sacan la casta. 

Conservo como un especial recuerdo atesorado 
de mi infancia la gesta de la maestra Elisa, 
jubilada, quien, al ver el atraso de su nieta y sus 
compañeros, habilitó una cochera prestada como 
aula y en un verano les enseñó más que todo un 
año escolar. Historias como la suya abundan. 
Constituyen testimonios reales de resistencia, de 
vocación viva y de dignidad. 

Por eso duele, y duele tanto, el crimen de la 
maestra Irma. Es una afrenta a lo mejor que 
tenemos como país. Es un mensaje infame: que ni 
siquiera quienes enseñaron merecen respeto, que 
ni siquiera quienes cuidaron a nuestras hijas e 
hijos merecen protección. Pero también es, sin 
quererlo, un espejo. Porque los asesinos 
reflejaron en el video el abandono educativo que 
los marcó. Basta escuchar sus voces en los videos: 
gritan, sí, pero con torpeza; pronuncian palabras 
que no entienden, frases que apenas alcanzan a 
repetir. Muestran ignorancia más que amenaza. Y 
eso revela una verdad incómoda: la violencia, 
muchas veces, es el idioma de quienes no 
aprendieron otro. Es el medio de vida de quienes 
por su falta de formación académica y moral 
fueron atrapados en la red sin salida de la 
delincuencia piramidal. 

Las cartulinas que dejan como amenazas están 
llenas de errores ortográficos, de sintaxis 
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quebrada y de odio analfabeta. Son evidencia de 
un país que falló en enseñar, y que ahora recoge 
el fruto amargo de su negligencia. La estructura 
criminal se sostiene en jóvenes que abandonaron 
la escuela, en niños que nunca la pisaron, en 
adolescentes que no encontraron oportunidades. 
Es la sangre barata de quienes no aprendieron a 
construir y entonces destruyen. Es la mano y la 
carne de cañón que alimenta la maquinaria del 
horror. 

Todo esto no es gratuito: es el resultado de 
décadas de abandono, de gobiernos que 
prefieren gastar en obras suntuarias que en 
desayunos escolares; en clientelismo que en aulas; 
en propaganda que en maestros. La educación en 
México ha sido traicionada tantas veces como 
promesas se han hecho en su nombre. 

Hoy, la muerte de la maestra Irma debe significar 
algo más. Debe ser un punto de inflexión. Debe 
recordarnos que no hay futuro sin educación, que 
no hay paz sin maestros, que no hay país sin 
quienes lo educan. No basta con exigir justicia 
para ella. Hay que exigir una transformación 
estructural: jubilaciones dignas, protección 
efectiva, revalorización real del magisterio. Hay 
que castigar con todo el peso de la ley a quienes 
la asesinaron, pero también hay que corregir las 
condiciones que permiten que una maestra 
termine arrodillada frente a un celular, obligada a 
hablar en nombre del terror. 

Merecemos un país donde la vocación magisterial 
no sea una condena, donde envejecer como 
docente sea un privilegio y no un riesgo. 
Merecemos gobiernos que eduquen, que 
escuchen, que entiendan que la seguridad no 
empieza con armas, ni con discursos baratos, sino 
con libros. Que el crimen se combate mejor con 
maestros y aulas que con policías y cárceles. Que 
la justicia no se alcanza solo con sentencias, sino 
con respeto, memoria y verdad. 

La maestra Irma no puede hablar ya. Pero su 
silencio grita. Su rostro nos mira. Y su nombre 
debe quedar inscrito en la conciencia nacional. 
Porque su artero asesinato llama a la acción, al 
cambio estructural. Pero para lograrlo, hace falta 
voluntad, hace falta indignación activa, hace falta 
memoria. Que no se acalle la protesta. Que no se 
borre su nombre. Que no nos acostumbremos 
jamás. 

¿Hasta cuándo los delincuentes abusarán de 
nuestra paciencia? ¿Y hasta cuando seguiremos 
esperando la muerte sin exigir resultados, cambio 
social, justicia y abatimiento de la impunidad? 

Exijamos justicia cabal para la maestra Irma, 
condena máxima a los autores materiales e 
intelectuales, así como reparación estructural de 
las condiciones absurdas que permiten que estos 
casos sucedan en nuestro doliente México. 

Merecemos un país justo y un gobierno educador. 
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27.07.2025 

¡Sí a evaluar aprendizajes! 
	

	

México ha experimentado un brutal retroceso en 
materia de diagnóstico, evaluación y mejora 
continua de los aprendizajes mínimos esperados 
durante los últimos siete años del régimen vigente. 

La actitud ante el aprendizaje, ante la cientificidad 
y la evidencia que ha asumido el gobierno en este 
septenio es, por decir lo menos, negacionista y 
ocultadora, como lo demuestra contundentemente 
la concatenación de actos de autoridad como 
desaparecer, evadir y diluir sistemáticamente las 
políticas públicas, instituciones, consejos, 
organismos autónomos y esfuerzos particulares 
por conocer el estado que guarda la educación, 
por su principal indicador a diagnosticar entre la 
población escolarizada: sus aprendizajes logrados 
en los diferentes campos normativos. 

En nuestro México se evidencia también la 
profunda inequidad que existe entre estados de la 
república, en donde la visión, liderazgo y 
concepción de la evaluación son sumamente 
disímbolas. 

Existen muchos indicadores que exhiben la brutal 
desigualdad territorial que existe en nuestra 
nación. Basta señalar que, la diferencia de 
esperanza de vida al nacer entre entidades 

federativas varía hasta 5 años. Esto equivale a 
perder la vida un lustro antes tan solo por el 
pecado original asociado al código postal. 

En materia de aprendizajes se exhibe este mismo 
fenómeno: apenas cuatro de treinta y dos 
entidades federativas se preocupan por conocer 
cuál es el nivel de aprendizajes que posee cada 
estudiante, para de esta manera transparentar el 
estado que se guarda al respecto y establecer una 
ruta de mejora en los campos formativos 
evaluados, basados en el diagnóstico realizado. 

Peor aún, a nivel nacional, es un despropósito que 
se evada el realizar evaluaciones diagnósticas 
censales del aprendizaje, intentando confundir a 
la opinión pública al decir que es lo mismo que se 
hace al asentar calificaciones de los campos 
formativos que se colocan en las boletas 
evaluativas, lo cual se aprovecha en ciertas 
entidades para colocar metas y objetivos ajenos a 
la agenda educativa, que debe estar relacionada 
con el acceso, inclusión, cobertura, aprendizajes y 
alcanzar trayectorias completas, llegándose al 
extremo de erradicar al aprendizaje de las metas 
de los planes estatales de desarrollo, como es el 
caso de Michoacán, en donde se incluyó como 
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meta educativa el pago de las quincenas de los 
maestros. 

Ese mismo estado, que se caracterizó por evadir 
rampantemente hasta las evaluaciones diagnósticas 
que realizó MEJOREDU en los tres ciclos escolares 
anteriores, emitió recientemente campañas 
desinformativas intentando confundir a la opinión 
pública respecto a los aspectos evaluados y las 
calificaciones que se asientan en las boletas, 
intentando aseverar que son lo mismo que realizar 
evaluaciones colectivas para conocer, 
diagnosticar, comparar y proponer rutas de 
mejora ante el estado que guarda el sistema 
educativo estatal en materia de aprendizajes. 

Urge un cambio de enfoque gubernamental para 
volver a jerarquizar al aprendizaje como el 
principal indicador de efectividad de nuestro 
sistema educativo nacional, porque atestigua el 
antes y el después que se desarrolla en cada 
estudiante al adquirir competencias, saberes, 
conocimientos y destrezas que le permiten 
afrontar los retos laborales, sociales, familiares y 
cívicos en la vida. 

Antes que cualquier intención electoral particular 
está la obligación juramentada de cumplir y hacer 
cumplir la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, cuyo artículo tercero obliga a 

defender, hacer valer y expandir los derechos 
educativos de las niñas, niños y jóvenes a estar, 
aprender y participar en las escuelas de la entidad 
federativa. 

Específicamente, cada estudiante debe de 
conocer cual es su nivel de aprendizaje en cada 
uno de los campos formativos, mucho más que 
simplemente conocer una calificación, así como 
contar con una ruta de mejora para que pueda 
reforzar los aprendizajes mínimos esperados 
durante estas vacaciones, de la mano de sus 
padres o tutores, aprovechando los recursos a su 
alcance para llegar al 1° de septiembre en las 
mejores condiciones posibles a continuar 
formalmente su trayectoria dentro del sistema 
educativo michoacano. Los indicadores educativos 
señalan el rezago imperante, que es del dominio 
público; los de aprendizaje ni siquiera existen, 
por ello es de capital importancia tomar en serio y 
construir institucionalidad, métricas, instrumentos y 
mecanismos trazables para evaluar y transparentar 
el aprendizaje que se logra en las escuelas 
michoacanas. No hacerlo solamente prolongará la 
opacidad y el caos, en detrimento de las 
oportunidades de desarrollo para los estudiantes 
de la entidad, poniendo en vilo la sostenibilidad 
de nuestro estado y su futuro. 

¡Merecemos un gobierno educador! 
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02.08.2025 

Estadísticas y encrucijadas 
educativas en Michoacán 

	

	

	

En pleno 2025, las autoridades educativas de 
Michoacán dieron a conocer algunas cifras al 
cierre del ciclo escolar 2024-2025. Como en 
anteriores ocasiones, lo hicieron de forma parcial, 
destacando supuestos avances que, al ser 
examinados con rigor, muestran inconsistencias y 
contradicciones profundas. 

De manera particular, afirmaron que la 
escolaridad promedio de la población michoacana 
ha alcanzado los 9.0 años, y celebraron la 
supuesta consolidación de un “ciclo escolar 
completo”, cuando las propias condiciones del 
sistema educativo estatal desmienten tal 
aseveración. 

En lugar de abrir un debate técnico y honesto 
sobre la educación, las autoridades optaron por 
una narrativa ideologizada, plagada de frases 
vacías como “justicia laboral” o “república de las 
niñas y los niños”, que chocan con una realidad 
marcada por el rezago, la deserción y la ausencia 
de condiciones mínimas para ejercer el derecho a 
aprender. 

El ciclo escolar 2024-2025 fue todo, menos 
regular. Al menos 20 municipios enfrentaron 
graves incidencias, incluyendo la suspensión de 
clases, la falta de docentes, condiciones de 
inseguridad y un paro laboral de la CNTE que se 
extendió durante 15 días hábiles. Aun con estas 
fallas estructurales, la Secretaría de Educación dio 
por clausurado el ciclo en el umbral de los 180 
días oficiales, instruyendo a los directivos para 
que cerraran los planteles “cuando lo 
consideraran oportuno”. 

Este tipo de simulaciones administrativas oculta el 
incumplimiento sistemático del calendario escolar 
y deteriora la confianza pública. Los ciclos 
escolares deben ser completos no solo en número 
de días, sino en contenido efectivo, atención 
integral y calidad pedagógica. Cumplir el 
calendario en papel no es lo mismo que garantizar 
el aprendizaje real. 

Escolaridad promedio: el espejismo de los 9.0 
años 
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Uno de los datos más cuestionables del informe 
oficial es el supuesto incremento en la escolaridad 
promedio de los michoacanos. Se afirma que esta 
ha subido a 9.0 años. No hay evidencia que 
respalde tal cifra. La última medición confiable 
proviene del Censo de Población y Vivienda 2020 
del INEGI, que establece 8.6 años como 
escolaridad promedio. Para actualizar este dato 
sería necesario realizar una encuesta de gran 
escala o un censo, lo cual no está en las 
atribuciones ni en la capacidad operativa de la 
Secretaría de Educación estatal. 

Recordemos un precedente: hace 15 años, el 
gobierno estatal declaró la erradicación del 
analfabetismo en múltiples municipios. Sin 
embargo, el Censo del INEGI reveló 
posteriormente la existencia de más de 202 mil 
personas analfabetas, que habían sido falsamente 
reportadas como alfabetizadas. Hoy, el riesgo de 
repetir este tipo de engaños estadísticos está 
nuevamente sobre la mesa. La receta que se usó 
hace década y media para erradicar falsamente el 
analfabetismo podría estarse repitiendo para 
borrar de un plumazo el rezago educativo. 

Reconversión profesional: una ruta de oportunidad 

En este contexto, una medida con verdadero 
potencial es la federalización de la nómina 
educativa, que ya se encuentra en marcha, pero 
lamentablemente, inconclusa a la fecha. Este 
proceso puede abrir la puerta para recategorizar a 
miles de docentes estatales con estudios de 
posgrado, que hoy están subutilizados en niveles 

educativos que no corresponden a su perfil 
académico. 

Muchos de ellos han cursado maestrías, 
doctorados e incluso posdoctorados con recursos 
propios, pero se ven imposibilitados de ascender 
por estar sujetos a plazas estatales sin mecanismos 
de promoción. Se puede aprovechar para 
generarles una carrera magisterial promisoria y 
estabilidad laboral, así como puntualidad en el 
pago de sus salarios para toda su vida profesional. 

Es importante subrayar que, una política de 
reubicación técnica y profesional, que reconozca 
estos perfiles y los incorpore al nivel medio 
superior y superior, permitiría ampliar cobertura, 
elevar la calidad, y hacer más eficiente el gasto 
público, pues no implicaría contratar nuevo 
personal, sino redirigir con criterio técnico los 
recursos humanos existentes. 

Es importante aprovechar la información que 
brinda el diagnóstico realizado para mejorar las 
condiciones educativas de la entidad federativa y 
transformar con ello la realidad imperante. Por 
ejemplo, se pueden implementar las siguientes 
diez propuestas de política pública para ampliar la 
cobertura y mejorar la eficiencia en la nómina 
educativa. 

Rediseño de la planta docente por perfil y nivel 
educativo. Implementar un sistema de diagnóstico 
estatal del perfil académico y pedagógico de 
todos los docentes con plaza estatal y federal, para 
planificar su redistribución de acuerdo con los 
niveles educativos que requieren personal 
capacitado. 
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Mapa de reestructuración educativa por 
municipio. Construir un modelo territorial de 
proyección demográfica que permita identificar 
municipios y regiones con reducción de matrícula 
para reorganizar los recursos y focalizar la 
atención en zonas de crecimiento poblacional o 
alta marginación. 

Fortalecimiento de las escuelas multigrado. 
Reconvertir planteles con baja matrícula en centros 
comunitarios educativos multigrado fortalecidos, 
con apoyos tecnológicos, docentes 
multiespecialistas y modelos flexibles que 
garanticen calidad sin duplicar estructuras 
administrativas. 

Educación media superior y superior móvil. 
Desarrollar brigadas académicas itinerantes que 
impartan clases en regiones rurales o dispersas, 
en coordinación con subsistemas de bachillerato, 
tecnológicos y universidades públicas. 

Expansión de modalidades híbridas y virtuales. 
Aumentar la oferta de educación media superior y 
superior en línea con tutores locales, 
especialmente en municipios sin universidades o 
centros de bachillerato, aprovechando plataformas 
digitales existentes. 

Subsidios vinculados a permanencia y 
desempeño. Redirigir recursos a becas 
condicionadas a la permanencia escolar, 
asistencia regular y acreditación del ciclo, con 
particular énfasis en jóvenes en riesgo de 
abandono. 

Creación de un padrón único de estudiantes 
excluidos. Diseñar un sistema estatal para 
identificar a niñas, niños y jóvenes que 
abandonaron el sistema, y generar estrategias 
personalizadas para su reincorporación mediante 
apoyos y tutorías comunitarias. 

Promoción de la doble titulación técnica-
universitaria. Establecer convenios entre 
bachilleratos tecnológicos y universidades para 
que los estudiantes obtengan formación técnica 
certificada antes de concluir sus estudios 
superiores, mejorando su empleabilidad y 
reduciendo el abandono escolar. Particularmente, 
potenciando el sistema dual. 

Revalorización del tiempo escolar. Instituir la 
obligatoriedad del cumplimiento del calendario 
escolar con mecanismos de supervisión ciudadana 
y penalización a quienes suspendan clases sin 
justificación legal o pedagógica. Transparentar 
grupo por grupo y escuela por escuela, día tras 
día de clases toda incidencia educativa que 
genere suspensión de clases. 

Reforma presupuestal para el gasto educativo por 
alumno. Transitar de un modelo de presupuesto 
por estructura (plantel, clave, plaza) a uno basado 
en cobertura efectiva y calidad por alumno 
atendido, para que la disminución de matrícula no 
implique recorte, sino redistribución inteligente. 

Por supuesto, todo lo anteriormente mencionado 
requeriría de acompañamiento, monitoreo, 
vigilancia, transparencia, colaboración, 
participación ciudadana y un esquema integral de 
gobernanza, para asegurarse de que esta clase de 
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medidas de política pública no sean ocasionales, 
sino que realmente se dé una reconversión desde 
la formación inicial docente, en donde 
gradualmente se modifiquen las carreras y los 
lugares disponibles, para formar maestros de 
educación media superior y superior conforme a 
las necesidades proyectadas a mediano y largo 
plazo; así hasta lograr tener un sistema educativo 
estatal flexible, adaptable y ágil para que responda 
a las modificaciones que la demografía, la oferta y 
la demanda, las vocaciones productivas, sociales y 
gubernamentales le impongan. 

Contar con un organismo autónomo estatal que 
haga todo lo anterior y además evalúe el estado 
que guarda el sistema educativo estatal sería 
altamente disruptivo y contracíclico, superando así 
la reactividad y la improvisación que inducen al 
constante error en materia de política educativa en 
la entidad federativa. 

Más allá de la cobertura: ¿hacia dónde vamos? 

La educación inicial sigue siendo la gran deuda 
del sistema. A pesar de los discursos, no se ha 
universalizado su cobertura. En preescolar, los 
servicios siguen siendo escasos. En primaria, 
aunque la cobertura es casi total, hay serias 
deficiencias en equipamiento, conectividad y 
mantenimiento. En secundaria, el reto es 
completar las plantillas docentes. En media 
superior y superior, el desafío es titánico: duplicar 
y cuadruplicar la matrícula, respectivamente. 

Si no se actúa con visión de largo plazo, 
perderemos una generación completa. La 
reducción en la matrícula escolar, lejos de ser 

motivo de celebración, debe asumirse como una 
señal de alerta y también como una ventana de 
oportunidad para transformar el sistema. Con 
menos estudiantes, se puede invertir más 
inteligentemente, mejorar condiciones y reducir 
desigualdades, pero solo si se toman decisiones 
audaces, técnicas y no clientelares. 

El sistema educativo michoacano ya no puede 
sostenerse con simulaciones. Se requiere una 
política de Estado que entienda que educar no es 
administrar el deterioro, sino transformar el 
porvenir. La educación es el único camino posible 
para que Michoacán supere décadas de 
estancamiento y violencia. 

Las niñas, niños y jóvenes michoacanos tienen 
derecho a una educación digna, completa y 
transformadora. Ellos no pueden esperar a que 
llegue otro censo ni a que maduren las promesas. 
Necesitan un sistema educativo que los reconozca 
como prioridad y les proporcione todas las 
condiciones para construir la mejor versión de sí. 

Michoacán se encuentra en una encrucijada. 
Persisten retos estructurales profundos, pero 
también hay oportunidades que pueden abrir un 
horizonte distinto si se actúa con responsabilidad. 
La educación no puede seguir siendo un campo 
de simulación política. Es hora de que los 
funcionarios públicos hagan gala de su capacidad 
técnica y se comprometan con una planeación 
estratégica, basada en evidencia, con visión 
prospectiva y sensibilidad social. 

No podemos seguir confiando en que la “mano 
invisible” de la demografía resolverá los 
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problemas que durante décadas han empobrecido 
el desarrollo educativo del estado. Tampoco 
podemos permitir que el discurso sin sustento 
suplante a la evaluación rigurosa. 

Hoy más que nunca, se requiere un gobierno 
educador, que vea en cada niña, niño y joven el 
proyecto de un mejor Michoacán. Ellos no pueden 

esperar una década más. Requieren decisiones 
firmes, recursos suficientes y un sistema que no 
los expulse, sino que los acompañe a lo largo de 
su trayectoria. Porque si a ellos se les da la 
oportunidad, construirán no solo una mejor 
versión de sí mismos, sino un futuro digno para 
toda la entidad. 
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07.08.2025 

Analfabetismo y rezago educativo: 
Una alerta temprana 

	

	

	

El flagelo del rezago educativo. 

El rezago educativo es un flagelo que ata a las 
personas a la pobreza, las inmoviliza socialmente, 
las condena a la marginación, las impele a 
emigrar y hasta les arrebata años enteros de 
esperanza de vida. Sin educación, las 
oportunidades se cierran, el futuro se 
ensombrece, los derechos se reducen a letra 
muerta y la dignidad misma se ve vulnerada. 

El rezago educativo se define como la condición 
de quienes, teniendo 15 años o más, no han 
concluido la educación básica, es decir, 
preescolar, primaria y secundaria. Este indicador 
evidencia no sólo carencias académicas, sino 
también brechas estructurales de acceso a 
derechos y servicios, como a un ingreso 
remunerador, a seguir ejerciendo el derecho a la 
educación, vivir mejor el derecho a la salud, al 
libre tránsito y poder defenderse en la vida. 

El analfabetismo: la opresión educativa suprema. 

El analfabetismo, la expresión más cruenta del 
rezago, es definido por el INEGI como la 
incapacidad de leer o escribir un recado en una 
persona de 15 o más años. En esa situación se 
encuentran 4 millones 456 mil 431 personas de 
un total de 89 millones 320 mil 723 personas del 
grupo etario citado que habitan nuestra nación. 

En Michoacán, INEGI contabilizó en 2020, entre 
la población mayor de 15 años a 242 mil 339 
personas en condición de analfabetismo. 
Paralelamente, contabiliza a 271,828 personas sin 
escolaridad, a 441,222 personas con primaria 
incompleta, a 581,264 con primaria terminada, a 
162,602 con secundaria incompleta, todos los 
cuales suman 1 millón 456 mil 916 personas en 
situación de rezago educativo. 

El censo reportó 3 millones 446 mil 992 personas 
mayores de 15 años. Entonces, el porcentaje de 
rezago educativo es el cociente es de 42.26 por 
ciento, es decir, tres de cada siete pobladores de 
Michoacán de 15 años y más, al primer trimestre 
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de 2020, que fue cuando se realizó el censo 
mencionado. 

Además, existe la categorización de analfabetismo 
funcional, cuando una persona sabe leer y escribir 
frases simples, pero no puede comprender textos 
o realizar operaciones necesarias para la vida 
cotidiana. 

En éstas aún no profundiza el sistema educativo 
nacional, lo que sin duda será una tarea ingente 
para el mediano plazo. Pero, para tener una 
noción basta con rememorar los resultados del 
Módulo de Lectura del INEGI (MOLEC), que en 
abril de 2024 informó que apenas el 69. 6 por 
ciento de los encuestados declaró leer. De ellos, 
solo el 41.8 por ciento leen libros, y de entre este 
grupo, apenas el promedio es de 3.2 libros 
anuales. De ese tamaño es el reto, tanto para 
impulsar la lectura como para adaptar los 
contenidos a nuevas formas de informarse, 
recrearse y aprender de los mexicanos. 

Según resultados del MOLEC, el porcentaje de 
población lectora disminuyó 14.6 puntos 
porcentuales entre 2015 (84.2 %) y 2024 (69.6 
%). No obstante, respecto al dato de 2023 se 
observa un ligero aumento de 1.1 puntos 
porcentuales. Sin embargo, sin dar explicaciones, 
en este año, el MOLEC no presentó sus resultados 
en el marco del Día Internacional del Libro y la 
Lectura, el 23 de abril, sino que lo hará hasta el 
18 de noviembre. Mientras tanto, la realidad a 
nivel nacional y estatal prosigue. 

Paralelamente, además de los estancamientos y 
rezagos en materia de comprensión lectora 

encontrados entre sus ediciones del año 2000 y la 
de 2000 se suma el pasmoso hallazgo de la 
Prueba PISA 2022, donde 98 de cada 100 
jóvenes connacionales de 15 años no supieron 
distinguir claramente una opinión de una 
evidencia … y hoy ya son ciudadanos mexicanos, 
mayores de edad, con licencia de conducir y con 
sus derechos plenamente activos. 

Dimensionemos la importancia de saber leer y 
escribir, también por ingresos. De acuerdo con 
INEGI (2020) las personas que tienen por mucho 
la primaria completa ganan en promedio 
$5,705.00 pesos mensuales; quienes tienen como 
máximo secundaria completa perciben $7,991.00 
pesos mensuales; quienes tienen bachillerato 
concluido a lo sumo ganan $9,516.00 pesos 
mensuales; quienes tienen una carrera 
universitaria terminada como máximo perciben 
16,649 pesos mensuales y quienes concluyeron 
un posgrado obtienen $35,471 pesos mensuales. 

Habiendo sopesado la situación, también 
podemos proyectar la gravedad de que un 
gobierno simule alfabetizar a las personas, sin 
realizarlo. Es un engaño profundamente perverso, 
concebido para proyectar efectividad 
gubernamental, para mantener en la ignorancia 
clientelar a los gobernados, para desviar recursos, 
para sostenerse en el poder o un poco de todas 
las anteriores. 

Por ello, es preciso narrar el caso de amnesia 
colectiva más grande de la historia: 202 mil 
personas olvidaron sus habilidades de 
lectoescritura mágicamente, de acuerdo con la 
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“verdad histórica”, ante la falta de libros, 
bibliotecas, revistas y elementos que les 
permitieran reforzar sus aprendizajes en sus 
comunidades michoacanas, entre 2005 y 2010. 

Así de irónico comienza la reducción al absurdo 
de un gran fraude de la alfabetización simulada. 
Veamos: entre 2004 y 2008, el Gobierno de 
Michoacán implementó el programa “Alfa TV – 
Yo sí puedo”, una estrategia de supuesta 
alfabetización basada en el método cubano “Yo sí 
puedo”. Se aseguraba que más de 257 mil 
personas fueron alfabetizadas, colocándose 
“banderas blancas” en 107 de los 113 municipios, 
símbolo de que el analfabetismo había sido 
abatido a menos del 4%. 

Pero en 2011, el Censo de Población y Vivienda 
2010 desmintió la narrativa oficial. El 
analfabetismo persistía en niveles cercanos al 90% 
en algunas comunidades alejadas del estado, 
sumando 305 mil 178 personas prevalentes en 
esta indignante condición. No se trató de un 
error, sino de una estrategia deliberada de 
simulación con fines propagandísticos, financieros 
y políticos. Como documentamos desde el 
capítulo Michoacán de Mexicanos Primero en 
2011, el programa fue un escándalo de fraude 
educativo. 

Peor aún, la apología vertida por un funcionario 
que aseveró que la mayoría de las personas, como 
eran adultos mayores “no querían aprender” no 
solo fue discriminatoria, sino eugenésica: una 
negación activa del derecho a aprender, por 
edad. Indagaciones posteriores demostraron que, 

hubo muchas personas que fueron reportadas 
como alfabetizadas a quienes incluso se les otorgó 
un certificado de conclusión de la educación 
primaria, pero en realidad no sabían leer. 

Se trató de una simulación estructurada. Se 
llenaron registros de manera mecánica, se 
reportaron "egresos" sin verificación externa, se 
inflaron cifras, y se desactivó la fiscalización 
social. 

La historia se repite 

Lo grave es que en pleno 2024 y 2025, la historia 
parece repetirse. El INEA (Instituto Nacional para 
la Educación de los Adultos) ha relanzado una 
narrativa similar. Según comunicados oficiales, el 
instituto ha firmado acuerdos de colaboración con 
Cuba para intercambiar experiencias de 
alfabetización y replicar nuevamente el método 
“Yo sí puedo” en diversas regiones del país, 
como se destaca en su boletín de marzo de 2024. 

De nuevo, se plantea la posibilidad de abatir el 
analfabetismo a cifras mínimas, ahora sin 
evidencia pública de diagnósticos previos, sin 
auditorías externas y con escasa transparencia en 
los criterios de evaluación. Las promesas son 
rápidas. 

Más recientemente, en abril de 2025, se señala 
que “se fortalece la Estrategia Nacional para la 
Alfabetización, impulsada por el Gobierno de la 
Presidenta”. 

Las cifras son de proporciones bíblicas: el titular 
de la SEP mencionó que “alfabetiza, durante el 
mes de abril, a 456 mil 163 jóvenes y adultos de 
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todo el país mediante los servicios educativos 
gratuitos que ofrece el INEA”. 

Destacó que estas acciones forman parte de la 
Estrategia Nacional para la Alfabetización, 

Mencionó que el modelo educativo del INEA 
opera bajo los principios de la Nueva Escuela 
Mexicana (NEM) y del humanismo mexicano, para 
cumplir con la meta nacional de erradicar el 
analfabetismo en 2026, denominada “México 
Libre de Analfabetismo”. 

Más aún, en diciembre de 2024, el gobernador 
de Chiapas anunció la reedición de Alfa Tv, Yo Sí 
Puedo con el objetivo de “alfabetizar a más de 
512.000 personas”. 

El fantasma de la simulación está gravitando en 
torno al analfabetismo nuevamente. Veamos: si el 
Censo de 2020 reportó 4 millones 456 mil 431 
personas en situación de analfabetismo, sólo en 
abril de este año se estuvieron atendiendo al 
10.23 de ellos. 

Recordando que, el proceso dura entre seis y 
ocho meses o 192 horas de trabajo en aula con 
una carga semanal mínima de 8 horas; es decir, 
de 24 semanas de clases o aproximadamente de 6 
meses, de acuerdo con el INEA. Entonces 
implicaría que, en un periodo máximo de 58 
meses se conseguiría alfabetizar a todas las 
personas que el Censo 2020 reportó en situación 
de analfabetismo al ritmo que se aduce está 
avanzando el proceso.  Pero, para lograrlo en 
2026, se requeriría alfabetizar a la tercera parte 
de las personas analfabetas cada semestre: es 

decir, 1.5 millones de personas a la vez. Suena 
titánico. 

Más aún, hay que tener en cuenta que, en el 
Censo de 2010, había aproximadamente 5.4 
millones de personas en situación de 
analfabetismo en México.  El avance, combinado 
con efectos sociodemográficos fue reducir en 900 
mil personas en una década entera. 

Mismos actores, mismas instituciones, mismos 
programas haciendo las mismas cosas difícilmente 
pueden anunciar resultados diferentes, máxime 
que nos encontramos en el sexenio de la 
Presidenta de la Educación -Claudia dixit-. 

Como en Michoacán en 2008, se privilegia la 
narrativa del éxito inmediato sobre la construcción 
de capacidades duraderas, el efectivismo y las 
métricas elevadas por encima de los recursos 
disponibles para lograr una proeza educativa. 

Detrás de ello se asoman los fantasmas de la 
propaganda sobre la pedagogía, de la simulación 
sobre la acción sostenida, la fantasía sobre la 
verdad social. 

¿Y Michoacán ya resolvió el rezago educativo? 

En julio de 2025, la Secretaría de Educación en el 
Estado de Michoacán declaró que la escolaridad 
promedio del estado había pasado de 7.7 años a 
9.0 años, con base en una proyección que 
difunde el Sistema de Información y Gestión 
Educativa (SIGED) de la SEP. Un salto que, de ser 
real, representaría un avance extraordinario en 
corto tiempo. 
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No obstante, tal afirmación está basada en 
proyecciones, no en datos censales. A la fecha, no 
hay evidencia demoscópica que respalde ese 
incremento. Y aunque el anuncio se hizo con 
intenciones celebratorias, recuerda demasiado al 
optimismo artificioso de los gobiernos anteriores. 

La escolaridad promedio entre las personas de 15 
años y más que declaró el INEGI con base en el 
Censo Nacional de Población y Vivienda (2020) 
fue de 8.60 años. Las proyecciones que realizan 
las dependencias suelen estar inmersas en 
controversia. 

Por ejemplo, respecto a rezago educativo, 
regresamos con el INEA, organismo que realizó 
las siguientes prospecciones al 31 de diciembre 
de cada año respectivo. 

En 2020: de 3,501,667 habitantes de 15 años y 
más, había 240,904 personas analfabetas y 
1,479,282 en rezago educativo, estando ubicados 
en cuarto lugar nacional. 

Es decir, el INEA estimó fallecidas, desaparecidas, 
emigradas o incluso alfabetizadas a mil 435 
personas entre abril y el 31 de diciembre de 
2020, respecto a la cifra que sí contó INEGI, la 
cual fue de 242 mil 339.  Más aún, contrastando, 
nos damos cuenta de que la estimación de INEA 
nacional es ambigua, toda vez que el censo 
reportó 3 millones 446 mil 992 personas mayores 
de 15 años, aquí hay 55 mil personas más. En 
cuanto a rezago educativo, el censo contó 1 millón 
456 mil 916 personas en situación de rezago 
educativo: aparecen 22 mil personas más. 

Todo lo anterior, en estimaciones de este sistema 
del INEA, ubicado en su portal electrónico. 

Proseguimos. En 2021: 3,527,652 personas 
mayores de 15 años, había 234,468 personas 
analfabetas y 1,490,246 personas en rezago 
educativo. 

En 2022: 3,576,155 personas mayores de 15 
años, había 230,110 personas analfabetas y 
1,493,497 personas en rezago educativo, 
subiendo al segundo lugar nacional. 

En 2023; 3,625,345 personas mayores de 15 
años, habiendo 226,690 personas analfabetas y 
1,503,645 personas en rezago educativo. 

En 2024; 3,674,345 personas mayores de 15 
años, habiendo 223,562 personas analfabetas y 
1,492,114 personas en rezago educativo, 
sosteniéndose en segundo lugar nacional. 

En términos porcentuales, de acuerdo con el 
INEA, Michoacán ocuparía al 31 de diciembre de 
2024 un deshonroso segundo lugar en el mayor 
porcentaje de personas mayores de quince años 
que no terminaron su educación básica respecto 
al total, con un 40.6 por ciento, sólo por debajo 
de Chiapas, con 45.3%. 

Y si a esto aunamos las muertes en exceso por la 
pandemia, la migración, el desplazamiento 
forzado, los homicidios, las desapariciones y el 
descenso de la tasa de natalidad, resulta 
complejísimo aseverar que se haya suscitado un 
incremento como tal. 
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La declaración incluye un dato clave: esto 
significaría que se ha reducido el rezago 
educativo, sin necesidad de campañas masivas ni 
reingeniería del sistema educativo. Solo con 
estadísticas proyectadas. 

Pero las matemáticas de la esperanza necesitan 
sustento demográfico. El INEGI aún no publica un 
nuevo censo. Las mejoras pueden estar más en el 
Excel que en la realidad. Como en el pasado, se 
trata de un triunfalismo basado en proyecciones, 
no en política pública efectiva. 

El silencio también es cómplice.  Cosechar lo que 
no se sembró es oportunismo. Simular que se 
sembró, es corrupción. 

El problema no es solo que se repita la narrativa, 
sino que se haga con conocimiento de causa, 
ignorando deliberadamente el precedente 
michoacano. La sociedad debe asumir su 
memoria: quien calla ante la mentira, consiente la 
farsa. Alfabetizar no es repartir diplomas, sino 
construir capacidades. No es simular inclusión, 
sino garantizar derechos. No es pintar banderas 
blancas, sino sembrar justicia educativa. 

Merecemos un gobierno educador. 
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14.08.2025 

Rezago Educativo: Hay mucho por hacer 
 

	

Michoacán amaneció el 14 de agosto de 2025 
con una proclama triunfal: se anunciaba que la 
entidad había logrado la mayor disminución 
porcentual del rezago educativo en México entre 
2022 y 2024, una reducción de 3.2 puntos 
porcentuales, que, de acuerdo con el 
comunicado, superaba los logros de Querétaro 
(3.1) e Hidalgo (2.0); como si esas cifras 
constituyeran un hito de una política educativa 
profundamente transformadora. 

Sin embargo, tan elegante proclamación merece 
un escrutinio sereno, una lectura honesta de los 
datos, no solo de su protagonismo, sino también 
de lo que oculta. 

El propio INEGI, fuente de estos resultados, aclara 
que solo cinco entidades lograron disminuciones 
estadísticamente significativas, y aunque 
Michoacán aparece entre las caídas más grandes 
en términos porcentuales, nunca se aclaró si al 
facultar a ese criterio, reduciendo su rezago, 
supera la prueba estadística. Esa omisión 
transforma lo que podría haber sido un dato 
sólido, una proeza medible, en pura propaganda. 

Más allá de ese detalle técnico está la evidencia 
más persistente: Michoacán sigue entre los 

estados con mayor rezago educativo del país. En 
2024, el 25.8 por ciento de su población se 
encontraba en esta condición —es decir, unas 1 
270 000 personas— colocándola apenas por 
debajo de Chiapas (34.0 %), Oaxaca (30.2 %), 
Guerrero (28.3 %) y Veracruz (26.3 %). En 
contraste, el promedio nacional fue de 18.6 %, 
una diferencia que convierte incluso este “avance” 
en una herida mal vendida. La reducción misma, 
de 3.2 puntos, parece mínima si pensamos en los 
casi 30 puntos iniciales y en la magnitud 
estructural del problema. 

El rezago educativo, como lo mide el INEGI en su 
índice de pobreza multidimensional, no evalúa 
calidad, rendimiento escolar ni logros 
académicos: es una carencia social que mide si 
una persona no completó la educación obligatoria 
en la edad esperada. 

Así, mejorar ese indicador no implica 
necesariamente que haya más escuelas, mejores 
maestros o que los estudiantes aprendan más. 
Factores externos —cambios demográficos, 
migración, mortalidad— pueden mover ese 
número sin que la educación, como derecho y 
práctica, haya avanzado un centímetro. 
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Este dato se torna particularmente ominoso en 
Michoacán, precisamente por la magnitud de la 
violencia y su impacto demográfico. Entre 2020 y 
2024, se registraron 10 798 homicidios dolosos 
en la entidad, frente a apenas 1 095 en 
Querétaro: una diferencia brutal de 9 703 muertes 
violentas. 

Si consideramos que la ventaja porcentual en 
reducción del rezago entre un estado y otro es 
apenas 0.2 % —equivalente, según cálculos, a 
unas 28 200 personas—, esa cifra de homicidios 
ya empuja la explicación del supuesto “logro” 
estatal. 

Bastaría con que esas muertes fueran, en gran 
parte, de personas en situación de rezago para 
neutralizar cualquier mérito educativo. Y ese 
parece ser el caso: en 2024, de las 1 632 víctimas 
de homicidio de ese año, 823 tenían más de 15 
años y no habían concluido la secundaria: el 
54.28 %. En 2023, esas cifras representaron el 
56.75 % (962 personas); en 2022, el 59.45 % (1 
251 personas). 

A eso se suman las personas desaparecidas: 854 
en 2020, 254 en 2021, 419 en 2022, otros 799 
en 2023 y 854 más en 2024. Muchas de esas 
personas estaban en rezago educativo, y sin duda, 
todas representan vidas truncadas y estadísticas 
que se esfuman del conteo. 

Durante la pandemia, ese efecto se agudizó: 
Michoacán registró 8 713 muertes oficiales por 
COVID-19 y, solo en 2020, un exceso de 
mortalidad de 7 949 personas. Estudiosos del 
tema han documentado que hasta el 71 % de 

quienes murieron por COVID no habían 
completado la educación básica, y la mayoría era 
gente entre 40 y 69 años. Cuando esas personas 
mueren, dejan de contarse, y el rezago desciende 
sin que ninguna escuela haya mejorado. 

El espejismo se revela aún más claro si revisamos 
los componentes específicos del rezago, los que 
el INEGI publica y los comunicados evitan: 

Michoacán ocupa el séptimo lugar nacional en 
inasistencia de menores de 3 a 15 años: 110 400 
niños fuera de la escuela. 

Michoacán se encuentra en el sexto lugar en la 
inasistencia de la población de 16 a 21 años: 197 
900 jóvenes. 

Nuestra entidad federativa ocupa el tercer lugar 
en la población de 3 a 21 años que no asiste a la 
escuela y no tiene educación obligatoria: 18.9 %. 
En 2022, era el segundo estado con el mayor 
porcentaje de personas de 22 años o más que no 
habían completado la media superior: 51.0 %; en 
2024 bajó al tercer lugar con 47.9 %. 

Este estado está en el quinto lugar en personas de 
16 años y más sin secundaria completa: 24.7 %, y 
también el quinto en personas mayores sin 
primaria completa: 31.5 %. 

Michoacán es el cuarto lugar en inasistencia 
escolar, el 9.6 % de las niñas y niños de 3 a 15 
años no van a clases 

Y, entre los jóvenes de 16 a 21 años, el 59.9 % 
sigue fuera del sistema educativo (el tercer peor 
registro del país). 
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Mientras tanto, en vísperas del Día Internacional 
de la Juventud, en lugar de implementar acciones 
para atender esas alarmas, la autoridad estatal 
organizaba un concierto, como si un show musical 
paliara la ausencia de escuelas, becas, tutores o 
infraestructura básica. 

El propio Plan de Desarrollo Integral del Estado de 
Michoacán 2021–2027 plantea como meta 
reducir ese rezago, pero sus objetivos son casi 
bibliográficos y poco ambiciosos. El plan hablaba 
de avanzar desde un rezago de cerca del 29.4 % 
en 2020 hacia una reducción del “al menos 10 
%” sobre ese nivel, lo que colocaría la meta en 
ese sexenio en apenas alrededor del 26.5 %. Esa 
meta, tan modesta, fue rebasada hacia el 2024 
(aproximadamente 25.7 %), lo que habla más de 
una baja exigencia de partida que de una política 
educativa vigorosa y transformadora. 

El documento del gobierno también habla de 
mejorar infraestructura escolar —sanitarios, 
conectividad, condiciones físicas— y aumentar 
cobertura; pero ninguna de esas promesas ha sido 
acompañada por datos públicos claros, auditorías, 
avances trimestrales o tableros transparentes que 
muestren “qué, cómo y dónde” se hizo. 

Hoy, el rezago educativo en Michoacán no se 
resuelve con boletines optimistas ni con titulares 
minimalistas. Exige que se publiquen, de 
inmediato, los datos desagregados por municipio, 
por tramo de edad, por nivel educativo, que 
expliquen si la reducción fue estadísticamente 
válida y que se muestren las acciones concretas 
detrás —acciones con tutorías, reingreso, becas 
condicionadas, Educación de Personas Jóvenes y 

Adultas, es una modalidad educativa destinada a 
personas mayores de 15 años que no han 
completado su educación básica o media, o que 
desean continuar aprendiendo a lo largo de la 
vida, con pertinencia, infraestructura garantizada, 
refuerzos, evaluación, cobertura. Esta situación 
exige que se publique el presupuesto transparente 
por programa y territorio, con auditorías 
independientes que muestren si el dinero 
realmente llegó a quien lo necesitaba. 

El rezago educativo en Michoacán no se combate 
con conciertos ni con adornar cifras. Solo puede 
revertirse con política pública seria, transparente y 
sustentada en evidencia. La sociedad tiene 
derecho a exigir datos verídicos, diagnósticos 
completos, compromisos verificables, que 
permitan al gobierno demostrar si el derecho a la 
educación se cumple para todos, o solo se 
presume. 

Salir del rezago educativo no es únicamente un 
asunto de estadísticas ni un simple escalón en los 
informes gubernamentales: es una condición 
fundamental para el desarrollo personal, familiar y 
colectivo. El rezago educativo imperante significa 
que miles de miles de personas no han concluido 
la escolaridad básica que, por ley, es obligatoria. 
De acuerdo con la cifra actual, ¡se podría llenar 
35 veces el Estadio Morelos con las personas que 
padecen esta severa condición de marginación! 

Esto implica una carencia académica, a la vez 
que, una limitación profunda para acceder a 
oportunidades laborales dignas, para ejercer 
plenamente los derechos ciudadanos y para 
participar de manera informada en la vida pública. 
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Una persona sin educación básica concluida 
enfrenta mayores barreras para encontrar empleo 
formal, tiene menos posibilidades de generar 
ingresos suficientes y, con frecuencia, queda 
expuesta a la explotación laboral y a trabajos de 
alta precariedad. 

En el plano social, el rezago educativo perpetúa el 
círculo de la pobreza. Las familias con bajo nivel 
educativo suelen tener menos acceso a 
información clave sobre salud, nutrición o 
servicios públicos, lo que repercute en la calidad 
de vida de las nuevas generaciones. Además, la 
falta de formación escolar adecuada se traduce en 
menor participación cívica: menos capacidad para 
comprender políticas públicas, menor 
involucramiento en procesos electorales y, en 
general, un debilitamiento de la democracia. 

La educación no es solo un medio para conseguir 
empleo; es una herramienta para comprender el 
mundo y tomar decisiones informadas, defender 
los propios derechos y cumplir responsabilidades 
como ciudadanos. En el caso de Michoacán, un 
estado con enormes desafíos en materia de 
seguridad, desarrollo económico y cohesión 
social, mantenerse en rezago educativo significa 
condenar a una parte importante de la población a 
la marginalidad y la dependencia. 

Exigir a las autoridades que se erradique el 
rezago educativo es exigir un futuro con más 
igualdad, más seguridad y más progreso. No se 
trata de celebrar reducciones porcentuales 
aisladas, sino de garantizar que cada niña, niño, 

adolescente y adulto que no ha concluido su 
educación básica tenga oportunidades reales y 
efectivas para hacerlo, sin excusas y con el 
respaldo de programas bien diseñados, con 
presupuesto suficiente y con resultados 
verificables. 

Los logros y resultados se presumen cuando se ha 
trabajado. Al día de hoy, amable lector, ¿conoce 
usted alguna política pública dirigida a la 
educación de los adultos que se haya conformado 
en los últimos cuatro años en Michoacán y se esté 
implementando, con presupuesto estatal? 
Háganoslo saber. 

La educación es la llave que abre todas las demás 
puertas: sin ella, el desarrollo económico es frágil, 
la democracia se debilita y la cohesión social se 
rompe. Por eso, salir del rezago educativo no es 
solo una meta técnica, sino una causa colectiva 
que todos, como ciudadanía, debemos exigir con 
firmeza y sin tregua. 

En este estado, donde la vida y la escuela han 
sido arrebatadas por la violencia, por la 
pandemia, por la marginación, honrar la 
educación constituye mucho más que presumir 
una cifra: significa reconocer cuántas vidas fueron 
borradas antes de aprender y cuántos niños, 
adolescentes y adultos aún luchan por volver a 
contar en ella. Pues acaso solo reconociendo la 
dimensión real del problema podamos aspirar a 
garantizar que el derecho a la educación no sea 
una declaración, sino una promesa cumplida. 

¡Merecemos un gobierno educador! 
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21.08.2025 

Voces desde el aula: Michoacán y la NEM 
	

	

La Nueva Escuela Mexicana (NEM) nació bajo la 
promesa de ser el gran parteaguas de la 
educación nacional. Su discurso oficial habla de 
un modelo con enfoque crítico y humanista que 
colocaría al centro a las comunidades, ya no a los 
individuos, subsumiendo que así se alcanzaría un 
máximo logro de los aprendizajes. Se dice que 
busca formar ciudadanos autónomos, con sentido 
ético, capaces de dialogar y construir comunidad. 
Sobre el papel, nadie duda de la nobleza de esos 
principios. México necesita, más que nunca, una 
educación que forme personas libres, 
responsables y solidarias. Pero cuando pasamos 
de la pluma y el escritorio a la realidad, lo que 
aparece no es la concreción de un sueño 
pedagógico, sino una serie de improvisaciones, 
contradicciones y vacíos que recaen —una vez 
más— en los hombros de quienes siempre 
sostienen la escuela pública: las maestras y los 
maestros. 

El estudio Voces desde el Aula quiso romper con 
la costumbre de diseñar reformas desde los 
escritorios de la burocracia y se dedicó a escuchar 
directamente a los protagonistas. La investigación 
se llevó a cabo en cuatro estados —Jalisco, 
Michoacán, Sinaloa y Yucatán— y sus hallazgos, 
presentados ayer jueves en rueda de prensa 

nacional, no dejan lugar a dudas: existe una 
brecha enorme entre la narrativa oficial y la 
experiencia cotidiana en el aula. En los testimonios 
aparecen palabras que se repiten: soledad, 
improvisación, cansancio, simulación.  Los 
atributos que se colocan sobre la NEM son 
vivencias de maestras y maestros que han debido 
sacar adelante a sus alumnos con recursos 
insuficientes y acompañamiento prácticamente 
inexistente. El documento está para su descarga 
directa y gratuita en el portal . 

La primera gran contradicción que se exhibió en 
Voces desde el Aula está en la llamada 
revalorización docente. El discurso presidencial y 
de la Secretaría de Educación Pública insiste en 
que los maestros son agentes de transformación 
social, líderes de la comunidad y portadores de la 
esperanza de la nación. Pero los hechos muestran 
lo contrario: no se les consultó plenamente en el 
diseño del modelo, se les entregaron materiales 
incompletos o confusos; así también, a los 
integrantes del magisterio se les sometió a una 
carga administrativa innecesaria y se les dejó solos 
para descifrar los programas sintéticos y 
convertirlos en planeaciones aplicables, a manera 
de programas analíticos.  El resultado es una 
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amarga paradoja: los maestros son exaltados en la 
retórica, pero abandonados en la práctica. 

La segunda contradicción se encuentra en el 
discurso de innovación pedagógica. La NEM 
presume el trabajo por proyectos como si fuera un 
descubrimiento reciente. Sin embargo, los propios 
docentes lo reconocen: el enfoque no es 
novedoso y, de hecho, pudo haberse enriquecido 
enormemente si se hubiera escuchado a quienes 
llevan décadas desarrollando proyectos 
comunitarios, adaptando contenidos a contextos 
rurales, diseñando estrategias en aulas multigrado 
o enfrentando las realidades de la educación 
indígena. En lugar de aprovechar ese saber vivo 
del magisterio, se impuso un recetario desde el 
centro, intentando curarse en salud de la 
obviedad, al decir que la NEM se aplica “sin 
recetas”.  Lo que pudo haber sido una 
construcción colectiva terminó siendo una 
imposición unilateral. 

La tercera contradicción es quizás la más 
dolorosa: se habla de autonomía profesional 
docente, pero no se crean las condiciones 
mínimas para ejercerla. La autonomía no se 
decreta; se construye con formación continua, con 
acompañamiento técnico, con infraestructura 
adecuada y con materiales claros. Hoy, miles de 
maestros en el país se encuentran ejerciendo una 
autonomía forzada, improvisando día a día porque 
el sistema no les dio otra opción. Y lo hacen, 
además, en contextos profundamente adversos, 
colocando recursos, tiempo, esfuerzo e 
investigación por cuenta propia, descargando a la 

parte patronal de sus responsabilidades 
constitucionales hacia la base trabajadora. 

En Michoacán esta realidad se vive con mayor 
crudeza. El estado arrastra un rezago histórico 
innegable. En sus comunidades rurales y 
marginadas, la situación es todavía más grave: 
aulas de madera, techos de lámina, mobiliario 
roto, escuelas sin energía eléctrica, ni Internet. 
Frente a esta realidad, hablar de innovación 
educativa sin resolver primero las condiciones 
mínimas es casi un insulto. 

A estas carencias materiales se suma el contexto 
de violencia e inseguridad. Michoacán ha estado 
en los primeros lugares de homicidios dolosos 
durante la última década. Hay comunidades 
desplazadas por la violencia, zonas en las que los 
niños han visto más armas que libros, y regiones 
donde los maestros deben pedir permiso a grupos 
criminales para llegar a impartir clase. La 
gobernanza educativa se encuentra debilitada por 
la influencia de intereses políticos y sindicales que 
han usado a la educación como botín. En este 
panorama, la NEM no solo se topa con problemas 
técnicos; enfrenta un entorno hostil que pone en 
riesgo su viabilidad. 

Los testimonios recogidos en el estudio son claros. 
Un maestro afirma: “El trabajo ha sido personal, 
sigo esperando a mis asesores para que me 
acompañen”. Una maestra reconoce: “Hemos sido 
totalmente autodidactas, investigando y 
comprendiendo los nuevos materiales”. Una 
directora de preescolar, con esperanza, pero 
también con resignación, dice: “Me siento con 
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disposición de aprender, deseo sumar y aportar”. 
Estas voces reflejan la resistencia y la vocación del 
magisterio michoacano, pero también evidencian 
el abandono en que han sido dejados. Son frases 
que deberían sacudir la conciencia de cualquier 
autoridad responsable y comprometerse a 
transformar la realidad para cada maestra y 
maestro del estado, demostrablemente, no con 
indicadores manipulados desde la comodidad de 
un escritorio capitalino. 

Lo más grave es que, pese a estas señales de 
alerta, hoy sistematizadas en un estudio cualitativo, 
las autoridades parecen confiar en que el esfuerzo 
extra de los maestros bastará para sacar adelante 
la reforma. Esa actitud es no solo irresponsable, 
sino profundamente injusta. No podemos seguir 
descargando sobre los hombros del magisterio el 
peso de políticas mal diseñadas, de consultas 
simuladas y de materiales improvisados. Los 
maestros ya cargan con demasiado: con aulas 
saturadas, con niños que llegan a la escuela sin 
desayunar, con familias fragmentadas, con 
contextos de violencia que entran por la puerta del 
salón. Pretender que, además de todo eso, se 
conviertan en intérpretes solitarios de una reforma 
confusa es una forma adicional de maltrato 
institucional. 

La autoridad debe entender que la educación no 
puede sostenerse sobre la precariedad 
permanente. Es urgente recuperar la rectoría de la 
implementación de la NEM, no con discursos, 
sino con hechos verificables, bajo un liderazgo 
colaborativo y un gobierno proveedor de 
bienestar auténtico. Ello implica, por principio de 

cuentas, instalar mesas de decisión con maestros y 
directores, diseñar calendarios de formación 
situada, producir guías técnicas útiles, garantizar 
acompañamiento pedagógico real y consistente, y 
asegurar la entrega puntual de materiales. Implica 
también proteger el tiempo y el propósito de los 
Consejos Técnicos Escolares, dejar de usarlos 
como espacios de trámite y devolverles su función 
pedagógica y brindarles los insumos necesarios 
para aprovecharlos al máximo. 

El llamado es claro y no admite demora: Las 
maestras y maestros michoacanos han demostrado 
estar listos para enfrentar los retos, manifiestan 
experiencia, conocimiento, vocación y resiliencia 
en la consulta; pero necesitan apoyo real. La 
autoridad, tanto federal como estatal, debe estar a 
la altura de esa disposición. No podemos seguir 
tolerando que, en un estado donde tantos niños 
dependen de la escuela pública para tener una 
oportunidad de vida, se siga improvisando y 
simulando. Cada día que pasa sin atender las 
demandas del magisterio es un día en el que se 
vulnera el derecho a la educación de miles de 
niñas y niños. Un ciclo escolar en donde se 
vulneran día tras día las garantías educativas de las 
generaciones en formación jamás podrá calificarse 
como “completo”. 

La educación es el motor más poderoso de 
movilidad social. Decir que “el origen no sea 
destino” no puede quedar en una frase de 
campaña: debe traducirse en políticas claras, en 
inversión sostenida, en respeto al magisterio. Si 
fallamos en esto, condenamos a Michoacán a 
seguir atrapado en un círculo de pobreza, 
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violencia y desesperanza. El derecho a aprender 
se vive desde las aulas y los profesionales 
encargados de generar ambientes propicios para 
el aprendizaje deben de contar con las mejores 
condiciones posibles para hacer realidad el 
Artículo Tercero Constitucional para cada persona. 

El informe Voces desde el Aula es un espejo 
incómodo que nos muestra lo que ocurre cuando 
una reforma se construye desde arriba, sin 
escuchar al aula. Ese espejo debe interpelarnos. 
Sería inaceptable permitir que la NEM se 
convierta en una promesa más que nunca llegó a 
concretarse. No podemos dejar que las maestras y 
los maestros sigan siendo los trabajadores más 
afectados por las inconsistencias de la política 
educativa. Ellos son los verdaderos líderes de la 
escuela pública, los guardianes del derecho a la 
educación, los que todos los días abren la puerta 
de un aula y, con lo que tienen, siembran 
esperanza. Ignorar sus clamores sería una 
profunda torpeza política y un gravísimo yerro 
moral. 

Hoy, más que nunca, necesitamos que las 
autoridades den un paso adelante: que escuchen, 
que dialoguen, que inviertan, que acompañen. 
Que estén a la altura de la dignidad con la cual los 

maestros ya están cumpliendo con su parte. 
Porque si ellos, pese a todo, siguen adelante, no 
hay justificación para que la autoridad siga 
fallando y volteando a otra parte. El estudio Voces 
desde el Aula sistematiza una realidad que no 
puede seguir siendo negada, ocultada ni 
invalidada. 

Mucho más aún: los derechos a estar, a aprender 
y a participar de la niñez y la juventud 
michoacanas no admiten esperas, diluciones, 
manipulaciones ni tergiversaciones conceptuales: 
deben vivirse a lo largo de trayectorias educativas 
completas en el sistema educativo estatal. Y la 
responsabilidad de hacer realidad sus garantías 
individuales recaen en quienes hoy dirigen el 
sistema educativo estatal. 

Si la inercia, la simulación y la falta de 
compromiso continúan, claro que, eventualmente, 
la historia los juzgará, pero antes de que se 
acumulen las décadas de política educativa fallida, 
hoy, aquí y ahora los están padeciendo cada día 
las niñas y los niños que merecen más, los 
maestros que ya dieron demasiado y la sociedad 
que está viendo sus actos, omisiones, intenciones 
y ambiciones en cada paso que dan. ¡Merecemos 
un gobierno educador! 
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25.08.2025 

Las becas al plato; los estudiantes ausentes 
	

	

En México, ser estudiante en condición de 
pobreza significa que hasta el derecho a aprender 
depende de la comida que falte en casa. Las 
becas escolares que deberían abrir las puertas del 
conocimiento se están convirtiendo, tristemente, 
en un salvavidas para solventar las necesidades 
alimenticias. Y no podemos culpar a ninguno de 
los paterfamilias: ¿quién puede pensar en 
cuadernos y lápices cuando en la mesa no hay 
qué comer? 

Los apoyos económicos del gobierno federal, en 
teoría diseñados para garantizar una educación 
con dignidad, se redireccionan para paliar la 
pobreza alimentaria. Así lo ha documentado el 
propio Consejo Nacional de Evaluación de la 
Política de Desarrollo Social (Coneval): la mayor 
parte de ese recurso termina usándose para 
comprar alimentos. La pobreza dicta prioridades, 
y la primera es sobrevivir. 

Padres y madres de familia lo dicen con claridad: 
el apoyo se va en cuotas, uniformes, materiales 
escolares… pero también en llenar la alacena. El 
monto es insuficiente, la promesa de movilidad 
social queda corta y la educación —ese supuesto 
pasaporte al futuro— sigue siendo un privilegio 
que muchos no alcanzan. 

El caso es alarmante: incluso en municipios con 
los niveles de marginación más altos, las becas no 
logran focalizarse en los hogares más pobres. El 
resultado es un programa que presume cobertura, 
pero que no transforma la raíz de la desigualdad. 
Y así, el círculo vicioso se perpetúa: hambre, 
rezago y abandono escolar. 

A pesar del despliegue mediático de una política 
social que ha generado mucho ruido y pocas 
nueces, la realidad golpea con fuerza: los 
estudiantes siguen con carencias y necesidades 
irresueltas. Como demuestra el estudio, a decir de 
los padres de familia, el dinero empleado para 
paliar el hambre y la pobreza extrema termina 
descobijando las finalidades originales para las 
cuales fueron creados los programas de becas. En 
lugar de resolver la desigualdad, estos apoyos 
terminan arraigando las carencias sociales más 
profundas: el acceso y la permanencia escolar, 
que permanecen intocadas, a pesar de la beca. 

Los resultados de este estudio deben encender los 
semáforos en rojo y ser materia de una revisión 
más profunda del programa de becas “Benito 
Juárez”. Es indispensable evaluar y auditar a fondo 
estos programas para evitar que se comporten 
como simples paliativos de la pobreza extrema, en 
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lugar de construir capacidades que permitan 
romper el ciclo de la pobreza transgeneracional. 
Porque de eso se trata: de sembrar las bases de 
una movilidad social real, cimentada en 
trayectorias educativas completas que eleven la 
permanencia escolar y la escolaridad promedio. 

Las respuestas tan distintas entre padres de familia 
y personal directivo solo hacen más evidente la 
disonancia cognitiva en la que están inmersos los 
directivos, seguramente marcada por la distancia 
que mantienen con los hogares de los estudiantes. 
A esto se suma la ceguera de los funcionarios que 
diseñaron el programa, quienes deberían 
aprender de este estudio: la pulverización aislada 
de recursos, sin transversalidad, sin seguimiento y 
sin articulación, arroja resultados pírricos. Ahí 
están las consecuencias: apenas un 2% de impacto 
en la reducción del abandono escolar, una cifra 
insignificante frente a la magnitud del rezago 
educativo nacional y de la inmensa mayoría de 
niñas, niños y jóvenes que no concluyen una 
carrera universitaria en México. 

Lo grave es que, mientras se anuncian 
triunfalmente supuestas reducciones de la 
pobreza, estos estudios despiertan suspicacias 
fundamentadas. Habrá que esperar al próximo 
Censo Nacional de Población y Vivienda para 
tener datos más precisos, pero ya desde ahora 
tenemos señales de alerta que impelen a una 
revisión profunda y seria de la política social en la 
nación. 

El régimen vigente acaba de dar de bruces con la 
demostración de lo que es ya un hecho 
comprobado científicamente desde hace décadas: 

la dispersión de recursos en transferencias 
directas, sin criterios específicos ni enfoques 
transversales, es ineficiente y de bajo impacto. 

A pesar de recibir apoyos económicos, los 
recipiendarios siguen al filo del abandono escolar. 
La desesperanza de ver pasar dinero entre las 
manos sin poder modificar la biografía de sus 
hijos es desmoralizante, tanto para estudiantes 
como para padres. Un programa que apenas logra 
reducir en un 2% el abandono escolar —y eso 
solo en el ciclo inmediato— no es digno de 
llamarse política educativa de Estado. Es, más 
bien, una política de sobrevivencia, no de 
transformación. 

Con los aprendizajes colectivos que se 
desprenden de este tipo de estudios, urge 
reformar profundamente las políticas de 
transferencias directas. No se trata de cancelar la 
ayuda, sino de rediseñarla con visión estratégica. 
Debemos construir programas articulados que 
ofrezcan a la población vulnerable condiciones 
integrales para superar las barreras históricas de la 
pobreza. De otra forma, seguiremos atrapados en 
la inercia de las acciones aisladas que jamás 
logran resultados sostenibles. 

No podemos normalizar esta tragedia silenciosa. 
Cada niño que abandona la escuela por falta de 
recursos es un futuro truncado. Según el INEGI, 
en México más de 4 millones de menores 
trabajan; muchos de ellos lo hacen porque lo 
poco que entra en casa no alcanza ni para cubrir 
necesidades básicas. 
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¿De qué sirve que el Estado reparta millones en 
becas si estas no cambian la historia de quienes 
más lo necesitan? ¿De qué sirve “universalizar” la 
política social cuando lo que se requiere es 
precisión quirúrgica para que el apoyo llegue a 
quien de verdad lo necesita? 

Si de verdad queremos que la educación sea 
motor de justicia social, no basta con depositar 
cada dos meses una cantidad simbólica. Se 
requieren medidas profundas y valientes, como las 
siguientes propuestas: aumentar el monto de las 
becas para que estas no solo sirvan como paliativo 
alimentario, sino como un verdadero instrumento 
para garantizar condiciones educativas dignas; 
integrar apoyos en especie: alimentación escolar 
gratuita, uniformes y útiles entregados 
directamente en las escuelas, para evitar que los 
niños deban elegir entre comer o aprender; 
focalización real y transparente del programa, 
para priorizar a los hogares en situación de 
pobreza extrema, en lugar de dispersar recursos 
en donde no son urgentes. Así también, 
desarrollar un acompañamiento integral: becas 
vinculadas con tutorías, programas contra el 
abandono escolar y seguimiento personalizado en 
comunidades marginadas y considerar a las 

escuelas como centros de bienestar, para convertir 
cada plantel en un espacio donde, además de 
aprender, los estudiantes tengan acceso a 
alimentos nutritivos, atención médica básica y 
orientación psicológica. Es decir, un polo de 
desarrollo comunitario. 

No nos engañemos: mientras un niño use su beca 
de permanencia escolar para comer en vez de 
aprender, está fracasando la política pública 
respectiva. El hambre no debería competir con la 
educación, y sin embargo hoy se enfrentan en la 
misma mesa. 

Necesitamos dejar de administrar la pobreza y 
empezar a erradicarla. El futuro de millones de 
niñas y niños no puede depender de una 
transferencia mínima que apenas alcanza para 
sobrevivir. México se juega su porvenir en las 
aulas, pero si esas aulas siguen vacías, lo que 
tendremos será una nación condenada a repetir el 
ciclo de la desigualdad. 

La justicia social empieza garantizando que cada 
estudiante tenga no solo un plato lleno, sino 
también un pupitre digno donde construir sus 
sueños, desde educación inicial hasta licenciatura. 

¡Merecemos un gobierno educador! 
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29.08.2025 

Rumbo al arranque del Ciclo Escolar 
2025-2026 

	

	

	

Hoy iniciamos el ciclo escolar: todos tienen 10 de 
calificación. 

Está en ustedes conservarlo hasta el final. 

Mi maestra de matemáticas. 

	

Este próximo lunes arrancará el ciclo escolar 2025 
-2026 y, así como decía mi maestra de 
matemáticas de secundaria, arranca con un 
calendario completo por cumplir, sujetos de 
derechos a quienes servir en su totalidad y 
condiciones por asegurarles a ellos y a los 
trabajadores de la educación: está en las 
autoridades educativas conservar que así suceda 
desde el primer día. 

Ya, en tres ediciones previas, no lograron 
conseguir un ciclo completo. Se sucedieron 
incidencias, especialmente de carácter socio-
organizativo, como las situaciones gremiales y 
sindicales: paros, marchas, plantones, 
suspensiones indefinidas; así también, cuestiones 
de violencia que impidieron la regularidad 

educativa y situaciones climáticas y sismológicas. 
Especialmente, las incidencias en materia de 
homicidios dolosos, minas terrestres, 
desplazamientos forzados, migración, abandono 
escolar y desescolarización no abonaron en 
absoluto. 

Es la cuarta ocasión en la cual se intentará hacer lo 
propio en la actual administración estatal. 
Esperemos que, por el bien de las niñas, niños y 
jóvenes, se logre. 

Más allá de las circunstancias ocurridas en el 
periodo educativo anterior, en donde como se 
demostró, hubo incidencias de diferente índole 
que trastocaron la regularidad y afectaron los 
derechos educativos de las niñas, niños y jóvenes, 
las circunstancias en las cuales arrancará el ciclo 
escolar 2025-2026 son dignas de atención. Se 
sabe que se continúa con una notable falta de 
cobertura educativa en educación inicial, 
preescolar, media superior y superior. 

La falta de cobertura, por supuesto, no solamente 
se refiere a la ausencia o insuficiencia de 
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instalaciones ni de butacas, sino también, de 
maestras y maestros que posibiliten que los 
aprendizajes sucedan. La UNESCO habla de 44 
millones de docentes faltantes en el planeta. 

En Michoacán, mucho se habla de que faltan 
docentes en las aulas, principalmente en primaria 
y secundaria, en donde se han llegado a calcular 
hasta mil ausencias, de acuerdo con reportes de 
los grupos gremiales. 

Pero, por otra parte, se habla de aviadores, de 
personas que se encuentran fuera de sus centros 
de trabajo a los cuales están adscritos. La 
Secretaría de Educación en el Estado 
recientemente estimó doscientos casos, los cuales 
habría que revisar uno a uno. 

Sí, seguramente hay muchos casos en los cuales 
se puede imputar al trabajador de ausentarse. Es 
sabido que hay comunidades enteras que se 
caracterizan por el ausentismo de los docentes por 
retirarse a realizar actividades diferentes a la 
docencia, incluso, fuera del estado de Michoacán 
o de la nación mexicana. 

Pero, también hay muchos casos en los que las 
expresiones gremiales y sindicales son las que 
propician, demandan y posibilitan la salida de los 
trabajadores de la educación para sus finalidades 
organizativas y de movilización, así como para 
beneficio personal de quienes trafican con la 
descarga laboral. 

En contraste, hay muchas más que no son lo que 
parecen y en donde justamente hay que intervenir 
en defensa de los trabajadores: porque hay 

municipios en donde los maestros y personal 
directivo son amenazados, se les extorsiona, se les 
secuestra, se les pide derecho de piso, se les 
persigue y no tienen otra opción que cerrar las 
escuelas, abandonando su centro de trabajo. Lo 
que pareciera ser de entrada una 
irresponsabilidad de su parte es en realidad un 
acto de supervivencia pura, ante la 
ingobernabilidad, gobernanza criminal y estado 
fallido que se vive en cientos de comunidades en 
la entidad federativa. 

Así pasó en Uruapan, en Apatzingán, en 
Tepalcatepec, en Coalcomán, en Zitácuaro, en 
Zinapécuaro, en Buenavista Tomatlán, en Aguililla, 
en Aquila y en muchos casos más. Es menester 
que la parte patronal, juntamente con las 
autoridades en materia de seguridad se organicen 
y articulen para brindar las condiciones necesarias 
de seguridad y se puedan abrir todos los planteles 
educativos en la geografía michoacana este 
próximo lunes. 

Hagamos cálculos: en educación media superior, 
apenas uno de cada dos jóvenes en edad de 
cursar este nivel educativo en la entidad federativa 
está escolarizado. Esto implicaría que hay que 
hacer crecer al doble el total de planteles 
escolares existentes y así también, la plantilla de 
personal, céteris paribus. 

De acuerdo con el SIGED, en el ciclo escolar 
2024-2025 hubo 14 mil 809 docentes 
contratados. La tasa de escolarización es del 51.6 
por ciento. Con ello, podemos calcular asumiendo 
una tendencia lineal, que se requerirían 28 mil 
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699 maestros para generar cobertura universal en 
este nivel educativo. Faltarían de contratarse 13 mil 
890 docentes. 

En educación superior es análoga la situación: 
solo uno de cada cuatro jóvenes en edad de 
cursarla está escolarizado. Entonces, se requeriría 
elevar cuatro veces el número de instituciones de 
educación superior, planteles, equipamiento y, 
sobre todo, de personal docente. Se reportaron 
14 mil 347 docentes en el ciclo escolar recién 
concluido. Su tasa de escolaridad es del 22.6 por 
ciento. Para generar cobertura universal harían 
falta 63 mil 482 docentes, restándose de 
contratar, por ende, 49 mil 135 docentes. 

En preescolar, la tasa de matriculación es del 68.4 
por ciento, reportando un total de 11 mil 284 
docentes. Para alcanzar el cien por ciento de 
cobertura, se requerirían 16 mil 497 docentes, 
faltando un total de 5 mil 213 maestros de 
contratarse. 

En primaria es del 93.4 por ciento, con 27 mil 
693 docentes frente a grupo. La cobertura 
universal demandaría tener a 29 mil 649 
maestros, lo que implicaría contratar a mil 956 
docentes más. 

En secundaria es del 74.2 por ciento, con 14 mil 
695 docentes. El cien por ciento de cobertura se 
alcanzaría teniendo a 19 mil 804 docentes; por lo 
que, se requeriría contratar a 5 mil 109 docentes 
adicionales. 

Si asumimos un comportamiento lineal de la 
cantidad de docentes para la atención de los 

estudiantes, podemos estimar una cifra de falta de 
maestros en Michoacán, para garantizar cobertura 
universal desde preescolar hasta educación 
superior en 75 mil 303 docentes. 

Hasta bachillerato, descontando educación 
superior, harían falta aun así un total de 26 mil 
168 docentes adicionales. 

El reconocimiento de la realidad es importante: sí 
hacen falta maestros. 

Así también, es importante enfocarse en las 
circunstancias y retos vigentes, por encima de una 
narrativa. Recientemente, se ha incurrido 
públicamente en dos cuestiones que, al calor de la 
emisión de un discurso, pueden resultar naturales, 
pero que, ya en el análisis, resultan desfavorables: 
tildar a las administraciones de hace dos décadas 
de “corruptas” y comparar a las mujeres titulares 
de la Secretaría de Educación en el Estado de “los 
últimos cincuenta años”. 

Pero, resulta complejo hacer comparativos con 
gobiernos de hace veinte o veinticinco años, toda 
vez que, cuando esto se realiza y se acusa de 
corrupción, hay que voltear a ver quiénes eran los 
actores clave del sistema educativo. Y hoy, 
muchos de ellos siguen cobrando en cargos 
directivos. Si obran evidencias de que actuaron 
indebidamente, muy mal hace el gobierno estatal 
al tenerlos en la nómina; y mucho más, al 
otorgarles cargos en la estructura, delegando las 
atribuciones constitucionales del ejecutivo estatal. 
Ensalzar a la presente administración no debe 
implicar denostar a las administraciones del ayer, 
por ser las mismas personas, por haber sucedido 
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en otros contextos y por no haber evidencias 
contundentes a la vista de los ciudadanos de que 
se viva una situación diferente en el presente. 

Así también, las comparaciones entre las mujeres 
titulares de la Secretaría de Educación en el 
Estado no cuentan con suficientes elementos como 
para realizarse objetivamente. Primeramente, 
porque el cargo no lleva cincuenta años 
existiendo, sino que, desde el marco de la firma 
del Acuerdo Nacional por la Modernización de la 
Educación Básica, se creó este cargo … en 1992. 
Más aún, porque ocurre la misma situación que, 
con las acusaciones de corrupción: al menos la 
mitad de las extitulares de la SEE siguen en activo 
en el gobierno del estado.  Ensalzar no implica 
subordinar, ni mucho menos, denostar, menos 
aún si forman parte del mismo equipo 
gubernamental. 

Aunado a lo anterior, tenemos las inmensas 
inconsistencias en materia de cifras e indicadores 
educativos. El ciclo escolar 2019-2020 había hasta 
un millón 300 mil estudiantes.  En el ciclo recién 
finalizado, se contó con un millón 267 mil 
estudiantes. Para el arranque del próximo lunes, 
se espera que el sistema educativo michoacano 
atienda a un millón 243 mil estudiantes. Es decir, 
a pesar de la escasa cobertura en educación 
inicial, preescolar, media superior y superior, aun 
así, se tienen menos alumnos. La explicación está 
en la falta de acciones para incrementar la 
cobertura educativa en estos niveles mencionados, 
así como en la disminución de matrícula en 
primaria y secundaria, por razones de la caída de 
la natalidad en la última década. 

Esto quiere decir que, no se han formulado ni 
implementado políticas públicas, que las 
inversiones que se hacen no logran escolarizar a 
quienes se encuentran sin condiciones de retomar 
sus estudios, así como tampoco se lleva a tres de 
cada cuatro jóvenes michoacanos a concluir una 
carrera universitaria. La inercia es sumamente 
negativa. 

Más aún: recientemente, se adujo que en 
Michoacán se había reducido el rezago educativo. 
Más allá de cuestionar las cifras o la metodología, 
el corazón de evaluar el rezago educativo debería 
ser otro: El rezago educativo debe estar en 
función de los aprendizajes, no nada más de los 
años de escolaridad cursados respecto a la edad 
poseída y al marco normativo en torno a la 
obligatoriedad educativa en el momento de nacer 
de los mexicanos. 

Es decir: debe evaluarse si se sabe leer y escribir 
un recado, si se poseen las competencias 
necesarias para resolver un problema cotidiano 
empleando las cuatro operaciones aritméticas 
básicas, por citar dos ejemplos mínimos 
indispensables para afrontar los retos de la vida. 

Aunado a lo anterior, la segunda razón es 
demográfica: en este mismo espacio dimos una 
mirada a las personas fallecidas por COVID-19 y 
por homicidio, donde 70 y 60 por ciento de ellos 
estaban en situación de rezago educativo, de 
acuerdo con la UNAM y con el INEGI. 

La tercera es de cifras de estadística educativa: si 
la matriculación es inercial, ¿en qué momento, en 
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dónde se atendieron a las personas que dicen 
haber sacado del rezago educativo? 

La situación de las becas educativas es también 
preocupante: se demostró que apenas si reducen 
el abandono escolar un dos por ciento en el ciclo 
escolar inmediato, así también, que el dinero se 
usa para alimentación y no para solventar gastos 
relacionados con la educación. Es decir, el 
derecho a la educación se subordina a la comida 
que haga falta en la mesa de los hogares. De esta 
manera, se palia la pobreza alimentaria, pero se 
dejan intocadas carencias sociales como la 
educación y la salud. Esto equivale a sacar dinero 
de un bolsillo del pantalón para colocarlo en el 
otro. 

Más aún, recordando los estudios de percepción 
de la educación que realizamos en el Capítulo 
Michoacán en 2023,  tenemos en cuenta que, en 
ellos, las personas que reciben un apoyo social 
elevan hasta veintidós puntos por encima de la 
media su percepción respecto al partido político 
en el poder que les otorga esta transferencia. 

Entonces, podemos concluir que sirve entregar 
dinero a través de becas, para paliar la pobreza 
alimenticia y para elevar la aprobación 
gubernamental. Pírricamente, abonan a la 
permanencia escolar y, en lo negativo, 
desprotegen los derechos educativos, los cuales 

quedan a merced de que los padres de familia 
tengan que tomar la draconiana decisión de 
comprar útiles escolares, uniformes, calzado, 
pagar transporte escolar o cuotas “voluntarias” en 
las escuelas, respecto a darles de comer a sus 
hijos. 

En fin, esperemos que las circunstancias sean más 
favorables, que las autoridades educativas estén 
más enfocadas en el esfuerzo que en la narrativa, 
que haya inversiones inteligentes y que se 
resuelvan los problemas de la educación estatal en 
aras de que se garanticen mejor los derechos 
educativos de las niñas, niños y jóvenes en la 
entidad, quienes sí que merecen un ciclo escolar 
completo, en todos los aspectos: presencialidad, 
cobertura, infraestructura, equipamiento, servicios 
básicos, conectividad, plantillas de personal 
completas y con las condiciones suficientes para 
ejercer su vocación docente, blindaje de las 
comunidades escolares para que tengan acceso y 
retorno seguro desde los hogares hasta las 
escuelas, que exista transparencia y rendición de 
cuentas; para que dejen de suceder actos de 
autoridad autoevaluados y festinados solo por los 
propios empleados incondicionales, el sistema 
educativo michoacano debe dejar de estar 
cerrado a la observación y monitoreo ciudadanos. 

¡Merecemos un gobierno educador! 
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31.08.2025 

La escuela es para aprender, pero 
también para ser felices 

	

	

	

“La escuela es para aprender, evidentemente, 

pero es para ser felices también; hay que ser 
disciplinados”. 

— Claudia Sheinbaum Pardo 

	

La frase parece sencilla, casi una obviedad, pero 
encierra un debate profundo sobre lo que debería 
ser la educación en México y lo que 
lamentablemente sigue siendo. La escuela, por 
definición, existe para garantizar aprendizajes en 
los estudiantes. Sin embargo, esa misión no 
puede cumplirse si las niñas, niños y jóvenes 
acuden a planteles inseguros, sin condiciones 
dignas, con violencia y discriminación 
normalizadas, o con carencias que los obligan a 
elegir entre estudiar o comer. 

Si la escuela es para aprender —como lo dijo la 
presidenta—, entonces el principal indicador de 
su éxito no debería ser la matrícula, la asistencia o 
los años de escolaridad acumulados, sino el logro 
de aprendizajes. Y ahí es donde enfrentamos 
nuestro mayor desafío nacional. 

De poco sirve acumular certificados, títulos o 
grados académicos si una persona no sabe leer un 
recado, redactar una solicitud sencilla o realizar 
operaciones básicas con números enteros y 
fracciones. El rezago educativo no se mide solo 
en años de escolaridad, sino en lo que realmente 
se sabe hacer con esos años. 

Hoy, las mediciones oficiales —como las que 
elabora el CONEVAL— definen el rezago 
educativo con criterios como la asistencia a la 
escuela hasta cierta edad o el grado máximo 
cursado. Son definiciones técnicas, útiles para la 
estadística, pero incapaces de responder a la 
pregunta esencial: ¿acudir a la escuela asegura 
los aprendizajes? 

La respuesta, por dura que sea, es no. En México 
abundan las generaciones que “pasaron” de año 
sin comprender lo que leían, sin desarrollar 
pensamiento crítico, sin herramientas para la vida. 
Se trata de un rezago silencioso, mucho más 
grave que el medido por los indicadores. 

Entre la pobreza y la educación 
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Lo mismo ocurre con la pobreza alimentaria: 
preguntarle a una persona si desayunó, comió o 
cenó en el último día revela mucho más sobre su 
situación que llenar formatos estadísticos. En 
educación, preguntar a un joven si puede leer con 
fluidez, comprender un texto, resolver un 
problema matemático o escribir un párrafo 
coherente debería ser tan o más relevante que 
contabilizar los años que estuvo sentado en un 
pupitre. 

La educación no puede desligarse de la pobreza, 
la desigualdad ni de la inseguridad. Un niño con 
hambre no aprende, una niña acosada no se 
concentra, un joven que vive con miedo 
difícilmente desarrolla disciplina. Elevar la 
educación al lugar que merece como prioridad 
nacional implica resolver esas condiciones de 
entorno. Solo así podremos hablar, en serio, de 
un México educador. 

La disciplina, ¿imposición o autodescubrimiento? 

La presidenta habló de disciplina. Pero el 
concepto merece matices. Desde su raíz 
etimológica, disciplina implica ser discípulo: 
aprender de alguien o de algo. Eso nos abre la 
posibilidad de entenderla no como obediencia 
ciega ni como sumisión a la autoridad, sino como 
el compromiso personal de volverse discípulo del 
ser humano que uno aspira a ser. 

Formar virtudes, carácter y valores requiere 
referentes culturales y modelos de vida 
moralmente elevados, prósperos y felices. Es 
decir, que la disciplina no sea la imposición del 
uniforme impecable o el corte de cabello 

obligatorio —como planteó Nayib Bukele en El 
Salvador, en su afán de prevenir la delincuencia—
, sino la decisión consciente de florecer como 
personas plenas. 

Educar con disciplina no debería ser domesticar, 
sino acompañar. No debe anular la 
individualidad, sino potenciarla. El desarrollo 
pleno de la personalidad, como lo reconocen los 
derechos humanos, debe ser la brújula del sistema 
educativo. 

Lo que necesitamos dejar atrás 

Con el arranque del ciclo escolar 2025-2026 
tenemos una oportunidad de oro. Las palabras de 
la presidenta pueden quedar como una frase 
inspiradora más o pueden convertirse en un 
compromiso nacional. 

Para ello urge dejar atrás las visiones 
patrimonialistas que han tratado a las escuelas 
como botín político, las simulaciones que 
convierten a los planteles en escenografías de 
giras mediáticas, el saqueo de recursos destinados 
a lo más sagrado que tenemos: nuestras niñas, 
niños y jóvenes. 

La escuela no puede ser set de grabación para 
funcionarios obsesionados con redes sociales. La 
escuela debe ser taller de sueños, laboratorio de 
aprendizajes, comunidad de felicidad y disciplina 
consciente. 

La clave: la comprensión lectora 

Entre los aprendizajes elementales, ninguno es tan 
determinante como la comprensión lectora. Sin 
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ella, todo lo demás se tambalea. Comprender un 
texto es escuchar con los ojos; es transformar 
palabras en ideas, en historias, en aprendizajes 
que se vuelven parte de uno mismo. 

Una nación incapaz de garantizar que sus 
ciudadanos comprendan lo que leen está 
condenada a la manipulación política, al 
estancamiento económico y a la desigualdad 
perpetua. Una nación que apuesta por la 
comprensión lectora como prioridad, en cambio, 
abre la puerta a la democracia real, a la movilidad 
social y al florecimiento humano. 

Hacia una nación educadora 

De eso se trata: de revolucionar nuestra visión de 
la escuela y de su misión trascendente. No basta 

con garantizar el acceso, ni con presumir cifras de 
matrícula. Necesitamos que cada día en la escuela 
se traduzca en aprendizajes reales, en felicidad 
posible, en disciplina auténtica. 

El reto no es menor. Pero la meta lo vale: convertir 
a México en una nación educadora. Una nación 
donde cada niña, niño y joven tenga la certeza de 
que al cruzar la puerta de su escuela encontrará 
un lugar seguro, digno, estimulante; un espacio 
donde aprender y ser feliz al mismo tiempo. 

Merecemos nada menos que eso. Merecemos una 
nación educadora. Que empiece septiembre, mes 
de la patria, haciéndose patria desde las aulas en 
ese tenor, 185 veces durante el ciclo. Así sea. 
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Reflexiones finales 

 
Sea el presente documento una mirada sucinta al 
trabajo de Mexicanos Primero Michoacán durante 
16 años, así como una compilación de setenta y 
dos artículos escritos durante un ciclo escolar, en 
donde se puede constatar que, no se hace crítica 
sin propuesta desde esta organización de la 
sociedad civil. 

Así también, la problemática abordada constituye 
un testimonio narrativo de las circunstancias que 
afectan al desarrollo educativo de Michoacán de 
Ocampo. 

Al concluir esta bitácora del ciclo escolar 2024-
2025, que documenta tanto un año académico 
intenso como dieciséis años de trayectoria 
ininterrumpida de Mexicanos Primero Michoacán, 
es momento de reflexionar profundamente sobre 
el camino recorrido, los aprendizajes acumulados 
y los desafíos estructurales que aún enfrentamos 
como sociedad michoacana comprometida con 
una educación de calidad y equidad. 

Primeramente, es relevante subrayar la 
construcción de una identidad organizacional 
sobre dieciséis pilares de acción, expuestos en la 
sección "Quiénes somos", los cuales han 
constituido una hoja de ruta vivencial y misión de 
vida, que se refleja en cada uno de los setenta y 
dos artículos que componen esta bitácora. 

La defensa de los derechos de la niñez y juventud 
no ha sido retórica vacía. Desde artículos como 
“¡Por trayectorias educativas completas!" y muchos 
más hemos documentado sistemáticamente cómo 
la interrupción de procesos formativos constituye 
una violación sistemática al derecho fundamental a 
la educación. La persistencia de este tema a lo 
largo del ciclo escolar revela una problemática 
estructural: el sistema educativo michoacano sigue 
siendo incapaz de garantizar 200 días efectivos 
de clase para todos sus estudiantes. A lo sumo, 
180. 

Nuestro papel como observatorio educativo se 
materializa en reflexiones como "Panorama 
educativo nacional 2024", "Educación 
Michoacana: Cómo vamos" y "Estadísticas y 
encrucijadas educativas en Michoacán". Estos 
análisis trascienden la mera recopilación de datos 
para convertirse en herramientas de diagnóstico 
que evidencian tanto avances como retrocesos, 
siempre bajo la premisa de que solo lo que se 
mide se puede transformar. 

El seguimiento histórico al sistema educativo 
estatal queda ejemplificado en "Quince años de 
Mexicanos Primero Michoacán" y en el análisis 
evolutivo que atraviesa todas nuestras reflexiones. 
Esta perspectiva diacrónica nos ha permitido 
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identificar patrones recurrentes, ciclos de crisis y 
oportunidades de mejora que trascienden cambios 
de administración. 

La interlocución con autoridades educativas, que 
constituye nuestro cuarto pilar, ha estado presente 
de manera constante en reflexiones como "III 
Informe de Gobierno: Educación", "III Informe de 
Gobierno: Control de gestión en educación" y "A 
los que gobiernan la educación…", entre otras 
entregas. Estos análisis revelan una evolución en 
nuestro enfoque: del diálogo esperanzado hacia 
una evaluación crítica pero siempre propositiva de 
la gestión pública. 

La reflexión "Pendientes educativos federales con 
Michoacán" y "Pendientes institucionales con la 
educación" documentan cómo la educación 
michoacana se encuentra atrapada entre 
dinámicas nacionales y realidades locales que no 
siempre convergen. Esta tensión centro-periferia 
se ha agudizado con la implementación de 
políticas federales que requieren adaptaciones 
locales no siempre exitosas. 

La activación ciudadana por la educación, nuestro 
quinto pilar, se evidencia en reflexiones como "En 
educación: ser parte de la solución" y "Educación: 
Un llamado a la acción". Estos textos trascienden 
el diagnóstico para convocar a la participación de 
diversos sectores sociales, reconociendo que la 
transformación educativa es una responsabilidad 
colectiva. 

Uno de los hilos conductores más evidentes en 
esta bitácora es la problemática magisterial, 
abordada desde múltiples perspectivas. "Las 

razones de la CNTE", que aparece dos veces en 
el ciclo, evidenciando su centralidad, desde dos 
enfoques diferentes, "86 Quincenas de Pago a los 
Maestros: luces y sombras", "Maestros 
Michoacanos: Dignidad, lucha y esperanza", 
"Atender y resolver la problemática magisterial" y 
"La conflagración en el sistema educativo", entre 
otras menciones conforman un corpus analítico 
que documenta la complejidad de las relaciones 
laborales en el sector educativo michoacano. 

Esta problemática no es meramente administrativa: 
es política, pedagógica y social. "Escuchar a 
maestros y directivos" y "El Mérito de Ser Madre y 
Docente en Michoacán" reconocen la dimensión 
humana del trabajo educativo, mientras que 
reflexiones como "La conflagración en el sistema 
educativo" analizan cómo los conflictos 
magisteriales impactan directamente en el derecho 
a la educación de la niñez michoacana. 

La dignificación del magisterio, tema recurrente, 
no puede desvincularse de la calidad educativa. 
Como hemos sostenido en "Maestros 
Michoacanos: Dignidad, lucha y esperanza", no 
puede haber educación de excelencia, ni una 
debida aplicación y apropiación de La Nueva 
Escuela Mexicana sin docentes dignificados, pero 
tampoco puede haber dignificación magisterial sin 
compromiso genuino con los aprendizajes 
estudiantiles. 

La dimensión presupuestaria ocupa un lugar 
central en nuestras reflexiones, particularmente en 
"Presupuesto 2025: consideraciones para 
Michoacán", "Educación Michoacana: 
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Presupuesto 2025", "Educación e Inequidad 
Presupuestal" y "¡Acortemos las brechas en 
inversión educativa!". Estos análisis revelan cómo 
las decisiones presupuestarias no son técnicas 
sino profundamente políticas y éticas. 

La inequidad presupuestaria no es solo una 
cuestión de montos sino de prioridades. Cuando 
reflexionamos sobre "Inequidad en la 
Infraestructura Educativa", documentamos cómo la 
falta de inversión sostenida reproduce y amplifica 
las desigualdades sociales existentes. Las escuelas 
multigrado,  rurales, las telesecundarias y los 
bachilleratos comunitarios siguen siendo los 
espacios más desatendidos del sistema educativo 
michoacano. 

La infraestructura educativa emerge como un tema 
crítico no solo en términos de edificios sino de 
condiciones materiales para el aprendizaje. 
"¡Necesitamos escuelas completas para todos!" no 
es solo una demanda de espacios físicos sino de 
ambientes educativos que propicien el desarrollo 
integral de capacidades. 

La obsesión institucional por “los ciclos escolares 
completos” atraviesa toda la bitácora: "La 
oportunidad de un ciclo escolar completo", "¡Por 
más días efectivos de clases!", "Cuando los ciclos 
escolares son completos", "Por un primer ciclo 
escolar completo" y "Por un mejor ciclo escolar" 
constituyen un corpus que documenta una batalla 
permanente por el cumplimiento de la normalidad 
mínima escolar.| 

Esta insistencia no es caprichosa: cada día 
perdido de clases representa oportunidades de 

aprendizaje irreversibles, particularmente para 
estudiantes de contextos vulnerables que 
dependen exclusivamente de la escuela para 
acceder al conocimiento formal. "Balance del 
inicio del ciclo escolar 2024-2025" y "Rumbo a 
un balance del Ciclo Escolar" enmarcan 
temporalmente un año académico que, como 
tantos otros, enfrentó interrupciones múltiples. 

La planificación educativa, abordada en "Así se 
planificó la educación michoacana", revela las 
tensiones entre aspiraciones normativas y 
capacidades reales de implementación. La 
distancia entre lo planificado y lo ejecutado sigue 
siendo una constante del sistema educativo 
michoacano. 

La Nueva Escuela Mexicana (NEM) recibe 
atención específica en "Voces desde el aula: 
Michoacán y la NEM", donde documentamos 
cómo los docentes michoacanos han vivido, 
resistido y adaptado este nuevo paradigma 
educativo. La experiencia michoacana con la NEM 
ilustra las tensiones entre reformas diseñadas 
centralmente y realidades locales complejas. Al 
respecto, la red de Mexicanos Primero, 
conformada por la unidad central y los capítulos 
de Sinaloa, Jalisco, Yucatán y Michoacán se dieron 
a la tarea de hacer una investigación exploratoria 
en sus respectivos territorios, escuchando y 
entrevistando a centenares de docentes y 
directivos, lo cual se reseña en el libro respectivo, 
que se encuentra bajo libre acceso en el portal 
electrónico . 
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"La buena escuela mexicana" plantea 
interrogantes fundamentales sobre qué constituye 
calidad educativa en el contexto michoacano. No 
se trata solo de resultados en pruebas 
estandarizadas sino de la capacidad de las 
instituciones educativas para formar ciudadanos 
críticos, creativos y comprometidos con su 
comunidad. 

La integración de tecnología, abordada en "La 
educación michoacana ante la IA", nos enfrenta a 
desafíos contemporáneos que requieren 
respuestas educativas innovadoras. La inteligencia 
artificial no es solo una herramienta sino un 
paradigma que transforma las formas de producir, 
circular y validar conocimiento. En el contexto 
michoacano, de pobreza, precariedad y 
desigualdad, debe asegurarse, bajo el principio 
de progresividad, un acceso incluyente y universal 
a la tecnología educativa. 

La alimentación escolar emerge como tema 
prioritario en "¡Se necesitan nutriólogos 
escolares!" y "Las becas al plato; los estudiantes 
ausentes". Estas reflexiones documentan cómo la 
malnutrición infantil constituye un obstáculo 
estructural para el aprendizaje y cómo los 
programas alimentarios, cuando están bien 
diseñados, pueden ser poderosos instrumentos de 
inclusión educativa. 

La violencia contra la niñez y el magisterio, 
abordada en "Detener la violencia contra la niñez 
y la juventud" y plasmada en "Cuando asesinan a 
una maestra…", revela dimensiones siniestras de 
la crisis de seguridad que atraviesa Michoacán. La 

escuela, que debería ser un espacio seguro, se 
encuentra permeada por violencias múltiples que 
requieren respuestas integrales. 

La dimensión familiar, reconocida en "El Papel 
Fundamental de las Madres de Familia en las 
Escuelas", destaca el rol insustituible de las 
familias en el proceso educativo. Sin embargo, 
como documenta "Educación: entre la oferta y la 
demanda", no siempre existe correspondencia 
entre lo que el sistema educativo ofrece y lo que 
las familias necesitan o demandan. 

La evaluación educativa, defendida en "¡Sí a 
evaluar aprendizajes!", ha sido uno de nuestros 
caballos de batalla más consistentes. Frente a 
discursos que satanizan la evaluación, hemos 
sostenido que evaluar es un acto de justicia: 
permite identificar qué funciona, qué no funciona 
y para quién no funciona el sistema educativo, a la 
vez que brinda senderos de solución para la 
mejora continua de la educación, basada en el 
corazón de los derechos educativos: el derecho a 
aprender. 

Michoacán: Calidad e Impacto de sus servicios 
educativos" sintetiza años de análisis sobre la 
efectividad del sistema educativo estatal. Los 
resultados, si bien han mostrado mejoras 
graduales en algunos indicadores, siguen 
evidenciando brechas significativas entre grupos 
poblacionales y regiones geográficas. 

El control de gestión, tema transversal en nuestro 
trabajo, se materializa en reflexiones como "III 
Informe de Gobierno: Control de gestión en 
educación" y en el seguimiento puntual de 
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políticas, programas y presupuestos. Esta función 
de observador y garante ciudadano del 
cumplimiento de los compromisos 
gubernamentales educativos ha sido fundamental 
para mantener la transparencia y exigir rendición 
de cuentas. 

La dimensión nacional de la problemática 
educativa michoacana se aborda principalmente 
en "Panorama educativo nacional 2024" y "La 
michoacanización de la educación nacional". Esta 
última reflexión sugiere que las dinámicas 
educativas michoacanas—caracterizadas por alta 
conflictividad magisterial, debilidad institucional y 
participación social activa—se han extendido a 
otras entidades federativas. 

Los desafíos internacionales, particularmente en 
"Ante Trump, aprender importa", documentan 
cómo las políticas migratorias adversas impactan 
directamente en las trayectorias educativas de 
estudiantes michoacanos. La educación como 
herramienta de resistencia ante políticas xenófobas 
adquiere particular relevancia en un estado con 
alta tradición migratoria, por lo que debe de 
haber políticas públicas que, desde nuestro 
sistema educativo estatal arropen a los más 
vulnerables. 

La gestión del tiempo educativo emerge como 
tema crítico en reflexiones como "Aprovechar el 
Receso educativo", "Mayo, mes crucial para la 
educación" y "Rumbo al arranque del Ciclo 
Escolar 2025-2026". Estos análisis revelan cómo 
la fragmentación del tiempo escolar impacta 
negativamente en los aprendizajes y cómo debe 

de aprovecharse al máximo el tiempo cuando se 
dirige un sistema educativo tan complejo, atávico 
y desigual como el michoacano. 

"Regresar mejor a la escuela" plantea la 
importancia de los retornos post-vacaciones como 
momentos de renovación pedagógica. Sin 
embargo, como documenta "Las becas al plato; 
los estudiantes ausentes", no todos los estudiantes 
regresan, evidenciando las múltiples barreras que 
enfrentan las trayectorias educativas individuales, 
particularmente cuando el programa-bandera del 
régimen: las becas estudiantiles, demostradamente 
se emplean para comprar alimentos. Los 
paterfamilias viven una encrucijada, al tener que 
escoger entre comprarles útiles o materiales 
escolares a sus hijos o brindarles alimentación 

Los ritmos institucionales, abordados en "Pensar 
en Educación" y "En la vida diaria, aprender sí 
importa", destacan la importancia de sincronizar 
los tiempos educativos con las necesidades de 
aprendizaje y los ritmos de vida comunitarios. 

La Educación Media Superior, analizada 
específicamente en "Gobernanza en Educación 
Media Superior", presenta desafíos particulares en 
términos de cobertura, permanencia y pertinencia. 
Este nivel educativo, crucial para la transición 
hacia la educación superior o el mundo laboral, 
requiere atención específica que trascienda 
enfoques que buscan normalizar las situaciones de 
la oferta y la demanda laboral, sin considerar 
aspectos fundamentales que van más allá de las 
dinámicas del capital. 
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El rezago educativo, abordado en "Analfabetismo 
y rezago educativo: Una alerta temprana" y 
"Rezago Educativo: Hay mucho por hacer", 
constituye una deuda histórica del sistema 
educativo michoacano. Las cifras de analfabetismo 
y rezago no son solo estadísticas sino rostros 
concretos de personas excluidas del derecho a la 
educación. 

Los días conmemorativos educativos reciben 
atención específica en "El Día del Estudiante, un 
llamado a la acción" y "El Mérito de Ser Madre y 
Docente en Michoacán". Estas reflexiones 
trascienden el carácter protocolar para convertirse 
en oportunidades de reflexión sobre el sentido y 
valor de la educación. 

"Construir la felicidad desde la escuela" y "La 
escuela es para aprender, pero también para ser 
felices" introducen una dimensión frecuentemente 
olvidada: la educación debe propiciar no solo el 
desarrollo cognitivo sino el bienestar emocional 
de estudiantes y docentes. 

Los balances periódicos, como "Balance del inicio 
del ciclo escolar 2024-2025" y "Rumbo a un 
balance del Ciclo Escolar", constituyen ejercicios 
de rendición de cuentas que permiten identificar 
avances, retrocesos y áreas de oportunidad 

Las proyecciones futuras, evidentes en "2025: El 
año de la Educación de Excelencia en Michoacán" 
y "Por una agenda educativa 2025 en 
Michoacán", reflejan nuestro compromiso con la 
construcción de horizontes de futuro más 
promisorios para la educación michoacana. 

Las crisis como oportunidades de transformación 
atraviesan reflexiones como "La problemática 
educativa persiste", "En educación persisten 
emergencias" y "Michoacán: en emergencia 
educativa". Lejos de la resignación, estas crisis se 
interpretan como llamados urgentes a la acción 
colectiva. 

Así también, “la primavera educativa en 
Michoacán" representa nuestra visión 
esperanzadora: un sistema educativo que florezca 
en equidad, calidad y pertinencia. Sin embargo, 
como documenta toda la bitácora, esta primavera 
requiere trabajo sostenido, inversión inteligente y 
compromiso social renovado. 

Los "Cien aprendizajes colectivos del ciclo 
escolar" sintetizan experiencias, errores y aciertos 
que pueden orientar futuras acciones. Entre los 
más relevantes destacamos 

1. La integralidad de la problemática educativa: 
No existen soluciones simples para problemas 
complejos. La educación requiere intervenciones 
sistémicas que articulen dimensiones 
pedagógicas, laborales, presupuestarias y 
sociales. 

2. La centralidad del magisterio: Sin docentes 
dignificados, formados y comprometidos, 
cualquier reforma educativa está condenada al 
fracaso. Pero la dignificación magisterial debe ir 
acompañada de responsabilidad profesional y 
compromiso con los aprendizajes. 

3. La importancia de la participación social: La 
educación es demasiado importante para dejarla 
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solo en manos de gobiernos y sindicatos. 
Requiere participación e informada de familias, 
organizaciones civiles y sector privado. 

4. La necesidad de evaluación sistemática: Solo lo 
que se evalúa se puede mejorar. La resistencia a 
la evaluación es, en realidad, resistencia al cambio 
y la mejora. 

	

5. La urgencia de la equidad: Las desigualdades 
educativas son moralmente inaceptables y 
económicamente ineficientes. Un sistema 
educativo justo es condición necesaria para un 
desarrollo social sostenible. 

En este documento, también trazamos horizontes 
de futuro hacia una nueva agenda educativa. Al 
proyectar "Una mochila para funcionarios 
educativos", reconocemos que la transformación 
educativa requiere liderazgos públicos 
preparados, comprometidos y valientes. La gestión 
educativa no puede improvisarse: requiere 
conocimiento técnico, sensibilidad social y 
voluntad política. 

En "Movilidad Social y Educación" y "Educación: 
la base de la competitividad" se analiza y refrenda 
a la educación como eje del desarrollo social y 
económico de Michoacán. Sin embargo, para que 
esto sea realidad, se requieren transformaciones 
profundas que trasciendan cambios cosméticos. La 
competitividad educativa no puede construirse 
sobre bases inequitativas. Como documenta 
nuestra bitácora, Michoacán tiene el potencial 
para liderar transformaciones educativas 

nacionales, pero esto requiere decisiones políticas 
valientes y sostenidas que prioricen la educación 
como inversión estratégica. 

Esta bitácora concluye con un llamado urgente y 
categórico a la acción colectiva. Los setenta y dos 
artículos que la componen no son solo 
diagnósticos,  sino que constituyen también 
compromisos renovados con la transformación 
educativa de Michoacán. 

No podemos permitir que otra generación más de 
niñas, niños y jóvenes michoacanos vea truncadas 
sus oportunidades de desarrollo por un sistema 
educativo que reproduce inequidades en lugar de 
combatirlas. La urgencia es moral, social y 
económica. 

El momento es ahora: tenemos el diagnóstico, 
conocemos las rutas de solución y contamos con 
actores sociales comprometidos. Lo que falta es 
voluntad política sostenida y recursos suficientes 
para hacer realidad el derecho a una educación 
de excelencia para todos los michoacanos. Los 
derechos educativos son para toda la vida. 

No podemos estar más de acuerdo con el 
discurso oficial: Michoacán puede ser ejemplo 
nacional de cómo una sociedad civil organizada, 
un magisterio comprometido y autoridades 
responsables pueden construir juntos un sistema 
educativo que sea motor de justicia social y 
desarrollo humano integral. Ahora, solo falta hacer 
realidad lo comprometido verbalmente. 

La historia nos juzgará no por nuestros discursos 
sino por nuestras acciones. La educación 
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michoacana no puede esperar más. Dieciséis años 
después de iniciar este camino, Mexicanos 
Primero Michoacán redobla su compromiso con la 
educación de calidad, excelencia equitativa y 

pertinente para todos los niños y jóvenes de 
nuestra entidad. Seguiremos siendo vigías, críticos 
y constructores de la educación que Michoacán 
necesita y merece. 






